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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros de Defensa Nacional, señor Francisco Vidal Salinas; Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y de Salud, señor Alvaro Erazo Latorre; la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carmen Andrade Lara; el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García Pino; la Subsecretaria de Marina, señora Carolina Echeverría Moya, y los Subsecretarios de Aviación, señor Raúl Vergara Meneses, y de Investigaciones, señor Ricardo Navarrete Betanzo.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 71ª, ordinaria; 72ª, extraordinaria; 73ª y 74ª, ordinarias, en 18 y 25 de noviembre y 1 y 2 de diciembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios 

 

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados: 



Con los tres primeros comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas: 

 

1.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo Suplementario sobre el Comercio de Servicios del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Popular China (boletín N° 6.715-10) (Véase en los Anexos, documento 1). 



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso. 



2.- Proyecto de ley que modifica el artículo 195 del Código del Trabajo, en relación con el permiso laboral al padre en caso de nacimiento de un hijo (boletín N° 6.675-13) (Véase en los Anexos, documento 2). 



3.- Proyecto de ley que establece derechos de los trabajadores frente a la quiebra de una empresa (boletín N° 6.164-13) (Véase en los Anexos, documento 3). 



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. 



Con el cuarto comunica que ha aprobado la enmienda propuesta por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, de 2005, en determinadas zonas o áreas (boletín N° 6.681-01). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes. 



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (boletín N° 6.747-12). 



--Se toma conocimiento y se remite el documento junto a sus antecedentes. 



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Alvear, con el que requiere información respecto del dominio de un inmueble ubicado en el sector de Las Lomas II, en la ribera del río Mapocho, de la comuna de Lo Barnechea. 



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, relativo a las dificultades existentes para el pago de beneficios de la ley N° 20.158 y del Estatuto Docente para los profesores acogidos a retiro voluntario. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores. 

Informes


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 6.472-06) (Véase en los Anexos, documento 4). 



De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de las tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), con la urgencia del inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.214-05) (Véase en los Anexos, documento 5). 



--Quedan para Tabla.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.






)-----------(

El señor ROMERO.- Pido la palabra, señor Presidente, para plantear una moción de orden.

El señor NOVOA (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, los Comités habíamos acordado poner en el primer lugar de la tabla el proyecto que moderniza el Ministerio de Defensa, del cual quedó pendiente un artículo.



Sin embargo,...

El señor PROKURICA.- ¡No hay quórum para votar!

El señor ROMERO.- Desde luego que no, porque es calificado. 



Como ayer quedó pendiente la discusión y votación del asunto de la “píldora del día después”, tal vez sería razonable que la Mesa recabara el acuerdo unánime de la Sala para cambiar el orden de la tabla y terminar el tratamiento de tal iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, hay un acuerdo en el sentido de despachar hoy día lo relativo al Ministerio de Defensa.

El señor ROMERO.- No tengo problema al respecto, pero lo que señalé es, simplemente, una propuesta para que sea sometida a la Sala.

El señor NOVOA (Presidente).- Quiero que nos situemos en el contexto, pues ya habíamos acordado despachar hoy día el proyecto de Defensa.



El Senador señor Romero plantea comenzar con la iniciativa de la “píldora del día después” y, luego, seguir con la del Ministerio de Defensa, lo cual implica mantener el acuerdo de terminarlo hoy. 



Por lo tanto, habría que finalizar el despacho de ambos proyectos.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, si hay problemas retiro la propuesta.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- No doy acuerdo.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, tenemos que ser prácticos: entiendo que tanto la Unión Demócrata Independiente cuanto la Concertación celebran sendos actos políticos en Santiago. Entonces, si adoptamos un acuerdo para despachar una iniciativa en un tiempo determinado y a las 18 quedamos libres, no habría inconveniente en tratar una u otra.

El señor NOVOA (Presidente).- En la del Ministerio de Defensa, debe terminarse el debate de un artículo y votarlo.

El señor ROMERO.- ¡Tratemos lo de Defensa entonces!

El señor VÁSQUEZ.- Hagámoslo hasta las 17 y luego votamos. Posteriormente, tratamos lo de la “píldora del día después”.

La señora MATTHEI.- ¡Con mordaza...! Porque si no, no lo vamos a despachar.

El señor NOVOA (Presidente).- De no tener posibilidad de resolver el proyecto de la “píldora del día después”, pediríamos al Ejecutivo el retiro de la urgencia de “discusión inmediata”, y lo pondríamos en el primer lugar de la tabla del próximo lunes.

V. ORDEN DEL DÍA

Modernización de Ministerio de Defensa Nacional
El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde continuar la discusión del proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Defensa Nacional e informe de la Comisión de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3994-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 47ª, en 2 de septiembre de 2008.


Informes de Comisión:


Defensa Nacional, sesión 11ª, en 15 de abril de 2009.


Defensa Nacional (segundo), sesión 47ª, en 9 de septiembre de 2009.


Hacienda, sesión 47ª, en 9 de septiembre de 2009.

Defensa Nacional (nuevo segundo), sesión 61ª, en 3 de noviembre de 2009.

Discusión:


Sesiones 12ª, en 28 de abril de 2009 (se aprueba en general); 50ª, en 15 de septiembre de 2009 (vuelve a Comisión); 62ª, en 4 de noviembre de 2009 (queda pendiente votación particular); 71ª, en 18 de noviembre de 2009 (se trata en sesión secreta y queda pendiente discusión particular).
El señor NOVOA (Presidente).- Solicito autorización para que puedan ingresar a la Sala la Subsecretaria de Marina, señora Carolina Echeverría; el Subsecretario de Aviación, don Raúl Vergara; el Subsecretario de la Policía de Investigaciones, señor Ricardo Navarrete, y don Gonzalo García, Subsecretario de Guerra. 



--Se autoriza.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto y la calificó de “suma”.



Cabe recordar que en sesión del 18 de noviembre se votaron tres de las cuatro enmiendas resueltas por mayoría en la Comisión de Defensa Nacional, quedando pendiente solo aquella al artículo 26 del proyecto que Sus Señorías pueden consultar en el boletín comparado.



Esta materia tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



Corresponde señalar, finalmente, que respecto de la enmienda mencionada se puso en votación la solicitud de enviarla a la Comisión de Constitución, la cual resultó rechazada por 17 votos contra 8 y 2 abstenciones.

El señor NOVOA (Presidente).- Continúa la discusión particular del proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero solicitar votación separada de distintas partes del artículo 26.

El señor NOVOA (Presidente).- Todavía no lo hemos puesto en votación, señor Senador.



Si mal no recuerdo, esta norma comenzó a discutirse en la última sesión en que se trató este asunto. Por lo tanto, lo que procede es continuar su discusión.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, ocurre lo siguiente: la sesión donde efectivamente empezamos el debate de este artículo tuvo el carácter de secreta. Entonces, enfrentamos el problema de que, si en definitiva vamos a continuar la discusión, algunos de los argumentos van a poder exponerse públicamente y otros no. No sé cómo se puede resolver ese aspecto desde el punto de vista reglamentario. 



Lo consulto a la Mesa, porque tengo la impresión de que, por lo menos, debiera haber un procedimiento para exponer públicamente los argumentos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene razón, señor Senador. Por tanto, corresponde abrir la discusión sobre el artículo en esta sesión. Porque gran parte del debate pasado estuvo referida a un problema de tipo formal: si iba o no a la Comisión de Constitución.



Se ofrece la palabra sobre el artículo.

El señor ARANCIBIA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, sobre esta norma podría hablar mucho -incluso he hecho llegar por escrito a los señores Senadores mi pensamiento sobre el particular después de una experiencia de vida-, pero solo quiero plantear lo siguiente. 



Respecto del artículo 26, que tiene varios incisos, queda solo una cuestión pendiente: la relativa a si son tres o cuatro estrellas. El resto fue aprobado por unanimidad en la Comisión y la Sala hizo lo propio al comienzo del debate. 



En otras palabras, hoy cabe pronunciarse únicamente sobre la mitad del inciso segundo de este artículo. 



No me pueden decir que “no”, porque el resto fue aprobado por unanimidad en la Comisión. Lo que hemos estado discutiendo en estas sesiones es lo relativo a las tres o cuatro estrellas.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, en el informe de la Comisión aparece que este artículo fue aprobado por mayoría de 4 votos contra 1. 

El señor ALLAMAND.- Entonces, corresponde pronunciarse sobre el artículo completo.

El señor NOVOA (Presidente).- Me informa la Secretaría que tiene razón el Senador señor Arancibia.



La primera parte del inciso segundo fue aprobada por unanimidad. La votación dividida se pidió respecto de la segunda, que dice: “simultáneamente con su designación” (del Jefe del Estado Mayor Conjunto) “será ascendido al grado de General de Ejército, Almirante o General del Aire,”. 



Pongo discusión lo anterior.



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, entramos entonces a la discusión del artículo. 



Sobre esa materia aquí, legítimamente, ha habido diversas opiniones. Algunos planteamos desde un principio que, a nuestro juicio, para que esta norma fuese viable, se requeriría una reforma a la Carta Fundamental.



Por otra parte, se ha hecho cuestión también del efecto que tendría en los oficiales generales de mayor antigüedad que el designado para desempeñarse como Jefe del Estado Mayor Conjunto tenga una menor. Porque, si se les aplicasen las normas generales sobre ascenso y retiro, bien podría interpretarse que todos ellos deberían pasar a retiro al ser ascendido a un grado superior un oficial menos antiguo.



Si se produjese esa situación, podría implicar un retiro forzoso y eventualmente masivo de los oficiales sobrepasados, incluso en forma tridimensional, no siendo ese -presumo- el espíritu de la norma. Por lo tanto, se requeriría incorporar una disposición que evite esta situación.



Por mi parte, le consulté privadamente al Subsecretario de Guerra respecto de este tema, y él me señaló que existiría esa norma. Yo espero que se aclare el punto en el curso del debate. Mientras tanto, me quiero referir al primer asunto que planteé: el requerimiento de una reforma constitucional previa.



El artículo 26 del proyecto establece: “El Jefe del Estado Mayor Conjunto será designado por el Presidente de la República de entre el conjunto de los Oficiales Generales que tengan el grado de General de División, Vicealmirante o General de Aviación, el que simultáneamente con su designación será ascendido al grado de General de Ejército, Almirante o General del Aire.”.



Ese es el último punto que está en discusión en este momento.



A mi juicio, dicha norma sería inconstitucional -y, desde luego, hago expresa reserva de constitucionalidad en esta materia-, por las siguientes razones.



En primer lugar, porque otorgaría al Jefe del Estado Mayor Conjunto un grado reservado hoy a los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas, dado que el artículo 46 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas señala: “El mando superior de cada una de las instituciones de las Fuerzas Armadas será ejercido por el Comandante en Jefe, con el grado de General de Ejército, Almirante o General del Aire, según corresponda.”.



En segundo término, ocurre que el Jefe del Estado Mayor Conjunto pasa a tener a través del grado militar un rango equivalente al del Comandante en Jefe -o de casi Comandante en Jefe, por así decir-, lo que no estaría previsto por la Constitución. En otras palabras, en la práctica se estaría creando una figura no prevista en ella.



En tercero -y en relación con la carrera en virtud de las modificaciones del artículo 38-, el Jefe del Estado Mayor Conjunto no forma parte de la base de selección para la Comandancia en Jefe de la respectiva rama, lo que generaría tensiones, ya que alteraría la carrera militar en un sistema ajeno a la estructura de la Constitución.



En cuarto lugar -a mayor abundamiento-, hay un proyecto de  reforma constitucional -según entiendo, se encuentra en la Comisión de Constitución- que no ha seguido en tramitación y que fue enviado por el Gobierno en su oportunidad con el evidente objetivo de salvar todo reparo constitucional de esta figura. El Ejecutivo estimó que se lograba ese propósito cambiando la base de selección del Jefe del Estado Mayor Conjunto, pero se mantiene el problema expuesto en relación con el mando operativo de carácter imperativo que el proyecto le entrega sobre las fuerzas militares, como se explica más adelante. Algo tampoco previsto por esta normativa.



Las disposiciones constitucionales antes citadas agotan el sistema de mandos militares y solo podría crearse una cuarta autoridad castrense en virtud de una reforma a la Carta.



Entender que mediante una ley se podrían establecer autoridades militares distintas de las mencionadas en la Constitución dejaría sin sentido el hecho de que esta se preocupa de regular en detalle lo relativo a los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea; su nombramiento y remoción, otorgando especiales facultades al Presidente de la República.



Dado que la existencia del Jefe del Estado Mayor Conjunto afectaría las atribuciones del Primer Mandatario, estimamos...

El señor NOVOA (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Tiene la palabra por un minuto, para finalizar su intervención.

El señor ROMERO.- Muchas gracias.



Como decía, estimamos que ello demandaría una reforma constitucional.



Señor Presidente, no quiero abundar más en la materia, por el escaso tiempo de que dispongo. Solo deseo agregar que esta reserva de constitucionalidad debería integrar todo el debate. Porque una parte de la argumentación se dio en sesión secreta, la cual no podemos repetir en este momento, y otra la tenemos que entregar -cosa bastante curiosa- en una discusión abierta.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR.- Señor Presidente, lo planteado por el Honorable señor Romero me satisface en parte. Creo que ha situado bien el problema al manifestar que aquí hay dos razones para sostener una visión no positiva del cambio propuesto.



Una se refiere a la constitucionalidad.



En este punto, claramente, la forma que se establece para el nombramiento del Jefe del Estado Mayor Conjunto pugna con la Carta Fundamental y con la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. 



Y por ese vicio, también haré reserva de constitucionalidad.



En cuanto al fondo del asunto, como ya hemos discutido al respecto pienso que insistir en ello sería redundar en argumentos ya vertidos. 



Señor Presidente, la fórmula de nombramiento que se propone no es buena para el mando militar, porque se pretende que coexistan dos oficiales de igual rango en una misma rama.



Ello no lo encuentro conveniente. El mando se tiene o no se tiene. Alterar eso, en instituciones como las Fuerzas Armadas, va en contra de su esencia.



Por eso, insisto en el planteamiento que expresé en la sesión anterior en el sentido de que el Jefe del Estado Mayor Conjunto debe ser un general de 3 estrellas -o como se lo denomine-, y no equivalente al Comandante en Jefe de una institución. Se trata de cosas distintas.



Además, quiero dejar en claro, porque parece que algunos señores Senadores no lo saben con certeza, que no será un cargo decorativo, pues se tiene en vista que sea operativo. Tendrá mando de tropa.



En tal sentido, estimo que una designación de esta naturaleza (considerando un eventual problema de nuestro país en este ámbito) no recoge la necesidad que puede darse en un momento dado. Esto se deja como una visión única, en circunstancias de que para nuestra seguridad podría haber dos.



En consecuencia, pensar en la existencia de un solo Jefe del Estado Mayor Conjunto es una voluntariedad respecto a la posibilidad de conflictos.



En cuanto al proceso de selección, creo adecuado que el Jefe del Estado Mayor Conjunto se escoja entre los oficiales que se mencionan, pero repito que debe permanecer como un general de 3 estrellas, de la manera en que se propone, porque cualquiera otra decisión, además de no ser conveniente militarmente, no estaría en conformidad con el ordenamiento constitucional que nos rige.



La modificación para el nombramiento de un oficial de estas características debe ser de rango constitucional. De otra manera -insisto-, no se asimilaría a la forma como se han determinado estos cargos. Una Carta Fundamental no se consigue en una botica, con una receta, o en un almacén, sino que obedece a una lógica jurídica que debe respetarse.



Por lo anterior, señor Presidente, no soy partidario de la forma que se propone y, formulo reserva de constitucionalidad en el mismo sentido manifestado por el Honorable señor Romero.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero reafirmar los argumentos expuestos por los Honorables señores Romero y Zaldívar en torno a la insalvable dificultad constitucional que presenta la disposición que nos ocupa.



Sobre esta materia, recientemente se publicó un interesante artículo del constitucionalista señor Arturo Fermandois, quien razona en la misma línea de los Senadores antes nombrados. 



Más aún, durante el debate de la Comisión de Defensa Nacional, en su segundo informe, cuando se analizó la creación de un “supercomandante en Jefe” -por así decirlo-, se llegó unánimemente a la conclusión de que era indispensable una reforma constitucional para establecer la figura del Jefe del Estado Mayor Conjunto sobre la base de -y leo textualmente- “normar su designación y remoción,” (ello solo es asimilable al sistema utilizado hoy para los Comandantes en Jefe. No se aplica a ningún otro oficial) “como atribución especial del Presidente de la República; fijar su duración en el cargo y el régimen de incompatibilidades y de llamado a retiro con arreglo al inciso primero del artículo 104 de la Carta Fundamental”.



Es decir, en opinión de la unanimidad de la Comisión, las mismas condiciones que se norman a través del proyecto que nos ocupa requieren una reforma constitucional.



Y es de total coherencia que donde existe la misma razón, debe existir la misma disposición, según decimos los abogados.



Cuando dicho órgano técnico estimó que el Jefe del Estado Mayor Conjunto precisaba las atribuciones que se plantean, también señaló que se necesitaba una reforma a la Carta para su establecimiento. No obstante, ahora, en opinión del Ejecutivo, no se requiere una modificación de tal envergadura.



Desde el punto de vista de la hermenéutica constitucional, resulta evidente, por las razones dadas, que para la incorporación de un oficial de estas características se precisa una reforma, más allá de su mérito o de si esa figura es necesaria o no lo es. 



Más aún, ello no solo se requiere por tratarse de una modificación en el alto mando de las Fuerzas Armadas, sino también, como veremos en la discusión en particular, porque aquí se afectan las facultades del Primer Mandatario.



Además de lo expuesto, señor Presidente, deseo dejar constancia de lo siguiente:



En esta misma Sala -entiendo que persiste hasta este minuto y es importante consignarlo para la historia fidedigna del establecimiento de la ley- hubo voluntad mayoritaria de los señores Senadores para arribar a una fórmula de consenso en esta materia. Y el Honorable señor Romero propuso una en tal sentido. 



Pero quiero dejar testimonio de que hasta ahora ha sido imposible obtener una respuesta del Ministro de Defensa. Porque lo he llamado repetidamente durante los últimos días y ni siquiera he recibido una respuesta de su parte, cuando bastaría con que contestara el teléfono. Me imagino que ha tenido demasiadas ocupaciones como para contestar el llamado de un Senador con el fin de buscar una fórmula de entendimiento.



Por lo tanto, que quede constancia de que aquí hubo voluntad mayoritaria para buscar una solución de consenso, y que quien se opone a ello es, precisamente, el Ejecutivo.



Una última consideración.



En esta materia -algo se insinuó en las argumentaciones anteriores-, existe un grave problema no solo de constitucionalidad, sino además de estructuración de la carrera militar. 



Cuando se designe a un oficial superior para ocupar este cargo, inmediatamente se le va a mutilar la posibilidad de que en el futuro sea Comandante en Jefe.



Se trata de un gravísimo error.



Lo lógico es que el Jefe del Estado Mayor Conjunto, un oficial superior, sea una persona de alta capacitación. Si ello es así, no habrá ninguna razón para que, con posterioridad, se le niegue la posibilidad de ser Comandante en Jefe.



Aquí se está planteando algo absurdo. Que se les pida a oficiales de gran proyección, en una etapa temprana de sus carreras, que escojan entre ser Jefe del Estado Mayor Conjunto y nunca Comandante en Jefe o, a la inversa, no ser Jefe del Estado Mayor, no usar sus atributos, para poder optar a la Comandancia en Jefe.



Lo anterior -repito- constituye un error grave, que debe ser reparado. Por ello, en el momento pertinente solicitaremos votación separada.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, aquí hay dos diferencias, después de un proceso de discusión muy largo en la Comisión de Defensa para resolver de la mejor manera la materia que tenemos por delante.



La primera discrepancia es de carácter constitucional, procedimental, no apunta al fondo del asunto.



En ella hay dos posiciones.



Una es la que yo sostengo. Creo que en Derecho hay suficientes argumentos para afirmar que este asunto es propio de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, y no necesariamente de la Carta Fundamental.



En efecto, cuando estábamos en el proceso de debate en la Comisión de Defensa, en algún momento se planteó el envío -incluso casi se prerredactó- de un proyecto de reforma constitucional, como señaló el Senador señor Allamand.



Pero como Su Señoría seguramente no ha podido seguir la discusión con la misma acuciosidad con que lo hicimos quienes asistimos a la Comisión, quiero aclarar que eso ocurrió cuando se planteó que el Jefe del Estado Mayor Conjunto fuera uno de los Comandantes en Jefe en ejercicio, con lo cual se habría generado una cuestión no prevista, porque se afectaban las funciones de aquellos, que se encuentran prescritas en la Constitución.



En ello no tuvimos unanimidad, pero sí mayoría.



Aquí no se trata de una cuestión entre Gobierno y Oposición. Quiero decirle al Senador señor Allamand que el informe de mayoría de la Comisión viene acordado por un Senador de la UDI que, además, fue Jefe de Estado Mayor de la Defensa Nacional, así que algún conocimiento y práctica tiene sobre estos asuntos, en su forma actual, y por el Honorable señor Prokurica, quien pertenece a Renovación Nacional.



Por lo tanto, aquí no ha habido una confrontación entre Gobierno y Oposición, sino una diferencia, muy legítima, en la Comisión.



Entonces, primero está el asunto constitucional. Y no quiero abundar en esto, pues estoy por que esta materia se vote ahora. Además, de todas maneras, tratándose de una ley orgánica, se haga o no reserva de constitucionalidad, el Tribunal Constitucional tendrá que definir de oficio si lo que acordamos, en el caso de aprobarse la fórmula propuesta por la mayoría, es constitucional o no.



En consecuencia, propongo no desgastarnos ahora en un debate que no va a ser resuelto en esta instancia, cualesquiera que sean las circunstancias de la votación, porque, como digo, corresponde a una materia relativa a una ley orgánica constitucional que deberá ser revisada por el Tribunal antes mencionado.



Lo que sí ha de zanjar el Senado es lo sustantivo. Porque, si resolvemos en el sentido que propongo, y el Tribunal Constitucional señala que debe realizarse la reforma, tendremos que hacerlo, y se solucionará el punto.



¿Cuál es el argumento que se da? Que se produciría una suerte de confusión entre las funciones y jerarquías de los Jefes de las ramas de las Fuerzas Armadas y las del Jefe del Estado Mayor Conjunto.



Y en esto -lo digo con todo respeto- mis Honorables colegas están confundidos.



Esa es la equivocación esencial que se produce cuando se plantea que ese cargo no puede ser desempeñado por un general del mismo grado que los Comandantes en Jefe porque supondría una superposición de funciones o la coexistencia de dos generales de cuatro estrellas en una misma rama.



No. El Jefe del Estado Mayor Conjunto, cuyas funciones son muy importantes y se hallan definidas en la ley, no sustituye ni en la guerra, ni en la paz, a los Comandantes en Jefe. Ejercen labores distintas, claramente establecidas en la legislación. Por tanto, el Jefe del Estado Mayor no disminuye ni aumenta ninguna de las funciones o atribuciones de los Comandantes en Jefe de cada una de las ramas de las Fuerzas Armadas.



El Estado Mayor Conjunto que proponemos es una figura nueva en nuestro ordenamiento legal, y todo el sentido de la reforma del Ministerio de Defensa apunta a enfatizar una dimensión que hoy es deficitaria en la organización de nuestras Fuerzas Armadas: el elemento conjunto. En efecto, hay total consenso acerca de su debilidad en el ordenamiento institucional que nos rige, lo cual tiene graves consecuencias en la disuasión. Y quiera Dios que nunca enfrentemos un escenario de guerra...

El señor NOVOA (Presidente).- Concluyó su tiempo, Su Señoría.



Tiene la palabra por un minuto más.

El señor GAZMURI.- Muchas gracias.



Ahí radica el punto de fondo. Claro, eso rompe ciertas culturas tradicionales.



El Jefe del Estado Mayor Conjunto, que tiene la función de planificar, coordinar estratégicamente, asesorar al Ministro, dirigir las operaciones conjuntas y las fuerzas en caso de crisis o de guerra, debe ostentar una gran jerarquía, precisamente para interactuar con los Comandantes en Jefe, que ejercen funciones muy delimitadas. Además, las de la Junta de Comandantes en Jefe son definidas por ley, que en este sentido es bien rigurosa.



No hay posibilidad alguna de confusión. Reitero que se trata de funciones distintas, y, tomando en consideración la jerarquía de las del Estado Mayor y el reforzamiento de lo conjunto, se requiere que su Jefe, cualquiera que sea la rama de la que provenga, tenga las mismas estrellas, cuestión que en la cultura y en la jerarquía tradicional importa...

El señor NOVOA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le concederemos otro minuto adicional.

El señor GAZMURI.- Gracias.



Decía que la cuestión de fondo es si queremos darle a lo conjunto la importancia que requiere la organización de la defensa nacional.



Eso es todo: si deseamos fortalecer lo conjunto o debilitarlo.



A mi juicio, la ley en proyecto apunta a robustecer un elemento claramente deficitario en nuestra organización de la defensa. Y no voy a argumentar aquí respecto a las consecuencias que tendría no hacerlo, porque ya lo planteamos en sesión secreta.



Solo quiero agregar que, en último término, no es banal la decisión que debemos adoptar. Se dirige al centro de lo que persigue la iniciativa legal.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero partir haciendo una diferencia en el rol del Jefe del Estado Mayor Conjunto en tiempos de guerra y de paz.



En tiempos de guerra es obvio que asume el comando, es el jefe y ordena todas las fuerzas. Esto nunca se ha cuestionado. Y en ese momento, dará lo mismo cuántas estrellas tenga, porque ejercerá el mando.



Las Fuerzas Armadas están acostumbradas a ello, porque, por ejemplo, cuando un general va de pasajero en un avión pilotado por un teniente, el que manda es este, no aquel. El teniente decide si se despega, si se espera, si se aterriza y dónde. El general, por muchas más estrellas que ostente, no tiene nada que decir al respecto.



En tiempos de guerra, el que ejerce el mando comanda, y los demás lo siguen. Pero en tiempos de paz la coordinación es un problema.



Sin embargo, quiero señalar que esto no solo ocurre entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas. También es un problema, por ejemplo, al interior de una empresa entre diferentes gerencias.



La gerencia de producción quiere realizar una cosa, la de comercialización, otra; y la de finanzas, una opuesta. Lo mismo puede suceder entre las distintas facultades de una universidad, en que algunas desean crear un bachillerato y las otras no.



En definitiva, la coordinación siempre es difícil. Es uno de los problemas que presenta la administración moderna.



Tengo la impresión de que aquí se ha pensado que esta coordinación sería difícil porque los Comandantes en Jefe, en el fondo, no “inflarían” a un coordinador (Jefe del Estado Mayor Conjunto) por tener tres estrellas. Pero el inconveniente no radica en el número de estrellas, sino en que cada persona, en cualquier ámbito de la vida, trata de defender las prerrogativas del cargo que ocupa, pues no le gusta que venga gente de afuera a entrometerse en sus funciones. 



Por lo tanto, el problema de la coordinación siempre estará presente, y la única forma de resolverlo es que haya una persona por encima de todas que “corte el queque”. 



Por eso, he insistido en que quien debe decidir finalmente no es el Jefe del Estado Mayor Conjunto, sino el Ministro de Defensa Nacional. Para eso existe; ese es su rol. Él debe saber si los equipos tecnológicos de las distintas ramas de las Fuerzas Armadas pueden conversar entre ellos o no; o determinar si la postura de una de ellas es más razonable que la de otra. Y el Jefe del Estado Mayor Conjunto tiene que buscar la información, presentarla, dar argumentos, pero quien debe “cortar el queque” es el superior, o sea, el Ministro. 



Me parece que al darle cuatro estrellas a este coordinador las dificultades aumentarán y no van a disminuir. Porque la defensa de las prerrogativas será aun más fuerte cuando los altos mandos de las instituciones castrenses perciban la amenaza de una disminución de ellas. 



Cuando un Comandante en Jefe vea que otro señor de cuatro estrellas habla con el Ministro y, luego, empieza a tomar decisiones que afectan a su propia entidad, defenderá sus prerrogativas más ferozmente. 



Por lo tanto, la coordinación se dificultará con un general de cuatro estrellas, no va a ser más fácil. 



Señor Presidente, lo que señalo se da en todas las organizaciones. Es cosa de leer un poco sobre Administración para darse cuenta que conciliar las distintas gerencias, departamentos, dentro de una institución es lo más complicado que hay. Para eso existen, por ejemplo, los directorios, el gerente general. 



Y aquí, mientras el Ministro de Defensa no asuma su rol, ninguna de estas figuras que se proponen van a resultar en tiempos de paz. Porque en tiempos de guerra toda persona entrenada en fuerzas armadas sabe perfectamente que quien manda es el superior a cargo, y el personal lo sigue. 



Pero el problema se generará desde el mismo minuto en que los Comandantes en Jefe vean a otro señor con cuatro estrellas. 



Yo me pregunto qué ocurriría, por ejemplo, si para tratar de mejorar las dificultades de comunicación que se presentan con la Cámara de Diputados y, a veces, también con la Biblioteca nombráramos a una persona que estuviera por sobre las autoridades de las tres instituciones. ¿Eso ayudaría algo? ¡Para nada! Porque el Secretario del Senado trataría de defender las prerrogativas de la Corporación que dirige, al igual que lo haría el de la otra rama legislativa, y la persona que viene de afuera no será tomada en cuenta. 



La única forma de solucionar el inconveniente planteado es recurriendo a alguien que esté por sobre los Comandantes en Jefe, y esa persona es el Ministro. Porque el general de cuatro estrellas propuesto no se hallará por encima de ellos, pero representará una amenaza. 



A mi juicio, lo propuesto no constituye una buena salida desde el punto de vista institucional. Se trata de un asunto extensamente tratado en todos los textos de Administración. La única solución es que haya alguien por encima de aquellos, y ese es el Ministro del ramo. 



He dicho. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hace rato estoy esperando. 

El señor NOVOA (Presidente).- Excúseme, Su Señoría, estaba alternando las intervenciones de uno y otro sector.



Después del Honorable señor Vásquez le corresponderá su turno.

El señor PROKURICA.- Gracias, señor Presidente. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez. 

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, después de escuchar al Honorable señor Arancibia, que ha vivido el problema por haber desempeñado los dos cargos -lo cual es importante, pues la práctica nos dice cuándo conviene una solución u otra-, creo que su opinión no es una más. 



Su argumento me convenció, y lo digo con mucha honestidad. 



Por lo tanto, voy a votar a favor de la norma. 



Al respecto, debo señalar acá dos cosas. La primera es que mi decisión de aprobarla la tomé teniendo presente los problemas de constitucionalidad señalados. 



Sin embargo, sin ser constitucionalista, quiero manifestar que a nadie se le podría exigir inventar la ampolleta antes del descubrimiento de la electricidad. Si lo que estamos analizando ahora, el 2009, es la creación de un cargo distinto, nuevo, con funciones especializadas, ello no era exigible en 1980. 



En consecuencia, el artículo 104 de la Constitución, que señala la forma de nombramiento de los Comandantes en Jefe, no impide en absoluto que haya un mecanismo similar para otros cargos distintos. Porque el artículo 105 establece que: “Los nombramientos, ascensos y retiros de los oficiales de las Fuerzas Armadas y Carabineros, se efectuarán por decreto supremo, en conformidad a la ley orgánica constitucional correspondiente,”. Y lo que aquí se está haciendo en realidad es generar una ley orgánica constitucional, ya que estamos votando el precepto con el quórum así requerido. 



Por eso, no me parece -y dejo la constancia pertinente para la historia de la ley- que la norma en comento sea inconstitucional, porque hay una ley orgánica constitucional, que crea el cargo de Jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, y determina las formas de nombramiento. 



De otro lado, podríamos concluir que si dicha jefatura tuviera las mismas facultades, las mismas funciones, que los Comandantes en Jefe, entonces, por el hecho de haber sido nombrado de manera distinta, sería contrario a la Carta Fundamental. O sea, nos vamos por el lado de la forma y no del contenido.



En consecuencia, señor Presidente, sostengo que la norma es constitucional y, por ello, la votaré a favor. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, hoy día la discusión se ha dado en dos planos. El primero ha girado en torno a la constitucionalidad del precepto en debate, cuyos argumentos no repetiré, porque considero que de alguna manera existen disposiciones del Texto Fundamental que se vulneran con la nueva figura que se propone. 



Estoy de acuerdo en eso. De ahí que me parecía interesante la proposición de mandar el proyecto a la Comisión de Constitución. Pero no se acordó tal procedimiento. 



No me referiré a dicho asunto, respecto del cual coincido con lo planteado aquí por algunos señores Senadores que me han precedido en el uso de la palabra. En cambio, quiero abordar la materia que se transformado en la discusión de fondo. 



Uno de los principales objetivos del proyecto es agregar a la actual condición formidable de medios que poseen las fuerzas de aire, mar y tierra de nuestro país, que es -sin duda- la mejor de su historia, un elemento no menor: la coordinación para que tales fuerzas tanto en su preparación como en su utilización sean lo más eficaces y eficientes posibles. 



Y eso queda en evidencia en los ejércitos modernos. Porque hay algunos que, disponiendo de todos los recursos del mundo, son derrotados producto de la falta de coordinación, o terminan con más muertos por el fuego propio que por el ajeno. 



Entonces, hoy día no estamos hablando de los ejércitos de hace 10, 20 ó 30 años, sino de instituciones armadas extraordinariamente sofisticadas, en las que la coordinación vale tanto como los medios con que cuentan.



En tal virtud, aquí se plantean dos tesis. Una se refiere a que el Jefe del Estado Mayor Conjunto sea de tres estrellas y no de cuatro, lo cual significa dejar las cosas como en la actualidad. Hoy día, si se evalúa la coordinación de nuestras Fuerzas Armadas -lamentablemente ahora nos encontramos en sesión pública y no secreta-, podemos observar que todavía queda mucho por recorrer y avanzar en este ámbito. Y no solo en cuanto al uso de las Fuerzas Armadas -situación que por suerte, como se ha planteado aquí, no nos ha tocado vivir-, sino también, a su preparación y a lo que significa la compra de materiales, combustibles, de medios y de todo lo necesario para tal coordinación.



Si pretendemos que esta sea mejor -y en este aspecto no coincido con la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra-, deberíamos permitir que el coordinador tuviera más espaldas para hacer su trabajo.



Ya hemos escuchado al Honorable señor Arancibia, cuya opinión también, por supuesto, me hace fuerza porque, como ninguno en esta Sala, conoce sobre la materia desde adentro.



Me parece que hacer un cambio para dejar las cosas como están no producirá ningún efecto positivo. Por el contrario, pienso que con la creación del cargo de Jefe del Estado Mayor Conjunto se procura, sin duda, tener una mayor coordinación.



Por otro lado, deseo despejar un punto respecto al cual, a mi juicio, algunos señores Senadores están equivocados.



El inciso quinto del artículo 26 del proyecto establece claramente las funciones del Jefe del Estado Mayor Conjunto -como ya señaló el Senador señor Gazmuri-, y dice que “ejercerá el mando militar de las fuerzas terrestres, navales, aéreas y conjuntas asignadas a las operaciones”. De modo que ese oficial no va a tener mando sobre las ramas de las Fuerzas Armadas. No sigamos con ese argumento, porque no es real. Aquí no habrá un cuarto Comandante en Jefe, sino que será un Oficial General que no tendrá mando sobre las Fuerzas y cuya misión consistirá en asesorar al Ministro de Defensa.



En definitiva, quien tomará las decisiones -como sostuvo la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra- será dicho Secretario de Estado. Porque el Jefe del Estado Mayor Conjunto será su principal asesor y no quien dirija las fuerzas de aire, mar y tierra, ni en tiempos de paz ni en tiempos de guerra, sino que ejercerá el mando militar de las fuerzas en operaciones que se le designen.



Por eso, estimo que despejar esa duda ayuda mucho a las decisiones que podamos tomar.



Por último -como dije denantes-, aquí está pendiente un asunto constitucional que me gustaría que se aclarara, a fin de no darnos “cabezazos contra la muralla” en el Tribunal Constitucional. Y ojalá lo pudiéramos resolver antes.



Y aunque no sea posible aquello, yo voy a votar a favor del proyecto, porque de esa manera se avanza, se da un paso adelante para lograr el perfeccionamiento que han conseguido otras Fuerzas Armadas de países modernos. Esto no significa mantener las cosas al mismo nivel actual. Y no es que ahora estemos mal, pero creo que podemos estar mejor y ponernos a la altura de los medios que el Estado ha dispuesto para poder enfrentar la preparación y la guerra, si es que en algún minuto se presentara.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito la unanimidad de la Sala para que intervenga el señor Subsecretario de Guerra, quien ha pedido la palabra, e, incluso el Senador señor Romero le hizo una consulta.



Si no hay objeción, se procederá en tal sentido.



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario de Guerra.

El señor GARCÍA (Subsecretario de Guerra).- Gracias, señor Presidente.



Voy a referirme a la cuestión constitucional, porque otras intervenciones resuelven el tema de la Defensa en términos estructurales y de la necesidad de esa función.



El argumento constitucional en contra del proyecto ha oscilado entre dos vertientes. Una, sostiene que es inconstitucional porque le priva o le usurpa atribuciones al Presidente de la República; y otra, que lo es porque le resta facultades al Comandante en Jefe. Y los planteamientos formulados aquí apoyan una y otra posición.



La primera argumentación tiene que ver, aparentemente, con sustituir la función del Jefe de Estado en orden a ser Generalísimo de las Fuerzas Armadas. En esto quiero ser muy claro: la iniciativa de ley no toca ni en lo más mínimo la atribución del Presidente de la República en esta materia.



Cabe indicar -y este punto lo sostuvo antes un constitucionalista- que el artículo 3° de la ley N° 18.002 otorga al Primer Mandatario la condición de “Generalísimo de las Fuerzas Armadas”. Y el proyecto mantiene lo anterior en la estructura de grados.



Respecto a la función de Generalísimo, es claro que las potestades del Presidente de la República son especiales y no exclusivas. Por lo mismo, perfectamente pueden ser reguladas mediante una ley. Y para eso, hay dos modos de entender dicho artículo.



En primer término, el artículo 1° de la iniciativa -que ya fue aprobado- concentra todas las atribuciones constitucionales en materia de Defensa del Primer Mandatario. Si los señores Senadores repasan esa disposición, se darán cuenta de que es una reivindicación de sus facultades.



En segundo lugar, se sostuvo que el Primer Mandatario no podía delegar las potestades de organizar y distribuir las fuerzas de aire, mar y tierra. Sin embargo, dicha atribución figura en el inciso segundo del artículo 24 de la Constitución Política, y perfectamente puede ser regulada por ley.



Dicho precepto señala: “Su autoridad se extiende a todo cuanto tiene por objeto la conservación del orden público en el interior y de la seguridad externa de la República, de acuerdo con la Constitución y las leyes.”. O sea, es materia legal la posibilidad de considerar otras soluciones a la actual dimensión de Defensa.



Por lo tanto, lo primero que se debe sostener es que el proyecto, más que debilitar o usurpar las facultades del Presidente, en realidad, lo que hace es fortalecerlas.



Respecto al segundo argumento, se sostuvo que la iniciativa tendría vicios de inconstitucionalidad, porque el Jefe del Estado Mayor Conjunto se asimilaba a la figura de un cuarto Comandante en Jefe. Pero aquí se señaló con mucha claridad que, desde el punto de vista técnico, ello no es posible. Pero se sigue sosteniendo lo mismo. 



Pues bien, la creación de la Jefatura del Estado Mayor Conjunto es competencia del legislador orgánico constitucional. Como dijo Raúl Bertelsen en las Actas de la Carta Fundamental que nos rige, justamente se dispone la existencia de normas orgánicas constitucionales para que el sistema no caiga en un excesivo rigidismo y en disposiciones de detalle. Y, por eso, las de esta naturaleza, por muy importantes que sean, se configuran en el ámbito de lo orgánico constitucional. Y aquí se está creando una función nueva.



Adicionalmente -y con esto concluyo-, se intenta establecer que el Estatuto del Jefe del Estado Mayor Conjunto se asimila al del Comandante en Jefe.



Cabe destacar que los siguientes asuntos están definidos en el proyecto.



Primero, el grado, que es una materia regulada en el artículo 36 de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas. Es decir, todo lo relativo al grado reviste ese mismo carácter.



Segundo, el rango, que es una cuestión que el artículo 43 de la misma ley orgánica entrega a un reglamento. O sea, no es necesario, desde ningún punto de vista, definir en la Carta Fundamental un rango con relación a las atribuciones de los Comandantes en Jefe.



Tercero, las potestades del Comandante en Jefe se mantienen incólumes en el proyecto. En su texto no se encuentra ninguna norma que afecte las facultades vigentes, las cuales, por lo demás, se hallan en el artículo 47 de la citada ley orgánica constitucional.



Adicionalmente, el Estatuto del Personal del Jefe del Estado Mayor Conjunto es asimétrico respecto del de un Comandante en Jefe. Tienen diferencias en los sistemas de nombramiento, en las bases de selección, y se especifica como únicos puntos de referencia los del retiro y la remuneración, por la importancia de los cargos. En suma, se trata de funciones nuevas y no hay una estructura de alteración de la jerarquía militar.



Quiero precisar un último asunto. ¿Por qué no se otorga el derecho y la potestad de ser futuro Comandante en Jefe al Jefe del Estado Mayor Conjunto? Porque de lo que se trata es de establecer la idea de lo Conjunto hasta el final, ya que el gran déficit institucional es la inexistencia de la dimensión conjunta. Y para que exista la dimensión conjunta, alguien debe abstenerse de mirar de reojo a su institución al momento de definir potestades militares. Y para ello su carrera concluye en el rango conjunto.



¿Significa eso que se traspasan antigüedades según alguna norma? En realidad, no se traspasan antigüedades, porque se crea una línea que solo afecta al Jefe del Estado Mayor Conjunto: la línea conjunta. Por ende, cuando una persona es nombrada en esa condición, se sustrae de su propia perspectiva de carrera militar la posibilidad de ser Comandante en Jefe.



Por lo demás, en algún momento se definió aquí que parecía excesivo que una autoridad castrense de tal naturaleza tuviera durante tanto tiempo determinada jerarquía militar.



En consecuencia, los argumentos desde ese punto de vista no son entendibles.



Cierro mi exposición con el siguiente argumento, señor Presidente.



¿Dónde está la posibilidad de privar al Jefe del Estado Mayor Conjunto de la opción de ser Comandante en Jefe?



La propia Carta Fundamental la franquea en el artículo 104, conforme al cual no basta encontrarse entre las cinco primeras antigüedades, sino que además deben reunirse las calidades que exijan los respectivos estatutos institucionales. Y lo que hemos hecho en este proyecto es fijar aquellas en la ley orgánica constitucional respectiva.



Opino que el argumento constitucional se debilita profundamente cuando se sugiere una fórmula de composición. Porque lo que antes era inconstitucional no puede volverse constitucional mediante una fórmula de composición donde las cuatro estrellas valen para determinado período. 



Ese es el argumento para los efectos de alcanzar una solución en el Tribunal Constitucional.



Gracias, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia.

El señor SABAG.- ¿Me permite plantear una moción de orden, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí, pero a continuación...

El señor SABAG.- Solo quiero solicitar que se abra la votación.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación después de que intervenga el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Conforme. Yo iba a pedir lo mismo.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia. 

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, espero que Sus Señorías me disculpen, pero nuevamente intervendré, ahora en forma muy breve, porque ya he dicho lo suficiente y esta tarde ha quedado bastante despejado el aspecto constitucional por los aportes tanto del señor Subsecretario de Guerra como de los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra.



Hay, sí, un punto que deseo reforzar: en el texto final que se propone a la Sala viene la corrección que permite, sobre la base de la norma constitucional donde se hace referencia a “los respectivos estatutos institucionales”, negarle al oficial nombrado Jefe del Estado Mayor Conjunto la opción de ser Comandante en Jefe.



Ahora, señor Presidente, me haré cargo de algunas afirmaciones que se han reiterado. Yo las he contestado varias veces. Pero, como hoy vamos a votar, no quiero dejarlas pasar.



Se ha hablado de “mutilar la carrera militar”.



En la estructura castrense, cuando se designa a un Comandante en Jefe, quien ejercerá el cargo durante cuatro años, se mutila la carrera militar de las tres generaciones que le siguen, a menos que se les aplique la mal llamada o bien llamada “ley Canessa”.



Entonces, el que exista una posibilidad más de ascenso resulta bueno para las tres instituciones; no significa mutilación de la carrera. 



En este momento, por ejemplo, nombrado Comandante en Jefe de la Armada el Almirante González, tres generaciones de Almirantes no pueden ascender.



A mí me tocó coexistir 16 años con el Almirante Merino y 8 con el Almirante Martínez como Comandante en Jefe. Yo fui el primero en ocupar este cargo por cuatro años. Eso me significó permanecer en calidad de Almirante 24 años, durante los cuales -insisto- existieron solo tres Comandantes en Jefe.



Ahí hubo mutilación de carrera.



En este caso se está abriendo una opción adicional.



Quería dejar más o menos claro ese punto, señor Presidente.



Me alegro de que la Senadora señora Matthei esté de acuerdo en que cuando en tiempo de guerra se asigne el mando al Jefe del Estado Mayor Conjunto sea él quien lo ejerza en plenitud, con tres, cuatro, siete estrellas. Y es bueno que avancemos en ese aspecto, porque resulta esencial que quien conduzca las operaciones tenga más rango que otros. 



Así, hoy es factible que sea Comandante de Teatro -cargo que existe- un General de tres estrellas; Comandante en Jefe de la Escuadra, un Vicealmirante, y Comandante del Comando Aéreo de Combate, un General del Aire.



Entonces, es bueno que quien mande a esas tres autoridades de tres estrellas tenga cuatro. 



Concordando con la señora Senadora, estoy feliz por esa situación en tiempo de combate.



Ahora, ¿cuál es la ventaja de contar con un Jefe del Estado Mayor Conjunto en tiempo de paz? 



Me explico.



El debate que estamos desarrollando aquí es entre pares. Podemos coincidir en algunos aspectos y sacarnos los ojos en otros; pero lo hacemos con personalidad absoluta.



Si tengo que defender una posición y mi destino depende de la opinión de uno de mis colegas Senadores, antes de exponer mis planteamientos de la manera vehemente en que lo estoy haciendo consulto con él.



Deseamos que el Ministro de Defensa, quien va a “cortar el queque”, reciba el mejor apoyo de aquellos que lo asesoran: los tres Comandantes en Jefe, más el Jefe del Estado Mayor Conjunto, quien, en un conflicto bélico, conducirá las operaciones militares, para lo cual estamos aceptando que tenga cuatro estrellas.



Señalo aquello porque me parece extraordinariamente significativo.



¡Cómo voy a defender con vehemencia algo si no me he puesto de acuerdo con mi jefe el día anterior!



Aquí se está planteando la existencia, no de jefes, sino de argumentos, convicciones, análisis, planes, información en virtud de los cuales cuatro oficiales generales le van a hacer una propuesta al Ministro de Defensa, quien, a su vez, le formulará una proposición a la Presidenta de la República para que “corte el queque” sobre el plan que se llevará adelante.



Quiero ser enfático en esto, señor Presidente.



No sé qué más podría aportar. Ya me referí a la mutilación de la carrera.



Yo ejercí los dos cargos. Y me habría encantado ser oficial de cuatro estrellas. 



Un señor Senador me preguntaba recién si, como Comandante en Jefe, me habría molestado que existiera un Jefe del Estado Mayor Conjunto de cuatro estrellas. Le respondí que por ningún motivo, porque las actividades de uno y otro no tienen nada que ver. Son distintas, pero ejercidas por autoridades del más alto rango. Y, además, el último tendrá que coordinar su propuesta con el Subsecretario de Defensa, autoridad a la que se potencia. 



Por lo tanto, para los efectos de los equilibrios dentro del mismo Ministerio, es conveniente que el Jefe del Estado Mayor Conjunto sea un oficial general de la más alta jerarquía.



Es cuanto puedo decir, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el reemplazo del inciso segundo del artículo 26 propuesto por la Comisión.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, la norma que nos ocupa es en extremo compleja. Por razones que no es del caso mencionar, no participé en el debate realizado anteriormente.

El señor GAZMURI.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- Sí, con la venia de la Mesa.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, entiendo que votar “sí” significa aprobar el inciso segundo propuesto por la Comisión y, por lo tanto, que el Jefe del Estado Mayor Conjunto tendrá cuatro estrellas.

El señor NOVOA (Presidente).- Exacto.

El señor GAZMURI.-  O sea, el “sí” implica cuatro estrellas, y el “no”, tres. 

El señor NOVOA (Presidente).- Así es. Y se trata de una norma orgánica constitucional.



Puede continuar el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como decía, sin haber tenido mucho tiempo para participar en el debate anterior y menos todavía para interiorizarme de las cuestiones constitucionales aquí planteadas -me parecen de sumo interés, pues siempre son discutibles (porque las leyes y la Carta no son exactas) y, por consiguiente, susceptibles de interpretación-, pienso que hay un punto complejo y que está siendo objeto, para los efectos de su resolución, de una fórmula que no es la más adecuada.



Esto de las tres o cuatro estrellas, en último término, es la discusión sobre cómo se efectúa la coordinación de instituciones que son profesionales y jerarquizadas.



En mi concepto, poner a una persona en el mismo nivel jerárquico de otras que son cabezas de serie de entidades muy fuertes configura una situación bastante difícil de explicar y constituye, en definitiva, la peor de las soluciones.



Si se encuentra debajo, probablemente carecerá de poder para influir sobre las otras personas y la coordinación habrá de ser muy activa y quizás -como decía la Senadora señora Matthei-, al final, su fuerza dependerá del respaldo y del aval del Ministerio de Defensa. 



Y si su nivel jerárquico es mayor, si tiene cinco estrellas -por decirlo con el lenguaje “astronómico” que estamos utilizando hoy-, sin lugar a dudas tendrá efectividad sobre los tres mandos restantes.



Me parece que la solución intermedia -es decir, que el Jefe del Estado Mayor Conjunto sea un igual y los Comandantes en Jefe mantengan su soberanía al interior de sus respectivas instituciones pero sujetos a la coordinación de aquel nuevo Jefe (nuevo en cuanto a las atribuciones y facultades que tendrá)- va a generar conflictos sin límites.



Porque, señor Presidente, la naturaleza de la coordinación no es asesora. No se trata de una tarea que implique decir, por ejemplo, “¿Qué les parece que nos juntemos aquí para hacer esto?”. No. El que coordina posee mando. En consecuencia, un igual va a tener mando sobre tres instituciones distintas.



No sé si esa es la mejor fórmula.



Estoy seguro de que en el ámbito empresarial -como indicaba la Senadora señora Matthei- no ocurre así, sino al revés.



La modalidad sugerida, entonces, restará eficiencia y provocará diversos tipos de celos y dificultades institucionales.



Por lo demás, la tendencia moderna es a que el Jefe del Estado Mayor Conjunto sea de cinco estrellas y tenga mando sobre las tres instituciones. Eso es claro, nítido. Y creo que refleja un espíritu efectivo de ejecutoriedad en las decisiones y de coordinación real.



Le preguntaba al Honorable señor Arancibia qué le parecía aquella solución, a la cual tienden las Fuerzas Armadas contemporáneas, y me expresaba que, dada la cultura local, sería muy difícil aplicarla en nuestro país.



Pero pienso que esa misma cultura local hará difícil lo de las cuatro estrellas: un igual que coordina pero no manda.



No sé cómo se dirime la cuestión.



Estimo que, por resolver algo que entiendo necesario, cual es que el Jefe del Estado Mayor Conjunto tenga más efectividad en su función para que la coordinación entre las instituciones castrenses mejore y no haya errores -por ejemplo, hablaba el Senador señor Arancibia sobre las diferentes estructuras de tecnología comunicacional existentes en las tres ramas de las Fuerzas Armadas, lo que parece inconcebible, pues cada cual “anda para su santo”-, lo de las estrellas no se zanja bien en el proyecto que nos ocupa.



No creo que igualar a los Comandantes en Jefe sea solución. Más bien, entorpecerá el asunto. Prefiero tres o cinco estrellas. Y me tientan mucho las cinco, pues en tal caso deberíamos tener un cuerpo armado orgánico, bien pensado y con la efectividad que queremos para Fuerzas Armadas caminando hacia un futuro de acciones conjuntas.



No se ve hoy lo que en otros tiempos, cuando cada rama podía tener roles tan distintos que casi no se necesitaba hacer la diferenciación. Ahora la integración es total. El Ejército requiere desplazamientos aéreos; la Armada, también; la Fuerza Aérea precisa infantería, en fin. Todas las ramas van requiriéndose e integrándose entre sí.



Estimo que deberíamos pensar en dar el paso final, porque de lo contrario vamos a perjudicar la funcionalidad y la operatividad que se buscan.



En ese escenario, la opción de las tres estrellas es casi mejor que la de las cuatro.



Sin embargo, señor Presidente, creo que estamos comprando un problema y no resolviendo el fondo del asunto en cuestión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ALLAMAND.- ¿Cómo es la votación, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Votar que sí significa aprobar la norma donde se contiene la proposición del grado de cuatro estrellas, para lo cual se requiere quórum orgánico constitucional.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Reitero: ¿algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por no reunirse el quórum constitucional requerido, se rechaza el inciso segundo de reemplazo propuesto por la Comisión de Defensa Nacional para el artículo 26 (21 votos a favor, 7 en contra y una abstención).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Flores, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, García, Horvath, Larraín, Romero y Zaldívar.


Se abstuvo el señor Kuschel.
El señor GAZMURI.- ¿Cuántos votos se necesitaban para aprobar la norma, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Veintidós.

El señor GAZMURI.- ¿Y la abstención no se suma a la mayoría?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- No tiene incidencia, señor Senador.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solo deseo hacer presente que el rechazo del inciso segundo de reemplazo sugerido para el artículo 26 conlleva necesariamente, por una simple cuestión de razonamiento, que los incisos tercero, cuarto y quinto se entiendan desechados. De lo contrario, no habrá coherencia normativa alguna.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, reglamentariamente, la redacción de las normas que resultan incoherentes con lo resuelto por la Sala queda entregada a la Secretaría.

INFORMACIÓN, ORIENTACIÓN Y PRESTACIONES EN MATERIA DE REGULACIÓN DE FERTILIDAD

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.











6582-11

--Los antecedentes sobre el proyecto (6582-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 28 de julio de 2009.


Informes de Comisión:


Salud, sesión 59ª, en 27 de octubre de 2009.

Salud (segundo), sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.


Constitución, sesión 69ª, en 17 de noviembre de 2009.


Discusión:



Sesiones 59ª, en 27 de octubre de 2009 (se aprueba en general); 75ª, en 15 de diciembre de 2009 (queda pendiente su discusión particular).

El señor NOVOA (Presidente).- Debo hacer presente a la Sala que restan dos votaciones.



La primera emana de una solicitud que formuló el Honorable señor Ruiz-Esquide para pronunciarse separadamente sobre la norma de la Comisión de Constitución que establece las condiciones para la distribución de la “píldora”.



La segunda corresponde a una disposición vinculada con la obligación de denunciar determinado delito, que fue objeto de votación dividida en una de las Comisiones.



Atendida la “discusión inmediata”, le propongo a la Sala omitir el debate de las normas pertinentes e ir directamente a la votación, partiendo por el inciso en que recae la solicitud del Senador señor Ruiz-Esquide.



¿Les parece a Sus Señorías proceder en esos términos?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Únicamente quiero señalarle a la Mesa que resta solo una votación.

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador. El artículo 5º, nuevo, fue aprobado en la Comisión de Salud por mayoría, no por unanimidad.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muy bien.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, ¿procedemos en los términos indicados?



--Así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Según lo resuelto por la Sala, corresponde votar el siguiente inciso final propuesto por la Comisión de Constitución para el artículo 4º: “En todo caso, no se considerarán anticonceptivos, ni serán parte de la política pública en materia de regulación de la fertilidad, aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un aborto.”.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo quiero puntualizarle al Senado que Chile tiene una política de planificación familiar que fue pionera a nivel mundial en la década de los sesenta, particularmente durante el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Montalva. Y en ese período nuestro país inició el uso de los dispositivos intrauterinos.



Debo advertir -me parece responsable hacerlo- que las regulaciones excesivas, innecesarias, inadecuadas, como las que se están planteando, solo conseguirán que en Chile se comience a cuestionar el principal instrumento de regulación de la fertilidad: el dispositivo intrauterino.



El inciso propuesto no le hará mella a la “píldora del día después”, no la afectará, porque queda claro -así se desprende de todos los consensos internacionales y de los debates registrados a nivel planetario- que no es abortiva. Empero, pondrá en cuestión la “te” de cobre, pues existe un debate -legítimo- en  el sentido  de que  entre sus mecanismos de acción -algunos, de barreras; otros, de sustancias químicas que impiden el paso de los espermios- estaría también la generación de un proceso inflamatorio que impediría la implantación de un óvulo fecundado.



Yo solo quiero señalar que, de aprobarse el inciso en comento, algunos Senadores van a ser responsables de que empiece a perseguirse a las mujeres para que se saquen la “te” de cobre, que es el método más inocuo y de mayor uso en el país (lo utiliza sobre 45 por ciento de la población femenina).



Así como alguna vez este Parlamento, de manera absolutamente equívoca, impidió la regulación de la fertilización asistida y del manejo de embriones -decisión del todo aberrante, a tal punto que difícilmente se practicarán esos procedimientos aquí; y ella provocó que los principales expertos de algunas clínicas tuvieran que salir de Chile-, estamos cometiendo nuevamente un error, que irá en desmedro de las mujeres y solo generará embarazos no deseados y abortos. A mi juicio, es preciso asumir la responsabilidad correspondiente.



La disposición resulta absolutamente innecesaria. En Chile no existe ningún método que se pueda registrar como abortivo. Por lo tanto, es superfluo señalarlo. Pero, al expresarse lo que dice el texto, se cuestionará un instrumento que data de hace muchos años, respecto del cual nuestro país posee una larga experiencia: la “te” de cobre.



Si lo que se quiere es que las chilenas se tengan que sacar ese dispositivo, dígase ello directamente. Asumamos, en una discusión franca, que algunos aquí lo rechazan. Porque ese será el resultado de agregar algo a lo cual en la Comisión de Salud, como estamos preocupados de los temas sanitarios, nos opusimos.



Ahora bien, no comparto la idea de que el proyecto debe aprobarse como venga.



Y afirmo que también habrá una responsabilidad del Ejecutivo si en el futuro les sacan a las mujeres la “te” de cobre. La compartirán el Gobierno y los parlamentarios que voten a favor de la norma. 


Lo expongo porque me parece que ese será un debate central en la historia del país, con relación al instrumento de anticoncepción más eficaz, más inocuo, más usado, más barato y que ha demostrado la mayor aptitud para la disminución del embarazo no deseado, de la mortalidad infantil y del aborto.



Deseo consignar lo anterior porque estas serán las consecuencias de aprobar una norma aberrante, que considero -perdónenme mis Honorables colegas- arcaica e innecesaria. ¿Por qué? Porque contamos con toda una legislación en la materia que la hace superflua. Solo provocará problemas que hoy no existen.


Y, evidentemente, se generará un grave cuestionamiento respecto de un método con muchas décadas de uso, incorporado profundamente en la cultura sanitaria y que, además, es el preferido por las mujeres adultas, por las casadas. Porque, desde luego, no es el que usan las adolescentes: es el que emplean las mujeres que ya han tenido hijos, que ya han pasado por partos.



Entonces, me parece que nos encontramos ante un tema de fondo. Y solo quiero subrayar lo que estamos votando.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera llamar especialmente la atención respecto del inciso que nos ocupa, por cuanto la situación destacada por quien me antecedió en el uso de la palabra es exactamente la contraria a lo que se establece, habiendo sido aprobada la norma -dicho sea de paso- por la unanimidad de la Comisión de Constitución.



Invito al Honorable señor Girardi y a los demás señores Senadores a leerlo. Dispone que “En todo caso, no se considerarán anticonceptivos, ni serán parte de la política pública en materia de regulación de la fertilidad, aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un aborto.”.



Ello justamente despeja cualquier duda acerca del dispositivo intrauterino, porque la mujer que lo utiliza no lo hace para provocarse un aborto, sino para impedir un embarazo, de modo que la idea es exactamente la contraria de lo sostenido por quien me precedió en el uso de la palabra. Es algo que, conforme a la norma, se preserva y regula en la ley, por si el día de mañana alguien afirmara que no es posible utilizar ese método.


Insisto en que se lea bien la disposición, porque persigue exactamente el objetivo contrario al que se ha señalado. Y resulta importante tener en cuenta que precisamente la incorporamos para evitar que el día de mañana se pudiera plantear que no es posible recurrir al sistema a que he hecho referencia.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estimados colegas, pedí una votación separada por considerar que la larga frase que se contempla constituye una incoherencia, en sí misma.



He leído muy bien el inciso, como lo pidió la señora Senadora que me precedió en el uso de la palabra, y si uno lo hace llega, en primer lugar, guste o no, a la conclusión mencionada, porque algo, o es anticonceptivo o es abortivo. No puede ser ambas cosas simultáneamente. El anticonceptivo impide una...

El señor ORPIS.- Concepción.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ... opción de embarazo y el abortivo conduce, una vez registrada la implantación, a la salida del óvulo por métodos externos.



Ahora bien, entiendo que algunos consideran -y en eso es preciso considerar la opinión de ciertas iglesias- que “todo aquello que va a ser ya es”. Por lo tanto, la definición de aborto se plantea de otra manera. En ese caso -para ser claro-, no existiría jamás un anticonceptivo: todos los métodos serían, por definición, abortivos.



Y se puede llegar al extremo de estimar que cualquier daño que sufran, por separado, el óvulo o el espermatozoide también es abortivo, porque lo que ya es va a serlo después y el espermatozoide se encuentra presente expresamente para generar un embarazo.



Entonces, primero que nada, aquí se observa una incoherencia. Y no me gusta aprobar una de ellas -por lo menos, las que entiendo como tales-, de modo que votaré en contra.



Sé que lo anterior no es compartido por algunos señores Senadores -resulta obvio-, porque es algo que se encuentra en la definición que ha impulsado todo nuestro debate en estas materias durante diez años.



Pero, además, si se aprobara la norma, sería una puerta abierta para que cualquier mecanismo, instrumento o fármaco pudiera ser llevado ante el Tribunal Constitucional, con lo cual se generaría precisamente un efecto que varios integrantes de la Comisión de Legislación quisieron prevenir. A mi juicio, la frase “aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un aborto” permitirá que cualquiera afirme, si mañana aparece un medicamento, que tendrá lugar tal consecuencia y que reclame ante ese organismo. O sea, el inciso es incoherente en sí mismo y, al mismo tiempo, abre un espacio para que se originen alegatos que, en definitiva, paralizarán cualquier mecanismo o política que queramos impulsar en este ámbito.



Tratando de ser lo más objetivo que puedo, señor Presidente, el propósito que se persigue es el que también consigné ayer: evitar absolutamente toda posibilidad de aborto.



En virtud de lo expuesto -por eso pedí la votación separada-, me pronunciaré en contra del inciso.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me alegro de la indicación que se presentó en la materia, que partió originalmente por la intervención del Senador señor Larraín con ocasión del debate y que posteriormente fue materializada a través de un acuerdo unánime, según entiendo, en la Comisión de Constitución.


Y digo que me alegro de ella por pensar que ha puesto lo principal en el centro del debate: no se trata de la píldora, sino del aborto.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ORPIS.- Lo que hace la norma, entonces, es establecer claramente la diferencia. Es algo que, por lo menos, quiero plantear de manera categórica. Lo que se está señalando es que resulta válido cualquier método que impida la concepción, porque, una vez que esta se materializa, todo aquel que se utilice es abortivo. Y aquí estamos velando por la vida.



Por lo tanto, se coloca este último límite, que me parece que es el natural. ¿Estamos o no por la vida? Creo que esa es la pregunta de fondo.



¿Estamos o no por evitar el aborto? Si una vez materializada la concepción, se interrumpe la vida -y por métodos artificiales-, ello recibe tal denominación.



¿Dónde tiene que efectuarse la demostración? Donde corresponde, que son los tribunales de justicia. Ahí debe probarse si un determinado sistema de anticoncepción es o no abortivo.



¿Quién tiene que resolver? Los jueces.



Eso es lo lógico.



En consecuencia, señor Presidente, pienso que se ha puesto en el debate la cuestión central, que es lo relativo a la vida, al aborto. Y ello tendrá que verificarse, tal como lo señalé, ante los tribunales.



El asunto no dice relación a los embarazos no deseados, que no se resuelven a través del aborto. Son otros los mecanismos para hacerlo, mucho más humanos, entre ellos la adopción, que es el principal. Existen alternativas distintas.



Por lo tanto, reitero que estamos abordando un aspecto central. La cuestión no radica en la píldora, sino en el aborto, en la vida. Y ello es algo que tendrá que demostrarse en los tribunales de justicia.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me alegro de que la indicación presentada por la Senadora señora Alvear, por una parte, y la formulada por mí, por la otra, respecto del problema abortivo hayan sido acogidas por la Comisión de Constitución, porque eso nos permite poner las cosas en su lugar.



Como muy bien lo manifestó el Honorable señor Orpis, es una discusión equivocada la de que una norma general sobre la anticoncepción se centre en un método específico y determinado, porque estos últimos cambian, y lo que tenemos que definir es qué sistemas, previos o posteriores a las relaciones sexuales, resultan compatibles con nuestro ordenamiento jurídico. Si este defiende la vida del que está por nacer y ella se define desde el momento de la concepción, tales mecanismos son todos aquellos que tienen lugar antes de darse ese instante específico. No le corresponde a la ley definir este último, que es algo propio de la ciencia. Lo único que nosotros debemos hacer es preservar un valor: el de la vida. Por lo tanto, da lo mismo el método, sea anterior o posterior, pues lo único que importa es que sus efectos no sean abortivos. Y eso, en lo esencial, se recoge en la norma propuesta.



Es preciso entender que el texto constituye, en consecuencia, una excepción: se autorizan todos los métodos que el Ministerio de Salud autorice y regule, pero siempre dentro del marco de que no pueden generar efectos directos sobre la vida. Es decir, no es posible que provoquen un aborto.



A lo que estamos haciendo referencia, en seguida, es a procedimientos anticonceptivos. Pero, obviamente -como bien lo aclaró la Senadora señora Alvear-, de lo que estamos preocupados, para estos fines, no es de los sistemas previos a la relación sexual que tienen como objetivo evitar la concepción. Mal podrían surtir efectos abortivos, ya que la primera aún no ha tenido lugar.



En ese sentido, es falaz el argumento de mi estimado amigo el Senador señor Ruiz-Esquide en orden a que “todo lo que ya es puede ser”, porque el espermio puede ser, efectivamente, pero evitar una relación sexual a través de un preservativo, por ejemplo, no provoca un efecto abortivo, en la medida en que la concepción jamás se producirá solo por la potencia de llegar a ser. Entonces, impedir que un espermio llegue a un óvulo no presenta ninguna consecuencia atentatoria contra la vida, pues si bien ello es y puede llegar a ser, solo podrá ser si acaso existe una relación sexual plena y absoluta. En tal caso, eso no ocurre. El argumento, por lo tanto, carece de validez.



Lo único que vale es si lo que estamos haciendo permite o no, una vez verificada la relación sexual, que existan fórmulas, cualesquiera que sean, hormonales o no hormonales, que, con preservación de la naturaleza humana, por decirlo en forma amplia, impidan la concepción sin afectar la vida del que está por nacer. Si ello es así, ¡santo y bueno! Pero si ya existe vida, si ya se concretó la concepción, no puede autorizarse un método, porque este ya no sería anticonceptivo, sino abortivo.



En ese sentido, me parece razonable advertir que lo que se está rechazando no se puede considerar un método anticonceptivo, porque si reviste ese carácter se trata de algo previo a la concepción, y de lo que se trata es de evitar procedimientos que, una vez registrada esta última, causen un efecto que impida la continuidad del ser concebido.



Eso es lo esencial. Y si lo entendemos bien, entonces estamos dando paso a la solución de un problema que, a mi juicio, se ha orientado y discutido equivocadamente, porque lo que importa es defender la vida, no evitar la concepción. Este último es un problema que se halla en la conciencia de las personas.



Las religiones podrán decir lo que quieran, y cada uno podrá asumirlo, mas en nuestro ordenamiento legal las cuestiones de fe no se pueden imponer por ley. Y nadie puede pretender hacerlo.



Sin embargo, la legislación contempla un límite respecto de las concepciones personales o religiosas de cualquier orden: que se respete la vida. Y esta comienza en el momento de la concepción. Por lo tanto, todo método anticonceptivo puede encontrarse muy bien fundamentado, pero, sea o no anticonceptivo, es preciso tener presente si provoca un efecto directo sobre un ser concebido, sobre vida humana, desde el momento en que ello se determine. No sé si este es el de la relación sexual; si son 24 ó 36 horas después. Eso lo señalará la ciencia. No somos nosotros los llamados a precisarlo. Lo que sí estamos llamados a definir es cuándo, frente a la vida, podemos dejar de considerar un método como anticonceptivo...



Pido un minuto más, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Gracias.



Destacaba cuándo podemos dejar de hacer referencia a una cuestión anticonceptiva: solo cuando se concreta la concepción. Por lo tanto, está bien planteado que se exprese que no se considerarán anticonceptivos “aquellos métodos cuyo objetivo o efecto directo sea provocar un aborto.”. Ese es el punto central.



Cualquier procedimiento que pase como anticonceptivo pero afecte a una vida ya concebida y pueda causar un aborto se encuentra prohibido, porque no es posible autorizar algo que vaya en contra de un bien jurídico protegido por nuestro ordenamiento penal, constitucional y civil.



Expresaré una última consideración, señor Presidente. Cuando se presenten reclamaciones, las cuales serán judiciales, no constitucionales -se podrá recurrir de protección frente a una resolución que autorice un sistema determinado-, se analizará en ese momento el método en particular. Y serán los científicos quienes expresarán si este genera efectos abortivos, es decir, si provoca consecuencias químicas al interior del ser humano con posterioridad a la concepción. Si la conclusión es afirmativa, se tendrá que evitar. Si determinan que es previo a la concepción, bienvenido sea. De esta forma se evitará una discusión que, a mi juicio, ha sido mal conducida.



La reclamación judicial conducirá a la autorización o negación del método. Y lo que se va a cuestionar será la resolución, no un caso específico.



Por lo tanto, me parece que la solución, entendida como una excepción y habiéndose comprendido bien qué es un método anticonceptivo y cuál es el carácter y la naturaleza de las reclamaciones judiciales, sobre la base del espíritu que he planteado, creo que zanja la cuestión. Y al Senador que habla, por lo menos, que propició una indicación que fue recogida en la norma, lo deja plenamente satisfecho.



Votaré que sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, costaba explicarse el porqué de la introducción de la indicación hasta escuchar detenidamente a los Senadores señores Orpis y Larraín.



Hemos dicho que la norma conducirá a que Jorge Reyes y la institución en que participa recurran, al día siguiente de aprobada la ley en proyecto, al Tribunal Constitucional, que ya rechazó una presentación de 36 parlamentarios para declarar la “te” como abortiva, entre otras cosas.



Lo que aquí se está haciendo es incorporar en una normativa mecanismos anticonceptivos que pueden ser calificados como abortivos o ser parte de una política pública. 



Se va a abrir una gran discusión al respecto. 



Y como manifestó el Senador Orpis, esto lo van a zanjar los tribunales. Ellos dirán: “Ustedes aprobaron una ley que nos faculta para calificar un método como abortivo o no”. Y así se producirá un debate judicial avalado por esta futura ley. 



Pero el asunto ya se encuentra resuelto. El Tribunal Constitucional no acogió a tramitación una presentación respecto de la “te” de cobre. 



La verdad es que la acusación respecto de este dispositivo es grave. Equivale a señalar: “Los Gobiernos de la Concertación han consentido durante muchos años un método que es abortivo”.



Se pretende abrir un debate sobre un punto que se halla absolutamente zanjado.



Siento que el inciso en comento no expresa el debate de fondo, el cual se explicitará en la discusión jurídica de tipo judicial que se va a generar acerca de si tal método anticonceptivo es o no abortivo. 



Pero ese debate en materia de salud pública ya está saldado. Y cientos de miles de mujeres chilenas usan dicho dispositivo como método anticonceptivo.



Me parece que, de aprobarse la norma en votación, se va a facilitar, con un aval legislativo, la estrategia para recurrir en contra de ese método de aquí en adelante.



Por lo tanto, el argumento que el Tribunal Constitucional ya rechazó será retomado.



En esta materia hay que tener una gran responsabilidad, porque, al momento de votar la disposición, los Senadores deben sopesar el debate posterior que se producirá. Se va a decir: “Los parlamentarios votaron a favor o en contra de que se pueda cuestionar un elemento anticonceptivo de salud pública al permitir que se abra debate respecto de si es o no abortivo”.



Vamos a reemplazar la discusión sobre el acceso a la “píldora del día después” por una relativa a si la “te” de cobre es abortiva o no.



En definitiva, tendremos un nuevo enfrentamiento valórico en esta materia.



A mi juicio, esa discusión será estéril, ya que todos queremos combatir y evitar el aborto. 



El debate sobre fertilidad, particularmente en lo relativo a la “píldora”, se centró en impedir que las niñas menores de 14 años aborten. Voté a favor de ello porque no participo de tal posibilidad. Y ese fue el gran debate que sostuvimos ayer. Hay que buscar una salida para proteger la vida del que está por nacer y de la adolescente. 



La norma que nos ocupa apunta a otro ámbito: al cuestionamiento de una política pública que el Estado chileno -el señor Ministro de Salud podrá confirmarlo- ha llevado a cabo durante muchas décadas y que ha demostrado cierta eficacia en el control de la natalidad, en especial por parte de mujeres que no pueden pagar anticonceptivos y que utilizan un dispositivo de bajo costo, que es distribuido por los consultorios públicos. Sin embargo, hoy día ese método podría ser cuestionado.



No estoy por abrir debate sobre el asunto. 



Creo que las políticas públicas de salud deben facilitar -¡facilitar!- el acceso a los métodos anticonceptivos para las mujeres que conscientemente quieran utilizarlos. 



Sin embargo, en virtud de un inciso que se halla fuera de las ideas matrices del proyecto, de repente alguien podrá cuestionar tales métodos y generar una discusión al respecto. La norma en cuestión fue propuesta en forma legítima por algunos señores Senadores, pero podría terminar desvirtuando el objetivo central de la iniciativa y operando exactamente en su contra.



Por tal motivo, votaré en contra, señor Presidente. 



Además, deseo preguntar al señor Ministro y a sus asesores acerca de las implicancias de dicha disposición en el uso de la “te” de cobre. No sé si contamos con mayoría para rechazar el inciso; al parecer, el pronunciamiento es transversal. Preciso saber qué significaría en materia de salud pública para las mujeres de Chile el que pudiera ser cuestionado -y eventualmente retirado- tal dispositivo.



Es muy importante conocer esa opinión a la hora de votar. 



Advierto que dicha norma va a servir de preámbulo para iniciar acciones tanto en el Tribunal Constitucional como en los tribunales de justicia para determinar la condición abortiva o no abortiva de la “te” de cobre, en particular, y de otros anticonceptivos.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Si me permiten, deseo expresar dos cosas.



Primero, el inciso en votación no genera problemas de tipo constitucional, porque no tiene tal rango. 



Y segundo, se le formuló una consulta al señor Ministro de Salud para que estableciera una precisión. Con la venia de la Sala, sería pertinente que él aclarara el alcance de la norma de inmediato.



Con ese propósito, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor ERAZO (Ministro de Salud).- Señor Presidente, en primer lugar, dejo constancia de que el proyecto en discusión nunca pretendió abordar el problema del aborto en Chile. Porque este ya se encuentra regulado en la legislación vigente. 



Siempre dijimos durante todo el debate, en la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados y después en el Senado, que en nuestro ordenamiento legal -Código Penal (artículos 342 y 345) y Código Sanitario (artículo 119)- están perfectamente establecidos los recursos para que en Chile no se pueda incorporar a las políticas públicas de salud ninguna práctica o método que favorezca o promueva el aborto.



En segundo término, en todos los argumentos presentados durante el debate de Comisión por parte de los expertos de las sociedades científicas chilenas -particularmente de la Sociedad Chilena de Obstetricia y Ginecología y del Instituto de Medicina Reproductiva- quedó claro que el levonorgestrel no constituye una sustancia abortiva. 



Lo resumo en una frase extremadamente simple desde el punto de vista argumental pero con un tremendo peso científico: Horacio Croxatto planteó que si una mujer toma la “píldora” antes de la ovulación, evitará el embarazo, pero que si lo hace después, se embarazará igual. O sea, no existe ninguna prueba científica -nunca la hubo- que indique que la “píldora” es abortiva. La evidencia actual demuestra que no lo es.



Tales antecedentes fueron entregados en el largo debate que sostuvimos respecto de si ese método es o no abortivo. 



No se abordó lo relativo al aborto en la iniciativa, no por eludir el peso de alguna prueba sino porque el resguardo constitucional sobre el punto y lo establecido en los Códigos mencionados ya contemplan la materia.



También hicimos mención al dispositivo intrauterino, en torno al cual entregamos argumentos.



La evidencia actual en el mundo demuestra que dicho método anticonceptivo no es abortivo. Por ende, cualquier relativismo que pueda surgir en contra de este dispositivo carece de destino. 



Además, el Tribunal Constitucional ya falló sobre el particular.



En consecuencia, los fundamentos que hemos defendido como autoridades de salud por largo tiempo se basan en la certeza de que dicho método no es abortivo. 



Existen mecanismos preestablecidos acerca de este asunto, que entregaremos como antecedentes para la historia fidedigna de la ley.



También cabe mencionar que resulta evidente que el debate sobre el aborto constituye una cuestión ajena a la idea matriz del proyecto, la cual se limita a regular la información, orientación y prestación en materia de fertilidad. 



El problema del aborto está bien resguardado en la legislación nacional.



Por último, hago presente que buscar un mecanismo para cuestionar procedimientos que algunos consideren abortivos producto de diferencias de criterio y opinión no tiene ningún fundamento, porque al final es el Ministerio de Salud -eso está avalado también por el Tribunal Constitucional- el que define la política tendiente a proteger el principio de la vida.



Por lo tanto, a nuestra juicio, la discusión básicamente debe apuntar a procurar que el procedimiento en cuestión sea inocuo y a que se hallen establecidos los deberes y derechos de las personas. 



Insisto: la legislación vigente salvaguarda el principio de la vida y evita el aborto en todos los ámbitos de las políticas públicas de salud.



De ser necesario proteger aún más tal principio, estamos absolutamente disponibles para encontrar la mejor manera de asegurar que nuestros métodos de regulación de fertilidad resguardan ese principio consagrado en la legislación vigente.

El señor NOVOA (Presidente).- Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Seré muy breve, señor Presidente.



En primer lugar, debo decir que es evidente que la “píldora del día después” no es abortiva.



Los cinco miembros de la Comisión de Constitución, quienes representan a distintas bancadas, presentamos y aprobamos por unanimidad la indicación que nos ocupa precisamente para precaver el hecho de que por la vía jurisprudencial -en el caso de que esto se lleve a tribunales- se cuestionen métodos anticonceptivos, salvo que -según señala con mucha claridad la norma- tengan como objetivo o efecto directo provocar un aborto.



Si el día de mañana un abogado, como se ha expresado aquí, interpusiera un recurso en contra del dispositivo intrauterino, no conseguiría su meta, porque -lo reitero- la “te” de cobre no tiene por finalidad provocar el aborto, sino prevenir el embarazo. Este principio es el que busca justamente reafirmar la disposición.



Por último, resalto que en la Comisión también tuvimos presente que esta misma discusión se dio en Argentina. 



¡No podrán decir que el Congreso trasandino es muy conservador...! 



Para zanjar el debate, los invito a leer la ley argentina Nº 25.673, de 30 de octubre de 2002, sobre salud sexual y procreación responsable, que legisló en la misma dirección que plantea la indicación que la unanimidad de los Senadores de la Comisión de Constitución presentamos: impedir, ante eventuales recursos, que se echen abajo políticas de salud y de prevención del embarazo que tienen larga data en nuestro país.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, luego de dar la palabra para fundar el voto a quienes están inscritos, se la concederé por dos minutos a quienes ya lo hicieron y quieren argumentar nuevamente.



Acordado.



Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en conversación con el Ministro señor Viera-Gallo, me señaló que una disposición muy parecida a la que nos ocupa se encuentra vigente en nuestro ordenamiento jurídico desde hace 20 años. 



En efecto, en la ley Nº 18.826, de 15 de septiembre de 1989, se reemplazó el artículo 119 del Código Sanitario por el siguiente: “No podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto.”.



Dicha normativa rige desde hace dos décadas. De manera que, si alguien hubiese querido cuestionar la “te” de cobre por considerarla abortiva, podría haberlo planteado desde hace muchos años. 



Por tanto, en mi opinión, y tal como lo expresó la Honorable señora Alvear, no tiene ningún sentido preocuparse de que esto vaya a echar abajo el uso de los dispositivos intrauterinos. 



Voto a favor del inciso final propuesto para el artículo 4º, pues clarifica las cosas y no implica riesgo de que quede fuera de la ley algún método anticonceptivo hoy en uso.

El señor NOVOA (Presidente).- El Senador señor Letelier está inscrito para fundar su voto, pero no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi por dos minutos.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, por la misma razón que señaló la Senadora señora Matthei, es absolutamente innecesario dejar establecido dicho inciso en este proyecto.



A mayor abundamiento, reitero que los 36 Diputados que recurrieron al Tribunal Constitucional contra la “te” de cobre no lo hicieron solo porque tenían intuiciones.



Puedo decir con absoluta claridad que nunca he visto una evidencia seria de ninguna sociedad ginecológica o científica mundial que señale que la “píldora del día después” presenta efectos abortivos.



Pero sí es controvertido el tema de la “te” de cobre. Depende de lo que uno considere aborto. Si se piensa que es impedir la implantación de un óvulo fecundado, sí puede originarse un legítimo debate sobre la materia. Si se estima que el aborto implica erradicar un óvulo fecundado implantado, entonces el punto se halla fuera de la discusión.



Estoy seguro de que la Senadora señora Matthei y los demás colegas presentes no van a recurrir a los juzgados para cuestionar la “te” de cobre, porque todos sabemos el beneficio social que la política diseñada en torno de ella ha significado para la sociedad chilena. Pero no podríamos impedir que otras personas, con legítimo derecho, en virtud de una concepción debatible respecto de cuándo comienza la vida y de cuándo se produce el aborto, recurrieran al Tribunal Constitucional o a los juzgados ordinarios de justicia.



Así se va a precarizar uno de los instrumentos más importantes de política social -ni siquiera hablo de regulación de la natalidad- que ha tenido el país.



Me parece innecesario incluir el inciso propuesto, porque, como se ha dicho aquí, su contenido está suficientemente regulado en otros cuerpos legales.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, ha quedado claro que la norma en comento no debiera contenerse en esta iniciativa. 



No veo por qué estamos discutiendo acerca del aborto, ni mucho menos sobre cuándo se inicia la vida. ¡Si el proyecto se refiere a otro asunto!



Esa es una discusión pendiente, con otras dimensiones y diferentes raíces filosóficas y biológicas. Pero la disposición que nos ocupa nada tiene que hacer en la ley en proyecto.



Por esa razón, voto en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide por dos minutos.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, primero, cabe reconocer que este es un asunto sobre el cual ha habido una larguísima discusión en los medios científicos. En la Medicina, desde hace no menos de 100 a 150 años se debate acerca de cuándo comienza la vida y cuándo se produce el aborto.



En segundo lugar, hay una diferencia entre las concepciones médica y religiosa sobre el punto.



En tercer término, entiendo que todos estamos por la vida. 



Pedí dos minutos para intervenir porque, con el debido respeto a todos los aspectos del debate, no me gusta -y reclamo por ello con toda energía- que quienes piensan de determinada manera argumenten que son los únicos que están por la vida. 



¡Por favor! Aquí nadie está llamando al aborto masivo ni a buscar un subterfugio para propiciar el aborto. ¡No! ¡Categóricamente, no! Y quiero que quede claramente establecida mi opinión a este respecto.



En cuarto lugar, respeto todas las opciones. Y pienso que la iniciativa probablemente se va a aprobar tal como viene. Pero hago presente que aquí estamos partiendo de una base esencial. Por eso hay discusión, pues algunos no la aceptan.



Para mí no existe diferencia entre la “te” de cobre y la píldora llamada “de emergencia”, puesto que las dos impiden que se produzca la conjunción. Y eso no constituye aborto, salvo -vuelvo a repetir- que lleguemos hasta la exageración -el señor Senador que me precedió en el uso de la palabra en forma muy lúcida no puede aceptar esta tesis- de decir que todo lo que impide que se produzca la simbiosis es abortivo. En tal caso, quedarían los gametos y los espermatozoides aislados. 



Si llegamos a ese extremo, nunca vamos a entender el asunto y no nos pondremos de acuerdo.



En consecuencia, creo que la norma propuesta más bien va a confundir. Se producirá un debate en los tribunales, y al final de cuentas la futura ley será menos útil de lo que uno quisiera. 



¡Lo que yo no deseo es que haya más muertes de niños!

El señor NOVOA (Presidente).- Finalmente, tiene la palabra el Senador señor Larraín por dos minutos.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el problema en discusión en realidad corresponde a los métodos posrelaciones sexuales. Con anterioridad a ello, todos los métodos son, por definición, anticonceptivos. 



Por eso, obviamente, la “te” de cobre, cuyo objetivo no es provocar una situación posterior, sino previa, queda fuera de esta discusión. Y, además, el Tribunal Constitucional ya zanjó el debate. Por lo tanto, ese no es el punto.



El problema de fondo radica en los métodos que se pueden usar una vez consumada la relación sexual, lo cual se halla indisolublemente ligado al aborto. Así que no se puede sostener que la norma se encuentra fuera de las ideas matrices. Con esta excepción, no se habla de un método o de otro. No nos corresponde a nosotros afirmar si tal o cual de ellos es anticonceptivo o antiabortivo. Eso hay que dejarlo a la ciencia.



Si no se establece esta excepción, al revés de lo que se piensa, el asunto será materia del Tribunal Constitucional. Con la excepción, en cambio, deja de ser materia de esta instancia y pasa a ser objeto de un recurso judicial ordinario (de protección o el que se intente), pero, como digo, deja de ser una cuestión de carácter constitucional. Porque lo que interesa es, precisamente, que sea la ciencia la que defina el momento de la concepción.



En consecuencia, si la “pastilla del día después” es o no es abortiva es un problema de la ciencia y de los tribunales de justicia, no de la ley. La legislación no puede autorizar o sancionar métodos específicos, ya que estos cambian. La ciencia es muchísimo más dinámica que la ley. Por tanto, no rigidicemos esta última disponiendo que se autoriza este método o que se prohíbe este otro. ¡No! Lo que interesa es que el método anticonceptivo que se quiera usar con posterioridad a una relación sexual no afecte la vida del que está por nacer, si se ha producido ya la concepción. Y serán la ciencia y los tribunales -estos últimos, con informes científicos- los que determinen cuándo hay concepción y cuándo se afecta la vida.  

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero y final del artículo 4° (19 votos por la afirmativa y 7 por la negativa).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Bianchi, Coloma, Espina, Flores, García, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Escalona, Gazmuri, Girardi, Letelier, Navarro, Núñez y Ruiz-Esquide.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Seguidamente, la Sala debe pronunciarse sobre el artículo 5°, que en la Comisión de Salud fue aprobado con los votos a favor de los Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide y los contrarios de los Honorables señores Girardi y Ominami.

El señor NOVOA (Presidente).- En votación el artículo 5°.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo deseo precisar qué se está votando.



En el artículo 5°, la Comisión de Constitución únicamente introdujo una pequeña modificación, consistente en agregar, al final, la frase: “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 198 del Código Procesal Penal”, con el objeto de hacer aplicables las normas procesales respectivas. No se cambió para nada el texto aprobado por la Comisión de Salud, que la de Constitución acogió por unanimidad, con la enmienda recién indicada.

El señor NOVOA (Presidente).- Como estamos en votación, pido la anuencia de la Sala para que pueda hablar el  Ministro señor Viera-Gallo.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, desgraciadamente, va a quedar una incongruencia en el proyecto.



El artículo 5° dispone: “Si al momento de solicitarse la prescripción médica de un método anticonceptivo de emergencia o de solicitarse su entrega en el sistema público o privado de salud, fuese posible presumir la existencia de un delito sexual en la persona del solicitante o para quien se solicita,” -ayer vimos que cualquier relación sexual con una menor de 14 presume la llamada “violación impropia”- “el facultativo o funcionario que corresponda deberá poner los antecedentes a disposición del Ministerio Público y, si fuese menor de dieciocho años, en conocimiento inmediato de los padres”. Esto último fue justamente lo que se discutió ayer, aunque de otra manera. Se dijo que se podría dar aviso no solo a los padres, sino también a un tercero adulto. Y se habló de menores de 14 años, porque, si la persona tiene menos de 18 y solo hay una relación sexual, no se configura delito, salvo que se cometa otro tipo de conductas reñidas con la ley.



Entonces, señor Presidente, como ese problema quedó clarificado en otra norma después de la larga discusión de ayer, lo lógico sería suprimir en el artículo 5° la frase “y, si fuese menor de dieciocho años, en conocimiento inmediato de los padres”.

El señor NOVOA (Presidente).- Parece razonable eliminar la referencia a la edad, dejando algo que es obvio, como es que, si hay evidencia de delito, se debe hacer la denuncia al Ministerio Público.



¿Le parece a la Sala?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Se mantendría la frase final aprobada por la Comisión de Constitución: “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 198 del Código Procesal Penal”?

El señor NOVOA (Presidente).- Sí. Ella tiene por objeto mantener la norma general del procedimiento penal.



En consecuencia, se eliminaría, por unanimidad, la frase indicada por el señor Ministro.



--Así se acuerda, y queda despachado el proyecto en este trámite.
)-----------------(

El señor NOVOA (Presidente).- Informo a Sus Señorías que, tal como acordaron los Comités a principio de año, la próxima semana el Senado sesionará el lunes y el martes. Para este último día cité en la mañana, y agradeceré a los señores Senadores concurrir, porque luego habrá un cóctel de fin de año con los funcionarios del Senado.

VI. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------------(


--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que informe sobre DENUNCIA DE SECTOR PESQUERO POR INGRESO A PUERTOS CHILENOS DE BUQUES EXTRANJEROS PARA CAPTURA DE JUREL  SIN RESTRICCIONES EN ALTA MAR.
)-----------------(

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista.



Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE MATERIALES ATÓMICOS Y EL

LITIO. RESPUESTA A EDITORIAL DE EL MERCURIO
El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, el editorial de El Mercurio de fecha 9 de diciembre de 2009, titulado “Litio: reforma constitucional regresiva”, se opone al proyecto de reforma constitucional que yo presentara junto a los Senadores señores Letelier y Escalona, el cual declara a los materiales atómicos naturales y al litio como sustancias no concesibles de valor estratégico y reserva al Estado su exploración, explotación y beneficio.



Para ello, ese matutino se basa en los siguientes argumentos:



1.- El proyecto implica un retroceso gigantesco en los consensos alcanzados sobre cómo desarrollar la actividad económica de nuestro país.



2.- Reflota la añeja y ambigua nomenclatura de materiales “estratégicos”, que ya parecía superada.



3.- Se condena al país a explotar estas riquezas al ritmo, disponibilidad de inversión, ineficiencia y susceptibilidad de presión y captura política a que naturalmente está sujeto el Estado. 



4.- Las empresas del Estado, como CODELCO, tienen dificultades para mantener la producción de sus actuales minas y lo hacen con menor productividad y eficiencia.



5.- Por último, el mismo periódico dice que si prospera una propuesta de esta naturaleza, intrínsicamente ideológica, acarrearía graves perjuicios al país.



Al respecto, habría que señalar lo siguiente:



1.- El Mercurio supone de manera errónea que habría un consenso nacional sobre cómo desarrollar la actividad económica del país. Se olvida el editorialista que el modelo imperante tiene como fundamento un orden público económico impuesto a través de la Constitución de 1980 y que, en lo esencial, otorga al Estado un rol subsidiario en la materia. 



A partir de la recuperación democrática, los Gobiernos de la Concertación han tratado de reformar el referido modelo a objeto de que el Estado tenga un papel más protagónico y activo. Lamentablemente, la profundidad de estas reformas se ha visto limitada no solo por la falta de mayorías parlamentarias, sino que, en modo  especial, por la “camisa de fuerza” que impone la propia Carta. Por ello, ha sido la Concertación, a través de su candidato presidencial, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle, la que ha puesto en el debate programático la necesidad de superar el techo ideológico del actual texto constitucional, para así dar cabida a otras formas de entender la economía y el rol que le cabe al Estado en la promoción del desarrollo nacional.



2.- Extraña que ese matutino, tan defensor de la Dictadura Militar y de la institucionalidad heredada, dé por añeja, ambigua y superada la nomenclatura de materiales estratégicos. Ello, porque leyes “dictadas” durante ese régimen y en actual vigor, otorgan valor estratégico a estos materiales. Solo bastaría que el editorialista revisara la ley orgánica constitucional sobre concesiones mineras de 1982 o las modificaciones que la propia Dictadura introdujo a la ley que crea la Comisión Chilena de Energía Nuclear, para saber que fue el propio régimen de Pinochet quien no solamente declaró de valor estratégico el torio y el uranio a nivel legal, sino que también dispuso que por exigirlo el interés nacional estos materiales y el litio no pueden ser objeto de ningún negocio si no cuentan con la autorización del Estado.



Lo que pretende la moción que hemos presentado y que preocupa tanto al mencionado medio de comunicación es solamente garantizar constitucionalmente esa calidad a minerales tan significativos para el futuro del país.



3.- La visión de El Mercurio sobre el rol del Estado es, por decir lo menos, conservadora y poco moderna. 



Después de la crisis financiera mundial, el consenso alcanzado por las naciones más desarrolladas -incluso gobernadas por partidos o coaliciones de Derecha- es que el Estado debe tener un rol protagónico y activo en la conducción de los asuntos económicos de un país, regulando e interviniendo en la economía, como una forma de garantizar el bien común. Es más, la postura editorial del diario no se condice con el programa de Gobierno del candidato de Derecha, que precisamente otorga al Estado un rol más activo no solamente en asuntos económicos, sino también en los ámbitos de protección social, de los consumidores, etcétera.



4.- El Mercurio se olvida que precisamente gracias a que CODELCO está en manos del Estado es que hemos podido financiar importantes políticas públicas que han permitido reducir la extrema pobreza, el déficit de viviendas, instaurar el Plan AUGE, aumentar en forma considerable la infraestructura educacional del país.



Pero hay un dato muy concluyente y que refuta categóricamente el juicio del editorialista mercurial. El aporte promedio de la minería estatal al Fisco, entre 1990 y 2003, fue de 816 millones de dólares anuales; en cambio, la minería privada aportó en promedio y en el mismo período la exigua cantidad de 58 millones de dólares. Igualmente, el aporte promedio de la minería estatal entre los años 2004 y 2006 fue de 5.263 millones de dólares anuales; en cambio, la minería privada aportó un promedio de 1.535 millones de dólares anuales.



5.- Pretender que sea el Estado quien explote una riqueza que pertenece a todos los chilenos para que sus beneficios queden en manos de todos y no solo de algunos pocos, para El Mercurio significa una propuesta intrínsicamente ideológica que acarrearía graves perjuicios para el país, según lo establecido por ellos mismos. Pareciera que el ideologismo está precisamente en la editorial mercurial, ya que de plano, sin mirar el interés nacional, sin análisis técnicos, pretende asegurar un negocio a unos pocos, privilegiando la riqueza individual por sobre la colectiva. 



Reservar para el Estado la explotación y beneficio de los materiales atómicos naturales y, en especial, el litio, implica hacer una apuesta estratégica para el desarrollo nacional, toda vez que no solamente se trata de obtener una ganancia directa fruto de su explotación, sino que hacer un esfuerzo país para generar investigación, ciencia e innovación en esta área y, al mismo tiempo, generar las condiciones para formar capital humano avanzado. 



6.- Al finalizar, solo me resta recordar que El Mercurio, a fines del siglo XIX, fue un firme opositor del presidente José Manuel Balmaceda, precisamente porque este pretendía nacionalizar el salitre que en la época se encontraba en manos de capitales ingleses. Pareciera que de nuevo este diario quiere encabezar una suerte de “cruzada” para impedir que los chilenos y chilenas nos beneficiemos de una riqueza que nos pertenece a todos y asume la defensa de intereses particulares, de negocios privados que solo rentan a unos pocos, pretendiendo hacernos creer que el defender y privilegiar el bien común no sería moderno.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- ¿Su Señoría no va a solicitar oficios? 

El señor NÚÑEZ.- No, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Presidente accidental).- El Comité Demócrata Cristiano e Independiente no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Independientes, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

ATENTADO CONTRA LIBERTAD DE EXPRESIÓN POR MEDIDA
DE INTENDENCIA DE MAGALLANES CONTRA
CANAL DE TELEVISIÓN REGIONAL. OFICIOS
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la última semana el canal de televisión de la Región de Magallanes, ITV Patagonia, fue afectado por prácticas que atentan contra la libertad de expresión por parte del Intendente de Magallanes, don Mario Maturana.



En primer lugar, una resolución del Tribunal de Garantía, dictada en virtud del requerimiento formulado por el Fiscal Adjunto, don Juan Agustín Meléndez, con ocasión de haber recibido la fiscalía un oficio suscrito por el Intendente Regional, don Mario Maturana, determinó una medida de CLAUSURA del canal si transmitía el sábado 12 de diciembre un espacio concurso alusivo, supuestamente, a una candidatura política.



Es necesario precisar que nunca los organismos, tanto gubernamentales como judiciales competentes, consultaron a los ejecutivos del canal aludido acerca de la efectividad del contenido del volante adjunto por el señor Intendente, en cuanto a la participación del canal de televisión con contenido propagandístico en la transmisión del sorteo que se estaba publicitando. Por ende, operó la CENSURA PREVIA, aspecto que en este país había quedado en el pasado.



Señor Presidente, el pasado domingo 13 de diciembre, en plena transmisión del proceso electoral, la Inspección del Trabajo efectuó una visita inspectiva que calificaron de “rutina”, dejando un acta de requerimiento de documentos y una citación, además de advertir verbalmente que el personal que laboraba en el canal anteriormente señalado (ITV Patagonia), con jornadas de trabajo entre lunes y sábado, no podía, de modo alguno, trabajar el día domingo.



Esta medida la considero insólita y el canal de televisión la entiende como una persecución emanada de las autoridades de Gobierno y con fines insospechados, pues se eligió un día en que históricamente los medios de comunicación del país trabajan con todo su personal -porque la situación así lo requiere- para entregar la información oportuna a la ciudadanía.



La situación descrita obligó a que el canal modificara la programación planificada y debió enlazarse en forma permanente con otro de transmisión nacional.



Debo agregar que el propio señor Intendente, entrevistado por ITV Patagonia el domingo a las 7:15 de la mañana, manifestó desconocer estos hechos, expresando que no podía emitir opinión por tratarse de un asunto judicial. No obstante, él mismo había solicitado la investigación ante la Fiscalía.



Curiosamente, al no operar la clausura judicial, el gobierno regional, en una nueva arremetida, utilizó a un ente fiscalizador con dedicación exclusiva solo para el canal en cuestión.



Con estos antecedentes, señor Presidente, no puedo sino manifestar mi molestia por el grave perjuicio que sufrió el canal, más aún, si consideramos que afectó el desarrollo normal de medios de comunicación que deben funcionar sin presiones ni persecuciones y en total libertad, porque es un DERECHO de la información pública.



La labor de los medios de comunicación no es cualquier trabajo, sino, en gran medida, el oxígeno de la democracia.



Se pidió la clausura de un canal de televisión regional debido a un supuesto programa que, en la práctica, nunca se llevó a cabo. Y esto se hizo sin requerir antecedentes previos y sin que nadie solicitara información sobre el supuesto programa. Sin embargo, hubo una petición anticipada de clausura.



Por ello, solicito por su intermedio, señor Presidente, que se oficie a la Presidenta de la República y al señor Ministro del Interior, a fin de dar cuenta de esta situación tan anómala y especial.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo de los Comités Partido Por la Democracia e Independientes y Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

RETIRO DE TABLA DE PROYECTO SOBRE RESPONSABILIDAD JURÍDICA POR ACCIÓN DE ANIMALES POTENCIALMENTE PELIGROSOS. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la señora Presidenta de la República y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia a fin de que accedan a que se retire de tabla la iniciativa sobre responsabilidad jurídica por acción de animales potencialmente peligrosos hasta que culmine la mesa de trabajo presidida por el señor Ministro de Salud, en la que participan diversos estamentos de la sociedad civil y académica.



En dicha instancia, que tiene por objeto mejorar, corregir y acotar diversos aspectos de la iniciativa legal y que se encuentra en pleno proceso, participan, entre otros, el Colegio Médico Veterinario; la Sociedad de Médicos Veterinarios Especialistas en Pequeños Animales (MEVEPA); las Facultades de Medicina Veterinaria de la Universidad Mayor y de la Universidad de Chile, y representantes de organizaciones de bienestar animal, como ProAnimal Chile y la Coalición por el Control Ético de la Fauna Urbana (CEFU).



En opinión de quienes componen esa mesa, el proyecto en actual tramitación no se condice con el texto original, que fue reemplazado mediante la indicación sustitutiva Nº 936-357, enviada por el Ejecutivo. En efecto, esta transformó el espíritu y el objetivo principal del proyecto inicial, derivándolos de la persecución de la responsabilidad civil ante daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos al control de la población canina basado en información incompleta, no sustentada en estudios científicos y sin bases de proyección de dinámica poblacional.



La iniciativa, además, contiene errores que provocan, entre otros problemas, contiendas de competencia entre los juzgados de policía local y los de garantía, lo que ha sido manifestado en dos oportunidades por la propia Corte Suprema, según consta en los informes respectivos.



Por lo tanto, le solicito al Ejecutivo acoger la petición formulada por Karina Ramírez, de MEVEPA; Patricia Cocas, Presidenta de ProAnimal Chile; Fabián Espínola, Director del Centro de Salud Veterinaria (CESAVE), y Alejandra Cassino, Directora Ejecutiva de la CEFU.



Ello permitiría que la mesa antes mencionada terminara su labor y pudiéramos disponer de un proyecto sobre la base de lo conformado por el propio Gobierno: una instancia para legislar adecuadamente. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
DESCARGA SUBMARINA DE RESIDUOS DE CELULOSA NUEVA ALDEA EN OCTAVA REGIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tras una demora de más de un año, comenzaron a llegar a la costa de Ñuble, a través de un ducto submarino, los residuos provenientes de la planta de celulosa Nueva Aldea. Estos desechos, previamente tratados, eran derivados hasta hace poco al río Itata.



La noticia fue confirmada por el director de la COREMA del Biobío, quien señaló, además, que se ha destinado un equipo de profesionales para la supervigilancia del proceso de vaciado de los líquidos.



Se espera que el ducto esté en marcha blanca durante algunas semanas antes de que entre en régimen en forma definitiva.



Nueva Aldea, a través de Guillermo Mendoza, confirmó el inicio de la operación, recalcando que en las primeras semanas los riles irán mezclados con agua utilizada para mantener limpia la tubería.



Los desechos industriales de la celulosa van a recorrer 50 kilómetros, aproximadamente, desde Nueva Aldea, comuna de Ránquil, hasta la zona de Mela, en la comuna de Treguaco.



Durante todo el proceso de aprobación y construcción del proyecto los pescadores artesanales manifestaron inquietud por el impacto que tendrán los desechos industriales sobre el medio acuático marino. 



De acuerdo a los informes de la COREMA, la zona será monitoreada en forma permanente por un equipo de profesionales de varias universidades, encabezado por investigadores de la de Concepción.



En concreto, se monitorearán 48 parámetros, entre los que se encuentran compuestos orgánicos, dioxinas, furanos, ácidos de diversos tipos, que pudieran estar presentes en peces, crustáceos, gasterópodos y moluscos.



Además, se evaluarán en forma permanente el oxígeno, los sulfatos, los cloratos, el fierro, los metales pesados.



La red de monitoreo comprende tres estaciones costeras y diez terrestres, que permitirán que el río Itata, en más de 50 kilómetros, y el borde costero sean estudiados.



Señor Presidente, quiero solicitar a la COREMA y al Servicio de Salud de la Octava Región; a la Subsecretaría de Pesca, y al Servicio Nacional de Pesca que lo relativo a las redes y estaciones de monitoreo así como a la investigación de los efectos de este efluente en el medio marino sea informado oportunamente a todos quienes participaron en el estudio de impacto ambiental. Es necesario fiscalizar que se cumplan la ley y las normas reglamentarias; que los 48 parámetros de investigación sean evaluados de manera correcta, y que la información sea de la máxima transparencia y asertividad.



Claramente, se requiere publicar esos datos. Entiendo que quedarán en línea de modo permanente y serán accesibles a todos los ciudadanos que deseen confirmar su veracidad. Sin embargo, es clave que la certeza que den quienes se hallan involucrados en la investigación -en especial la Universidad de Concepción- sea a toda prueba.



Señor Presidente, solicito que los antecedentes del monitoreo sean enviados a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales de esta Corporación y al Senador que habla. En particular, me interesa que la COREMA y los organismos pertinentes de fiscalización hagan llegar los datos provenientes de la marcha blanca a todas las organizaciones que tomaron parte en el proceso de participación ciudadana que dio inicio al proyecto en comento, que hoy entra en una fase crítica.



Se van a recibir los riles en la zona acuática y existe mucha preocupación entre los pescadores artesanales por el impacto que ello puede causar. Las garantías están dadas por el monitoreo y la fiscalización. Pero creo que también deben fiscalizar los ciudadanos. Todas las organizaciones tienen derecho a acceder a los datos, a pedir información, e incluso, a ampliar la investigación que entregue en su momento la propia autoridad.



Señor Presidente, espero contar con los antecedentes antes mencionados y que también sean remitidos a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
INQUIETUD ANTE FIJACIÓN DE ARANCELES UNIVERSITARIOS. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero referirme a la gran preocupación que han manifestado muchas federaciones de estudiantes, particularmente de las universidades públicas -la de Chile, la del Bío-Bío y otras- por el hecho de que la fijación de aranceles ha tenido una relación directa con el reajuste para el sector público, lo que ha obligado a incrementarlos para financiar el aumento en los sueldos de académicos y trabajadores.



Ha habido paros de casi un mes en la Universidad del Bío-Bío, con problemas fuertes en el ámbito de la relación con los alumnos.



La Federación de Estudiantes de la Universidad de Chile (FECH) también ha manifestado reiteradamente su preocupación por ese problema.



Es claro que el sector público de educación superior sufre un grave desmedro y que los rectores están realizando malabares para establecer aranceles que permitan el autofinanciamiento. Se trata de un problema de gestión, así como de financiamiento.



La Universidad del Bío-Bío, por ejemplo, de adecuada y eficiente gestión, fijó un reajuste de 2,5 por ciento para los alumnos antiguos y de 4,5 para los nuevos. Aun así, la situación es grave, pues más de 75 por ciento de los estudiantes son de escasos recursos. Según ha señalado esa casa de estudios, 86 por ciento de los alumnos recibe ayuda a través de becas o créditos.



¡Esas son las universidades públicas!



Allí se carece de financiamiento adecuado.



La Universidad de Chile, estatal por excelencia y la más grande de nuestro país, recibe del Estado 18 por ciento de su presupuesto. ¿En cuánto se reajustó? En 1,5 por ciento. Este plantel educacional gasta alrededor de 80 por ciento de su presupuesto total en remuneraciones, las cuales se incrementaron en 4,5 por ciento.



Y una situación parecida ocurrió en la Universidad del Bío-Bío.



Señor Presidente, necesitamos aumentar con urgencia el financiamiento de la educación superior pública.



Tengo en mis manos una noticia que apareció hoy, miércoles 16 de diciembre, en “La Tercera” y que ha sido recogida por diversos diarios del resto del mundo: “Sarkozy lanza plan de US$27 mil millones para reimpulsar a las universidades francesas”. Se destinarán 16 mil millones de dólares a la edificación de diez nuevos campus y 11 mil millones a la investigación en un ámbito que actualmente pasa por una importante crisis debido a falta de financiamiento.



El 96 por ciento de los estudiantes de educación superior franceses asiste a universidades públicas gratuitas y solo el 4 por ciento a planteles particulares pagados.



El Presidente de Francia, representante de la Derecha neoliberal, ha tomado una opción preferencial por las universidades públicas, que presentan los siguientes graves problemas.



1. Sobrepoblación estudiantil



Las universidades públicas francesas reciben a la mayor parte de los estudiantes que egresan de la educación secundaria, lo que hace muy difícil entregar una educación de calidad. ¡Me suena parecido a lo que sucede en Chile...!



2. Equipamiento



Los centros estudiantiles superiores galos se hallan afectados por importantes problemas de infraestructura. ¡También me suena parecido...!



3. Carencias en la investigación



La investigación en las universidades pasa por una grave crisis debido a falta de fondos. ¡Me suena parecido igualmente...!



4. Sistema anticuado



Según explicó un experto en asuntos sociales franceses de la Universidad de Oxford, la enseñanza gala “es anticuada tanto en lo pedagógico como en lo intelectual”.



Señor Presidente, la educación superior en nuestro país adolece, en la práctica, de los mismos problemas que las universidades francesas. ¿Y qué ha hecho el Presidente Sarkozy? Ha impulsado un plan millonario de inyección de recursos fiscales para que las universidades públicas puedan tener calidad, competitividad. Porque en el ranking de las 50 mejores universidades del mundo solo aparecen dos casas de estudio francesas. Y no sé si algunas de Chile figuran en él; no lo consigna la nota de prensa que he comentado.



Por eso, solicito oficiar al Consejo de Rectores para que nos informe sobre la calificación de las universidades chilenas en el ámbito internacional, a fin de saber si forman parte de tal reconocimiento en mérito a su calidad.



Además, señor Presidente, es necesario revisar la fijación de aranceles universitarios y hacer coherente el financiamiento de la educación superior, con el objeto de evitar el alza desmedida de tarifas. Los planteles que las ajusten más allá del incremento de los del sector público debieran percibir menos recursos, y los que se esfuercen por efectuar reajustes menores, más.



Claramente, se debe realizar una evaluación -el Consejo de Rectores la tiene- sobre cuánto se necesita inyectar al sistema para contar con una educación de calidad en el sector público.



Eso lo discutimos con ocasión de la Ley de Presupuestos. No es nuevo.



La Ministra de Educación, señora Mónica Jiménez, es una campeona de la educación privada y no se interesa en la pública. Ella proviene del sector privado. Tuvo colegios particulares de enseñanza secundaria; fue rectora de una universidad privada, y -repito- no le interesa la educación pública. No hay posibilidad de sostener diálogo alguno con ella durante el presente Gobierno para mejorar la situación de nuestras universidades estatales.



Espero que las crisis que vivieron los planteles de educación superior, particularmente aquellos donde los estudiantes mantuvieron un prolongado paro, con costos extraordinarios no solo para la universidad sino también para los estudiantes, sean considerados por el actual Ministerio como un llamado de atención a fin de buscar en este Gobierno -ojalá antes de marzo- un mejor trato económico y la entrega de los recursos necesarios para enfrentar el 2010.



Señor Presidente, en 2007 presenté un proyecto de ley titulado “Transparencia e información en materia de aranceles universitarios”. Se requiere legislar en ese ámbito. Pero no se ha podido.



Presidí la Comisión de Educación del Senado en momentos muy duros de la discusión de la LEGE, cuando creíamos que podíamos eliminar el lucro y contar con una normativa de verdad.



Ello no fue posible en dicha oportunidad, pero estoy convencido de la necesidad de aprobar la iniciativa antes mencionada -radicada actualmente en la Comisión de Hacienda del Senado-, que regula la fijación de aranceles.



Esto opera igual que al adquirir un bien. Es decir, al momento de firmar con una universidad un documento, este pasa a ser un contrato de servicio; y es necesario saber cuánto cuesta verdaderamente una carrera. Cuando se compra una casa, un automóvil o un servicio, uno conoce su precio. Pero hoy no sabemos a cuánto ascenderá el reajuste de los aranceles; entonces, desconocemos el valor de las carreras. Por tanto, se trata de un contrato abierto. 



No sabemos cuánto cuesta Medicina en la Católica, en la Chile, en la Universidad de Concepción o en una entidad privada -por ejemplo, la Diego Portales, la San Sebastián-, porque los aranceles son variables y dependen, básicamente, de la discrecionalidad y arbitrariedad de sus autoridades superiores.



En tal sentido, al momento de acceder a la educación superior a través de un contrato de prestación de servicios educacionales se debiera tener claridad sobre cuánto costará una carrera de 4 ó 5 años, dependiendo de la capacidad del estudiante.



Cuando uno adquiere un servicio, conoce su valor al término del pago. En el caso de los planteles de educación superior, no. 



Por ello, se requiere regular urgentemente la fijación de aranceles. De no ser así, continuarán las movilizaciones estudiantiles, porque los padres solo pueden pagarlos mediante un fuerte endeudamiento. Y esto tiene un tope. ¡Las familias chilenas están llegando al límite de su endeudamiento!



En tal línea, señor Presidente, si bien espero hacerle presente la situación de esta iniciativa a la Comisión de Educación, le solicito al Ministerio de Educación, y particularmente a la División de Educación Superior, un informe completo respecto a la fijación de aranceles por plantel, tanto del sector público como del privado -si existe la información pertinente-; las resoluciones adoptadas por el Consejo de Rectores, y, en especial, los métodos de compensación para los graves déficits que se producirán en las universidades a las que, pese a realizar ajustes de gestión extraordinarios, no les alcancen los recursos inyectados por el Estado.



Traspasar ese costo a los estudiantes me parece absolutamente impropio. Ello significa transferir a sus familias un financiamiento que debiera solventar el Estado, como lo hace Sarkozy en Francia y tal cual se procede en Argentina y en muchas otras partes del mundo, para mantener un sistema de educación superior como el actual, que tiene cerca de un millón de estudiantes. 



Lo he dicho y lo reitero: los Presidentes Aylwin, Frei y Lagos y la Presidenta Bachelet estudiaron gratis en la universidad. ¡Gratis! Y de esto no hace mucho tiempo. 



En verdad, la educación superior y su sistema de financiamiento van a hacer crisis, porque el endeudamiento de las familias es insostenible.



Solicito los informes antes mencionados al Consejo de Rectores y al Ministerio de Educación, a fin de compartir la información y prepararnos para lo que viene en marzo, porque, de lo contrario, la situación será extraordinariamente compleja.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
DEPORTACIÓN POR ISRAEL DE CIUDADANA CHILENA DE 

ORIGEN PALESTINO. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hemos tomado conocimiento, a través de la Federación Palestina, de la situación sufrida el lunes 14 de diciembre por la ciudadana chilena Nadia Silhi Chahín, quien fue retenida e interrogada ilegal y arbitrariamente en el cruce Rey Hussein (también conocido como Allenby), para luego ser deportada a Ammán, Jordania, de donde había salido para ingresar a territorio palestino ocupado.



Nadia, estudiante de Derecho de la Universidad de Chile, viajaba por primera vez a Palestina para participar en un encuentro de la Red de Jóvenes Palestinos. La decisión de las autoridades de Israel afecta gravemente sus derechos como ciudadana chilena. Además, pone en entredicho el compromiso real de ese país con el proceso de paz y las promesas de reciprocidad que ha asumido con el Estado de Chile.



Por otro lado, esa deportación, lejos de ser la primera que un ciudadano chileno sufre por parte de Israel, contrasta notablemente con el trato que Chile dispensa a los naturales de esa nación cuando visitan nuestra tierra, donde pueden circular libremente, sin tropiezos de ninguna especie.



No resulta extraño que los agentes del Mossad (servicio secreto israelí) acostumbren adoptar la apariencia de apacibles turistas mientras realizan sus labores de inteligencia.



En los últimos 5 años, otros ciudadanos chilenos han recibido tratos vejatorios y racistas similares en Israel: Elisa Abedrapo, Nadia Hasan y Xavier Abu-eid fueron detenidos y deportados en más de una oportunidad.



Ese trato discriminatorio, señor Presidente, no contribuye a un proceso de paz. Siempre hemos dicho que somos partidarios de un Estado Palestino y del Estado de Israel. Ambos tendrán que aprender a convivir. Pero las situaciones que afectan a ciudadanos de origen palestino que viven en un país como el nuestro, que alberga a más de 300 mil personas de ese origen, deben ser reguladas por las autoridades chilenas.



Ese tipo de vejaciones demandan y ameritan que nuestro Gobierno formule una protesta ante el de Israel, a fin de que ponga término a tales abusos.



Señor Presidente, solicito oficiar en mi nombre al Ministerio de Relaciones Exteriores para que nos haga llegar un informe sobre la gravísima situación que ha afectado, esta vez, a Nadia Silhi Chahín, y que se represente al Gobierno israelí la situación de atropello permanente a ciudadanos chilenos de origen palestino que intentan visitar a familiares que permanecen en territorio palestino.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INFORMACIÓN SOBRE ACCIDENTES NUCLEARES
 EN CHILE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Por último, señor Presidente, solicito oficiar a los Ministerios de Defensa y de Salud a fin de que nos informen sobre los accidentes nucleares ocurridos en Chile desde 1979 hasta la fecha, en particular, durante los últimos 10 años.



El señor Marcelo Tokman se manifestó satisfecho con la evaluación del Organismo Internacional de Energía Atómica para el desarrollo de un eventual programa energético en nuestro país.



Por lo tanto, quiero saber si la seguridad nuclear, la protección radiológica, física y el manejo de desechos radioactivos están funcionando en Chile.



Existen denuncias de que soldados conscriptos que han estado cuidando instalaciones nucleares de las Fuerzas Armadas se encuentran con graves problemas de salud.



Deseo saber los reportes que han recibido los Ministerios de Salud y del Trabajo, las Fuerzas Armadas y los organismos competentes en materia nuclear respecto de accidentes que hayan afectado a personas por falta de medidas de seguridad, a fin de comprobar si se han tomado las providencias de resguardo necesarias en los pasos que está dando el país en cuanto al desarrollo de ese tipo de energía.



Hemos señalado que si alguien desea investigar acerca de la factibilidad del uso de energía nuclear que lo haga, pero con plata de los privados. El Estado ha de realizar estudios tendientes a desarrollar la energía eólica, solar, mareomotriz, y  métodos alternativos.



Debemos establecer parámetros de seguridad frente a todo proceso de investigación y desarrollo en materia de energía nuclear en nuestro país.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:51.
                                                    Manuel Ocaña Vergara,

                                                    Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 71ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE NOVIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional, Secretario General de la Presidencia, de Planificación y de Salud, señores Francisco Vidal y José Antonio Viera-Gallo, señora Paula Quintana y señor Álvaro Erazo, respectivamente; los Subsecretarios de Guerra, de Marina, de Aviación e Investigaciones, señor Gonzalo García, señora Carolina Echeverría y señores Raúl Vergara y Ricardo Navarrete, respectivamente; el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de División Alfredo Ewing, y el Secretario Ejecutivo de FONADIS, señor Roberto Cerri.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se da por aprobada el acta de la sesión sesenta y tres ordinaria, del día 10 de noviembre del año en curso, que no ha sido observada.
_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que establece un bono extraordinario para quienes ejerzan como vocales de mesas receptoras de sufragios (Boletín N° 6.760-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo, señala que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 3.962-07).



-- Queda para Tabla.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo que aprueba la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas, y sus Anexos (Boletín N° 6.394-10).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



Tres de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, mediante las cuales dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que prohíbe y sanciona la exposición y difusión de mensajes que induzcan a error al consumidor respecto de sus derechos (Boletín N° 6.768-03).



2.- Proyecto de ley que establece la obligación del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia de disponer una nueva licitación cuando actos de colusión hayan incidido en la concesión o entrega a cualquier título de un bien nacional (Boletín N° 6.770-03).



-- Pasan a la Comisión de Economía.



3.- Proyecto de ley que sanciona la celebración de acuerdos discriminatorios entre una empresa y sectores de la comunidad afectada con motivo de un proceso de evaluación del impacto ambiental (Boletín N° 6.771-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Cantero, Gazmuri, Navarro, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República evaluar la posibilidad de enviar ayuda humanitaria a la República de El Salvador, en auxilio de los damnificados por los recientes temporales ocurridos en la región (Boletín N° S 1.211-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, mediante la cual dan inicio a un proyecto de ley que interpreta el decreto ley N° 3.500, precisando que en caso de inflación negativa las pensiones mantendrán su valor nominal.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes documentos:



1.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Coloma, Núñez, Pizarro y Romero, mediante el cual expresan su pleno respaldo al Gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República en el manejo de las relaciones bilaterales con Perú (Boletín N° S 1.212-12).



-- Por acuerdo de la Sala, queda para ser votado en esta sesión.



2.- Oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el cual comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas introducidas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2010 (Boletín N° 6.707-05), con excepción de las que indica, e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Hacienda para que integren la referida Comisión Mixta.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro, quien pide que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el del Honorable Senador señor Muñoz Aburto, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de interpretar el decreto ley N° 3.500, precisando que en caso de inflación negativa las pensiones mantendrán su valor nominal, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



Por otra parte, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Pizarro, quien informa que la Comisión de Relaciones Exteriores se reunió con el señor Ministro del ramo para intercambiar opiniones en cuanto a las relaciones bilaterales con Perú, oportunidad en la que, por unanimidad, se acordó someter a la consideración de la Sala el proyecto de acuerdo -sobre la materia- del que se ha dado cuenta en el curso de esta sesión.

- - -



A continuación, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien requiere que se discuta, como si fuera de Fácil Despacho, el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Andrés Couve Rioseco, Eduardo Tarifeño Silva, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Merino Pinochet, Sergio Pulido Rocatagliata y Tomás Flores Jaña (Boletín N° S 1.208-05).



El señor Presidente expresa que dicho asunto se incluirá en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión del 1° de diciembre próximo.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, con segundo informe de la Comisión de Salud e informe de la 

Comisión de Hacienda


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del Secretario Ejecutivo de FONADIS, señor Roberto Cerri, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, modificatorio de la ley Nº 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 3.875-11.


Añade que ambas Comisiones dejan constancia en sus informes, para los efectos reglamentarios, de los artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, disposiciones que conservan el mismo texto acordado en general, por lo cual deben darse por aprobadas, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Salud realizó una serie de modificaciones al texto despachado en general y les dio su aprobación por unanimidad, con excepción de 7 de ellas que serán puestas en votación oportunamente. Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó algunas enmiendas al texto que despachó la Comisión antes mencionada, las que se acogieron en forma unánime, con excepción de una, que también será puesta en votación. Resalta que esta última Comisión agregó al Congreso Nacional entre las instituciones que en los procesos de selección de personal, ante igualdad de méritos, deben preferir a las personas con discapacidad.



Destaca que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Subraya que de las enmiendas acogidas por consenso, las recaídas en los artículos 28, 34, 45, 57, 61, 62, 66, 67 y 82 del proyecto (numeración definitiva) tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Luego, resalta que la Comisión de Salud propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 2°, nuevo



Intercalar, a continuación del artículo 1º, el siguiente, nuevo:



“Artículo 2°.- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país, según lo establecido en el artículo 60, letra d.”.

Artículo 2°

(Pasa a ser artículo 3°)



Intercalar, en la letra d) del inciso segundo, entre “medio ambiente,” y “natural”, lo siguiente: “social,”.

Artículo 3°

(Pasa a ser artículo 4°, sin modificaciones)

Artículo 4°

(Pasa a ser artículo 5°)



Sustituir el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 5º.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno material e inmaterial, económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, psíquica, intelectual o sensorial, temporal y permanente, puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás.”.

Artículo 5°

(Pasa a ser artículo 6°)

Letra a)



Intercalar, a continuación de la palabra “exclusión”, lo siguiente: “, segregación”.

Letra d)



Sustituir el término “Cuidador” por lo siguiente: “Cuidador y guardador”.

Letra e)



Intercalar, a continuación del vocablo “mental”, lo siguiente: “, intelectual”.

Artículos 6° y 7°

(Pasan a ser artículos 7° y 8°, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 8°

(Pasa a ser artículo 9°)



Reemplazar, en su segunda oración, la palabra “adoptarán” por “adoptará”.

Artículo 9°

(Pasa a ser artículo 10, sin modificaciones)

Artículo 10

(Pasa a ser artículo 11)



- En el inciso primero, sustituir los términos “por causa mental”, por lo siguiente: “mental, por causa psíquica o intelectual,”.



- En el inciso segundo, sustituir los términos “por causa mental”, por lo siguiente: “mental, por causa psíquica o intelectual,”.

Artículo 11

(Pasa a ser artículo 12, sin modificaciones)

Artículo 12

(Pasa a ser artículo 13)



Sustituir, en la primera oración de su inciso tercero, la frase “y un educador especial o diferencial o un terapeuta ocupacional según el caso”, por la siguiente: “y un educador especial o diferencial, un kinesiólogo o un terapeuta ocupacional, según el caso”.

Artículos 13, 14 y 15

(Pasan a ser artículos 14, 15 y 16, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 16

(Pasa a ser artículo 17)



Sustituir “Registro Nacional de Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.

Artículo 17

(Pasa a ser artículo 18)



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 18.- La prevención de las discapacidades, la rehabilitación e inclusión constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.



El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención, rehabilitación e inclusión por medio de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones, las cuales no cesarán, independiente de la edad, mientras la persona requiera ayuda para su plena inclusión.”.

Artículo 18

(Pasa a ser artículo 19, sin modificaciones)

Artículo 19

(Pasa a ser artículo 20)



- En el inciso primero, sustituir la frase “accidentes viales y laborales” por “accidentes viales, laborales y de cualquier otro tipo”.



- Sustituir el inciso segundo, por el siguiente:



“Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que puedan causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio de este derecho.”.

Artículos 20, 21 y 22

(Pasan a ser artículos 21, 22 y 23, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 23

(Pasa a ser artículo 24)



Sustituir los términos “mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección”, por lo siguiente: “criterios, mecanismos, procedimientos y prácticas de selección”.

Artículo 24

(Pasa a ser artículo 25)



Agregar, al final del inciso primero, a continuación de “acceso a su programación”, lo siguiente: “en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transporte y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno”.

Artículo 25

(Pasa a ser artículo 26)



Suprimir su segunda oración.

Artículo 26

(Pasa a ser artículo 27, sin modificaciones)

Artículo 27

(Pasa a ser artículo 28)



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 28.- Toda nueva edificación colectiva, y las edificaciones colectivas existentes, todo edificio de uso público, todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, y toda obra de infraestructura que ejecute o haya ejecutado el Estado, así como los accesos a todos los medios de transporte público de pasajeros, y a los bienes nacionales de uso público correspondientes a vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, y los bordes costeros, y de lagos y ríos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas de conformidad a la normativa vigente.



Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las edificaciones existentes y las obras existentes en los bienes nacionales de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente.



La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local según lo establecido en el inciso precedente.”.

Artículo 28

(Pasa a ser artículo 29)



- Suprimir, en su inciso primero, la expresión “habitual y”.



- Agregar, al final del inciso segundo, la siguiente oración: “Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.”.

Artículo 29

(Pasa a ser artículo 30)



- Sustituir el inciso segundo, por el siguiente:



“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.”.



- Agregar el siguiente inciso final, nuevo:



“Con todo, en caso de que exista un procedimiento de licitación referido a los medios de transporte señalados en este artículo, quienes postulen, deberán incluir tales requerimientos.”.

Artículo 30

(Pasa a ser artículo 31)



- Intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de la palabra “industrial”, lo siguiente: “o comercial”.



- Suprimir de su inciso tercero, lo siguiente: “La administración de estos establecimientos será solidariamente responsable por el uso indebido de los estacionamientos para personas con discapacidad.”.



- Sustituir la oración final del inciso tercero, por la siguiente: “Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta, Símbolo Internacional de Discapacidad y similares) y la credencial de discapacidad, en los mismos términos establecido en la Ley del Tránsito.”.

Intercalar, a continuación del artículo 30, que pasa a ser artículo 31, los siguientes artículos, nuevos.



“Artículo 31 A.- Los reglamentos que fijen las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, así como las características de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, deberán contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de dichos productos con medidas tales como la rotulación con sistema braille del nombre de dichos productos y su fecha de vencimiento.



Artículo 32.- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios especiales para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.



En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.”.

Párrafo 2°

De los perros de asistencia para personas con discapacidad



Suprimirlo, con sus artículos 31 a 36.

Párrafo 3°

De la educación y de la inclusión escolar

(Pasa a ser Párrafo 2°)

Artículo 37

(Pasa a ser artículo 33)



Agregar el siguiente inciso, nuevo:



“Los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes.”.

Artículo 38

(Pasa a ser artículo 34)



Intercalar, a continuación de la expresión “de asegurar”, lo siguiente: “, de acuerdo a la normativa vigente,”.

Artículo 39

(Pasa a ser artículo 35, sin modificaciones)

Artículo 40

(Pasa a ser artículo 36)



Reemplazar, lo siguiente: “La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos acreditados para estos efectos”, por: “La necesidad de la persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de los informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos”.

Artículos 41

(Pasa a ser artículo 37)



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la inclusión de personas que presenten necesidades especiales.”.

Artículo 42

(Pasa a ser artículo 38, sin modificaciones)

Artículo 43

(Pasa a ser artículo 39)



Sustituir la expresión “les proporcionará” por la palabra “asegurará”.

Artículos 44 y 45

(Pasan a ser artículos 40 y 41, respectivamente, sin modificaciones)

Párrafo 4°

De la capacitación e inserción laboral

(Pasa a ser párrafo 3°)

Artículo 46

(Pasa a ser artículo 42)



- Sustituir, en su encabezamiento, las palabras “integración e inclusión” por la frase “inclusión y no discriminación”.



- Intercalar, en la letra e), a continuación de la palabra “tributarios”, los términos “y contractuales”.

Artículo 47

(Pasa a ser artículo 43, sin modificaciones)

Artículo 48

(Pasa a ser artículo 44)



- Sustituir el inciso segundo, por el siguiente:



“Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición.”.



- Agregar el siguiente inciso final, nuevo:



“En el caso del Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público, serán sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.”.

Artículo 49

(Pasa a ser artículo 45)



Reemplazar la frase “la evaluación de sus capacidades reales de la persona” por “la evaluación de las capacidades reales de la persona”.

Artículo 50

(Pasa a ser artículo 46, sin modificaciones)

Párrafo 5°

De las exenciones arancelarias

(Pasa a ser párrafo 4°)

Artículo 51

(Pasa a ser artículo 47)



Sustituir, en su inciso primero, la frase “representado por sus cuidadores o guardadores” por: “representado por sus cuidadores, guardadores o sus representantes legales”.

Artículo 52

(Pasa a ser artículo 48, sin modificaciones)

Artículo 53

(Pasa a ser artículo 49)



Sustituir “las personas con discapacidad, o representados por”, por lo siguiente: “las personas con discapacidad, por sí o representados por sus representantes legales o contractuales, o por”.

Artículo 54

(Pasa a ser artículo 50)



- Sustituir, en el inciso primero, la frase “Los bienes importados bajo esta franquicia” por “Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo”.



- Agregar, en su inciso segundo, después de la frase final “otra persona con discapacidad”, lo siguiente: “o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad”.

Artículo 55 y 56

(Pasan a ser artículos 51 y 52, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 57

(Pasa a ser artículo 53, con una modificación interna de referencia al artículo 55, que pasa a ser artículo 51)

Artículo 58

(Pasa a ser artículo 54)



- Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio de Registro Civil e Identificación”.



- Sustituir, en su inciso segundo, la expresión “el Ministerio de Planificación” por “los Ministerios de Justicia y de Planificación”.

Artículo 59

(Pasa a ser artículo 55, sin modificaciones)

Artículo 60

(Pasa a ser artículo 56)



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 56.- Sin perjuicio de la normas administrativas y penales, toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.”.

Artículo 61



Eliminarlo.

Artículo 62

(Pasa a ser artículo 57, con una modificación interna de referencia al artículo 60, que pasa a ser artículo 56)

Artículos 63

(Pasa a ser artículos 58, sin modificaciones)

Artículo 64

(Pasa a ser artículo 59)



Intercalar, a continuación de la palabra “descentralizado”, la frase “y desconcentrado territorialmente”.

Artículo 65

(Pasa a ser artículo 60)

Letra b)



Agregar, a continuación de la palabra “discapacidad”, lo siguiente: “y de las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad, que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad y siempre que vayan en beneficio de personas con discapacidad.”.

Letra i)



Sustituirla, por la siguiente:



“i) Realizar estudios sobre discapacidad o contratar los que estime necesarios para el cumplimiento de su finalidad, y”.

Artículos 66, 67 y 68

(Pasan a ser artículos 61, 62 y 63, respectivamente, sin modificaciones)

Artículo 69

Pasa a ser artículo 64.



Sustituir la referencia al “artículo 65” por otra al “artículo 61”.

Artículo 70

(Pasa a ser artículos 65, sin modificaciones)

Artículo 71

(Pasa a ser artículo 66)



Intercalar, a continuación de la letra b), las siguientes nuevas, modificándose el deletreo correlativo de los demás literales:



“c) Dirigir, organizar y administrar el Fondo, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos;



d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;”.

Artículo 72

(Pasa a ser artículo 67)



Suprimir, en su inciso primero, la frase “los objetivos y las políticas que fije el Consejo y”.

Artículo 73

(Pasa a ser 68)



Intercalar, en la letra f) del inciso primero, a continuación de la palabra “región”, la frase “, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional,”.

Artículo 74

(Pasa a ser artículo 69, sin enmiendas)

Artículo 75



Suprimirlo.

Artículo 76



Suprimirlo.

Artículo 77

(Pasa a ser artículo 70, sin enmiendas)

Artículos 78 y 79



Sustituirlos por los artículos siguientes, nuevos:



“Artículo 71.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.



Artículo 72.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.



Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.



Artículo 73.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.



Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.



Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.



La contratación del personal que se desempeñe en el Fondo Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.



Artículo 74.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación.



Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.



Artículo 75.- El Director Nacional del Fondo, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 al 78 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al decreto con fuerza de ley N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda y al decreto supremo 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda o el texto que lo reemplace.



Igualmente, podrán, en los casos que fuere procedente, aplicarse las normas relativas a subrogación contempladas en el Párrafo 4° del Título III del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 76.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Fondo, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.



Artículo 77.- El personal del Fondo Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar, en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. El Fondo Nacional de la Discapacidad efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.



Artículo 78.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 79.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el contrato de trabajo en que incurra el personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:



a) Censura;



b) Multa, y



c) Remoción.



Las medidas disciplinarias mencionadas en las letras a) y b) precedentes se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta, así como las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.



La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.



Artículo 80.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Fondo Nacional de la Discapacidad, podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño.



Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional del Fondo y deberá ser siempre  fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Fondo. La aplicación de esta causal dará derecho a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.



Artículo 81.- Las resoluciones del Fondo Nacional de la Discapacidad  relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.



Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Fondo Nacional de la  Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.”

Artículo 80

(Pasa a ser artículo 82)



Agregar, a continuación de la expresión “de las personas con discapacidad”, lo siguiente: “, salvo los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales, y cuyo reglamento se encuentra fijado por medio del Decreto N° 223 de 2006, del Ministerio de Planificación, que regula el uso de perros guías, de señal o de servicio por parte de las personas con discapacidad”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo primero.- Las disposiciones del inciso primero del artículo 25 relativas a los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable y las disposiciones del inciso segundo del mismo artículo, deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso primero del citado artículo. Dicho reglamento deberá ser dictado en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley y establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.



Las exigencias establecidas en los artículos 26, 27 y 41 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.



El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 28, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.



Las exigencias señaladas en el artículo 31 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.



El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.”.

Artículo tercero



Agregar los siguientes incisos, nuevos:



“Para todos los efectos legales el Fondo Nacional de la Discapacidad  a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Fondo que se crea por esta ley.



Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.



El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.”.

Artículo cuarto



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 54 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N°  19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Salud, con las siguientes modificaciones:

Epígrafe del proyecto de ley



Sustituirlo, por el siguiente:



“Proyecto de ley que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.”.

Artículo 2º



Suprimir la frase “, según lo establecido en el artículo 60, letra d”.

Artículo 3º

Inciso segundo



Eliminar la letra d), pasando las actuales letras e) y f) a ser letras d) y e), respectivamente.

Artículo 4º



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 4°.- Es deber del Estado promover la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.



Los programas destinados a las personas con discapacidad que ejecute el Estado, deberán tener como objetivo mejorar su calidad de vida, principalmente, a través de acciones de fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos.



En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.



Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante.



Para acceder a los beneficios y prestaciones sociales establecidos en la presente ley, las personas con discapacidad deberán contar con la certificación de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez a que se refiere el artículo 13 del presente cuerpo legal y estar inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.”.

Artículo 5º



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 5°.- Persona con discapacidad es aquélla que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.”.

Artículo 6º

Letra d)



Suprimir la frase “y guardador”.

Letra e)



Eliminar la palabra “intelectual” y la coma (,) que la antecede.

Letra f), nueva



Agregar la siguiente letra f), nueva:



“f) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.”.

Artículo 9º



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 9º.- El Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar a las mujeres con discapacidad y a las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva.



Asimismo, el Estado adoptará las acciones conducentes a asegurar a los niños con discapacidad el pleno goce y ejercicio de sus derechos, en especial el respeto a su dignidad, el derecho a ser parte de una familia y a mantener su fertilidad, en condiciones de igualdad con las demás personas.



De igual modo, el Estado adoptará las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas las mujeres y niños con discapacidad y las personas con discapacidad mental, en razón de su condición.”.

Artículo 10



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 10.- En toda actividad relacionada con niños con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.”.

Artículo 11



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 11.- La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.”.

Artículo 12

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 12.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios de apoyo, los que se entregarán considerando el grado de dependencia y el nivel socioeconómico del postulante.”.

Artículo 14

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 14.- Un reglamento de los Ministerios de Salud y de Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por la Organización Mundial de la Salud.”.

Inciso segundo



Agregar a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “El Ministerio de Salud establecerá, mediante resolución, protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar los criterios a los que hace referencia el inciso primero.”.

Inciso tercero, nuevo



Intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:



“Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen las personas con discapacidad a la entrada en vigencia de esta ley.”.

Inciso tercero



Agregar, en su inciso tercero, que pasa a ser inciso cuarto, a continuación de la frase “dentro del plazo máximo de veinte días”, la palabra “hábiles”.”.

Artículo 18



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 18.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad, de su familia y de la sociedad en su conjunto.



El Estado dará cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior en los términos y condiciones que fije esta ley.”.

Artículo 20

Inciso primero



Suprimir las frases “los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales,” y “, falta de acceso a los servicios de salud”.

Inciso segundo



Reemplazarlo, por el siguiente:



“El Estado deberá proporcionar información pública, permanente y actualizada sobre las medidas, planes y programas de prevención adoptados, respecto a los factores de riesgo señalados en el inciso anterior.”.

Artículo 21

Inciso tercero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Las personas con discapacidad tienen derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible, en  conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del artículo 4° de la presente ley.”.

Artículo 22

Inciso segundo



Reemplazarlo, por el siguiente:



“El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria, así como la creación de centros públicos o privados de prevención y rehabilitación integral, como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.”.

Inciso tercero



Suprimirlo.

Inciso cuarto



Pasa a ser inciso tercero, sin enmiendas.

Artículo 24

Inciso primero



Suprimir la expresión “criterios,”.

Inciso segundo, nuevo



Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Los postulantes que presenten alguna discapacidad que les produzca impedimento o dificultad en la aplicación de los instrumentos de selección que se administren para el efecto, deberán informarlo en su postulación, para su adaptación.”.

Artículo 28



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 28.- Todo edificio de uso público y todo aquél que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida. Asimismo, estarán sometidas a esta exigencia las obras que el Estado o los particulares ejecuten en el espacio público al interior de los límites urbanos, y los accesos a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, estos deberán tener capacidad suficiente para transportar a las personas con discapacidad de conformidad a la normativa vigente.



Las edificaciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley N° 19.284 quedarán sometidas a las exigencias de accesibilidad contenidas en el artículo 21 de dicha ley y sus normas complementarias. Del mismo modo, las edificaciones colectivas destinadas exclusivamente a vivienda, cuyos permisos de construcción fueron solicitados entre la entrada en vigencia de la ley Nº 19.284 y la entrada en vigencia del presente cuerpo legal, continuarán siendo regidas por el artículo 21 de la ley N° 19.284 y sus normas complementarias.



Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo establecer las normas a las que deberán sujetarse las nuevas obras y edificaciones, así como las normas y condiciones para que las obras y edificaciones existentes se ajusten gradualmente a las nuevas exigencias de accesibilidad.



La fiscalización del cumplimiento de la normativa establecida en los incisos precedentes será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las municipalidades, a requerimiento de las direcciones de obras, podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, para que colaboren con aquéllas en el ejercicio de esta facultad.



La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local en conformidad a lo establecido en el inciso precedente.”.

Artículo 29

Inciso primero



Reemplazar la frase “una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan”, por la frase “personas con discapacidad”.

Artículo 30



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte público de pasajeros, los organismos competentes del Estado deberán adoptar las medidas conducentes a su adaptación e incentivar o ejecutar, según corresponda, las habilitaciones y adecuaciones que se requieran en dichos medios de transporte y en la infraestructura de apoyo correspondiente.



Todos los medios de transporte público deberán contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Planificación. Dicho reglamento deberá considerar las necesarias adecuaciones a la diversidad territorial del país.



En los procesos de licitación de transporte público de pasajeros, las bases respectivas incorporarán los requerimientos señalados en el inciso anterior.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte público de pasajeros establecida en el reglamento a que se refiere el inciso segundo de este artículo. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte público.



El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa especial vigente.”. 

Artículo 31



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 31.- Los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos; los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público y los espacios de uso público que cuenten con estacionamientos para vehículos, reservarán un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.



El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como centros o complejos comerciales y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando ante las autoridades competentes, a los vehículos infractores.



Sólo podrán hacer uso de estos estacionamientos los vehículos conducidos por personas con discapacidad o que los transporten, circunstancia que será acreditada con la correspondiente credencial de conformidad con lo establecido en la Ley del Tránsito.”.

Artículo 32

Inciso primero



Eliminar la palabra “especiales”.

Artículo 33

Inciso primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 33.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el acceso a los establecimientos públicos y privados del sistema de educación regular o a los establecimientos de educación especial, según corresponda, que reciban subvenciones o aportes del Estado.”.

Artículo 35

Inciso cuarto, nuevo



Agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo:



“El Estado colaborará para el logro de lo dispuesto en los incisos precedentes, introduciendo las modificaciones necesarias al sistema de subvenciones educacionales o a través de otras medidas conducentes a este fin.”.

Artículo 36



Agregar, a continuación de la frase “y de otros”, la expresión “profesionales u”, y reemplazar el numeral “5°” por el número “14”.

Artículo 37



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 37.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 34 que así lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestar servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, así como a las instituciones de educación superior y de capacitación en que existan alumnos con necesidades educativas especiales.”.

Artículo 38

Inciso segundo



Suprimir la expresión “e ingreso”.

Inciso tercero



Eliminarlo.

Artículo 40



Suprimir la coma (,) que sigue a la palabra “Educación”, y colocar la frase “a consecuencia de su discapacidad” entre comas.

Artículo 42

Letra c)



Intercalar luego de la palabra “ejecutar”, la frase “, por sí o a través de personas naturales o jurídicas con o sin fines de lucro,”.

Letra d)



Reemplazar la frase “aprobado o divulgado” por la palabra “aprobados”.

Letra e)



Suprimirla.

Artículo 43



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 43.- El Estado creará condiciones y velará por la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. Para tal efecto, podrá desarrollar en forma directa o a través de terceros, planes, programas e incentivos y crear instrumentos que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados. Con igual frecuencia deberá publicar dicha información en su sitio web, la que también deberá estar disponible en el sitio web del Servicio Nacional de la Discapacidad.”.

Artículo 44

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 44.- En los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, seleccionarán preferentemente en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.”.

Inciso segundo



Sustituir la frase “el Ministerio de Planificación” por la frase “los Ministros de Planificación y de Hacienda”.

Artículo 45



Reemplazar la frase “que deberá” por la frase “, la cual deberá”.

Artículo 47

Inciso primero



Sustituir la frase “Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores, guardadores o sus representantes legales,” por la frase “Los vehículos importados por personas con discapacidad, sea que actúen por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales,”.

Inciso segundo



Reemplazar la frase “En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán”, por la frase “Los vehículos a que se refiere el inciso primero no podrán”, y la frase “certificados, que” por “certificados que,”.

Inciso cuarto



Sustituir la palabra “permanecerán” por la frase “deberán permanecer”.

Inciso quinto



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Las cantidades en dólares establecidas en el presente artículo se actualizarán anualmente a contar del 1° de enero de cada año mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, conforme a la variación experimentada por el Índice Oficial de Precios al por Mayor de los Estados Unidos de América en el período de doce meses comprendido entre el 1° de noviembre del año que antecede al de la dictación del decreto supremo y el 30 de octubre del año anterior a la vigencia de dicho decreto.”.

Artículo 48

Letra i)



Sustituir la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

Artículo 49



Reemplazar la frase “por sí o representados por sus representantes legales o contractuales, o por sus cuidadores o guardadores,” por la frase “actuando por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales,”.

Artículo 51



Sustituir la frase “sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva” por la frase “treinta y seis meses contados desde la fecha en que se devengue el impuesto”.

Artículo 53



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 53.- El que obtenga indebidamente los beneficios arancelarios de que trata este Párrafo, proporcionando antecedentes falsos, incurrirá en las penas asignadas al delito de contrabando contenidas en el artículo 178 de la Ordenanza de Aduanas, las que deberán imponerse de acuerdo al monto del beneficio indebidamente obtenido.



Además, en el caso de haberse autorizado el pago diferido de los impuestos por parte del Servicio de Impuestos Internos, éste podrá revocar la autorización desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada, debiendo pagarse el impuesto, sus multas e intereses, en la modalidad y fecha que dicho Servicio señale.”.

Artículo 55

Letra b)



Suprimirla, pasando sus actuales letras c), d), e) y f) a ser b), c), d) y e), respectivamente.

Letra c)



Agregar, en su actual letra c), que pasa a ser letra b), a continuación de la expresión “El reglamento”, la frase “indicado en el artículo anterior”.

Letra d)



Sustituir su actual letra d), que pasa a ser letra c), por la siguiente:



“c) Inscribir a las personas jurídicas que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal, de conformidad con lo que establezca el reglamento;”.

Artículo 57

Inciso segundo



Reemplazar la frase “Estas sanciones se duplicarán” por “La multa se duplicará”.

Inciso tercero



Suprimir la expresión “de accesibilidad”.

Artículo 58

Inciso segundo



Sustituirlo, por el siguiente:



“Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal deberá realizar los ajustes necesarios que permitan a estas personas comunicarse y acceder a los antecedentes del proceso, de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.”.

TÍTULO VII



Reemplazar su epígrafe por el siguiente: “Del Comité de Ministros de la Discapacidad y del Servicio Nacional de la Discapacidad”.

Artículo 59



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 59.- Establécese un Comité de Ministros integrado por el Ministro de Planificación, quien lo presidirá, y los Ministros de Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo y Transportes y Telecomunicaciones, encargado de proponer al Presidente de la República la política nacional para personas con discapacidad, velar por su cumplimiento y asegurar su calidad técnica, coherencia y coordinación intersectorial. Este Comité se reunirá, a lo menos, dos veces al año, previa convocatoria de su presidente, y su secretaría ejecutiva estará radicada en la Dirección Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad. El propio Comité fijará las normas de su funcionamiento.



El Comité de Ministros dispondrá, a través de la secretaría ejecutiva, la contratación de entidades externas a los organismos del Estado que ejecutan y coordinan las acciones y prestaciones sociales que ofrecen a personas con discapacidad, para que efectúen evaluaciones periódicas de calidad, costo, efectividad e impacto de dichas acciones y prestaciones. El Comité fijará las modalidades y procedimientos de contratación. Las evaluaciones deberán considerar las instrucciones técnicas que imparta la Dirección de Presupuestos.



Una vez realizadas estas evaluaciones, sus resultados se deberán publicar oportunamente en los sitios web del Ministerio de Planificación y del Servicio Nacional de la Discapacidad y, al mismo tiempo, deberán ser remitidas al Congreso Nacional una copia de los informes finales.



Las recomendaciones que surjan de las evaluaciones a las que se refieren los incisos precedentes deberán ser consideradas, y en caso de ser necesario, deberán traducirse en modificaciones, adecuaciones e incluso en el término de dichas acciones y prestaciones sociales.”.

Artículo 60



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 60.- Créase el Servicio Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente, que tiene por finalidad promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.



El Servicio Nacional de la Discapacidad será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal del actual Fondo Nacional de la Discapacidad.”.

Artículo 61



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 61.- El Servicio Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer.



Con el propósito de promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, las funciones del Servicio Nacional de la Discapacidad serán las siguientes:



a) Coordinar el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que contribuyan directa o indirectamente a este fin. Para el cumplimiento de esta función el Servicio podrá celebrar convenios con estos organismos;



b) Asesorar técnicamente al Comité de Ministros en la elaboración de la política nacional para personas con discapacidad y en la evaluación periódica de todas aquellas acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que tengan como fin directo o indirecto la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad;



c) Elaborar y ejecutar, en su caso, el plan de acción de la política nacional para personas con discapacidad, así como, planes, programas y proyectos;



d) Promover y desarrollar acciones que favorezcan la coordinación del sector privado con el sector público en todas aquellas materias que digan relación con mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad; 



e) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos;



f) Realizar acciones de difusión y sensibilización;



g) Financiar, total o parcialmente, ayudas técnicas y servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante;



h) Estudiar y proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Planificación, las normas y reformas legales necesarias para el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad;



i) Realizar estudios sobre discapacidad y aquellos relativos al cumplimiento de sus fines, o bien, contratar los que estime necesarios de tal forma de contar periódicamente con un instrumento que permita la identificación y la caracterización actualizada, a nivel nacional y comunal, de la población con discapacidad, tanto en términos socioeconómicos como con respecto al grado de discapacidad que los afecta, y 



j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.



Trimestralmente el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá informar en su página web acerca de las acciones y prestaciones sociales que ejecute o coordine y que vayan a favor de las personas con discapacidad. Esta información deberá incluir el número de beneficiarios efectivos, los recursos públicos desembolsados y los resultados de las evaluaciones, si las hubiere. 



El Servicio Nacional de la Discapacidad estará organizado en una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y Direcciones Regionales en cada región del país. Contará, además, con un Consejo Consultivo de la Discapacidad.”.

Artículo 62



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 62.- El Consejo Consultivo de la Discapacidad deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.



El Consejo Consultivo de la Discapacidad se integrará como sigue:



a) Con el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, quien lo presidirá;



b) Con cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, intelectual y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional;



c) Con un representante del sector empresarial;



d) Con un representante de organizaciones de trabajadores, y



e) Con dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad.



Los consejeros no serán rentados en su calidad de tales. Los consejeros señalados en las letras b) y e) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, los que elegirán a sus representantes en la forma que determine el reglamento. Los consejeros señalados en las letras c) y d) serán elegidos, respectivamente, por las organizaciones empresariales y de trabajadores más representativas del país, en la forma que establezca el reglamento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) precedente, durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente designados.



De entre los miembros del Consejo Consultivo se designará un vicepresidente, quien subrogará al presidente en caso de ausencia o impedimento de éste. El vicepresidente durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido. El reglamento que se dicte al efecto determinará las funciones, atribuciones y obligaciones del presidente y del vicepresidente.



La secretaría técnica del Consejo Consultivo recaerá en la Dirección Nacional del Servicio y el Subdirector Nacional ejercerá como ministro de fe de las actuaciones y determinaciones del Consejo.”.

Artículo 63



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo 63.- Corresponderá al Consejo Consultivo de la Discapacidad:



a) Opinar fundadamente sobre la propuesta de política nacional para personas con discapacidad y sus actualizaciones, como asimismo sobre el plan de acción, en conformidad a la ley y el reglamento;



b) Solicitar y recibir de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;



c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Servicio Nacional de la Discapacidad;



d) Presentar al Director Nacional del Servicio la propuesta de adjudicación de los concursos de proyectos, previa evaluación técnica de las propuestas presentadas. Para el cumplimiento de esta función, el Consejo Consultivo deberá conformar comisiones de trabajo integradas por consejeros y profesionales o técnicos provenientes de los ministerios y servicios públicos que desarrollen funciones o realicen prestaciones sociales relacionadas con las propuestas presentadas. En la resolución de los concursos de proyectos, el Director Nacional del Servicio deberá fundamentar su decisión cuando rechace proyectos evaluados favorablemente por el Consejo Consultivo;



e) Servir como instancia de consulta y apoyo para el desarrollo de las funciones del Servicio;



f) Ser informado periódicamente de la marcha del Servicio y del cumplimiento de sus fines, y



g) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.”.

Artículo 64



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 64.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá los mecanismos de designación de los consejeros, sus derechos y deberes, las causales de cesación, las incompatibilidades y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes. Asimismo, regulará los mecanismos de integración al Consejo de las personas señaladas en el artículo 63 letra d) de este cuerpo legal. El reglamento contendrá también, las normas de funcionamiento general del Consejo y los quórums necesarios para sesionar y adoptar acuerdos.”.

Artículo 65



Suprimirlo.

Artículo 66



Pasa a ser artículo 65, sustituyendo la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por “Servicio”, todas las veces que aparecen en su texto.

Inciso segundo

Letras a) y b)



Reemplazarlas, por las siguientes:



“a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Comité de Ministros;



b) Informar periódicamente al Comité de Ministros acerca de la marcha del Servicio Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;”.

Letra i)



Sustituirla, por la siguiente:



“i) Servir como secretaría ejecutiva del Comité de Ministros;”.

Letras j) y k), nuevas



Intercalar las siguientes letras j) y k), nuevas, pasando su actual letra j) a ser l):



“j) Presidir el Consejo Consultivo de la Discapacidad;



k) Resolver los concursos de proyectos, y”.

Artículo 67



Pasa a ser artículo 66, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero



Reemplazar la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

Inciso segundo

Letra e), nueva



Intercalar la siguiente letra e), nueva, pasando su actual letra e) a ser f):



“e) Participar en las sesiones del Consejo Consultivo de la Discapacidad con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y”.

Artículo 68



Pasa a ser artículo 67, con la siguiente enmienda:

Inciso primero



Sustituir la palabra “corresponden” por “corresponderán”.

Artículo 69



Pasa a ser artículo 68, con las siguientes modificaciones:



Reemplazar la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad”.

Letra b)



Sustituirla, por la siguiente:



“b) Los bienes muebles e inmuebles que le transfiera el Fondo Nacional de la Discapacidad al Servicio Nacional de la Discapacidad, en tanto continuador legal de éste, los bienes que el Servicio adquiera a cualquier título y los frutos de esos mismos bienes;”.

Letra c), nueva



Intercalar la siguiente letra c), nueva, pasando sus actuales letras c), d) y e) a ser d), e) y f), respectivamente:



“c) Los recursos otorgados por leyes generales o especiales;”.

Letra c)



Pasa a ser letra d), reemplazándola por la siguiente:



“d) Las donaciones, herencias y legados que el Servicio acepte, en todo caso, con beneficio de inventario. Las asignaciones hereditarias y donaciones que se hagan o dejen al Servicio Nacional de la Discapacidad estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte. Asimismo, las donaciones estarán exentas del trámite de insinuación;”.

Artículos 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80 y 81



Pasan a ser artículos 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79 y 80, respectivamente, sustituyendo la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por “Servicio”, según corresponda, todas las veces que aparecen en su texto.

Artículo 71



Pasa a ser artículo 70, incorporando la siguiente modificación:

Inciso segundo, nuevo



Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la remuneración de quienes se desempeñen como Director, Subdirector y Directores Regionales del Servicio Nacional de la Discapacidad no podrá exceder de la remuneración bruta mensualizada que corresponda a los grados 1C, 3º y 4º de la E.U.S. respectivamente, más la asignación de Alta Dirección Pública que se les fije conforme el procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.”.

Artículo 82



Pasa a ser artículo 81, reemplazándolo por el siguiente:



“Artículo 81.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, con excepción del artículo 21, de los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, y del artículo 65, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales.”.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero

Inciso segundo



Eliminar la oración “Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.”.

Inciso tercero



Sustituirlo por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando sus actuales incisos cuarto y quinto a ser incisos quinto y sexto, respectivamente:



“Los edificios existentes de uso público o que presten un servicio a la comunidad, dispondrán de un plazo máximo de tres años para hacer las adecuaciones de accesibilidad a que se refiere el artículo 28 del presente cuerpo legal. Dicho plazo se contará desde la publicación en el Diario Oficial del respectivo reglamento que para estos efectos dicte el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.



El acceso a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismos o las municipalidades, en especial, las vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida, dentro del plazo de ocho años contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Corresponderá al Ministerio de Planificación, en conjunto con los Ministerios competentes, establecer las normas y programas para asegurar este cumplimiento.”.

Inciso cuarto



Pasa a ser inciso quinto, eliminando la oración “; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año”.

Artículo tercero

Inciso segundo



Reemplazar la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por la expresión “Servicio Nacional de la Discapacidad” y la palabra “Fondo” por la palabra “Servicio”.

Inciso cuarto



Sustituir la expresión “Fondo Nacional de la Discapacidad” por la expresión “Servicio Nacional de la Discapacidad”, y la frase “como en el que crea” por la frase “como en el Servicio que crea”.

Artículo quinto



Reemplazar la palabra “seis” por “nueve”, y eliminar la frase “, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente somete a votación las enmiendas unánimes, las que son aprobadas por 30 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 28, 34, 45, 57, 61, 62, 66, 67 y 82 del proyecto (numeración definitiva).



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien señala -en su nombre y en el del Honorable Senador señor Arancibia- que suman su voto al de la mayoría en las votaciones en que se pronunciaron de manera distinta a aquélla, de modo que se entienda que hay consenso al respecto.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud, relacionada con el inciso primero del artículo 18 del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha enmienda, es aprobada con la misma votación consignada respecto de las modificaciones unánimes.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas de la Comisión de Hacienda al artículo 20 del proyecto.



El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Ominami ha manifestado que en este punto, en definitiva, suma su voto a la mayoría.



Ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puestas en votación estas modificaciones, son aprobadas con la misma votación anterior.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente pone en discusión la enmienda relacionada con el inciso segundo del artículo 29 del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Navarro, a la señora Ministra de Planificación y al Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha modificación, es aprobada con la votación descrita precedentemente.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud, relacionada con la letra d) del inciso segundo del artículo 66 del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación tal enmienda, es aprobada con la misma votación consignada anteriormente, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud, relacionada con la letra f) del inciso primero del artículo 68 del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación, es aprobada con la misma votación señalada con anterioridad.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud, consistente en suprimir el artículo 75 del proyecto, otorgando la palabra al Honorable Senador señor Navarro, a la señora Ministra de Planificación y a los Honorables Senadores señores Letelier, Prokurica y Ruiz-Esquide.



Cerrado el debate y puesta en votación dicha modificación, es aprobada con la votación descrita precedentemente.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud, consistente en suprimir el artículo 76 del proyecto. Ofrecida la palabra, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación tal enmienda, es aprobada con igual votación a la consignada con anterioridad.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente pone en discusión la enmienda de la Comisión de Salud, consistente en sustituir los artículos 78 y 79 del proyecto por los artículos 71 a 81 -numeración definitiva-, otorgando la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier y Navarro, a la señora Ministra de Planificación y a los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Girardi y Muñoz Aburto.



Cabe señalar que el Honorable Senador señor Navarro solicita votación separada del artículo 70 -artículo 71, numeración definitiva-, relacionado con la sujeción al Código del Trabajo de quienes se desempeñen en el Servicio Nacional de la Discapacidad.



Cerrado el debate y puesta en votación la modificación en análisis (excepto lo relativo al artículo 70 -artículo 71, numeración definitiva-), es aprobada con la misma votación descrita anteriormente, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 72, 79 y 81 -numeración definitiva-.



Puesto, luego, en votación el referido artículo 70 -artículo 71, numeración definitiva-, es aprobado por 24 votos a favor, 2 en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Flores, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Navarro y Ruiz-Esquide.



Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Ominami.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Planificación.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título preliminar

Objeto, principios y definiciones



Artículo 1º.- El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.



Artículo 2°.- Para el cumplimiento del objeto señalado en el artículo anterior, se dará a conocer masivamente a la comunidad los derechos y principios de participación activa y necesaria en la sociedad de las personas con discapacidad, fomentando la valoración en la diversidad humana, dándole el reconocimiento de persona y ser social y necesario para el progreso y desarrollo del país.



Artículo 3º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.



Para todos los efectos se entenderá por:



a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad.



b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.



c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.



d) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 



e) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.



Artículo 4°.- Es deber del Estado promover la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad.



Los programas destinados a las personas con discapacidad que ejecute el Estado, deberán tener como objetivo mejorar su calidad de vida, principalmente, a través de acciones de fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos.



En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.



Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante.



Para acceder a los beneficios y prestaciones sociales establecidos en la presente ley, las personas con discapacidad deberán contar con la certificación de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez a que se refiere el artículo 13 del presente cuerpo legal y estar inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.



Artículo 5°.- Persona con discapacidad es aquélla que teniendo una o más deficiencias físicas, mentales, sea por causa psíquica o intelectual, o sensoriales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.



Artículo 6º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:



a) Discriminación: Toda distinción, exclusión, segregación o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.



b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.



c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.



d) Cuidador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.



e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.



f) Entorno: El medio ambiente, social, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.

TÍTULO I

Derecho a la igualdad de oportunidades

Párrafo 1°

De la igualdad de oportunidades



Artículo 7º.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral,  económica, cultural y social.



Artículo 8º.- Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.



Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.



Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.



Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

Párrafo 2°

De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad



Artículo 9º.- El Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar a las mujeres con discapacidad y a las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, el pleno goce y ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad con las demás, en especial lo referente a su dignidad, el derecho a constituir y ser parte de una familia, su sexualidad y salud reproductiva. 



Asimismo, el Estado adoptará las acciones conducentes a asegurar a los niños con discapacidad el pleno goce y ejercicio de sus derechos, en especial el respeto a su dignidad, el derecho a ser parte de una familia y a mantener su fertilidad, en condiciones de igualdad con las demás personas.



De igual modo, el Estado adoptará las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas las mujeres y niños con discapacidad y las personas con discapacidad mental, en razón de su condición.



Artículo 10.- En toda actividad relacionada con niños con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.



Artículo 11.- La rehabilitación de las personas con discapacidad mental, sea por causa psíquica o intelectual, propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.



Artículo 12.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios de apoyo, los que se entregarán considerando el grado de dependencia y el nivel socioeconómico del postulante.



La atención de las personas con discapacidad en situación de dependencia, deberá facilitar una existencia autónoma en su medio habitual y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social.

TÍTULO II

Calificación y certificación de la discapacidad



Artículo 13.- Corresponderá a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), dependientes del Ministerio de Salud y a las instituciones públicas o privadas, reconocidas para estos efectos por ese ministerio, calificar la discapacidad. 



El proceso de calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.



Para los efectos de esta ley, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un fonoaudiólogo, un asistente social, y un educador especial o diferencial, un kinesiólogo o un terapeuta ocupacional, según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas. 



La certificación de la discapacidad sólo será de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.



La calificación y certificación de la discapacidad podrá efectuarse a petición del interesado, de las personas que lo representen, o de las personas o entidades que lo tengan a su cargo.



Artículo 14.- Un reglamento de los Ministerios de Salud y de Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por la Organización Mundial de la Salud.



La calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la ley contempla. El Ministerio de Salud establecerá, mediante resolución, protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar los criterios a los que hace referencia el inciso primero.



Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen las personas con discapacidad a la entrada en vigencia de esta ley.



La calificación de la discapacidad deberá efectuarse dentro del plazo máximo de veinte días hábiles contado desde la solicitud del trámite, la que deberá contener los requisitos establecidos en el reglamento. La certificación de la discapacidad deberá expedirse dentro de los cinco días siguientes contados desde la fecha de la calificación.



Toda persona tiene derecho a la recalificación de su discapacidad por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, previa solicitud fundada del interesado. No podrá solicitarse la recalificación más de una vez en cada año calendario, a menos que esta solicitud se fundare en hechos o antecedentes nuevos, no vinculados a las circunstancias que dieron lugar a la calificación.



Artículo 15.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir de los servicios e instituciones de salud y asistenciales, sean éstos públicos o privados, y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento de las personas de cuyos casos estén conociendo, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, y aquéllos estarán obligados a proporcionarlos.



Artículo 16.- Las personas que se encuentren en proceso de calificación o de recalificación, deberán concurrir a los exámenes y entrevistas a que sean citadas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 



En el evento de que por inactividad del interesado se paralice por más de treinta días el procedimiento por él iniciado, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva podrá apercibirlo para que efectúe las diligencias de su cargo dentro del plazo de treinta días hábiles, bajo pena de declarar el abandono del procedimiento.



Contra la resolución definitiva que emita la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los interesados podrán interponer reclamación administrativa de conformidad con la ley.



Artículo 17.- La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, una vez que certifique la discapacidad, remitirá los antecedentes al Servicio de Registro Civil e Identificación, para su inscripción.

TÍTULO III

Prevención y Rehabilitación



Artículo 18.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho y un deber de las personas con discapacidad, de su familia y de la sociedad en su conjunto.



El Estado dará cumplimiento a la obligación establecida en el inciso anterior en los términos y condiciones que fije esta ley.

Párrafo 1°

Prevención



Artículo 19.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una deficiencia que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.



La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.



Artículo 20.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales, laborales y de cualquier otro tipo, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes o estrés.



El Estado deberá proporcionar información pública, permanente y actualizada sobre las medidas, planes y programas de prevención adoptados, respecto a los factores de riesgo señalados en el inciso anterior.

Párrafo 2°

Rehabilitación



Artículo 21.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.



Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:



1.- Proporcionar o restablecer funciones.



2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.



3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.



4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.



Las personas con discapacidad tienen derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible, en  conformidad con lo establecido en el inciso cuarto del artículo 4° de la presente ley.



Artículo 22.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.



El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria, así como la creación de centros públicos o privados de prevención y rehabilitación integral, como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.



Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.

TÍTULO IV

Medidas para la Igualdad de Oportunidades

Párrafo 1º

Medidas de Accesibilidad



Artículo 23.- El Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal.



Artículo 24.- Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, procedimientos y prácticas de selección en todo cuanto se requiera para  resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos. 



Los postulantes que presenten alguna discapacidad que les produzca impedimento o dificultad en la aplicación de los instrumentos de selección que se administren para el efecto, deberán informarlo en su postulación, para su adaptación.



Artículo 25.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación en los casos que corresponda, según lo determine el reglamento que al efecto dictarán conjuntamente los Ministerios de Planificación, de Transporte y Telecomunicaciones y Secretaría General de Gobierno.



Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos; la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.



Artículo 26.- Se reconoce la lengua de señas como medio de comunicación natural de la comunidad sorda. 



Artículo 27.- Las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios.



Artículo 28.- Todo edificio de uso público y todo aquél que, sin importar su carga de ocupación, preste un servicio a la comunidad, así como toda nueva edificación colectiva, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida. Asimismo, estarán sometidas a esta exigencia las obras que el Estado o los particulares ejecuten en el espacio público al interior de los límites urbanos, y los accesos a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público. Si las edificaciones y obras señaladas en este inciso contaren con ascensores, estos deberán tener capacidad suficiente para transportar a las personas con discapacidad de conformidad a la normativa vigente.



Las edificaciones anteriores a la entrada en vigencia de la ley N° 19.284 quedarán sometidas a las exigencias de accesibilidad contenidas en el artículo 21 de dicha ley y sus normas complementarias. Del mismo modo, las edificaciones colectivas destinadas exclusivamente a vivienda, cuyos permisos de construcción fueron solicitados entre la entrada en vigencia de la ley Nº 19.284 y la entrada en vigencia del presente cuerpo legal, continuarán siendo regidas por el artículo 21 de la ley N° 19.284 y sus normas complementarias.



Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso primero del presente artículo, corresponderá al Ministerio de Vivienda y Urbanismo establecer las normas a las que deberán sujetarse las nuevas obras y edificaciones, así como las normas y condiciones para que las obras y edificaciones existentes se ajusten gradualmente a las nuevas exigencias de accesibilidad.



La fiscalización del cumplimiento de la normativa establecida en los incisos precedentes será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las municipalidades, a requerimiento de las direcciones de obras, podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, para que colaboren con aquéllas en el ejercicio de esta facultad.



La denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona ante el juzgado de policía local en conformidad a lo establecido en el inciso precedente.



Artículo 29.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser permanentemente habitadas por personas con discapacidad. 



La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad. Estas deberán contemplar adaptaciones tales como rampas de acceso, puertas más amplias, ascensores de escalas, señalizaciones especiales, salidas de emergencia, y todo otro requisito necesario para la seguridad, correcto desplazamiento y calidad de vida de la persona con discapacidad.



Artículo 30.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte público de pasajeros, los organismos competentes del Estado deberán adoptar las medidas conducentes a su adaptación e incentivar o ejecutar, según corresponda, las habilitaciones y adecuaciones que se requieran en dichos medios de transporte y en la infraestructura de apoyo correspondiente.



Todos los medios de transporte público deberán contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Planificación. Dicho reglamento deberá considerar las necesarias adecuaciones a la diversidad territorial del país.



En los procesos de licitación de transporte público de pasajeros, las bases respectivas incorporarán los requerimientos señalados en el inciso anterior.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones fiscalizará a los operadores de transporte para que adopten las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte público de pasajeros establecida en el reglamento a que se refiere el inciso segundo de este artículo. Dichos operadores no podrán exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte público.



El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa especial vigente.



Artículo 31.- Los establecimientos comerciales, industriales y de servicios, públicos o privados; los que exhiban espectáculos artísticos, culturales o deportivos; los edificios destinados a un uso que implique la concurrencia de público y los espacios de uso público que cuenten con estacionamientos para vehículos, reservarán un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.



El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como centros o complejos comerciales y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando ante las autoridades competentes, a los vehículos infractores.



Sólo podrán hacer uso de estos estacionamientos los vehículos conducidos por personas con discapacidad o que los transporten, circunstancia que será acreditada con la correspondiente credencial de conformidad con lo establecido en la Ley del Tránsito.



Artículo 32.- Los reglamentos que fijen las normas de carácter sanitario sobre producción, registro, almacenamiento, tenencia, distribución, venta e importación, según corresponda, así como las características de los productos farmacéuticos, alimentos de uso médico y cosméticos, deberán contener disposiciones que aseguren la debida protección de los discapacitados visuales en el uso de dichos productos con medidas tales como la rotulación con sistema braille del nombre de dichos productos y su fecha de vencimiento.



Artículo 33.- Cada municipalidad podrá conceder en forma gratuita en las ferias autorizadas, espacios para la instalación de negocios de propiedad de personas discapacitadas.



En caso de no existir las ferias señaladas en el inciso anterior cada municipalidad podrá mantener puestos comerciales en forma gratuita para la instalación de negocios de pequeños y medianos empresarios discapacitados.

Párrafo 2°

De la educación y de la inclusión escolar



Artículo 34.- El Estado garantizará a las personas con discapacidad el acceso a los establecimientos públicos y privados del sistema de educación regular o a los establecimientos de educación especial, según corresponda, que reciban subvenciones o aportes del Estado.



Los establecimientos de enseñanza parvularia, básica y media contemplarán planes para alumnos con necesidades educativas especiales y fomentarán en ellos la participación de todo el plantel de profesores y asistentes de educación y demás integrantes de la comunidad educacional en dichos planes.



Artículo 35.- La Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar, de acuerdo a la normativa vigente, aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.



Artículo 36.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.



Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.



Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.



El Estado colaborará para el logro de lo dispuesto en los incisos precedentes, introduciendo las modificaciones necesarias al sistema de subvenciones educacionales o a través de otras medidas conducentes a este fin.



Artículo 37.- La necesidad de la persona con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de los informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros profesionales u organismos que el Ministerio deberá acreditar para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 14 de esta ley.



Artículo 38.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas señaladas en el artículo 35 que así lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestar servicios y asesorías a los establecimientos de educación pre-escolar, básica y media, así como a las instituciones de educación superior y de capacitación en que existan alumnos con necesidades educativas especiales.



Artículo 39.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 



Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.



Artículo 40.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine, o que estén en tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación asegurará la correspondiente atención escolar en el lugar que, por prescripción médica, deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.



Artículo 41.- El Ministerio de Educación establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que, a consecuencia de su discapacidad, no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.



Artículo 42.- Los establecimientos educacionales deberán, progresivamente, adoptar medidas para promover el respeto por  las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial, sean sordas, ciegas o sordo-ciegas en la educación básica, media y superior, con el fin de que éstos puedan tener acceso, permanencia y progreso en el sistema educativo.

Párrafo 3°

De la capacitación e inserción laboral



Artículo 43.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la inclusión y no discriminación laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:



a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;



b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios laborales accesibles y difundir su aplicación;



c) Crear y ejecutar, por sí o a través de personas naturales o jurídicas con o sin fines de lucro, programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 



d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobados por la Organización Internacional del Trabajo.



Artículo 44.- El Estado creará condiciones y velará por la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. Para tal efecto, podrá desarrollar en forma directa o a través de terceros, planes, programas e incentivos y crear instrumentos que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados. Con igual frecuencia deberá publicar dicha información en su sitio web, la que también deberá estar disponible en el sitio web del Servicio Nacional de la Discapacidad.



Artículo 45.- En los procesos de selección de personal, la Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, el Congreso Nacional, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, seleccionarán preferentemente en igualdad de condiciones de mérito, a personas con discapacidad.



Un reglamento suscrito por los Ministros de Planificación y de Hacienda determinará la forma en que los organismos de la Administración del Estado darán cumplimiento a esta disposición.



En el caso del Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Ministerio Público, serán sus propios órganos quienes deberán determinar la forma de dar cumplimiento a esta obligación.



Artículo 46.- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional, la cual deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de las capacidades reales de la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses. 



Artículo 47.- Las personas con discapacidad podrán celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en el Código del Trabajo, sin limitación de edad.

Párrafo 4°

De las exenciones arancelarias



Artículo 48.- Los vehículos importados por personas con discapacidad, sea que actúen por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.



Los vehículos a que se refiere el inciso primero no podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados que, para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 



Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad. El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que señale el reglamento.



Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo deberán permanecer por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 



Las cantidades en dólares establecidas en el presente artículo se actualizarán anualmente a contar del 1° de enero de cada año mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda, conforme a la variación experimentada por el Índice Oficial de Precios al por Mayor de los Estados Unidos de América en el período de doce meses comprendido entre el 1° de noviembre del año que antecede al de la dictación del decreto supremo y el 30 de octubre del año anterior a la vigencia de dicho decreto.



Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.



Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.



Artículo 49.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:



a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;



b) Órtesis;



c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;



d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;



e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;



f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;



g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;



h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, e



i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Servicio Nacional de la Discapacidad.



Artículo 50.- Sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, actuando por sí o a través de sus guardadores, cuidadores o representantes legales o contractuales, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.



Artículo 51.- Los bienes importados bajo alguna de las franquicias reguladas por este Párrafo no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.



La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad o bien a personas jurídicas sin fines de lucro que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad.



Artículo 52.- El Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de treinta y seis meses contados desde la fecha en que se devengue el impuesto. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.



Artículo 53.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículos precedentes, así como el de enajenación de los bienes a que los mismos artículos se refieren.



Artículo 54.- El que obtenga indebidamente los beneficios arancelarios de que trata este Párrafo, proporcionando antecedentes falsos, incurrirá en las penas asignadas al delito de contrabando contenidas en el artículo 178 de la Ordenanza de Aduanas, las que deberán imponerse de acuerdo al monto del beneficio indebidamente obtenido.



Además, en el caso de haberse autorizado el pago diferido de los impuestos por parte del Servicio de Impuestos Internos, éste podrá revocar la autorización desde que la sentencia condenatoria se encuentre firme y ejecutoriada, debiendo pagarse el impuesto, sus multas e intereses, en la modalidad y fecha que dicho Servicio señale.

TÍTULO V

Del Registro Nacional de la Discapacidad



Artículo 55.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.



Un reglamento dictado por los Ministerios de Justicia y de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.



Artículo 56.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:



a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;



b) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento indicado en el artículo anterior determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;



c) Inscribir a las personas jurídicas que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal, de conformidad con lo que establezca el reglamento;



d) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y



e) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.

Título VI

Acciones Especiales



Artículo 57.- Sin perjuicio de la normas administrativas y penales, toda persona que por causa de una acción u omisión arbitraria o ilegal sufra amenaza, perturbación o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, ante el juez de policía local competente de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.



Artículo 58.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 57 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales.



Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. La multa se duplicará en caso de reincidencia.



Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.



Artículo 59.- Las causas a que dieren lugar las acciones previstas en este Título, se sustanciarán conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287. En caso que el denunciado o demandado comparezca asistido por abogado, el tribunal, de oficio, le designará al denunciante o demandante el abogado de turno, resolución que se notificará por quien designe el juez sin costo para el actor.



Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal deberá realizar los ajustes necesarios que permitan a estas personas comunicarse y acceder a los antecedentes del proceso, de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.



En la tramitación del recurso de apelación, se estará a lo dispuesto en la ley N° 20.146.

TÍTULO VII

Del Comité de Ministros de la Discapacidad y del Servicio Nacional de la Discapacidad



Artículo 60.- Establécese un Comité de Ministros integrado por el Ministro de Planificación, quien lo presidirá, y los Ministros de Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo y Transportes y Telecomunicaciones, encargado de proponer al Presidente de la República la política nacional para personas con discapacidad, velar por su cumplimiento y asegurar su calidad técnica, coherencia y coordinación intersectorial. Este Comité se reunirá, a lo menos, dos veces al año, previa convocatoria de su presidente, y su secretaría ejecutiva estará radicada en la Dirección Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad. El propio Comité fijará las normas de su funcionamiento.



El Comité de Ministros dispondrá, a través de la secretaría ejecutiva, la contratación de entidades externas a los organismos del Estado que ejecutan y coordinan las acciones y prestaciones sociales que ofrecen a personas con discapacidad, para que efectúen evaluaciones periódicas de calidad, costo, efectividad e impacto de dichas acciones y prestaciones. El Comité fijará las modalidades y procedimientos de contratación. Las evaluaciones deberán considerar las instrucciones técnicas que imparta la Dirección de Presupuestos.



Una vez realizadas estas evaluaciones, sus resultados se deberán publicar oportunamente en los sitios web del Ministerio de Planificación y del Servicio Nacional de la Discapacidad y, al mismo tiempo, deberán ser remitidas al Congreso Nacional una copia de los informes finales.



Las recomendaciones que surjan de las evaluaciones a las que se refieren los incisos precedentes deberán ser consideradas, y en caso de ser necesario, deberán traducirse en modificaciones, adecuaciones e incluso en el término de dichas acciones y prestaciones sociales.



Artículo 61.- Créase el Servicio Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado y desconcentrado territorialmente, que tiene por finalidad promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.



El Servicio Nacional de la Discapacidad será, para todos los efectos legales, el sucesor y continuador legal del actual Fondo Nacional de la Discapacidad. 



Artículo 62.- El Servicio Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación y su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer. 



Con el propósito de promover la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad, las funciones del Servicio Nacional de la Discapacidad serán las siguientes:



a) Coordinar el conjunto de acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que contribuyan directa o indirectamente a este fin. Para el cumplimiento de esta función el Servicio podrá celebrar convenios con estos organismos;



b) Asesorar técnicamente al Comité de Ministros en la elaboración de la política nacional para personas con discapacidad y en la evaluación periódica de todas aquellas acciones y prestaciones sociales ejecutadas por distintos organismos del Estado que tengan como fin directo o indirecto la igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad;



c) Elaborar y ejecutar, en su caso, el plan de acción de la política nacional para personas con discapacidad, así como planes, programas y proyectos;



d) Promover y desarrollar acciones que favorezcan la coordinación del sector privado con el sector público en todas aquellas materias que digan relación con mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad; 



e) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos;



f) Realizar acciones de difusión y sensibilización;



g) Financiar, total o parcialmente, ayudas técnicas y servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal, considerando dentro de los criterios de priorización el grado de la discapacidad y el nivel socioeconómico del postulante;



h) Estudiar y proponer al Presidente de la República, por intermedio del Ministro de Planificación, las normas y reformas legales necesarias para el ejercicio efectivo de los derechos de las personas con discapacidad;



i) Realizar estudios sobre discapacidad y aquellos relativos al cumplimiento de sus fines, o bien, contratar los que estime necesarios de tal forma de contar periódicamente con un instrumento que permita la identificación y la caracterización actualizada, a nivel nacional y comunal, de la población con discapacidad, tanto en términos socioeconómicos como con respecto al grado de discapacidad que los afecta, y 



j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en aquellas causas en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.



Trimestralmente el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá informar en su página web acerca de las acciones y prestaciones sociales que ejecute o coordine y que vayan a favor de las personas con discapacidad. Esta información deberá incluir el número de beneficiarios efectivos, los recursos públicos desembolsados y los resultados de las evaluaciones, si las hubiere. 



El Servicio Nacional de la Discapacidad estará organizado en una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y Direcciones Regionales en cada región del país. Contará, además, con un Consejo Consultivo de la Discapacidad.



Artículo 63.- El Consejo Consultivo de la Discapacidad deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de igualdad de oportunidades, inclusión social, participación y accesibilidad de las personas con discapacidad.



El Consejo Consultivo de la Discapacidad se integrará como sigue:



a) Con el Director Nacional del Servicio Nacional de la Discapacidad, quien lo presidirá;



b) Con cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, intelectual y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional;



c) Con un representante del sector empresarial;



d) Con un representante de organizaciones de trabajadores, y



e) Con dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad.



Los consejeros no serán rentados en su calidad de tales. Los consejeros señalados en las letras b) y e) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, los que elegirán a sus representantes en la forma que determine el reglamento. Los consejeros señalados en las letras c) y d) serán elegidos, respectivamente, por las organizaciones empresariales y de trabajadores más representativas del país, en la forma que establezca el reglamento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) precedente, durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente designados.



De entre los miembros del Consejo Consultivo se designará un vicepresidente, quien subrogará al presidente en caso de ausencia o impedimento de éste. El vicepresidente durará dos años en su cargo, pudiendo ser reelegido. El reglamento que se dicte al efecto determinará las funciones, atribuciones y obligaciones del presidente y del vicepresidente.



La secretaría técnica del Consejo Consultivo recaerá en la Dirección Nacional del Servicio y el Subdirector Nacional ejercerá como ministro de fe de las actuaciones y determinaciones del Consejo.



Artículo 64.- Corresponderá al Consejo Consultivo de la Discapacidad:



a) Opinar fundadamente sobre la propuesta de política nacional para personas con discapacidad y sus actualizaciones, como asimismo sobre el plan de acción, en conformidad a la ley y el reglamento;



b) Solicitar y recibir de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;



c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Servicio Nacional de la Discapacidad;



d) Presentar al Director Nacional del Servicio la propuesta de adjudicación de los concursos de proyectos, previa evaluación técnica de las propuestas presentadas. Para el cumplimiento de esta función, el Consejo Consultivo deberá conformar comisiones de trabajo integradas por consejeros y profesionales o técnicos provenientes de los ministerios y servicios públicos que desarrollen funciones o realicen prestaciones sociales relacionadas con las propuestas presentadas. En la resolución de los concursos de proyectos, el Director Nacional del Servicio deberá fundamentar su decisión cuando rechace proyectos evaluados favorablemente por el Consejo Consultivo;



e) Servir como instancia de consulta y apoyo para el desarrollo de las funciones del Servicio;



f) Ser informado periódicamente de la marcha del Servicio y del cumplimiento de sus fines, y



g) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.



Artículo 65.- Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá los mecanismos de designación de los consejeros, sus derechos y deberes, las causales de cesación, las incompatibilidades y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes. Asimismo, regulará los mecanismos de integración al Consejo de las personas señaladas en el artículo 64 letra d) de este cuerpo legal. El reglamento contendrá también, las normas de funcionamiento general del Consejo y los quórums necesarios para sesionar y adoptar acuerdos.



Artículo 66.- La dirección y administración del Servicio Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.



Serán funciones  del Director Nacional:



a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Comité de Ministros;



b) Informar periódicamente al Comité de Ministros acerca de la marcha del Servicio Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;



c) Dirigir, organizar y administrar el Servicio, controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos;



d) Dictar el Reglamento Interno del Personal a que se refieren los artículos 154 y siguientes del Código del Trabajo, así como toda otra norma necesaria para el buen funcionamiento del servicio;



e) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;



f) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Servicio; 



g) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Servicio Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;



h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;



i) Servir como secretaría ejecutiva del Comité de Ministros;



j) Presidir el Consejo Consultivo de la Discapacidad;



k) Resolver los concursos de proyectos, y



l) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.



Artículo 67.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Servicio Nacional de la Discapacidad, de conformidad con las instrucciones impartidas por el Director Nacional.



Corresponderá al Subdirector Nacional:



a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;



b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;



c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;



d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;



e) Participar en las sesiones del Consejo Consultivo de la Discapacidad con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y



f) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.



El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.



Artículo 68.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponderán las siguientes atribuciones y obligaciones:



a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;



b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;



c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;



d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;



e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;



f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región, de acuerdo a las normas e instrucciones que les imparta el Director Nacional, y



g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 



Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.



Artículo 69.- El patrimonio del Servicio Nacional de la Discapacidad estará formado por:



a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos;



b) Los bienes muebles e inmuebles que le transfiera el Fondo Nacional de la Discapacidad al Servicio Nacional de la Discapacidad, en tanto continuador legal de éste, los bienes que el Servicio adquiera a cualquier título y los frutos de esos mismos bienes;



c) Los recursos otorgados por leyes generales o especiales;



d) Las donaciones, herencias y legados que el Servicio acepte, en todo caso, con beneficio de inventario. Las asignaciones hereditarias y donaciones que se hagan o dejen al Servicio Nacional de la Discapacidad estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo pago o gravamen que las afecte. Asimismo, las donaciones estarán exentas del trámite de insinuación;



e) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos, y 



f) Los recursos que pueda captar como resultado de trabajos de estudio, investigación o asistencia técnica que contrate con organismos públicos o privados. 



Artículo 70.- Para la asignación y financiamiento de los servicios y ayudas técnicas que requieran los niños y niñas menores de seis años, será suficiente la determinación diagnóstica del médico tratante y la presentación de un plan de tratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, en casos calificados y debidamente fundados, el Servicio Nacional de la Discapacidad podrá requerir al solicitante otros antecedentes, diagnósticos o información adicional.



Artículo 71.- Las personas que presten servicios en el Servicio Nacional de la Discapacidad se regirán por las normas del Código del Trabajo, sus normas complementarias y las especiales contenidas en la presente ley.



Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, la remuneración de quienes se desempeñen como Director, Subdirector y Directores Regionales del Servicio Nacional de la Discapacidad no podrá exceder de la remuneración bruta mensualizada que corresponda a los grados 1C, 3º y 4º de la E.U.S. respectivamente, más la asignación de Alta Dirección Pública que se les fije conforme el procedimiento establecido en la ley Nº 19.882.



Artículo 72.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debiendo dejarse constancia en los contratos respectivos de una cláusula que así lo disponga. Asimismo, estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y/o penal que pudiere afectarle por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones.



Le serán también aplicables las normas contenidas en los artículos 61 y 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.



Artículo 73.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad, salvo aquél afecto al sistema a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, será seleccionado para desempeñarse con contrato indefinido, mediante concurso público.



Excepcionalmente, por resolución fundada del Jefe de Servicio, se podrán utilizar otros sistemas de selección, tales como concursos internos, los que, en todo caso, deberán garantizar la debida transparencia y objetividad, basándose en la evaluación de los méritos e idoneidad del postulante.



Al Director Nacional le corresponderá suscribir los contratos de trabajo del personal seleccionado conforme a los incisos anteriores, los que deberán ser aprobados por resolución.



La contratación del personal que se desempeñe en el Servicio Nacional de la Discapacidad deberá ajustarse estrictamente al marco presupuestario respectivo.



Artículo 74.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad estará sujeto a un sistema de evaluación de desempeño conforme a las reglas y criterios que al efecto determine un reglamento, expedido a través del Ministerio de Planificación.



Las evaluaciones servirán de base para la selección del personal a capacitar, el otorgamiento de estímulos, la remoción o el término del contrato de trabajo en su caso.



Artículo 75.- El Director Nacional del Servicio, sin perjuicio de lo que establezca el contrato, tendrá la facultad para aplicar las normas relativas a las destinaciones, comisiones de servicio y cometidos funcionarios de los artículos 73 al 78 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Para estos efectos, los viáticos se pagarán conforme al decreto con fuerza de ley  N° 262, de 1977, del Ministerio de Hacienda y al decreto supremo N° 1, de 1991, del Ministerio de Hacienda o el texto que lo reemplace.



Igualmente, podrán, en los casos que fuere procedente, aplicarse las normas relativas a subrogación contempladas en el Párrafo 4° del Título III del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 76.- Para efectos de la adecuada aplicación de las normas sobre capacitación previstas en los artículos 179 y siguientes del Código del Trabajo, el Director Nacional aprobará anualmente, mediante resolución, los programas destinados a la capacitación y perfeccionamiento del personal del Servicio, los que, en todo caso, deberán ajustarse a los recursos que para estos efectos contemple la ley de presupuestos.



Artículo 77.- El personal del Servicio Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a afiliarse a Servicios de Bienestar, en los casos y condiciones que establezcan sus estatutos. El Servicio Nacional de la Discapacidad efectuará los aportes de bienestar respecto de cada funcionario, sin sobrepasar el máximo legal de los mismos.



Artículo 78.- La responsabilidad disciplinaria del personal del Servicio Nacional de la Discapacidad por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones podrá hacerse efectiva por la autoridad respectiva, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 126 y siguientes del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.



Artículo 79.- Las infracciones de los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado o en el contrato de trabajo en que incurra el personal del Servicio Nacional de la Discapacidad, serán sancionadas con alguna de las siguientes medidas:



a) Censura;



b) Multa, y



c) Remoción.



Las medidas disciplinarias mencionadas en las letras a) y b) precedentes se aplicarán tomando en cuenta la gravedad de la falta cometida, la eventual reiteración de la conducta, así como las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.



La remoción es la decisión de la autoridad facultada para contratar de poner término a la relación laboral del afectado. La remoción procederá toda vez que los hechos constitutivos de la infracción vulneren gravemente el principio de probidad y cuando se incurra en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 160 del Código del Trabajo.



Artículo 80.- Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y siguientes del Código del Trabajo y en el inciso final del artículo anterior, la relación laboral del personal del Servicio Nacional de la Discapacidad, podrá terminar, además, por evaluación deficiente de su desempeño.



Tratándose de la causal a que se refiere el artículo 161 del Código del Trabajo, su procedencia será determinada por el Director Nacional del Servicio y deberá ser siempre fundada en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento del Servicio. La aplicación de esta causal dará derecho a la indemnización prevista en el artículo 163 del Código del Trabajo.



Artículo 81.- Las resoluciones del Servicio Nacional de la Discapacidad relativas a personal estarán exentas del trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República.



Sin perjuicio de lo anterior, el personal del Servicio Nacional de la Discapacidad tendrá derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República si se produjere algún vicio de legalidad que afecte los derechos que le confiere el contrato de trabajo o la presente ley.



Artículo 82.- Derógase la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad, con excepción del artículo 21, de los artículos 25-A a 25-F, ambos inclusive, y del artículo 65, los cuales se entienden vigentes para todos los efectos legales.

Disposiciones transitorias



Artículo primero.- Las disposiciones del inciso primero del artículo 25 relativas a los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable y las disposiciones del inciso segundo del mismo artículo, deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación en el Diario Oficial del reglamento a que se refiere el inciso primero del citado artículo. Dicho reglamento deberá ser dictado en el plazo de seis meses desde la publicación de esta ley y establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.



Las exigencias establecidas en los artículos 26, 27 y 42 deberán ser cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. 



Los edificios existentes de uso público o que presten un servicio a la comunidad, dispondrán de un plazo máximo de tres años para hacer las adecuaciones de accesibilidad a que se refiere el artículo 28 del presente cuerpo legal. Dicho plazo se contará desde la publicación en el Diario Oficial del respectivo reglamento que para estos efectos dicte el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.



El acceso a los medios de transporte público de pasajeros y a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismos o las municipalidades, en especial, las vías públicas, pasarelas peatonales, parques, plazas y áreas verdes, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente por aquéllas con movilidad reducida, dentro del plazo de ocho años contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Corresponderá al Ministerio de Planificación, en conjunto con los Ministerios competentes, establecer las normas y programas para asegurar este cumplimiento.



Las exigencias señaladas en el artículo 31 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.



El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.



Artículo segundo.- Agrégase en el artículo 154 Nº 7 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “sexo de los trabajadores”, una coma (,) seguida de la frase “y a los ajustes necesarios y servicios de apoyo que permitan al trabajador con discapacidad un desempeño laboral adecuado”.



Artículo tercero.- El Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N° 4, de 2003 y N° 44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.



Para todos los efectos legales el Servicio Nacional de la Discapacidad a que se refiere el Título VII de la presente ley, es el sucesor legal de la institución establecida en el Título VII de la ley N° 19.284, pasando el personal que labora en éste último a desempeñarse, sin solución de continuidad, en el Servicio que se crea por esta ley. 



Dicho traspaso no podrá significar, en caso alguno, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos laborales y previsionales del personal traspasado.



El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado se entenderá postergado, por causa que otorgue derecho a percibirlo, hasta el cese de servicios en el Servicio Nacional de la Discapacidad creado por la presente ley. En tal caso, la indemnización respectiva se determinará computando tanto el tiempo servido al Fondo a que se refiere la ley N° 19.284 como en el Servicio que crea la presente ley, según la remuneración que estuviere percibiendo a la fecha del término del contrato.



Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 55 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la ley N° 19.284. Para efectos de la continuidad del servicio, el actual Registro Nacional de la Discapacidad permanecerá vigente mientras no se dicte el reglamento que regula el Registro Nacional de la Discapacidad establecido en la presente ley.



Artículo quinto.- Todos los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de nueve meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial. Lo anterior, no obsta exigir el cumplimiento de los derechos, garantías y obligaciones consagrados en esta ley.”.

_______________



El señor Presidente suspende la sesión.



El señor Presidente reanuda la sesión.



Cabe señalar que, posteriormente -y a petición del Honorable Senador señor Allamand-, la Sala se constituye en sesión secreta para considerar el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).


En esta misma parte de la sesión, se analiza el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Coloma, Núñez, Pizarro y Romero, mediante el cual expresan su pleno respaldo al Gobierno de Su Excelencia la Presidenta de la República en el manejo de las relaciones bilaterales con Perú (Boletín N° S 1.212-12).
_______________



En la parte pública de la sesión, procede discutir el siguiente asunto, el cual -a petición del Honorable Senador señor Letelier- la Sala acuerda despachar sin debate.

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos 

agropecuarios


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.580-01.



Añade que este proyecto, que se inició en el Senado, fue objeto de dos enmiendas en el segundo trámite constitucional.



La primera de ellas sustituye, en el inciso segundo del artículo 5º, una frase que da por definidos a los pequeños productores agrícolas, conforme a lo dispuesto en la letra g) del artículo 2º, por otra que remite a la definición establecida en el artículo 13 de la ley Nº 18.910. Este último precepto establece que pequeño productor agrícola “es aquel que explota una superficie no superior a las 12 hectáreas de Riego Básico, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 Unidades de Fomento, que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola, y que trabaje directamente la tierra, cualquiera sea su régimen de tenencia.”.



La otra modificación consiste en agregar al inciso segundo del artículo 16 una oración que dispone el envío, a las Comisiones de Hacienda de ambas ramas del Parlamento, de copia de los informes relativos a la ejecución del sistema de incentivos que se consagra en la ley en proyecto.


Las enmiendas introducidas al texto aprobado por el Senado son las siguientes:

Artículo 5°



Ha sustituido, en su inciso segundo, la frase “definidos en la presente ley” por la oración “definidos en el artículo 13 de la ley N° 18.910”.

Artículo 16



Ha agregado, en su inciso segundo, después del punto aparte (.), la siguiente oración: “Se enviará a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado copia de los informes mencionados.”.

- - -



Sometidas a votación las referidas modificaciones, son aprobadas por unanimidad.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Establécese, por un lapso de 12 años contado desde la vigencia de esta ley, un sistema de incentivos para contribuir a la sustentabilidad agroambiental del recurso suelo, cuyos objetivos serán la recuperación del potencial productivo de los suelos agropecuarios degradados y la mantención de los niveles de mejoramiento alcanzados, el que se regirá por las normas de esta ley.



Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:



a) Suelos agropecuarios: aquellos suelos de uso preferentemente agropecuario actual o potencial.



b) Predio: aquella superficie destinada preferentemente a la producción agropecuaria, cualquiera sea su ubicación. Se consideran en esta definición aquellas unidades productivas compuestas por un rol o más, y los bienes inmuebles o derechos reales sobre dichos bienes de los que sean dueños las comunidades indígenas, los asignatarios de goces individuales y los titulares de otros derechos reales de uso de conformidad con la ley Nº 19.253.



c) Sustentabilidad: capacidad de los suelos para mantener sus condiciones físico químicas fundamentales, necesarias para sostener los procesos de producción agropecuaria, sin sufrir deterioros que los imposibiliten para su uso por generaciones futuras, en razón de lo cual requieren de la aplicación de medidas apropiadas para su recuperación, conservación y mantención.



d) Recuperación de suelos agropecuarios degradados: aquellas medidas destinadas a reparar el o los déficit químicos, físicos o biológicos que tenga un suelo determinado para llevarlos al nivel mínimo técnico para enfrentar adecuada y sosteniblemente el proceso productivo. Estos déficit se definirán por parámetros técnicos específicos, que serán establecidos en el reglamento, para cada práctica o subprograma.



e) Mantención de suelos agropecuarios: prácticas que evitan que los suelos se retrotraigan por debajo del nivel mínimo técnico alcanzado, asociadas a las actividades bonificables a que se refieren las letras a), b) y c) del artículo 3°. El sistema de incentivos bonificará este tipo de actividades, hasta por dos años, a los beneficiarios señalados en la letra g) de este artículo. El reglamento establecerá un mecanismo que, en caso de puntajes equivalentes, permita preferir planes de manejo para recuperación, por sobre aquellos de mantención.



El reglamento contemplará los mínimos y máximos técnicos para las prácticas de mantención, así como la cantidad máxima de insumos por hectárea y por año, cuyos costos podrán ser bonificados por el sistema, de conformidad con los porcentajes regulados en el artículo 10.



f) Plan de manejo: descripción pormenorizada de las actividades mediante las cuales el productor se compromete a conseguir los objetivos de elevar la condición actual del suelo, asegurando su sustentabilidad medioambiental. Dicho plan considerará la descripción de las prácticas, dosis de insumos, plazos y fechas de ejecución.



En el plan de manejo se explicitará el compromiso entre el Estado y el agricultor para garantizar los niveles mínimos técnicos que se hayan alcanzado en las prácticas de recuperación, y para la ejecución de aquellas prácticas, con claros objetivos de protección ambiental, cuya ejecución implique un mayor costo o una disminución de renta del agricultor.



g) Pequeño productor agrícola: persona que tenga esta calidad de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 18.910, Orgánica del Instituto de Desarrollo Agropecuario; aquel productor agropecuario con un ingreso máximo por ventas de 2.400 unidades de fomento al año; los integrantes de las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, y los integrantes de las comunidades indígenas regidas por la ley N° 19.253, cuyos ingresos por ventas sean inferiores a 2.400 unidades de fomento al año.



h) Mediano productor agrícola: persona que tenga esta condición por tener un nivel de ventas anuales superior a las 2.400 unidades de fomento y que no exceda las 25.000 unidades de fomento.



i) Pueblos indígenas: los señalados en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 19.253.



j) Nivel mínimo técnico: aquella concentración de nutrientes (elementos químicos) que participan en la fertilidad del suelo, por debajo del cual la cobertura vegetal no es autosustentable y se aumenta el riesgo de degradación del suelo. Se exceptúan aquellos elementos considerados tóxicos para las plantas.



Corresponderá al reglamento determinar la concentración de nutrientes y otros indicadores que serán considerados en la determinación de “nivel mínimo técnico” para distintos tipos de suelos y prácticas.



Artículo 3°.- El sistema de incentivos consistirá en una bonificación estatal de los costos netos de las actividades bonificables consignadas y definidas en esta ley. Tratándose de los pequeños productores agrícolas a que se refiere el literal g) del artículo 2°, se podrán bonificar los costos de la asistencia técnica destinada a apoyarlos en la elaboración y ejecución de sus planes de manejo.



Para el logro de los objetivos definidos en las letras d) y e) del artículo 2°, se bonificarán las siguientes actividades:



a) Incorporación de fertilizantes de base fosforada.



b) Incorporación de elementos químicos esenciales.



c) Establecimiento de una cubierta vegetal en suelos descubiertos o con cobertura deteriorada.



d) Empleo de métodos de intervención del suelo, entre otros la rotación de cultivos, orientados a evitar su pérdida y erosión y a favorecer su conservación.



e) Eliminación, limpieza o confinamiento de impedimentos físicos o químicos.



Quienes postulen a las actividades bonificables a que se refieren las letras a), b), c) y e) precedentes deberán acreditar que la bonificación será utilizada con fines productivos.



Los valores de las actividades que se bonificarán serán fijados en una Tabla de Costos que se establecerá en forma anual mediante decreto del Ministerio de Agricultura, el que deberá contar con la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Dicha Tabla deberá considerar las particularidades de las zonas y sectores donde se despliegue el programa al interior de cada Región, y podrá ser modificada cuando las condiciones del mercado o del sector agropecuario así lo ameriten.



Artículo 4º.- En cada concurso, la selección de los planes de manejo postulados determinará para cada uno de ellos un puntaje que definirá su orden de prioridad. Dicho puntaje tendrá en cuenta la ponderación de las siguientes variables: aporte financiero; costo por hectárea; nivel inicial de fósforo; variación del nivel de fósforo; nivel inicial de otros indicadores químicos; variación de otros indicadores químicos; porcentaje de superficie con recuperación de praderas; porcentaje de superficie con conservación de suelos; porcentaje de superficie con rehabilitación de suelos, y otras vinculadas directamente a las propiedades del suelo.



Se favorecerá la selección de planes de manejo elaborados bajo criterios de ampliación de la cobertura hacia suelos degradados que no hayan tenido acceso anterior, reiterado y sistemático a los incentivos que establece esta ley. Tales criterios estarán contenidos en el reglamento.



El reglamento determinará las prácticas y tareas específicas que correspondan a cada una de las actividades bonificables a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo precedente, los rangos de puntaje que se asignará a cada una de las variables señaladas en el inciso primero de este artículo, los requisitos para elaborar las bases de los concursos, el contenido y procedimiento de aprobación de los planes de manejo, y los montos máximos a bonificar por cada plan de manejo y por la asistencia técnica.



Artículo 5°.- Los incentivos se otorgarán por intermedio del Instituto de Desarrollo Agropecuario y del Servicio Agrícola y Ganadero mediante concursos públicos. Cuando se trate de prácticas que tengan por objeto la recuperación de suelos agropecuarios, podrán participar todos los productores agrícolas a que se refiere la presente ley. Respecto de aquellas prácticas que tengan por objeto la mantención de suelos agropecuarios, sólo podrán postular los pequeños productores agrícolas.



Los concursos se administrarán descentralizadamente en cada región, por los Directores Regionales del Instituto de Desarrollo Agropecuario respecto de los pequeños productores agrícolas definidos en el artículo 13 de la ley N° 18.910, y por los Directores Regionales del Servicio Agrícola y Ganadero para el resto de los productores.



Los concursos podrán tener cobertura regional o provincial.



Los Directores Regionales del Instituto de Desarrollo Agropecuario y del Servicio Agrícola y Ganadero serán asesorados para estos efectos por un Comité Técnico Regional, integrado por personeros del sector público agropecuario y del sector privado relacionado con la actividad, en la forma que determine el reglamento. Este Comité será presidido por el Secretario Regional Ministerial de Agricultura respectivo y sus facultades serán establecidas en el reglamento.



Por parte del sector privado participarán agricultores representativos de organizaciones de pequeños y medianos productores, tal como los define esta ley, designados por el Secretario Regional Ministerial de Agricultura respectivo, sobre la base de propuestas realizadas por las organizaciones de productores agrícolas de la Región.



Excepcionalmente, en casos de emergencia agrícola o catástrofe declaradas por la autoridad competente, o de emergencias calificadas por el Instituto de Desarrollo Agropecuario de conformidad con la ley Nº 18.910, este Servicio podrá otorgar los incentivos pertinentes directamente, en la forma que disponga el reglamento, a quienes, de acuerdo con su ley orgánica, tengan la calidad de pequeños productores agrícolas.



El reglamento y las bases de los concursos deberán incorporar medidas que, en caso de igualdad de puntaje, propendan a favorecer el acceso a los incentivos que establece la ley a las mujeres y a los integrantes de comunidades indígenas.



Artículo 6°.- Los interesados en optar al incentivo deberán presentar ante el Instituto de Desarrollo Agropecuario o ante el Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, un plan de manejo, el que deberá ser aprobado por tales organismos.



Los planes de manejo se confeccionarán por operadores acreditados. Tendrán esta calidad las personas naturales o jurídicas que se encuentren inscritas en el Registro de Operadores que tendrán a su cargo tanto el Instituto de Desarrollo Agropecuario como el Servicio Agrícola y Ganadero. Bastará la inscripción en uno de estos registros para adquirir la calidad de operador acreditado.



Podrán inscribirse en el Registro de Operadores y mantenerse con su inscripción vigente las personas naturales o jurídicas que cumplan con los siguientes requisitos:



a) Poseer un título profesional o técnico en el ámbito agropecuario o de manejo de recursos naturales, otorgado por una institución del Estado o reconocida por éste;



b) Rendir una prueba de suficiencia en las especialidades que se desea acreditar;



c) Mantener la vigencia de su acreditación cada dos años, a través de una prueba de suficiencia y acreditación de participación en capacitaciones, y



d) Aceptar un sistema de evaluación de desempeño basado en los resultados de encuestas que recojan la opinión de los usuarios, junto con los antecedentes de planes de manejo presentados rechazados, cuestionados y aprobados.



En el caso de las personas jurídicas, los requisitos señalados en las letras a) y b) deberán cumplirlos quienes dirijan los respectivos programas técnicos.



Si en alguna región o localidad no existieren operadores interesados en confeccionarlos, el Instituto de Desarrollo Agropecuario o el Servicio Agrícola y Ganadero, según proceda, contratarán regionalmente, vía licitación pública, los servicios profesionales necesarios para asegurar la oferta de este servicio. Si efectuada la convocatoria no existieran interesados o existiendo éstos no reunieren las condiciones técnicas necesarias, la elaboración de los planes de manejo estará a cargo de funcionarios habilitados del Instituto de Desarrollo Agropecuario o del Servicio Agrícola y Ganadero, según proceda, los que deberán reunir características de idoneidad técnica similar a las exigidas a los operadores en la presente ley o en el reglamento. En este último caso, el funcionario que elabore un plan de manejo quedará, por ese solo hecho, inhabilitado para participar en el proceso de evaluación del mismo.



Artículo 7°.- Los laboratorios que practiquen los análisis necesarios para la obtención de los incentivos deberán acreditar, en la forma que disponga el reglamento, que cuentan con las instalaciones necesarias, las metodologías y el personal profesional idóneo para efectuarlos. Una vez acreditados, los laboratorios pasarán a formar parte de un registro público, a cargo de la Subsecretaría de Agricultura, para los efectos de su fiscalización.



Respecto de los laboratorios previamente acreditados por el Instituto Nacional de Normalización, la acreditación será otorgada con el solo mérito del certificado expedido por el referido organismo.



Artículo 8°.- Podrán postular a los incentivos a que se refiere esta ley aquellas personas, tanto naturales como jurídicas, que sean propietarias, usufructuarias, arrendatarias, medieras y comodatarias de los suelos que propongan intervenir.



Para los efectos de lo dispuesto en esta ley, tendrán también la calidad de propietarios los integrantes de las comunidades hereditarias, en proporción a su cuota hereditaria; los integrantes de  comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, por los goces individuales de los terrenos que posean en común y por los derechos reales de uso en común que les correspondan en conformidad con esta norma legal; los integrantes de las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253, por los goces individuales de  los terrenos que posean en común y por los  derechos reales de uso en común que les correspondan en conformidad con esta ley; las comunidades y asociaciones indígenas reconocidas por la ley N° 19.253; el cónyuge que explote el predio de su cónyuge propietario, y aquellas personas que hayan obtenido la inscripción de la resolución que les otorgó la posesión regular del predio en el Conservador de Bienes Raíces respectivo, de acuerdo al procedimiento establecido en el decreto ley Nº 2.695, de 1979.



Artículo 9°.- Los incentivos que otorga esta ley serán compatibles con los establecidos en otros cuerpos legales o reglamentarios sobre fomento a la actividad agropecuaria y forestal. El reglamento podrá establecer las incompatibilidades que impliquen un doble beneficio respecto de un mismo interesado, predio y práctica.



Artículo 10.- La bonificación del Estado a que se refiere esta ley se aplicará de la siguiente manera:



a) Los pequeños productores agrícolas definidos por el artículo 13 de la ley N° 18.910 tendrán derecho a una bonificación máxima del 90% de los costos netos de las prácticas aprobadas en el plan de manejo.



Hasta un 62% de los recursos anuales disponibles para bonificaciones será destinado a este grupo de productores.



b) Los productores agrícolas que no estén definidos por el artículo 13 de la ley N° 18.910 recibirán hasta el 38% de los recursos anuales disponibles, de los cuales hasta un 2% del total de los recursos disponibles será destinado a aquellos productores cuya venta bruta anual sea superior a las 25.000 unidades de fomento.



Si durante un llamado a concurso el conjunto de los proyectos presentados por los productores de una de las categorías a que se refieren las letras a) y b) precedentes requirieren recursos menores al monto máximo disponible para ese tramo, los restantes recursos podrán reasignarse a la otra categoría.



Con todo, la Ley de Presupuestos podrá, anualmente, modificar los porcentajes de asignación contemplados en las letras a) y b) de este artículo.



Artículo 11.- Los interesados que hayan obtenido incentivos del sistema sólo podrán postular nuevamente al beneficio por el mismo predio una vez que hayan cumplido totalmente el plan de manejo anteriormente aprobado.



Artículo 12.- Quienes se consideren perjudicados en el proceso de selección para la obtención de incentivos tendrán derecho a solicitar la reconsideración de su situación ante el Director Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario o ante el Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, en la forma que establezca el reglamento.



En tanto no se resuelvan tales recursos no se entenderá a firme la lista de seleccionados.



Artículo 13.- Quienes no den cumplimiento al plan de manejo aprobado, por causas que no constituyan fuerza mayor calificada por el respectivo Director Regional del Instituto de Desarrollo Agropecuario o por el Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero, según corresponda, ni sean consecuencia de una catástrofe o emergencia agrícola declarada por la autoridad competente, no podrán postular a los beneficios de este cuerpo legal en los próximos dos concursos que se llamen con posterioridad al del incumplimiento.



En aquellos casos en que se justifique un cumplimiento parcial del plan de manejo, el incentivo se pagará proporcionalmente a lo ejecutado.



Artículo 14.- El que, con el propósito de acogerse a los incentivos que establece esta ley, proporcione antecedentes falsos o adulterados o realice cualquier otro acto fraudulento tendiente a obtener indebidamente algunos de tales incentivos, será sancionado con una multa de hasta el 100% de lo solicitado por concepto de bonificación. Si el infractor hubiere percibido el incentivo, se le aplicará una multa de hasta el 200% del monto percibido y quedará inhabilitado para volver a postular a los beneficios de la presente ley por los siguientes tres concursos posteriores a aquél en que se constató el acto fraudulento.



Artículo 15.- El operador acreditado que confeccionare un plan de manejo utilizando maliciosamente antecedentes falsos o que elaborare un informe técnico sin considerar los resultados de los análisis practicados por un laboratorio acreditado, y el que certificare falsamente hechos que constituyan presupuestos para el pago de los incentivos que establece este cuerpo legal, serán sancionados con una multa de 50 a 200 unidades tributarias mensuales.



El laboratorio acreditado que expidiere un certificado sin haber practicado el examen correspondiente o que consignare en él datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis practicado, será sancionado con una multa de 200 unidades tributarias mensuales.



Los infractores a que se refieren los incisos precedentes, sean personas naturales o jurídicas, serán sancionados, además, con la inhabilitación perpetua para participar en futuros concursos del sistema de incentivos que regula esta ley. En caso de que el infractor fuere una persona jurídica, se sancionará, asimismo, en la forma indicada en este inciso, a quienes hayan suministrado los antecedentes o información falsa que sirvió de base para expedir un plan de manejo, informe técnico o certificado falso, y a quienes hubieren consentido o actuado concertadamente en la expedición de dichos documentos.



Las multas establecidas en esta ley serán aplicadas por el juez de policía local correspondiente.



Artículo 16.- Créase un Registro de los productores que accedan a los beneficios de este sistema, que se integrará a partir de los registros que para fines de este sistema deberán mantener el Instituto de Desarrollo Agropecuario y el Servicio Agrícola y Ganadero. Corresponderá a la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias la gestión de este Registro, el cual será de acceso público en la página web de dicha entidad.



El Ministerio de Agricultura, por intermedio de la Subsecretaría de Agricultura, evaluará la ejecución de la presente ley, estudiará y propondrá las mejoras que correspondan, velará por el cumplimento de sus disposiciones, y fiscalizará las distintas actividades de ejecución del sistema de incentivos que regula, tanto respecto de los organismos públicos que intervengan en su administración, como respecto de los usuarios del sistema, sin perjuicio de las atribuciones de fiscalización que respecto de sus propios usuarios correspondan a los organismos públicos que administren los concursos de este sistema. Para dichos efectos, deberá contratar externamente la realización de las actividades que sean necesarias para tales fines, como la realización de estudios que evalúen las actividades realizadas y los resultados de la intervención del programa, para levantar información que permita verificar las actividades realizadas y los montos entregados, y para recomendar acciones correctivas para el sistema de incentivos. Los términos de referencia de las evaluaciones deberán ser concordados con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Se enviará a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado copia de los informes mencionados.



La primera evaluación global deberá realizarse a más tardar al cabo de los seis primeros años, y la segunda al finalizar la vigencia del instrumento. No obstante, podrán realizarse evaluaciones dentro de espacios de tiempo inferiores. Estos estudios serán publicados en la página web de los servicios mencionados en esta ley.



Artículo 17.- Los gastos que demande la aplicación de los incentivos a que se refiere esta ley se imputarán a los recursos que, para estos efectos, se consignen anualmente en los presupuestos del Instituto de Desarrollo Agropecuario y del Servicio Agrícola y Ganadero, respectivamente.



Artículo 18.- El reglamento a que hace referencia esta ley, y sus modificaciones, deberá ser dictado por el Ministerio de Agricultura y suscrito además, por el Ministro de Hacienda.

Artículos Transitorios



Artículo Primero.- Los planes de manejo que, de acuerdo a las normas del decreto con fuerza de ley Nº 235, del Ministerio de Agricultura, de 1999, se encontraren aprobados al 15 de noviembre de 2009, podrán ser ejecutados y pagados con posterioridad a esa fecha por el Servicio Agrícola y Ganadero o por el Instituto de Desarrollo Agropecuario, según corresponda, con cargo a los recursos contemplados para estos efectos en la Ley de Presupuestos para el año 2009.



Artículo Segundo.- Por decreto del Ministerio de Agricultura, que deberá dictarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, se oficializará la clasificación de los suelos agropecuarios en todo el país.



En el plazo que transcurra entre la publicación de la presente ley en el Diario Oficial y la dictación del decreto supremo a que se refiere el inciso anterior, se utilizará como referencia para los efectos de la asignación de incentivos la clasificación de suelos agropecuarios contenida en la Resolución Exenta N° 57, del Servicio de Impuestos Internos, de 2004.



Artículo Tercero.- En la elaboración del reglamento a que hace referencia esta ley, y al menos 30 días antes de su dictación, el Ministerio de Agricultura deberá solicitar la opinión fundada de cada uno de los Comités Técnicos Regionales vigentes, de acuerdo a lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº 235, del Ministerio de Agricultura, de 1999.”.

_______________



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De la Honorable Senadora señora Alvear a Su Excelencia la Presidenta de la República, solicitando dar el nombre de Patricia Verdugo a una de las salas del edificio Gabriela Mistral.


- Del Honorable Senador señor Horvath a la señora Ministra de Agricultura, a fin de obtener información sobre dificultades para el acceso a los beneficios de la Ley sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) A la señora Subsecretaria de Carabineros y al señor General Director de Carabineros de Chile, requiriendo analizar la posibilidad de reponer la Tenencia policial de Cabildo.


2) A los señores Director General de Aguas y Director Regional de Aguas de la VII Región, pidiendo informar sobre la situación de los derechos de agua de la hidroeléctrica Centinela, en el río Achibueno.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 72ª, EXTRAORDINARIA, EN MIÉRCOLES 25 DE NOVIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, Secretario General de la Presidencia y Secretaria General de Gobierno, señores Andrés Velasco y José Antonio Viera-Gallo y señora Carolina Tohá, respectivamente, y el Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

CUENTA

Mensajes



Catorce de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009 (Boletín N° 6.779-06).



Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



2.- Proyecto de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).



3.- Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Espina, García y Romero, que reconoce el aporte de los pueblos originarios a la conformación de la nación chilena, y proyecto de reforma constitucional que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (Boletines números 5.324-07 y 5.522-07, refundidos).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad  (Boletín N° 6.582-11).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (Boletín N° 6.648-02).



6.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994, en Belém do Pará, Brasil, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (Boletín N° 6.689-10).



Con el octavo, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, suscrito en Maipú el 30 de octubre de 2009, y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Transandino Central” y sobre la “Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional paso de Agua Negra”, ambos firmados en Maipú, el 30 de octubre de 2009 (Boletín N° 6.780-10).



Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (Boletín N° 6.447-07).



6.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención sobre Municiones en Racimo”, adoptada en la Conferencia Diplomática de Dublín el 30 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.708-10).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2010 (Boletín N° 6.707-05).



-- Queda para la Tabla de esta sesión.



Con el segundo y el tercero, comunica que ha prestado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención sobre Municiones en Racimo”, adoptada en la Conferencia Diplomática de Dublín el 30 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.708-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso. 



2.- Proyecto de acuerdo aprobatorio de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, adoptada el 9 de junio de 1994, en Belém do Pará, Brasil, en el Vigésimo Cuarto Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (Boletín N° 6.689-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente (Boletín Nº 5.947-12).



-- Se toma conocimiento y se  manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el quinto, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.779-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el sexto, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, suscrito en Maipú el 30 de octubre de 2009, y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Transandino Central” y sobre la “Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional paso de Agua Negra”, ambos firmados en Maipú, el 30 de octubre de 2009 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.780-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores. 



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Naranjo, que modifica orgánicamente los delitos contra la integridad sexual (Boletín N° 6.716-07).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 ter de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la aplicación de tarifas de agua a la comuna de Puerto Williams.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, en relación con los trabajos de encauzamiento del río Liguay, en el sector de la Población Benavente, comuna de Longaví.



Con el segundo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, referido a los problemas de interpretación que ofrece el uso de la expresión “velocidad sugerida”, en distintos letreros emplazados en las carreteras del país.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, referente a la información proporcionada por las municipalidades de Linares y Cauquenes de los caminos rurales vecinales para su mantención y conservación.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta un oficio dirigido en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, en relación a los problemas de endeudamiento que estarían afectando al sector salud.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, referido a los problemas que aquejan a un grupo de familias de las comunas de Arica y Putre, por la presencia de elementos químicos contaminantes.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la posibilidad de reforzar la Brigada Investigadora de Delitos contra el Medioambiente y Patrimonio Cultural de Aysén.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, acerca del desastre químico industrial producido en la comuna de San Bernardo por las faenas de la empresa MOLYMET S.A.



Del señor Director subrogante del Servicio de Impuestos Internos, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con los perjuicios que originaría en el sector la importación de bacalao extranjero para ser reimportado a terceros países como producto chileno.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a la posibilidad de elevar la categoría de la actual Subcomisaría de Llay Llay.



Del señor Subgerente Inmobiliario de EFE, con el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Allamand, en relación con la ocupación de terrenos en la vía férrea del ramal Lanco- Panguipulli.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Mociones



Tres de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, mediante las cuales dan inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que elimina la prohibición que afecta a los dirigentes gremiales o vecinales para ser candidato a diputado o senador.

(Boletín N° 6773.-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley que establece una nueva inhabilidad para ejercer como sostenedor educacional (Boletín N° 6.774-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



3.- Proyecto de ley que crea las figuras de simpatizante y cibermilitante de un partido político (Boletín N° 6.775-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de ley que sanciona el uso de artilugios para promover o administrar drogas ilícitas (Boletín N° 6.776-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Arancibia, con la cual inicia un proyecto de ley que permite dar inhumación a los no nacidos que sean reclamados por familiares o solicitados por personas naturales o jurídicas (Boletín N° 6.777-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables Senadores señores Vásquez y Sabag, con la que dan inicio a un proyecto de ley que faculta al contribuyente a conciliar en los juicios tributarios cuyo procedimiento haya sido invalidado (Boletín N° 6.778-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, mediante la cual dan inicio a un proyecto de ley que obliga a la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Renovables a fijar la capacidad de carga turística máxima de las Áreas Silvestres Protegidas.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Permisos Constitucionales



Solicitudes de los Honorables Senadores señores Vásquez y Romero, para ausentarse del país entre los días 20 y 25 de noviembre del año en curso, y a contar del día 23 de noviembre de 2009, respectivamente.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembros del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Andrés Couve Rioseco, Eduardo Tarifeño Silva, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Merino Pinochet, Sergio Pulido Rocatagliata y Tomás Flores Jaña (Boletín N° S 1.208-05).



-- Queda para la Tabla de Fácil Despacho de la próxima sesión ordinaria.

- - -



Enseguida, el señor Presidente señala que el Ejecutivo ha informado que retirará la urgencia de “discusión inmediata” al proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009 (Boletín N° 6.779-06), por lo que, además de ser enviado a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, se incluirá en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión del martes 1° de diciembre próximo.

- - -



Luego, manifiesta que los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro han pedido que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de obligar a la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Renovables a fijar la capacidad de carga turística máxima de las Áreas Silvestres Protegidas, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien requiere que se fije un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, iniciado en Moción que presentó junto a los Honorables Senadores señores Espina, Cantero, Chadwick y García, en primer trámite constitucional, que sanciona penalmente la colusión (Boletín N° 6.454-07), hasta las 12 horas del lunes 28 de diciembre del año en curso, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Así se acuerda.

- - -



A continuación, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Bianchi, quien pide que el proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, y sus Protocolos Complementarios, suscritos en Maipú el 30 de octubre de 2009 (Boletín N° 6.780-10), sea analizado en esta sesión y sin informe de Comisión.



Sobre este punto, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Alvear y señor Letelier, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Pizarro.



En definitiva, la Sala acuerda, unánimemente, que la iniciativa sea considerada en esta sesión.
- - -



Finalmente, el señor Presidente recaba el asentimiento unánime de la Sala para invertir el orden establecido en la Tabla de esta sesión, poniendo inmediatamente en votación el Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



Así se acuerda.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la 

Constitución Política de la República


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 3.962-07.


Añade que la divergencia entre las dos ramas del Congreso se suscitó por el rechazo, en la Cámara de Diputados, de todas las enmiendas introducidas por el Senado, consignando la Comisión Mixta -en su informe- la manera de salvar las diferencias registradas.


Las disposiciones acordadas por mayoría de votos en esa proposición se refieren a las siguientes materias:


1) El carácter de reservadas de las grabaciones de audio de las sesiones de Comisión y de Comités.


2) La obligación de los organismos de la Administración del Estado y las entidades en que éste participe o tenga representación, en orden a proporcionar los antecedentes solicitados por las comisiones o los parlamentarios.


3) La obligación de las empresas públicas creadas por ley, las empresas del Estado y las sociedades en que éste efectúe aportes, de entregar los antecedentes pedidos por las comisiones o los parlamentarios.


4) La declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional o de la insistencia del artículo 68 de la Constitución, y la formación de una Comisión Mixta en caso de que la Cámara revisora rechace la admisibilidad de un proyecto aprobado por la Cámara de origen.


5) Las menciones de los informes de las Comisiones especiales investigadoras.


6) La formación de una Comisión Mixta para el caso de rechazo, por una de las Cámaras, de un tratado internacional.


Cabe tener presente que la mayoría de las normas contenidas en la proposición tienen el rango de ley orgánica constitucional. A su vez, los incisos quinto, octavo y noveno, nuevos, del artículo 5º A necesitan de quórum calificado.


Finalmente, destaca que, en sesión de 18 del mes en curso, la Cámara de Diputados aprobó el referido informe.



Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

Número 1

De la Cámara de Diputados y del Senado



Reemplazarlo, por el siguiente:



“1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2º:



a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 2°.- Quedarán sujetas a las normas de esta ley la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”.



b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Congreso Nacional”, la frase “, del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, del Comité de Auditoría Parlamentaria”.



c) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase inicial “A las Comisiones de Régimen del Senado y de la Cámara de Diputados les corresponderá”, por “Cada Cámara deberá tener una Comisión de Régimen encargada de”.



d) Reemplázase, en el inciso séptimo, la expresión “de acuerdo al Reglamento” por “en su calidad de jefes superiores de Servicio”.”.

Intercalar, a continuación, los siguientes números 2, 3 y 4, nuevos



“2.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “de un Centro de Informática y Computación,” por “de un Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de un Comité de Auditoría Parlamentaria”.



3.- Intercálase el siguiente artículo 3° A, nuevo:



“Artículo 3° A.- Cada Cámara podrá acordar autónomamente, previo informe favorable de la Comisión de Régimen respectiva, la forma de contratar de conformidad a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias a quienes prestarán servicios a los comités parlamentarios y a los diputados o senadores, durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria.



Con todo, dichos trabajadores deberán cumplir las normas de probidad que establezca el reglamento a que se refiere el inciso cuarto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga.



Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y 160 del Código del Trabajo, la relación laboral a que se refiere el inciso primero terminará siempre por la pérdida de confianza del comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios, así como por la cesación en el cargo del parlamentario para el que fue contratado. Deberá pagarse al trabajador, al momento del término, una indemnización que en cuanto a su monto y límites quedará sujeta a lo previsto en el inciso segundo del artículo 163 de dicho Código.



Cada Cámara, a propuesta de la Comisión de Régimen respectiva, dictará un reglamento que establecerá los rangos mínimos y máximos a que se someterá el régimen de remuneraciones de las personas contratadas de conformidad al inciso primero, garantizando la sujeción de éste a criterios de objetividad, transparencia y no discriminación arbitraria. Asimismo, regulará las formalidades para invocar alguna de las causales de cesación a que se refiere el inciso tercero y, en general, toda otra norma para la adecuada aplicación de este artículo.



El reglamento a que se refiere el inciso anterior, determinará los casos en que se podrá contratar sobre la base de honorarios la prestación de los servicios a que se refiere el inciso primero.”.



4.- Agréganse, en el artículo 4°, los siguientes incisos segundo a quinto, nuevos:


“Las Cámaras establecerán en sus reglamentos las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información, en conformidad a la ley N° 20.285.



Los referidos reglamentos deberán señalar las autoridades u organismos internos encargados de responder las consultas que se formulen y el procedimiento a que se sujetarán los reclamos. Sin perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la entrega de información en virtud de las señaladas en la ley N° 20.285.



Las reclamaciones se resolverán en única instancia por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según corresponda. Lo dispuesto en los artículos 24 a 30 y 33 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado no se aplicará al Congreso Nacional ni a sus servicios comunes.


Corresponderá, a la Comisión Bicameral a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2° resolver, en única instancia, los reclamos que se formulen en contra de los servicios comunes del Congreso Nacional.”.”.
Número 2

De la Cámara de Diputados y del Senado

Pasa a ser número 5



Sustituirlo, por el siguiente:



“5.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 5°, por los siguientes:



“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.



El cuadrienio que se inicia con la instalación del Congreso Nacional constituirá un período legislativo.



La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.



Para los efectos de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 51 de la Constitución Política de la República, corresponderá al Presidente de cada Corporación verificar el cumplimiento de los requisitos para desempeñar el cargo de diputado o senador, según corresponda.”.”.
Número 3

De la Cámara de Diputados y del Senado

Pasa a ser número 6


Sustituirlo, por el siguiente:



“6.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A, por los siguientes:



“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.



Las sesiones de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.



Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios. En todo caso, las grabaciones de audio de las sesiones de las comisiones y de los comités tendrán el carácter de reservadas.


Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizadas.



Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros.


Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva Corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.



Dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.


Cada Cámara deberá tener una Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria encargada de velar, de oficio o a petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria de los miembros de sus respectivas Corporaciones. Cada Cámara elegirá a los integrantes de estas comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. No podrán formar parte de ellas los miembros de la Mesa de cada Corporación. La comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria para el senador o diputado que hubiere sido citado, previo acuerdo adoptado por los dos tercios de sus integrantes, en sesión especialmente convocada al efecto. Los reglamentos de cada Cámara deberán establecer el procedimiento mediante el cual se elegirá a sus integrantes, los tipos de amonestación y el monto de las multas que podrán imponer y el quórum para sesionar y adoptar sus acuerdos y resoluciones, los que serán públicos cuando tengan el carácter de definitivos o así lo acuerde la comisión.”.”.
Número 4

Del Senado



Rechazarlo.

A continuación, intercalar los siguientes números 7, 8 y 9, nuevos



“7.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5° C:



a).- Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.”.



b).- Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:



“Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración cada vez que se produzca un cambio en sus intereses. Los senadores deberán actualizarla, además, dentro de los treinta días siguientes al inicio de un período legislativo.”.


8.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5° D:


a).- Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 5º D.- Asimismo, los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días contado desde que hubieren asumido el cargo,  una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario General de la respectiva Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública. Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.”.



b).- Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “No obstante, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que anteceden a una elección parlamentaria.”.



c).- Elimínanse los incisos tercero a séptimo.



9.- Intercálase el siguiente artículo 5° E, nuevo:



“Artículo 5° E.- La no presentación oportuna de la declaración de intereses o de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.


El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses o la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las comisiones  a que se refiere el inciso final del artículo 5° A conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo esta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia.


No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hiciere, se podrá rebajar dicha multa.



En caso de reincidencia, se sancionará al parlamentario con una multa equivalente al doble de las indicadas en los incisos primero y segundo.”.”.
Número 5

Del Senado

Pasa a ser número 10



Sustituirlo, por el siguiente:



“10.- Incorpórase el siguiente artículo 5° F, nuevo:



“Artículo 5° F.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara y de las comisiones a que pertenezcan.”.”.

Número 4

De la Cámara de Diputados

Número 6

Del Senado

Pasa a ser número 11, en los términos en que lo aprobó el Senado.

Número 7

Del Senado

Pasa a ser número 12, sin enmiendas.

Número 5

De la Cámara de Diputados

Número 8

Del Senado

Pasa a ser número 13


Sustituirlo, por el siguiente



“13.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:



“Artículo 9°.- Los organismos de la Administración del Estado y las entidades en que el Estado participe o tenga representación en virtud de una ley que lo autoriza, que no forma parte de su Administración y no desarrollen actividades empresariales, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones o por los parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley.



Los informes y antecedentes que revistan el carácter de secretos o reservados sólo podrán ser solicitados por las comisiones o por los parlamentarios en sesión de Sala o de comisión. Se considerará que tienen dicho carácter, aquéllos que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.



Dichos informes y antecedentes serán proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro del que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno, manteniéndose los respectivos documentos en reserva o secreto. El Ministro sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.



En ningún caso las peticiones de informes importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.



Quedarán exceptuados de la obligación señalada en los incisos primero y tercero, los organismos de la Administración del Estado que ejerzan potestades fiscalizadoras, respecto de los documentos y antecedentes que contengan información cuya revelación, aun de manera reservada o secreta, afecte o pueda afectar el desarrollo de una investigación en curso.”.”.

A continuación, intercalar el siguiente número 14, nuevo:



“14.- Intercálase el siguiente artículo 9° A, nuevo:



“Artículo 9° A.- Las empresas públicas creadas por ley, las empresas del Estado y las sociedades en que éste tenga aporte, participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría en el directorio, cualquiera sea el estatuto por el que se rijan, incluso aquellas que de acuerdo a su ley orgánica deban ser expresamente mencionadas para quedar obligadas al cumplimiento de ciertas disposiciones, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones de las cámaras o por parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión.


En el evento que la empresa o sociedad requerida no conteste o deniegue la información solicitada, sin invocar expresamente alguna de las causales de excepción a que se refiere el inciso siguiente, la Contraloría General de la República, transcurridos treinta días contados desde la notificación del requerimiento, de oficio o a solicitud del interesado, podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el artículo 10 de la presente ley.



Con todo, no estarán obligadas a entregar los informes y antecedentes cuando éstos:



a) Se refieran a hechos o antecedentes que tengan el carácter de reservado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores; o



b) Contengan información sujeta al deber de reserva establecido en el artículo 43 y en el inciso tercero del artículo 54 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas; o



c) Sean documentos, datos o informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.



Para invocar cualquiera de estas causales, será necesario un acuerdo previo adoptado por las tres cuartas partes de los miembros en ejercicio del órgano colegiado encargado de la administración de la empresa o sociedad, o de todos los administradores cuando aquella no corresponda a un órgano colegiado.



Si las comisiones o los parlamentarios insisten en su petición, la empresa o sociedad estará obligada a proporcionar los antecedentes o informes solicitados, salvo que requiera a la Contraloría General para que, previo informe de la Superintendencia de Valores y Seguros, resuelva que concurre alguna de las causales señaladas precedentemente.



En ningún caso las peticiones de informes importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo de la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.”.
Número 6

De la Cámara de Diputados

Número 9

Del Senado

Pasa a ser número 15



Sustituirlo, por el siguiente:



“15.- Reemplázase el artículo 10, por el siguiente:



“Artículo 10.- El jefe superior del respectivo organismo de la Administración del Estado o el representante legal de la entidad, según el caso, requerido en conformidad al artículos 9° que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a un tercio, media o una remuneración mensual. Asimismo, serán responsables y tendrán idéntica sanción por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de alguna de las Cámaras a la que hubieren sido citados, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos les sea imputable. Para estos efectos, la Contraloría General resolverá con el mérito de lo informado por el respectivo jefe o representante y de los antecedentes proporcionados o que estime necesario recabar.



Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo organismo o entidad  a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al referido órgano contralor.



Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que, en su caso, fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble de la indicada en este artículo.



En caso que en el respectivo organismo o entidad cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad al procedimiento antes indicado.”.”.

Número 10

Del Senado

Pasa a ser número 16



Reemplazarlo, por el siguiente



“16.-Sustitúyese el inciso segundo del artículo 13, por los siguientes:



“Se declararán inadmisibles las mociones que se refieran a materias que, de acuerdo con la Constitución Política, deben tener origen en la otra Cámara o iniciarse exclusivamente por mensaje del Presidente de la República.



En caso que, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir al Presidente de la Republica el envío de un mensaje referido a materias que son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, éste último deberá responder la solicitud, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del plazo de treinta días.”.”.

Número 7

De la Cámara de Diputados

Número 11

Del Senado

Pasa a ser número 17



Reemplazarlo, por el siguiente:


“17.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:



“Artículo 15.- La declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional que vulnere lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65 de la Constitución Política o de la solicitud que formule el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en su artículo 68, será efectuada por el Presidente de la Cámara de origen. No obstante, la Sala de dicha Cámara podrá reconsiderar esa declaración.



Con todo, si en el segundo trámite constitucional, la Sala de la Cámara revisora rechazare la admisibilidad del proyecto aprobado por la Cámara de origen, se constituirá, de conformidad a lo prescrito en el artículo 70 de la Constitución Política, una comisión mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver la discrepancia.


La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.



En ningún caso se admitirá a tramitación un proyecto que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en los artículos anteriores.”.”.

Número 8

De la Cámara de Diputados

Número 12

Del Senado

Pasa a ser número 18, sin enmiendas

Número 13

Del Senado

Pasa a ser número 19, con dos enmiendas:



a.- Reemplazar la expresión “bis” por “A”.



b.- Sustituir la palabra “cámara” por “Cámara”.

Número 9

De la Cámara de Diputados

Número 14

Del Senado

Pasa a ser número 20, sin enmiendas

Número 10

De la Cámara de Diputados

Número 15

Del Senado

Pasa a ser número 21



Reemplazarlo, por el siguiente:



“21.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:



“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.”.”.

A continuación, agregar el siguiente número 22, nuevo:



“22.- Intercálase, en el artículo 22, luego de la voz “debates,” la frase “de conformidad con lo señalado en los artículos 9°, 9° A y 10,””.
Número 16

Del Senado



Rechazarlo.

Número 17

Del Senado

Pasa a ser número 23



Sustituirlo, por el siguiente:


“23.- Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:



“Artículo 25.- Corresponderá al Presidente de la Sala o comisión la facultad de resolver la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad que se formule respecto de las indicaciones a que se refiere el artículo anterior. No obstante, a petición de cualquiera de sus miembros, la Sala o la comisión, en su caso, podrá reconsiderar de inmediato la resolución de su presidente.



La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el Presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de propia iniciativa o a petición de algún miembro de la Corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.



La circunstancia de que no se haya planteado la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la discusión en general en la Sala, no obsta a la facultad del Presidente de la comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la comisión en caso de duda.



Una vez resuelta por la Sala o por su Presidente la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, ella no podrá ser revisada en comisiones.



La cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad de la Sala de la Cámara respectiva para hacer la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones.”.”.
Número 11

De la Cámara de Diputados

Número 18

Del Senado

Pasa a ser número 24



Sustituirlo, por el siguiente:



“24.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:



“Artículo 26.- El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.



La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.”.
Número 12

De la Cámara de Diputados

Número 19

Del Senado

Pasa a ser número 25



Sustituirlo, por el siguiente:



“25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:



a).- Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 27.- Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días y, si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.”.



b).- Agrégase, en el inciso segundo, sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración: “Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.”.
Número 13

De la Cámara de Diputados

Número 20

Del Senado

Pasa a ser número 26, sin enmiendas

Número 14

De la Cámara de Diputados

Número 21

Del Senado

Pasa a ser número 27, sin enmiendas

Número 15

De la Cámara de Diputados

Pasa a ser número 28



Sustituirlo, por el siguiente



“28.- Sustitúyese el artículo 31, por el siguiente:



“Artículo 31.- Las proposiciones de las comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en la forma en que exprese  el informe. Si en éste nada se dice, se votarán en conjunto. Con todo, deberán aprobarse con la votación que corresponda a la naturaleza de las normas legales propuestas.”.”.

Número 22

Del Senado

Pasa a ser número 29, sin enmiendas

Número 16

De la Cámara de Diputados

Número 23

Del Senado

Pasa a ser número 30, sin enmiendas

Número 17

De la Cámara de Diputados

Número 24

Del Senado

Pasa a ser número 31



Sustituirlo, por el siguiente:



“31.- Intercálanse, a continuación del artículo 52, los siguientes Títulos V, VI y VII, nuevos:

“Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS



Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.



Estas comisiones, ni aun por la unanimidad de sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias no incluidas en el objeto o finalidad considerado en el acuerdo que dio lugar a su formación.



Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados.



La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de su vencimiento.



La última sesión que una comisión especial investigadora celebre dentro del plazo, se entenderá prorrogada hasta por quince días, exclusivamente para que aquella acuerde las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.



En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.



Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y que se refieran a su cometido. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10. Tratándose de Ministros de Estado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.



Los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.



Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.



Las citaciones podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo Servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último para el solo efecto de su conocimiento.



Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes corresponda su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe su órgano de administración.



En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.



Las autoridades, los funcionarios y las personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión.


Asimismo, dichas personas deberán suministrar los antecedentes y las informaciones que les solicite la Comisión. Si aquéllos se refieren a asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos o reservados, sólo podrán ser proporcionados en sesión secreta por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo requerido o por el representante legal de la empresa en que labora la persona que deba entregarlos. Los antecedentes proporcionados deberán mantenerse en reserva o secreto.



Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del Servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes corresponda su representación legal.



Artículo 55.- Las personas citadas por una comisión especial investigadora que se encontraren en alguna de las situaciones de excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.



Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.



Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados de un asesor o letrado con el fin de que les preste asesoría y les proporcione los antecedentes escritos u orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.



Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá cuidar que se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará que no se les falte el respeto con acciones o palabras descomedidas o con imputaciones de intenciones o propósitos opuestos a sus deberes, y que se salvaguarden el respeto y la protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales.


Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá, entre otras medidas, hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al afectado de permanecer en la sesión, prescindir de la declaración de quien ha incurrido en la falta o amonestar o censurar al o a los infractores, en conformidad al reglamento.



Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.



La comparecencia de una persona a una comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.


Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento de la Cámara de Diputados.



Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.

Título VI

DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES



Artículo 59.- La aprobación de un tratado requerirá de los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.



Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el quórum más elevado que corresponda a las materias reguladas por sus normas, dejando constancia de cuáles son las que han requerido quórum calificado u orgánico constitucional.



Durante la discusión de los tratados, sólo podrá corregirse el texto de la parte dispositiva del proyecto de acuerdo propuesto por el Presidente de la República, con el único objeto de precisar el título o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, sometido a la consideración del Congreso Nacional.



Artículo 60.- Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política.



Artículo 61.- El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.



Artículo 62.- La sugerencia de formular reservas y declaraciones interpretativas, en conformidad a lo establecido en el párrafo tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, puede tener su origen en cualquiera de las Cámaras. Si una de ellas la aprueba, dicha sugerencia pasará a la otra para que se pronuncie, y si ésta la acepta, se comunicará al Presidente de la República tal circunstancia.



Para el efecto de lo dispuesto en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política, el Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación al Presidente de la República de la aprobación del tratado por el Congreso Nacional, consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento de aprobarlo.



Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.



El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir de éste para efectuar la denuncia o el retiro.



La Cámara a la que se le pida opinión en primer término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que se manifieste dentro del mismo plazo.



Producida la denuncia o el retiro, el Presidente de la República deberá informar de ello, dentro de los quince días siguientes, al Congreso Nacional.


Artículo 64.- El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.



El oficio por el cual el Presidente de la República solicita el acuerdo señalado en el inciso anterior será presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo en un plazo no superior a diez días contado desde la recepción del oficio, al término del cual, habiéndose pronunciado o no sobre la solicitud, pasará a la otra para que se manifieste dentro de igual plazo. Transcurridos treinta días desde que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.



Artículo 65.- Si alguna de las Cámaras rechaza lo acordado por la otra en el trámite de aprobación de un tratado internacional, se formará una Comisión Mixta en los términos previstos en el artículo 70 de la Constitución Política. Si la discrepancia se presenta en el trámite  de sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas o de retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, se constituirá una comisión mixta, de igual número de diputados y senadores, la que propondrá a ambas Cámaras la forma y modo de resolver las dificultades.

Título VII

DEL CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS Y DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA



Artículo 66.- El Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias determinará, con cargo al presupuesto del Congreso Nacional y conforme a los principios que rigen la actividad parlamentaria, el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso de los fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Para efectuar dicha labor, el Consejo oirá a las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados.



Se entenderá por función parlamentaria todas las actividades que realizan senadores y diputados para dar cumplimiento a las funciones y atribuciones que les confieren la Constitución y las leyes. Ella comprende la tarea de representación popular y las diversas labores políticas que llevan a cabo aquéllos y los comités parlamentarios.



El Consejo estará integrado por:


a) Un ex consejero del Banco Central y un ex decano de una facultad de Administración, de Economía o de Derecho de cualquier universidad acreditada oficialmente por el Estado;


b) Un ex senador y un ex diputado que se hayan desempeñado como parlamentarios durante un mínimo de ocho años, y 



c) Un ex Ministro de Hacienda, o un ex Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, o un ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


Los consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.



El Consejo ejercerá sus funciones en el período legislativo siguiente a aquel en que haya sido elegido.



El Consejo será presidido por el consejero que determinen sus miembros; sesionará y adoptará sus acuerdos por la mayoría de éstos, y deberá reunirse a lo menos una vez al año.



Los consejeros serán elegidos, con a lo menos sesenta días de anticipación al término de cada período legislativo, por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de una Comisión Bicameral compuesta por igual número de senadores y diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, respectivamente. Las vacantes de  miembros del Consejo se proveerán de igual forma, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se produzcan. El reemplazante durará en el cargo hasta completar el período que le restaba al consejero sustituido.



Los consejeros serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a petición del Presidente del Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de diez diputados.


El Consejo Resolutivo se constituirá al inicio de cada período legislativo, oportunidad en que fijará sus normas de funcionamiento interno en todo lo no regulado por el reglamento que deberá dictar una Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y cuatro senadores, elegidos por la Sala de la Corporación a la que pertenecen. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.



La Mesa de cada Cámara ejecutará los acuerdos del Consejo desde que se dé cuenta de ellos y ordenará publicarlos en el sitio electrónico de la respectiva Corporación.



El Senado y la Cámara de Diputados proporcionarán al Consejo Resolutivo la información que requiera y le entregarán, por iguales partes, los medios y recursos necesarios para su funcionamiento.



Artículo 66 A.- El Comité de Auditoría Parlamentaria será un servicio común del Congreso Nacional y estará encargado de controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales. A propuesta de una Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y cuatro senadores, elegidos por la Sala de la Corporación a la que pertenecen, se reglamentará la forma en que el Comité cumplirá sus funciones. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.



El Comité de Auditoría estará integrado por:



a) Un abogado y un contador auditor, con a lo menos diez años de ejercicio de la profesión. Cada uno será seleccionado por una comisión bicameral, compuesta por igual número de senadores y diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, respectivamente, de una nómina de tres personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública, y


b) Un profesional seleccionado, mediante concurso público convocado por la comisión bicameral señalada en la letra anterior, de entre quienes hayan ocupado por más de diez años un cargo directivo en la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros, quien lo presidirá.



Los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de la Comisión Bicameral a que se refieren las letras anteriores. Durarán seis años en su cargo, no podrán ser reelegidos y serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores o diputados en ejercicio, a petición del Presidente del Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de diez diputados. Las vacantes que se produzcan se proveerán, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se originan, en la misma forma como fue designado quien dejó de servir el cargo.



Artículo 66 B.- Las auditorías serán anuales, por el período de doce meses que se inicia cada 1 de abril. El Comité de Auditoría Parlamentaria deberá emitir su informe antes del 30 de junio de cada año.



El Comité deberá establecer procedimientos de control periódicos, tales como citar a los parlamentarios para formularles sugerencias con el fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma en que están utilizando los fondos y recursos asignados, y efectuar visitas para fiscalizar en terreno su uso.



Los comités parlamentarios que dejen de existir por cualquier causa deberán rendir cuenta ante el Comité de Auditoría Parlamentaria de los fondos y recursos que recibieron y que no hubieren sido auditados.



Las observaciones que formulare el Comité de Auditoría Parlamentaria serán notificadas al parlamentario o comité respectivo para que, dentro de los treinta días siguientes, realice sus aclaraciones. Los reparos u objeciones que no sean corregidos se pondrán  en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según el caso. Sin perjuicio de lo anterior, dichas comisiones, en cualquier momento y frente antecedentes graves que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité realice un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o comité han utilizado los recursos y fondos que han recibido de la Corporación a que pertenece.


A más tardar el 31 de agosto de cada año, la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados resolverán todos los asuntos sometidos a su consideración en esta materia. Dentro de los cinco días siguientes a la fecha indicada se publicarán en el sitio electrónico de cada Cámara todas las auditorías.


Si alguna de las Comisiones señaladas en el inciso anterior estimare, en cualquier tiempo, que los hechos que dan lugar a los reparos u objeciones, pudieren revestir carácter de delito, deberá poner los antecedentes en conocimiento de la Mesa de la Corporación a que pertenece el respectivo parlamentario.”.”.

A continuación, intercalar los siguientes números 32, 33 y 34, nuevos:



“32.- Intercálase, a continuación del epígrafe “TÍTULO FINAL”, el siguiente artículo 66 C, nuevo:



“Artículo 66 C.- Corresponde al Presidente de cada Cámara ejercer acciones en representación de ésta ante el Tribunal Constitucional y los tribunales superiores de justicia. Asimismo, le corresponderá denunciar los hechos que conozca en función de su cargo y que revistan caracteres de delito y se vinculen con el mal uso de los recursos destinados a financiar la función parlamentaria. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del ministerio público para ejercer la acción penal.



En todo lo demás, la representación judicial y extrajudicial de cada Cámara corresponde al respectivo Secretario General.”.


33.- El artículo 53 pasa a ser artículo 67, sin enmiendas.



34.-Introdúcense, en el inciso primero del artículo 54, que pasa a ser artículo 68, las siguientes modificaciones:



a) Sustitúyese, en su segunda oración, la expresión “el Congreso Nacional” por “cada Cámara”.



b) Intercálase, en su tercera oración, a continuación de la palabra “efectos” la frase “y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 66 A.”.



35.- Los artículos 55 y 56 pasan a ser artículos 69 y 70, respectivamente, sin enmiendas.

Número 25

Del Senado



Pasa a ser número 36, sin enmiendas.

Número 18

De la Cámara de Diputados

Número 26

Del Senado



Suprimirlo.

A continuación, agregar los siguientes artículos transitorios:

“Artículos transitorios



Artículo 1°.- El mayor gasto que genere la aplicación de esta ley, incluido el que irrogue el funcionamiento del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y del Comité de Auditoría Parlamentaria, durante el ejercicio presupuestario en que ésta entre en vigencia, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional. El Senado y la Cámara de Diputados concurrirán, por iguales partes, a solventarlo, efectuando los traspasos internos que fueren necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918.



Artículo 2°.- El primer Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias se elegirá dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley.



Artículo 3°.- El reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria deberá quedar aprobado a más tardar dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley. Las designaciones del primer Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuarse a más tardar el 31 de enero de 2010 y el Comité deberá constituirse antes del 31 de marzo de 2010.



Artículo 4°.- Mientras no inicie su funcionamiento el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, las respectivas comisiones de régimen de cada Cámara conservarán sus atribuciones para establecer el destino de los fondos públicos destinados para el ejercicio de la función parlamentaria.



Asimismo, en tanto no comience a funcionar el Comité de Auditoría Parlamentaria, las comisiones revisoras de cuentas de cada Corporación seguirán efectuando el control de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria. Las comisiones revisoras de cuentas, además del informe respecto del ejercicio terminado el 31 de diciembre de 2009, deberán emitir un informe complementario, relativo al uso de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria, en el período comprendido entre el 1 de enero de 2010 y el 31 de marzo del mismo año.



Los informes sobre rendiciones de cuenta que conozca cada Cámara y que no sean observados, se entenderán aprobados y no podrán ser objeto de nuevas revisiones.



Artículo 5º.- El Senado sólo podrá adoptar el acuerdo a que se refiere el inciso primero del artículo 3º A hasta el 11 de marzo de 2010.”.
- - -



Puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, en lo pertinente, a lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:


1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2º:



a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 2°.- Quedarán sujetas a las normas de esta ley la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional; la aprobación o rechazo de los tratados internacionales; la calificación de las urgencias; las observaciones o vetos del Presidente de la República; las acusaciones que formule la Cámara de Diputados y su conocimiento por el Senado, y el funcionamiento y las atribuciones de las comisiones investigadoras.”.



b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Congreso Nacional” la frase “, del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, del Comité de Auditoría Parlamentaria”.



c) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase inicial “A las Comisiones de Régimen del Senado y de la Cámara de Diputados les corresponderá” por “Cada Cámara deberá tener una Comisión de Régimen encargada de”.


d) Reemplázase, en el inciso séptimo, la expresión “de acuerdo al Reglamento” por “en su calidad de jefes superiores de Servicio”.



2.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “de un Centro de Informática y Computación,” por “de un Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de un Comité de Auditoría Parlamentaria”.


3.- Intercálase el siguiente artículo 3° A, nuevo:



“Artículo 3° A.- Cada Cámara podrá acordar autónomamente, previo informe favorable de la Comisión de Régimen respectiva, la forma de contratar de conformidad a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias a quienes prestarán servicios a los comités parlamentarios y a los diputados o senadores, durante el desempeño de sus cargos y en labores que digan relación con el ejercicio de la función parlamentaria.



Con todo, dichos trabajadores deberán cumplir las normas de probidad que establezca el reglamento a que se refiere el inciso cuarto, debiendo incluirse en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga.



Sin perjuicio de las causales previstas en los artículos 159 y 160 del Código del Trabajo, la relación laboral a que se refiere el inciso primero terminará siempre por la pérdida de confianza del comité o parlamentario para quien prestaba sus servicios, así como por la cesación en el cargo del parlamentario para el que fue contratado. Deberá pagarse al trabajador, al momento del término, una indemnización que en cuanto a su monto y límites quedará sujeta a lo previsto en el inciso segundo del artículo 163 de dicho Código.



Cada Cámara, a propuesta de la Comisión de Régimen respectiva, dictará un reglamento que establecerá los rangos mínimos y máximos a que se someterá el régimen de remuneraciones de las personas contratadas de conformidad al inciso primero, garantizando la sujeción  de éste a criterios de objetividad, transparencia y no discriminación arbitraria. Asimismo, regulará las formalidades para invocar alguna de las causales de cesación a que se refiere el inciso tercero y, en general, toda otra norma para la adecuada aplicación de este artículo.



El reglamento a que se refiere el inciso anterior, determinará los casos en que se podrá contratar sobre la base de honorarios la prestación de los servicios a que se refiere el inciso primero.”.



4.- Agréganse, en el artículo 4°, los siguientes incisos segundo a quinto, nuevos:


“Las Cámaras establecerán en sus reglamentos las disposiciones que cautelen el acceso del público a la información, en conformidad a la ley N° 20.285.



Los referidos reglamentos deberán señalar las autoridades u organismos internos encargados de responder las consultas que se formulen y el procedimiento a que se sujetarán los reclamos. Sin perjuicio de las causales establecidas en esta ley, se podrá denegar la entrega de información en virtud de las señaladas en la ley N° 20.285.



Las reclamaciones se resolverán en única instancia por la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según corresponda. Lo dispuesto en los artículos 24 a 30 y 33 de la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado no se aplicará al Congreso Nacional ni a sus servicios comunes.


Corresponderá, a la Comisión Bicameral a que se refiere el inciso cuarto del artículo 2° resolver, en única instancia, los reclamos que se formulen en contra de los servicios comunes del Congreso Nacional.”.



5.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 5°, por los siguientes:



“Cada Cámara, una vez instalada, dará inicio a sus actividades de acuerdo con el calendario de sesiones que fije.



El cuadrienio que se inicia con la instalación del Congreso Nacional constituirá un período legislativo.



La primera sesión de cada período legislativo será la siguiente a la de instalación.



Para los efectos de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 51 de la Constitución Política de la República, corresponderá al Presidente de cada Corporación verificar el cumplimiento de los requisitos para desempeñar el cargo de diputado o senador, según corresponda.”.



6.- Sustitúyese el inciso final del artículo 5° A, por los siguientes:



“El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.



Las sesiones de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.



Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios. En todo caso, las grabaciones de audio de las sesiones de las comisiones y de los comités tendrán el carácter de reservadas.



Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizadas.



Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por la mayoría absoluta de sus miembros.



Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva Corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.



Dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.



Cada Cámara deberá tener una Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria encargada de velar, de oficio o a petición de un parlamentario, por el respeto de los principios de probidad, transparencia y acceso a la información pública, y de conocer y sancionar las faltas a la ética parlamentaria de los miembros de sus respectivas Corporaciones. Cada Cámara elegirá a los integrantes de estas comisiones por los tres quintos de sus miembros en ejercicio. No podrán formar parte de ellas los miembros de la Mesa de cada Corporación. La comparecencia ante dichas comisiones será obligatoria para el senador o diputado que hubiere sido citado, previo acuerdo adoptado por los dos tercios de sus integrantes, en sesión especialmente convocada al efecto. Los reglamentos de cada Cámara deberán establecer el procedimiento mediante el cual se elegirá a sus integrantes, los tipos de amonestación y el monto de las multas que podrán imponer y el quórum para sesionar y adoptar sus acuerdos y resoluciones, los que serán públicos cuando tengan el carácter de definitivos o así lo acuerde la comisión.”.



7.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5° C:



a).- Agrégase, en el inciso tercero, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.”.



b).- Sustitúyese el inciso cuarto, por el siguiente:



“Los diputados y senadores deberán actualizar su declaración cada vez que se produzca un cambio en sus intereses. Los senadores deberán actualizarla, además, dentro de los treinta días siguientes al inicio de un período legislativo.”.


8.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5° D:



a).- Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 5º D.- Asimismo, los diputados y senadores deberán efectuar, dentro del plazo de treinta días contado desde que hubieren asumido el cargo,  una declaración jurada de patrimonio, en los mismos términos de los artículos 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, ante el Secretario General de la respectiva Corporación, quien la mantendrá para su consulta pública. Un facsímil de las declaraciones deberá ser publicado en los sitios electrónicos de la respectiva Corporación.”.



b).- Agrégase, en el inciso segundo, a continuación del punto aparte, la siguiente oración: “No obstante, los diputados y senadores deberán actualizar su declaración entre los sesenta y los treinta días que anteceden a una elección parlamentaria.”.


c).- Elimínanse los incisos tercero a séptimo.


9.- Intercálase el siguiente artículo 5° E, nuevo:



“Artículo 5° E.- La no presentación oportuna de la declaración de intereses o de la declaración de patrimonio será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.


El incumplimiento de la obligación de actualizar la declaración de intereses o la declaración de patrimonio se sancionará con multa de cinco a quince unidades tributarias mensuales.



Las comisiones  a que se refiere el inciso final del artículo 5° A conocerán y resolverán acerca de la aplicación de dichas sanciones a los miembros de las respectivas Corporaciones.



El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso anterior o por denuncia de cualquier interesado. La formulación de cargos dará al parlamentario afectado el derecho de contestarlos en el plazo de diez días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, siendo ésta apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. 



No obstante lo señalado en los incisos anteriores, el infractor tendrá el plazo fatal de diez días, contado desde la notificación de la resolución que impone la multa, para presentar la declaración omitida o para corregirla. Si así lo hiciere, se podrá rebajar dicha multa.



En caso de reincidencia, se sancionará al parlamentario con una multa equivalente al doble de las indicadas en los incisos primero y segundo.”.



10.- Incorpórase el siguiente artículo 5° F, nuevo:



“Artículo 5° F.- Es deber de los parlamentarios asistir a las sesiones de la Cámara y de las comisiones a que pertenezcan.”.



11.- Sustitúyese el artículo 6°, por el siguiente:



“Artículo 6º.- Cada período de sesiones del Congreso se extenderá entre el 11 de marzo de cada año y el 10 de marzo del año siguiente.



Las reuniones que celebren el Senado, la Cámara de Diputados o el Congreso Pleno se denominarán sesiones.”.



12.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7°, el guarismo “58” por “61”.



13.- Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente:



“Artículo 9°.- Los organismos de la Administración del Estado y las entidades en que el Estado participe o tenga representación en virtud de una ley que lo autoriza, que no forma parte de su Administración y no desarrollen actividades empresariales, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones o por los parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley.



Los informes y antecedentes que revistan el carácter de secretos o reservados sólo podrán ser solicitados por las comisiones o por los parlamentarios en sesión de Sala o de comisión. Se considerará que tienen dicho carácter, aquéllos que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.



Dichos informes y antecedentes serán proporcionados por el servicio, organismo o entidad por medio del Ministro del que dependa o mediante el cual se encuentre vinculado con el Gobierno, manteniéndose los respectivos documentos en reserva o secreto. El Ministro sólo los proporcionará a la comisión respectiva o a la Cámara que corresponda, en su caso, en la sesión secreta que para estos efectos se celebre.



En ningún caso las peticiones de informes importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo de la letra a) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.



Quedarán exceptuados de la obligación señalada en los incisos primero y tercero, los organismos de la Administración del Estado que ejerzan potestades fiscalizadoras, respecto de los documentos y antecedentes que contengan información cuya revelación, aun de manera reservada o secreta, afecte o pueda afectar el desarrollo de una investigación en curso.”.



14.- Intercálase el siguiente artículo 9° A, nuevo:



“Artículo 9° A.- Las empresas públicas creadas por ley, las empresas del Estado y las sociedades en que éste tenga aporte, participación accionaria superior al cincuenta por ciento o mayoría en el directorio, cualquiera sea el estatuto por el que se rijan, incluso aquellas que de acuerdo a su ley orgánica deban ser expresamente mencionadas para quedar obligadas al cumplimiento de ciertas disposiciones, deberán proporcionar los informes y antecedentes específicos que les sean solicitados por las comisiones de las cámaras o por parlamentarios individualizados en sesión de Sala o de comisión.



En el evento que la empresa o sociedad requerida no conteste o deniegue la información solicitada, sin invocar expresamente alguna de las causales de excepción a que se refiere el inciso siguiente, la Contraloría General de la República, transcurridos treinta días contados desde la notificación del requerimiento, de oficio o a solicitud del interesado, podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el artículo 10 de la presente ley.


Con todo, no estarán obligadas a entregar los informes y antecedentes cuando éstos:



a) Se refieran a hechos o antecedentes que tengan el carácter de reservado, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 10 de la ley Nº 18.045 sobre Mercado de Valores; o



b) Contengan información sujeta al deber de reserva establecido en el artículo 43 y en el inciso tercero del artículo 54 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas; o



c) Sean documentos, datos o informaciones que una ley de quórum calificado haya declarado reservados o secretos, de acuerdo a las causales señaladas en el artículo 8° de la Constitución Política.


Para invocar cualquiera de estas causales, será necesario un acuerdo previo adoptado por las tres cuartas partes de los miembros en ejercicio del órgano colegiado encargado de la administración de la empresa o sociedad, o de todos los administradores cuando aquella no corresponda a un órgano colegiado.



Si las comisiones o los parlamentarios insisten en su petición, la empresa o sociedad estará obligada a proporcionar los antecedentes o informes solicitados, salvo que requiera a la Contraloría General para que, previo informe de la Superintendencia de Valores y Seguros, resuelva que concurre alguna de las causales señaladas precedentemente.



En ningún caso las peticiones de informes importarán el ejercicio de las facultades señaladas en el párrafo segundo de la letra c) del número 1) del artículo 52 de la Constitución Política.”.



15.- Reemplázase el artículo 10, por el siguiente:



“Artículo 10.- El jefe superior del respectivo organismo de la Administración del Estado o el representante legal de la entidad, según el caso, requerido en conformidad al artículos 9° que no diere cumplimiento a lo ordenado en esa disposición dentro del plazo de treinta días, será sancionado por la Contraloría General de la República con la medida disciplinaria de multa equivalente a un tercio, media o una remuneración mensual. Asimismo, serán responsables y tendrán idéntica sanción por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de alguna de las Cámaras a la que hubieren sido citados, o la de los funcionarios de su dependencia, cuando la ausencia de éstos les sea imputable. Para estos efectos, la Contraloría General resolverá con el mérito de lo informado por el respectivo jefe o representante y de los antecedentes proporcionados o que estime necesario recabar.



Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo organismo o entidad  a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al referido órgano contralor.



Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que, en su caso, fije la Contraloría General, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble de la indicada en este artículo.



En caso que en el respectivo organismo o entidad cambie la autoridad que ha sido requerida, la Contraloría General fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad al procedimiento antes indicado.”.



16.-Sustitúyese el inciso segundo del artículo 13, por los siguientes:



“Se declararán inadmisibles las mociones que se refieran a materias que, de acuerdo con la Constitución Política, deben tener origen en la otra Cámara o iniciarse exclusivamente por mensaje del Presidente de la República.



En caso que, por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, el Senado o la Cámara de Diputados acuerde pedir al Presidente de la Republica el envío de un mensaje referido a materias que son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, éste último deberá responder la solicitud, por intermedio del Ministro de Estado que corresponda, dentro del plazo de treinta días.”.



17.- Sustitúyese el artículo 15, por el siguiente:



“Artículo 15.- La declaración de inadmisibilidad de un proyecto de ley o de reforma constitucional que vulnere lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65 de la Constitución Política o de la solicitud que formule el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en su artículo 68, será efectuada por el Presidente de la Cámara de origen. No obstante, la Sala de dicha Cámara podrá reconsiderar esa declaración.



Con todo, si en el segundo trámite constitucional, la Sala de la Cámara revisora rechazare la admisibilidad del proyecto aprobado por la Cámara de origen, se constituirá, de conformidad a lo prescrito en el artículo 70 de la Constitución Política, una comisión mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver la discrepancia.



La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.



En ningún caso se admitirá a tramitación un proyecto que proponga conjuntamente normas de ley y de reforma constitucional, o que no cumpla con los requisitos establecidos en los artículos anteriores.”.


18.- Sustitúyese en el artículo 16 el guarismo “74” por “77”.



19.- Intercálase, a continuación del artículo 17, el siguiente artículo 17 A, nuevo:



“Artículo 17 A.- La Sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa Cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre si relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.”.



20.- Reemplázase, en el inciso primero del artículo 19, la frase “antes del término de la legislatura ordinaria” por “dentro del mes de septiembre de cada año”.



21.- Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:



“Artículo 20.- Las comisiones mixtas a que se refieren los artículos 70 y 71 de la Constitución Política se integrarán por igual número de miembros de cada Cámara, conforme a lo que establezcan las normas reglamentarias que ambas acuerden, las que señalarán las mismas atribuciones y deberes para los senadores y diputados.”.



22.- Intercálase, en el artículo 22, luego de la voz  “debates,” la frase “de conformidad con lo señalado en los artículos 9°, 9° A  y 10,”.



23.- Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:



“Artículo 25.- Corresponderá al Presidente de la Sala o comisión la facultad de resolver la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad que se formule respecto de las indicaciones a que se refiere el artículo anterior. No obstante, a petición de cualquiera de sus miembros, la Sala o la comisión, en su caso, podrá reconsiderar de inmediato la resolución de su presidente.



La declaración de inadmisibilidad puede ser hecha por el Presidente de la Cámara respectiva o de una comisión, de propia iniciativa o a petición de algún miembro de la Corporación, en cualquier momento de la discusión del proyecto.



La circunstancia de que no se haya planteado la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación durante la discusión en general en la Sala, no obsta a la facultad del Presidente de la comisión para hacer la declaración correspondiente o para consultar a la comisión en caso de duda.



Una vez resuelta por la Sala o por su Presidente la cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación, ella no podrá ser revisada en comisiones.



La cuestión de admisibilidad o inadmisibilidad de indicaciones resuelta en comisiones no obsta a la facultad de la Sala de la Cámara respectiva para hacer la declaración de admisibilidad o inadmisibilidad de tales indicaciones.”.


24.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 26 por los siguientes, pasando los actuales incisos segundo y tercero, a ser tercero y cuarto, respectivamente:



“Artículo 26.- El Presidente de la República, de conformidad con el artículo 74 de la Constitución, podrá hacer presente la urgencia para el despacho de un proyecto de ley, en uno o en todos sus trámites y, en tal caso, la Cámara respectiva deberá pronunciarse dentro del plazo máximo de treinta días.



La calificación deberá hacerla en el correspondiente mensaje o mediante oficio que dirigirá al Presidente de la Cámara donde se encuentre el proyecto, y podrá ser simple, suma o de discusión inmediata, lo que se expresará en el mismo documento. Si así no lo hiciere, se considerará que la urgencia es simple.”.



25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:



a).- Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:



“Artículo 27. Cuando un proyecto sea calificado de simple urgencia, su discusión y votación en la Cámara requerida deberán quedar terminadas en el plazo de treinta días; si la calificación fuere de suma urgencia, ese plazo será de quince días y, si se solicitare discusión inmediata, será de seis días.”.



b).- Agrégase, en el inciso segundo, sustituyendo el punto final por un punto seguido, la siguiente oración: “Con todo, los oficios de retiro de urgencia regirán en el acto mismo en que sean recibidos en la Secretaría de la Cámara respectiva.”.



26.- Modifícase el artículo 28, en el siguiente sentido:



a).-Reemplázanse, en el inciso segundo, los términos “cuatro días” y “tres días” por “cinco días”.



b).- Sustitúyanse, en el inciso tercero, los términos “un día” y “uno”, por los siguientes: “dos días” y “dos”, respectivamente.



27.- Sustitúyese el artículo 29, por el siguiente:



“Artículo 29.- El término del respectivo período de sesiones dará lugar a la caducidad de las urgencias que se encontraren pendientes en cada Cámara, salvo las que se hayan presentado en el Senado para los asuntos a que se refiere el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.”.



28.- Sustitúyese el artículo 31, por el siguiente:



“Artículo 31. Las proposiciones de las comisiones mixtas no podrán ser objeto de indicaciones y se votarán en la forma en que exprese el informe. Si en éste nada se dice, se votarán en conjunto. Con todo, deberán aprobarse con la votación que corresponda a la naturaleza de las normas legales propuestas.”.



29.- Agrégase, al inciso tercero del artículo 32, la siguiente oración: “La circunstancia de que no se haya declarado tal inadmisibilidad no obstará a la facultad de las comisiones para hacerla. Dicha declaración podrá ser revisada por la Sala.”.



30.- Sustitúyese, en los artículos 37, 39 y 47, el guarismo “48” por “52”.



31.- Intercálanse, a continuación del artículo 52, los siguientes Títulos V, VI y VII, nuevos:

“Título V

DE LAS COMISIONES ESPECIALES INVESTIGADORAS



Artículo 53.- La Cámara de Diputados creará, con el acuerdo de a lo menos dos quintos de sus miembros en ejercicio, comisiones especiales investigadoras con el objeto de reunir informaciones relativas a determinados actos del Gobierno.



Estas comisiones, ni aun por la unanimidad de sus integrantes, podrán extender su cometido al conocimiento de materias no incluidas en el objeto o finalidad considerado en el acuerdo que dio lugar a su formación.



Las comisiones especiales de investigación estarán integradas por el número de miembros que determine el Reglamento de la Cámara de Diputados.



La competencia de estas comisiones se extinguirá al expirar el plazo que les haya fijado la Cámara para el cumplimiento de su cometido. Con todo, dicho plazo podrá ser ampliado por la Cámara, con el voto favorable de la mayoría de los diputados presentes, siempre que la comisión haya solicitado la ampliación antes de su vencimiento.



La última sesión que una comisión especial investigadora celebre dentro del plazo se entenderá prorrogada hasta por quince días, exclusivamente para que aquella acuerde las conclusiones y proposiciones sobre la investigación que habrá de incluir en su informe a la Sala.



En todo caso, el término del respectivo período legislativo importará la disolución de las comisiones especiales investigadoras.



Artículo 54.- Las comisiones especiales investigadoras podrán citar a sus sesiones a los Ministros de Estado, a los funcionarios de la Administración del Estado, al personal de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, quienes estarán obligados a comparecer y a suministrar en forma veraz y completa los antecedentes y las informaciones que les sean requeridos y que se refieran a su cometido. En caso de incumplimiento de estas obligaciones, se aplicarán las sanciones establecidas en el artículo 10. Tratándose de Ministros de Estado, podrán hacerse efectivas las responsabilidades correspondientes.



Los Ministros de Estado no podrán ser citados más de tres veces a una misma comisión investigadora, sin previo acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.



Las citaciones y las solicitudes de antecedentes, serán acordadas a petición de un tercio de los miembros de la comisión especial investigadora.



Las citaciones podrán ser extendidas al funcionario directamente o por intermedio del jefe superior del respectivo Servicio. En el primer caso se enviará copia de la citación a este último para el solo efecto de su conocimiento.



Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la citación se dirigirá a quienes corresponda su representación legal, los cuales podrán comparecer acompañados de las personas que designe su órgano de administración.



En el caso de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, la citación se hará llegar al superior jerárquico de la respectiva institución, por medio del Ministro de Estado que corresponda.



Las autoridades, los funcionarios y las personas citadas conforme a lo anterior, estarán obligados a comparecer a la sesión fijada por la comisión.



Asimismo, dichas personas deberán suministrar los antecedentes y las informaciones que les solicite la Comisión. Si aquéllos se refieren a asuntos que conforme a una ley de quórum calificado tengan el carácter de secretos o reservados, sólo podrán ser proporcionados en sesión secreta por el Ministro de cuya cartera dependa o se relacione el organismo requerido o por el representante legal de la empresa en que labora la persona que deba entregarlos. Los antecedentes proporcionados deberán mantenerse en reserva o secreto.



Las solicitudes de antecedentes serán dirigidas al Ministro o al jefe superior del Servicio a cuyo sector o ámbito de competencias correspondan las informaciones solicitadas. Tratándose de las empresas del Estado o de aquéllas en que éste tenga participación mayoritaria, la solicitud se dirigirá a quienes corresponda su representación legal. 



Artículo 55.- Las personas citadas por una comisión especial investigadora que se encontraren en alguna de las situaciones de excepción descritas en los artículos 302, 303 y 305 del Código Procesal Penal, no estarán obligadas a prestar declaración. Sin embargo, deberán concurrir a la citación y dejar constancia de los motivos que dan origen a la facultad de abstenerse que invoquen.



Artículo 56.- Si fuere estrictamente necesario para el resultado de la investigación, por acuerdo de la mayoría de los miembros se podrá recabar el testimonio de particulares o requerirles los antecedentes que se estimen pertinentes y necesarios para el cumplimiento del cometido de la comisión especial investigadora.



Artículo 57.- Quienes concurran a las sesiones de las comisiones especiales investigadoras podrán asistir acompañados de un asesor o letrado con el fin de que les preste asesoría  y les proporcione los antecedentes escritos u orales que necesiten para responder a las consultas que se les formulen.



Al Presidente de la comisión especial investigadora le corresponderá cuidar que se respeten los derechos de quienes concurran a sus sesiones o sean mencionados en ellas. De modo especial, velará que no se les falte el respeto con acciones o palabras descomedidas o con imputaciones de intenciones o propósitos opuestos a sus deberes, y que se salvaguarden el respeto y la protección a la vida privada y a la honra de la persona y de su familia, el secreto profesional y los demás derechos constitucionales.



Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, el Presidente podrá, entre otras medidas, hacer llamados al orden, suspender la sesión, excusar temporalmente al afectado de permanecer en la sesión, prescindir de la declaración de quien ha incurrido en la falta o amonestar o censurar al o a los infractores, en conformidad al reglamento.



Las personas ofendidas o injustamente aludidas en el transcurso de una investigación tendrán derecho a aclarar o rectificar tales alusiones, si así lo estimaren pertinente.



La comparecencia de una persona a una comisión especial investigadora, constituirá siempre justificación suficiente cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para cumplir obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo ninguna circunstancia.



Artículo 58.- El informe de las comisiones especiales investigadoras deberá consignar las menciones que indique el reglamento de la Cámara de Diputados.



Una copia del informe aprobado por la Cámara deberá remitirse al Presidente de la República.

Título VI

DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES



Artículo 59.- La aprobación de un tratado requerirá de los quórum que corresponda, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 54 y 66 de la Constitución Política de la República, y se someterá, en lo pertinente, a los trámites de una ley.



Para los efectos del inciso anterior, las Cámaras se pronunciarán sobre la aprobación o rechazo del tratado, en votación única y con el quórum más elevado que corresponda a las materias reguladas por sus normas, dejando constancia de cuáles son las que han requerido quórum calificado u orgánico constitucional.



Durante la discusión de los tratados, sólo podrá corregirse el texto de la parte dispositiva del proyecto de acuerdo propuesto por el Presidente de la República, con el único objeto de precisar el título o composición formal del tratado, su fecha y lugar de celebración, según conste en el texto autenticado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, sometido a la consideración del Congreso Nacional.



Artículo 60.- Si el tratado contiene alguna disposición que incida en la organización y atribuciones de los tribunales, deberá oírse previamente a la Corte Suprema, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política.



Artículo 61.- El Presidente de la República informará al Congreso sobre el contenido y el alcance del tratado, así como de las reservas que pretenda confirmar o formularle.



Artículo 62.- La sugerencia de formular reservas y declaraciones interpretativas, en conformidad a lo establecido en el párrafo tercero del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, puede tener su origen en cualquiera de las Cámaras. Si una de ellas la aprueba, dicha sugerencia pasará a la otra para que se pronuncie, y si ésta la acepta, se comunicará al Presidente de la República tal circunstancia.



Para el efecto de lo dispuesto en el párrafo octavo del número 1) del artículo 54 de la Constitución Política, el Presidente de la Cámara de origen, en la comunicación al Presidente de la República de la aprobación del tratado por el Congreso Nacional, consignará las reservas que éste ha tenido en consideración al momento de aprobarlo.



Artículo 63.- Si el Presidente de la República adopta la decisión de denunciar un tratado o retirarse de él, deberá pedir la opinión de ambas Cámaras del Congreso, en el caso de tratados que hayan sido aprobados por éste.



El Congreso dará a conocer su opinión, por escrito, dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita dicha opinión. Transcurrido este lapso sin que el Congreso emita su parecer, el Presidente de la República podrá prescindir de éste para efectuar la denuncia o el retiro.



La Cámara a la que se le pida opinión en primer término deberá emitir su parecer en un plazo no superior a quince días, al término del cual, con o sin su pronunciamiento, pasará a la otra para que se manifieste dentro del mismo plazo.



Producida la denuncia o el retiro, el Presidente de la República deberá informar de ello, dentro de los quince días siguientes, al Congreso Nacional.



Artículo 64.- El retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, requerirá previo acuerdo de éste en conformidad con lo establecido en la presente ley.



El oficio por el cual el Presidente de la República solicita el acuerdo señalado en el inciso anterior será presentado a una de las Cámaras, la que deberá aprobarlo o rechazarlo en un plazo no superior a diez días contado desde la recepción del oficio, al término del cual, habiéndose pronunciado o no sobre la solicitud, pasará a la otra para que se manifieste dentro de igual plazo. Transcurridos treinta días desde que fuere recibido el oficio sin que el Congreso Nacional se pronuncie, se tendrá por aprobado el retiro de la reserva.



Artículo 65.- Si alguna de las Cámaras rechaza lo acordado por la otra en el trámite de aprobación de un tratado internacional se formará una Comisión Mixta en los términos previstos en el artículo 70 de la Constitución Política. Si la discrepancia se presenta en el trámite  de sugerir la formulación de reservas y declaraciones interpretativas o de retiro de una reserva que haya formulado el Presidente de la República y que tuvo en consideración el Congreso Nacional al momento de aprobar un tratado, se constituirá una comisión mixta, de igual número de diputados y senadores, la que propondrá a ambas Cámaras la forma y modo de resolver las dificultades.

Título VII

DEL CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS Y DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA



Artículo 66.- El Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias determinará, con cargo al presupuesto del Congreso Nacional y conforme a los principios que rigen la actividad parlamentaria, el monto, el destino, la reajustabilidad y los criterios de uso de los fondos públicos destinados por cada Cámara a financiar el ejercicio de la función parlamentaria. Para efectuar dicha labor, el Consejo oirá a las Comisiones de Régimen Interior del Senado y de Régimen Interno de la Cámara de Diputados. 



Se entenderá por función  parlamentaria todas las actividades que realizan senadores y diputados para dar cumplimiento a las funciones y atribuciones que les confieren la Constitución y las leyes. Ella comprende la tarea de representación popular y las diversas labores políticas que llevan a cabo aquéllos y los comités parlamentarios.


El Consejo estará integrado por: 



a) Un ex consejero del Banco Central y un ex decano de una facultad de Administración, de Economía o de Derecho de cualquier universidad acreditada oficialmente por el Estado; 



b) Un ex senador y un ex diputado que se hayan desempeñado como parlamentarios durante un mínimo de ocho años, y 



c) Un ex Ministro de Hacienda, o un ex Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, o un ex Director de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 



Los consejeros durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos.



El Consejo ejercerá sus funciones en el período legislativo siguiente a aquel en que haya sido elegido.



El Consejo será presidido por el consejero que determinen sus miembros; sesionará y adoptará sus acuerdos por la mayoría de éstos, y deberá reunirse a lo menos una vez al año.



Los consejeros serán elegidos, con a lo menos sesenta días de anticipación al término de cada período legislativo, por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de una Comisión Bicameral compuesta por igual número de senadores y diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, respectivamente. Las vacantes de  miembros del Consejo se proveerán de igual forma, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se produzcan. El reemplazante durará en el cargo hasta completar el período que le restaba al consejero sustituido.



Los consejeros serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a petición del Presidente del Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de diez diputados.



El Consejo Resolutivo se constituirá al inicio de cada período legislativo, oportunidad en que fijará sus normas de funcionamiento interno en todo lo no regulado por el reglamento que deberá dictar una Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y cuatro senadores, elegidos por la Sala de la Corporación a la que pertenecen. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.



La Mesa de cada Cámara ejecutará los acuerdos del Consejo desde que se dé cuenta de ellos y ordenará publicarlos en el sitio electrónico de la respectiva Corporación. 



El Senado y la Cámara de Diputados proporcionarán al Consejo Resolutivo la información que requiera y le entregarán, por iguales partes, los medios y recursos necesarios para su funcionamiento. 



Artículo 66 A.- El Comité de Auditoría Parlamentaria será un servicio común del Congreso Nacional y estará encargado de controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales. A propuesta de una Comisión Bicameral integrada por cuatro diputados y cuatro senadores, elegidos por la Sala de la Corporación a la que pertenecen, se reglamentará la forma en que el Comité cumplirá sus funciones. Este reglamento deberá ser aprobado, con las formalidades que rigen la tramitación de un proyecto de ley, por la mayoría absoluta de los miembros presentes del Senado y de la Cámara de Diputados.



El Comité de Auditoría estará integrado por:



a) Un abogado y un contador auditor, con a lo menos diez años de ejercicio de la profesión. Cada uno será seleccionado por una Comisión Bicameral, compuesta por igual número de senadores y diputados, quienes deberán ser integrantes de la Comisión de Régimen Interior del Senado y de la de Régimen Interno de la Cámara de Diputados, respectivamente, de una nómina de tres personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública, y 



b) Un profesional seleccionado, mediante concurso público convocado por la Comisión Bicameral señalada en la letra anterior, de entre quienes hayan ocupado por más de diez años un cargo directivo en la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros, quien lo presidirá. 



Los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los senadores y diputados en ejercicio, a propuesta de la Comisión Bicameral a que se refieren las letras anteriores. Durarán seis años en su cargo, no podrán ser reelegidos y serán inamovibles, salvo que incurran en incapacidad o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, así calificada por los tres quintos de los senadores o diputados en ejercicio, a petición del Presidente del Senado, o del Presidente de la Cámara de Diputados, o de cinco senadores, o de diez diputados. Las vacantes que se produzcan se proveerán, dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que se originan, en la misma forma como fue designado quien dejó de servir el cargo.



Artículo 66 B.- Las auditorías serán anuales, por el período de doce meses que se inicia cada 1 de abril. El Comité de Auditoría Parlamentaria deberá emitir su informe antes del 30 de junio de cada año.



El Comité deberá establecer procedimientos de control periódicos, tales como citar a los parlamentarios para formularles sugerencias con el fin de corregir las deficiencias que detecte en la forma en que están utilizando los fondos y recursos asignados, y efectuar visitas para fiscalizar en terreno su uso. 



Los comités parlamentarios que dejen de existir por cualquier causa deberán rendir cuenta ante el Comité de Auditoría Parlamentaria de los fondos y recursos que recibieron y que no hubieren sido auditados.



Las observaciones que formulare el Comité de Auditoría Parlamentaria serán notificadas al parlamentario o comité respectivo para que, dentro de los treinta días siguientes, realice sus aclaraciones. Los reparos u objeciones  que no sean corregidos se pondrán  en conocimiento de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados, según el caso. Sin perjuicio de lo anterior, dichas comisiones, en cualquier momento y frente antecedentes graves que conozcan, podrán solicitar que el mencionado Comité realice un examen pormenorizado de la forma en que un parlamentario o comité han utilizado los recursos y fondos que han recibido de la Corporación a que pertenece. 



A más tardar el 31 de agosto de cada año, la Comisión de Ética y Transparencia del Senado o de la Cámara de Diputados resolverán todos los asuntos sometidos a su consideración en esta materia. Dentro de los cinco días siguientes a la fecha indicada se publicarán en el sitio electrónico de cada Cámara todas las auditorías.



Si alguna de las Comisiones señaladas en el inciso anterior estimare, en cualquier tiempo, que los hechos que dan lugar a los reparos u objeciones, pudieren revestir carácter de delito, deberá poner los antecedentes en conocimiento de la Mesa de la Corporación a que pertenece el respectivo parlamentario.”.


32.- Intercálase, a continuación del epígrafe “TÍTULO FINAL”, el siguiente artículo 66 C, nuevo:



“Artículo 66 C.- Corresponde al Presidente de cada Cámara ejercer acciones en representación de ésta ante el Tribunal Constitucional y los tribunales superiores de justicia. Asimismo, le corresponderá denunciar los hechos que conozca en función de su cargo y que revistan caracteres de delito y se vinculen con el mal uso de los recursos destinados a financiar la función parlamentaria. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del ministerio público para ejercer la acción penal.



En todo lo demás, la representación judicial y extrajudicial de cada Cámara corresponde al respectivo Secretario General.”.



33.- El artículo 53 pasa a ser artículo 67, sin enmiendas.



34.- Introdúcense, en el inciso primero del artículo 54, que pasa a ser artículo 68, las siguientes modificaciones:



a) Sustitúyese, en la segunda oración, la expresión “el Congreso Nacional” por “cada Cámara”.



b) Intercálase, en la tercera oración, a continuación de la palabra “efectos”, la frase “y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 66 A”.



35.- Los artículos 55 y 56 pasan a ser artículos 69 y 70, respectivamente, sin enmiendas.



36.- Reemplázase, en el artículo 3° transitorio, el guarismo “48” por “52”.”

Artículos transitorios



Artículo 1°.- El mayor gasto que genere la aplicación de esta ley, incluido el que irrogue el funcionamiento del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y del Comité de Auditoría Parlamentaria, durante el ejercicio presupuestario en que ésta entre en vigencia, se financiará con cargo a los recursos ordinarios que considera el presupuesto del Congreso Nacional. El Senado y la Cámara de Diputados concurrirán, por iguales partes, a solventarlo, efectuando los traspasos internos que fueren necesarios, de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la ley N° 18.918.



Artículo 2°.- El primer Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias se elegirá dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley.



Artículo 3°.- El reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria deberá quedar aprobado a más tardar dentro de los sesenta días siguientes a la publicación de esta ley. Las designaciones del primer Comité de Auditoría Parlamentaria deberán efectuarse a más tardar el 31 de enero de 2010 y el Comité deberá constituirse antes del 31 de marzo de 2010.



Artículo 4°.- Mientras no inicie su funcionamiento el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, las respectivas comisiones de régimen de cada Cámara conservarán sus atribuciones para establecer el destino de los fondos públicos para el ejercicio de la función parlamentaria.



Asimismo, en tanto no comience a funcionar el Comité de Auditoría Parlamentaria, las comisiones revisoras de cuentas de cada Corporación seguirán efectuando el control de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria. Las comisiones revisoras de cuentas, además del informe respecto del ejercicio terminado el 31 de diciembre de 2009, deberán emitir un informe complementario, relativo al uso de los fondos públicos destinados al ejercicio de la función parlamentaria, en el período comprendido entre el 1 de enero de 2010 y el 31 de marzo del mismo año.



Los informes sobre rendiciones de cuenta que conozca cada Cámara y que no sean observados, se entenderán aprobados y no podrán ser objeto de nuevas revisiones.”.



Artículo 5º. El Senado sólo podrá adoptar el acuerdo a que se refiere el inciso primero del artículo 3º A hasta el 11 de marzo de 2010.”.

________________

Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector 

Público para el año 2010


El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del Director de Presupuestos, señor Alberto Arenas, lo que así se acuerda.


El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2010, que tiene el Boletín N° 6.707-05.


Añade que la controversia entre las dos ramas del Congreso se suscitó por el rechazo de la Cámara de Diputados a las enmiendas introducidas por el Senado en la Partida del Ministerio de Educación.



Agrega que la Comisión Mixta consigna, en su informe, la proposición destinada a resolver las discrepancias suscitadas, consistente en reponer, en todos los capítulos y programas de dicha Partida, los gastos variables, disminuidos a mil pesos en el tercer trámite constitucional. Asimismo, se reponen las glosas e incisos de glosas aprobados por el Senado y que habían sido rechazados por la Cámara de Diputados.



Precisa que lo anterior fue aprobado por 7 votos a favor (Honorables Senadores señores Escalona, García, Longueira y Sabag, y Honorables Diputados señora Vidal y señores Godoy y Ortiz) y 3 en contra (Honorable Senador señor Ominami, y Honorables Diputados señores Espinosa y Kast).



Destaca que la Comisión Mixta concordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, en intercalar un inciso tercero, nuevo, en la Glosa 09 del Capítulo 01, Programa 01, Subsecretaría de Educación, referida al financiamiento de la ejecución de proyectos de infraestructura o equipamiento y mobiliario educacional, y la compra de terrenos para establecimientos o locales educacionales del sector municipal. La disposición regula los concursos anuales de la jornada escolar completa y establece que durante el año 2010 podrán destinarse hasta 30 mil millones de pesos para servir de complemento a los proyectos municipales que no hayan podido iniciar su ejecución.



Cabe mencionar que la Cámara de Diputados aprobó, el día de hoy, la proposición de la Comisión Mixta.



Así, dicha Comisión, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente proposición:

“09 MINISTERIO DE EDUCACIÓN



- Reponer, en todos los capítulos y programas de esta Partida, los gastos variables que hayan sido disminuidos a $1 miles en el tercer trámite en la Honorable Cámara de Diputados, adecuándose a las cifras aprobadas por el Honorable Senado y comunicadas mediante Oficio N° 959/SEC/09, del 18 de noviembre de 2009.



- Reponer los siguientes incisos de Glosas o Glosas aprobadas por el Honorable Senado y que la Honorable Cámara de Diputados rechazó en el tercer trámite constitucional, asociadas a los Capítulos y Programas que se indican:

Capítulo 01 Programa 02

Glosa 06



La incorporación de los incisos nuevos.

Capítulo 01 Programa 03

Glosa 05

El inciso tercero nuevo.

Capítulo 09 Programa 02

La Glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 167.

Capítulo 09 Programa 03

Glosa 10

El reemplazo de su inciso segundo.



- Adicionalmente, intercalar en la Glosa 09, de su Capítulo 01, Programa 01, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:



“Con cargo a estos recursos, durante el año 2010, podrán destinarse hasta $30.000.000 miles, a servir de complemento a los proyectos de las municipalidades que, a la fecha de publicación de la presente ley, hayan sido adjudicatarios de recursos en los concursos del Aporte Suplementario por Costo de Capital Adicional, a que se refiere la ley N° 19.532, y no hayan podido iniciar su ejecución, correspondiendo al Ministerio de Educación la determinación del monto y proyectos beneficiados que reúnan tales características.”.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica y Bianchi, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores García, Muñoz Barra, Larraín, Ominami, Letelier, Horvath, Zaldívar, Escalona, Sabag y Navarro y señora Matthei.



Durante la discusión, el señor Presidente hace presente al Honorable Senador señor Prokurica que no puede retransmitir el audio de la grabación de una intervención, en esta Sala, del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, relativa a la denominada “deuda histórica de los profesores”.


Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 18 votos a favor, 6 en contra, 2 abstenciones y un pareo.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Ruiz-Esquide y Sabag.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Núñez, Girardi y Ruiz-Esquide.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Larraín, Muñoz Barra, Navarro, Ominami, Prokurica y Zaldívar.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Cantero y Pérez Varela.



No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Coloma.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Hacienda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.
________________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre la República de Chile y la República Argentina, y sus Protocolos Complementarios, suscritos en Maipú el 30 de 

octubre de 2009

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación entre las Repúblicas de Chile y Argentina, suscrito en Maipú el 30 de octubre de 2009, y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central” y sobre la “Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional paso de Agua Negra”, ambos firmados en Maipú el 30 de octubre de 2009, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.780-10.


Añade que los objetivos principales del Tratado son, entre otros, profundizar la relación bilateral; fortalecer los valores democráticos compartidos; impulsar acciones conjuntas para dar una orientación renovada a las iniciativas y proyectos bilaterales; favorecer las acciones tanto de los gobiernos nacionales como de las provincias argentinas y regiones chilenas; impulsar la confluencia de inversiones, intereses sociales, económicos y comerciales; intensificar las acciones tendientes a mejorar y ampliar la conexión física, y trabajar en forma conjunta para la consolidación de una cultura de paz e integración.


Cabe señalar, asimismo, que los Protocolos Complementarios, anexos al Tratado, se refieren, uno, a la “Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central”, y otro, a la “Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra”.

- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.

Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto de acuerdo, en general y en particular a la vez, es aprobado por 24 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, García, Gazmuri, Girardi, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Sabag.

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Letelier.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébanse el “Tratado de Maipú sobre Integración y Cooperación” entre la República de Chile y la República Argentina, suscrito en Maipú el 30 de octubre de 2009; y sus Protocolos Complementarios sobre la Constitución de una Entidad Binacional para el Proyecto Túnel de Baja Altura-Ferrocarril Trasandino Central y sobre la Constitución de la Entidad Binacional para el Proyecto Túnel Internacional Paso de Agua Negra, ambos firmados en Maipú, el 30 de octubre de 2009.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando la reparación de los caminos Millalén Zapata, Montre y Santa María-San Miguel, y del puente Chufquén (todos de la comuna de Perquenco, IX Región).


- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministro de Obras Públicas e Intendente de la XI Región, pidiendo apoyo para la construcción de un camino en beneficio de la localidad de La Junta, de dicha Región.


2) A los señores Ministro de Salud, Intendente de la XI Región y Director del Servicio de Salud de esta última, requiriendo el cumplimiento de compromiso gubernativo en materia de atención de médicos especialistas en el Hospital de Puerto Aysén.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 73ª, ORDINARIA, EN MARTES 1° DE DICIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Girardi, Gómez, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señor José Antonio Viera-Gallo y señora Carmen Andrade, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sesenta y cuatro especial, sesenta y cinco extraordinaria, y sesenta y seis y sesenta y siete, especiales, del día 11 de noviembre del año en curso; de las sesiones sesenta y ocho y sesenta y nueve, especiales, del día 17 de ese mes, y de la sesión setenta especial, del día 18 de noviembre pasado, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica que no hará uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República, respecto del proyecto de ley que establece un sistema de incentivos para la sustentabilidad agroambiental de los suelos agropecuarios (Boletín N° 6.580-01).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Siete de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



Con el segundo, hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (Boletín N° 6.498-05).



Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009 (Boletín N° 6.779-06).



Con los tres siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (Boletín Nº 4.670-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (Boletín N° 5.697-29).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



Con el último, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica que se ausentará del territorio nacional los días 26 de noviembre a 3 de diciembre del presente año, para asistir a la audiencia papal por la conmemoración del XXV Aniversario del Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina, en el Estado de la Ciudad del Vaticano; para participar en la Cumbre Iberoamericana y en visita de Estado, en las ciudades de Estoril y de Lisboa, República de Portugal, respectivamente.



Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Siete del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 501 del Código del Trabajo.



Con el segundo y el tercero, remite copia autorizada de las resoluciones recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de de los artículos 38, 38 ter y 199 del decreto con fuerza de ley número 1, del Ministerio de Salud.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el cuarto, quinto y sexto, envía copia autorizada de las sentencias recaídas en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que establece normas que permiten el acceso a la información bancaria por parte de la autoridad tributaria (Boletín N° 6.477-05).



2.- Proyecto de ley que modifica el artículo quinto transitorio de la ley N° 19.665, extendiendo el funcionamiento de los tribunales que indica  (Boletín N° 6.750-07).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



3.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el séptimo, remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 147 y 714 del Código Civil y 106 de la Ley General de Bancos.



-- Se toma conocimiento.



Del señor Ministro del Interior, con el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, en relación con el reforzamiento de la vigilancia en la comuna de Chaitén.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Romero, en relación con la reposición de los retenes de Ventanas, Zapallar, Petorca y Putaendo.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, impidiendo descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores (Boletín N° 4.663-13).



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Núñez, Escalona y Letelier, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que declara a los materiales atómicos naturales y al litio como sustancias no concesibles de valor estratégico y reserva al Estado su exploración, explotación y beneficio (Boletín N° 6.781-07).


-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Tres del Honorable Senador señor Navarro, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica el Código Civil en relación con la prelación de créditos en casos de quiebra (Boletín N° 6.782-07).


2.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en lo referido a los testigos hábiles (Boletín N° 6.785-07).


3.- Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Civil, estableciendo el sábado como día inhábil para la realización de actuaciones procesales (Boletín N° 6.783-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Navarro y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, prohibiendo las denominadas “listas negras” de trabajadores (Boletín N° 6.784-13).


Del Honorable Senador señor Naranjo, mediante la cual da inicio a un proyecto de ley que sanciona al empleador que obligue a sus trabajadores agrícolas a reingresar a sus labores antes de cumplirse el plazo establecido para la reanudación de faenas en sectores tratados con plaguicidas (Boletín N° 6.787-13).



-- Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica, por medio de la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.857, que autoriza el establecimiento de empresas individuales de responsabilidad limitada (Boletín N° 6.788-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que exige la aprobación de la autoridad laboral para el despido colectivo de trabajadores.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Letelier, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República expresar la protesta del Estado chileno al Gobierno de Japón por el zarpe de naves pesqueras desde ese país con el fin de cazar ballenas en la Antártica (Boletín N° S 1.213-12).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Permiso Constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Vásquez, para ausentarse del país entre los días 2 y 4 de diciembre del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes documentos:



1) Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009 (Boletín N° 6.779-06).



2) Informes de la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio entre Chile y Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y su protocolo (Boletín N° 6.451-10).



-- Quedan para Tabla.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Retirar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, martes 1° de diciembre, los proyectos de ley que se indican a continuación, e incluirlos en la Tabla de la sesión ordinaria del martes 15 de diciembre, para su votación y despacho:


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre información, orientación y prestaciones en materia de regulación de la fertilidad (Boletín N° 6.582-11).


2) Retirar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, martes 1° del actual, el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, para garantizar el acceso universal e igualitario a la pensión de vejez (Boletín N° 5.087-07).


3) Tratar, como si fuera de Fácil Despacho, la Observación de S.E. el Vicepresidente de la República, en segundo trámite constitucional, formulada al proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).


4) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 17 horas del día de hoy, martes 1°, respecto de las siguientes iniciativas legales:


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (Boletín N° 6.498-05).


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).


En ambos casos, las indicaciones se deberán presentar directamente en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.


5) Tratar y despachar en la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 2 de diciembre, el proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio entre Chile y Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y su protocolo (Boletín N° 6.451-10).
- - -



El señor Presidente anuncia que el proyecto de acuerdo recién individualizado se incluirá en la Tabla de Fácil Despacho de la aludida sesión.

- - -



Luego, concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien pide que se solicite el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de exigir la aprobación de la autoridad laboral para el despido colectivo de trabajadores, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009, con informe de la Comisión de Gobierno, 

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece feriado legal para el día de las elecciones parlamentarias y presidencial de 2009, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.779-06.



Añade que su objetivo principal es establecer que el feriado legal fijado por el artículo 169 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios será irrenunciable para los trabajadores del comercio que no laboran en centros o complejos comerciales administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica los días en que se realicen las elecciones de parlamentarios y de Presidente de la República de 2009, en los actos eleccionarios que corresponda y hasta las 14 horas del respectivo día de la elección.



Con todo, se excepcionan de dicha disposición los dependientes de expendio de combustibles, de farmacias de urgencia y de las farmacias que deban cumplir turnos fijados por la autoridad sanitaria.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó el proyecto, tanto en general cuanto en particular, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez y Sabag. Posteriormente, se reabrió el debate y el texto fue nuevamente sometido a votación, oportunidad en que se abstuvieron los Honorables Senadores señores Bianchi y Núñez, y votó a favor el Honorable Senador señor Sabag. Conforme al Reglamento, se repitió la votación y se obtuvo idéntico resultado, de suerte que la iniciativa debe entenderse aprobada.



La Comisión informante dejó testimonio, además, de que la frase “en ambas votaciones si correspondiera”, que emplea el proyecto, dice relación con la eventualidad de la segunda vuelta presidencial y, en consecuencia, tiene por objeto precisar que el feriado se extiende tanto al día de la primera votación como al de la segunda.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez y Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 20 votos a favor y 3 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Gómez, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Bianchi, Muñoz Aburto y Prokurica.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Letelier, Núñez y Romero.



Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Letelier.

- - -



Concluida la votación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Letelier y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 38 N° 7 del Código del Trabajo, el feriado legal fijado por el artículo 169 de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, será irrenunciable para los trabajadores del comercio que no laboran en centros o complejos comerciales administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica, con excepción de los dependientes de expendio de combustibles, farmacias de urgencia y de las farmacias que deban cumplir turnos fijados por la autoridad sanitaria, los días en que se realicen las elecciones de Parlamentarios y de Presidente de la República de 2009, en ambas votaciones si correspondiera, hasta las 14:00 horas del respectivo día de la elección.”.
_______________
Oficio de S.E. la señora Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Andrés Couve Rioseco, Eduardo Tarifeño Silva, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Merino Pinochet, Sergio Pulido Rocatagliata y Tomás Flores Jaña, con informe de la Comisión de Intereses 

Marítimos, Pesca y Acuicultura

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Nacional de Pesca a las personas precedentemente individualizadas, correspondiente al Boletín N° S 1.208-05, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

Añade que en dicha solicitud se indica que los Consejeros nominados por decretos supremos, de 2005 y 2008, respectivamente, cesarán en sus funciones en diciembre de este año, con excepción del señor Merino, quien concluirá su período en marzo de 2010, razón por la cual se ha considerado pertinente incluir a su reemplazante en este proceso de designación.


Agrega que la Comisión informante, atendido el tenor del artículo 146 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, tuvo en especial consideración los currículum vitae de las personas propuestas, constatando que cumplen con la obligación de tener los títulos profesionales exigidos, y acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, informar a la Sala que, en consecuencia, cuentan con los requisitos establecidos en la referida ley.


Finalmente, resalta que la proposición requiere, para su aprobación, del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

- - -


Luego, el señor Presidente manifiesta que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, se ha pedido segunda discusión de este asunto.


Ofrecida la palabra en primera discusión, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Enseguida, el señor Presidente expresa que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de esta materia.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Observación de S.E. el Vicepresidente de la República, en segundo trámite constitucional, formulada al proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, 

con informe de la Comisión de Economía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la observación, en segundo trámite constitucional, formulada por S.E. el Vicepresidente de la República al proyecto de ley que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 5.724-26.



Añade que la observación persigue el propósito de suprimir el artículo décimo tercero despachado por el Congreso Nacional.



El informe deja constancia de la opinión del señor Ministro Secretario General de la Presidencia respecto del veto supresivo, la cual, en síntesis, plantea que la norma citada entraría en colisión con tratados internacionales suscritos por nuestro país, al establecer una excepción a los derechos de autor o conexos.



La Comisión rechazó la observación por tres votos en contra (Honorables Senadores señores Coloma, Flores y García) y uno a favor (Honorable Senador señor Pizarro).



Cabe consignar que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión de 10 de noviembre pasado, dio su aprobación al veto supresivo.



La observación formulada por el señor Vicepresidente de la República es la siguiente:

“AL ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO



1) Suprímese el ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO, pasando los actuales ARTÍCULOS DÉCIMO CUARTO y DÉCIMO QUINTO, a ser DÉCIMO TERCERO y DÉCIMO CUARTO, respectivamente.”.



Cabe señalar que el ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO del texto despachado por el Congreso Nacional dispone:



“ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO.- Se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 47 de la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, a la recepción de una señal de radioemisora o televisión abierta, en las oficinas, talleres o establecimientos de micro o pequeñas empresas, en caso que no produzca ingresos por ventas al titular de la empresa y no forme parte del giro o de los bienes o servicios dispuestos para su adquisición por los clientes.”.
- - -



Puesto en discusión el informe de la Comisión de Economía, que rechaza la observación descrita, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Vásquez y Pizarro.



Cerrado el debate y sometido a votación dicho informe, se produce el siguiente resultado: 12 votos a favor, 7 en contra y 5 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Kuschel, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Coloma.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Allamand, Cantero, Chadwick, Escalona, Gómez, Pizarro y Sabag.



Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Chadwick.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Muñoz Aburto, Ominami y Romero.



Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Letelier.



El señor Secretario General señala que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, debe repetirse la votación.



Repetida la votación, el informe de la Comisión de Economía, que rechaza la observación descrita, es aprobado por 10 votos a favor, 6 en contra y 4 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Vásquez y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Chadwick, Gómez, Pizarro y Romero.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami.



Queda terminada la discusión de este asunto.
______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al sacerdote señor Frederick Joseph Hegarty Keane, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad 

y Ciudadanía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, e iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, que concede por especial gracia la nacionalidad chilena al señor Frederick Joseph Hegarty Keane, y que tiene el Boletín N° 6.713-07.



Añade que la Comisión deja testimonio de que el señor Hegarty, nacido en 1927 en Estados Unidos, es hijo de campesinos irlandeses que emigraron a dicho país en búsqueda de una mejor vida.



En 1953 fue ordenado sacerdote y enviado a Chile, fecha desde la cual se dedicó a desarrollar su vocación en el mundo rural, dando vida al Instituto Nacional de Pastoral Rural y participando en grupos de enseñanza cristiana y en organizaciones sociales. Asimismo, en 1995 creó la Fundación de Servicios Solidaridad Misionera Rural, la cual se ha destacado por la formación de líderes jóvenes en sectores campesinos pobres.



La Comisión informante, teniendo en vista los antecedentes recién mencionados, aprobó el proyecto, tanto en general cuanto en particular, por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Kuschel y Sabag, y la abstención de la Honorable Senadora señora Matthei.
- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 15 votos a favor y 4 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Coloma, Escalona, Girardi, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Cantero y Novoa.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Frederick Joseph Hegarty Keane.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Arancibia y Ominami, en primer trámite constitucional, que posterga la fecha para la calificación de los establecimientos de salud no calificados como de autogestión en red, con 

informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, e iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, Arancibia y Ominami, que posterga la fecha para la calificación de los establecimientos de salud no calificados como de autogestión en red, y que tiene el Boletín N° 6.727-11.



Añade que su objetivo principal es prorrogar hasta el 31 de diciembre de 2012 el plazo fijado en el artículo decimoquinto transitorio de la ley Nº 19.937, a fin de que los establecimientos hospitalarios señalados en dicha disposición legal que no hayan sido calificados como de autogestión en red pasen a tener dicha calidad por el solo ministerio de la ley.



La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ominami y Ruiz-Esquide, y uno en contra, del Honorable Senador señor Kuschel.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 20 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Kuschel.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Prorrógase, hasta el 31 de diciembre de 2012, el plazo fijado en el inciso segundo del artículo decimoquinto transitorio de la ley N° 19.937.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que incorpora la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologa el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322, con informe de la Comisión de 

Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que incorpora la presunción de declaración y no pago de cotizaciones de salud en el sistema de Isapres y homologa el interés penal y la multa por el no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley Nº 3.500 y en la ley Nº 17.322, y que tiene el Boletín N° 6.312-11.



Añade que su principal objetivo es evitar problemas de interpretación del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, que regula los organismos públicos de salud, el régimen de prestaciones de salud y el sistema de Isapres, y homologar el mecanismo de cobranza de las cotizaciones de salud de los afiliados a estas instituciones al que rige las de carácter previsional.


La Comisión aprobó el proyecto en general, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide.


Con todo, pese a que se trata de la aprobación en general, dicho órgano técnico sugiere a la Sala la realización de tres enmiendas formales, consistentes en sustituir, en el artículo primero, las palabras “Incorpórese” y “Reemplácese” por “Incorpórase” y “Reemplázase”, respectivamente; y, en el artículo segundo, la frase final “a partir de esta fecha” por “a partir de la misma fecha”.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien sugiere que la iniciativa, durante su discusión en particular, también sea analizada por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 19 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.
- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el asentimiento unánime de la Sala para que este proyecto, en su segundo informe, sólo sea conocido por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, lo que así se acuerda.
- - -



Luego, propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 21 de diciembre del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Salud, de 2005:


1) Incorpórase, en el inciso quinto del artículo 185, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “En caso de que el empleador no realice esta declaración dentro del plazo que corresponda, éste tendrá hasta el último día hábil del mes subsiguiente del vencimiento de aquél, para acreditar ante la Institución de Salud Previsional respectiva la extinción de su obligación de enterar las cotizaciones previsionales de sus trabajadores, debido al término o suspensión de la relación laboral que mantenían. A su vez, las Instituciones de Salud Previsional deberán agotar las gestiones que tengan por objeto aclarar la existencia de cotizaciones previsionales impagas y, en su caso, obtener el pago de aquéllas de acuerdo a las normas de carácter general que emita la Intendencia de Fondos y Seguros Previsionales de Salud. Para estos efectos, si la Institución de Salud Previsional no tuviere constancia del término de la relación laboral de aquellos trabajadores que registran cotizaciones previsionales impagas, deberá consultar respecto de dicha circunstancia a la Sociedad Administradora de Fondos de Cesantía. Transcurrido el plazo de acreditación del cese o suspensión de la relación laboral, sin que se haya acreditado dicha circunstancia, y sin perjuicio de la obligación de la Institución de Salud Previsional de comunicar la deuda de cotizaciones en los términos del artículo 197, se presumirá sólo para los efectos del presente artículo e inicio de las gestiones de cobranza conforme a las disposiciones del inciso sexto del artículo 186, que las respectivas cotizaciones están declaradas y no pagadas.”.



2) Sustitúyese, en el inciso sexto del artículo 185, la expresión “media unidad de fomento” por “0,75 unidades de fomento”.



3) Reemplázase, en los incisos segundo y tercero del artículo 186, la expresión “veinte por ciento”, por la expresión “cincuenta por ciento”, las veces que allí aparece.



Artículo 2°.- Las modificaciones que introduce esta ley entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial. Dichas normas se aplicarán respecto de las cotizaciones de las remuneraciones que se devenguen a partir de la misma fecha.”.
______________

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas, y sus anexos, con informes de las Comisiones de Relaciones 

Exteriores y de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas y sus Anexos, y que tiene el Boletín N° 6.394-10.


Añade que el objetivo principal de la Convención es promover la protección, conservación y recuperación de las poblaciones de tortugas marinas y de los hábitats de los cuales dependen.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, con los votos favorables de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.
- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señores Letelier, Sabag, Girardi y Pizarro.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Escalona, Girardi, Gómez, Kuschel, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.
- - -


Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Coloma, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de esta iniciativa.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase la “Convención Interamericana para la Protección y Conservación de las Tortugas Marinas” y sus Anexos, adoptada en Caracas, Venezuela, el 1 de diciembre de 1996.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona, Gazmuri, Letelier, Naranjo y Núñez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República considerar la transformación de la ENAP en Empresa Nacional 

de Energía


El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, cuyo propósito es solicitar a la Primera Mandataria que se estudie la posibilidad de ampliar el giro de la Empresa Nacional del Petróleo, a fin de que pueda participar, directamente o mediante sociedades, en actividades de exploración, explotación y comercialización de otras fuentes de energía, especialmente renovables no convencionales, transformándose así en una empresa nacional de energía. Tiene el Boletín N° S 1.201-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es rechazado por 9 votos en contra, 7 a favor y una abstención.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Kuschel, Novoa, Orpis, Prokurica y Romero.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Pizarro y Vásquez.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Sabag.


Queda terminada la discusión de este asunto.

______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Ominami, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República la suscripción del “Acuerdo sobre medidas del Estado rector del puerto para prevenir, evitar y eliminar la pesca ilegal, no declarada y no 

reglamentada”



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General indica que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, cuyo propósito es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se suscriba el “Acuerdo sobre medidas del estado rector del puerto para prevenir, evitar y eliminar la pesca ilegal no declarada y no reglamentada”, para luego remitirlo al Congreso Nacional. Tiene el Boletín N° S 1.204-12.

- - -



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es rechazado por 7 votos en contra, 2 a favor y 4 abstenciones.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, Kuschel, Novoa, Orpis y Sabag.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Escalona y Gómez.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Pizarro y Romero.


Queda terminada la discusión de este asunto.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Naranjo, Navarro, Orpis, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República el envío de un proyecto de ley que defina la situación de los subdirectores e 

inspectores de establecimientos educacionales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.205-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -



Por acuerdo unánime de la Sala, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señor Prokurica.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 7 votos a favor, uno en contra y 5 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Arancibia, Chadwick, Gómez, Kuschel, Prokurica, Romero y Vásquez.



Vota por la negativa, la Honorable Senadora señora Matthei.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, Núñez, Pizarro y Sabag.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que existiría una diferencia de criterios entre la interpretación de la Dirección del Trabajo y la jurisprudencia que emite la Contraloría General de la República respecto de la aplicación de la ley N° 19.979, que introdujo un nuevo inciso final al artículo 25 del Estatuto Docente, estableciendo que las vacantes para ejercer la función docente-directiva siempre serán provistas por concurso público y el nombramiento o designación tendrá una vigencia de 5 años;

2. Que la Contraloría General de la República ha establecido repetidamente que los cargos de subdirectores e inspectores generales tienen la naturaleza de cargos docentes directivos, lo que no los haría indefinidos, estando sujetos a una vigencia o plazo de duración de 5 años. Al no existir una disposición especial para quienes desempeñaban esos cargos antes de la entrada en vigencia de la ley N° 19.979, no existiría razón alguna para exceptuar de lo antes expuesto a ese grupo;

3. Que es del caso señalar, sin embargo, que dicha interpretación produce algunos efectos negativos, como la notoria diferencia que existiría en el caso de los Subdirectores e Inspectores Generales respecto de los Directores, al no establecerse en parte alguna su acceso a los derechos dispuestos por el artículo 32 del Estatuto Docente, en virtud del cual, en la eventualidad de perder en el concurso destinado a proveer su cargo, es posible optar entre la indemnización o permanecer en la dotación docente manteniendo la carga horaria;

4. Que se hace eco de esa interpretación la propia Dirección del Trabajo, la que en su Dictamen N° 2792/047 señala que el inciso final del artículo 25 del Estatuto Docente sólo es aplicable a los directores de establecimientos del sector municipal contratados con anterioridad al 6 de noviembre de 2004, pero no a los demás docentes directivos, esto es, en el caso en cuestión, los subdirectores e inspectores generales. Ello como resultado de la aplicación del principio protector o tutelar, en especial la regla de la condición más beneficiosa, y

5. Que la disposición contenida en la ley N° 19.979, de entenderse que aplica, no extiende beneficios que se establecen para quienes indudablemente sí se encuentran sujetos a tal disposición, como los Directores, lo que plantea una discriminación arbitraria y odiosa. Por otro lado, son claras las demandas de los afectados por tal interpretación, en el sentido de no serles aplicable, fundando sus peticiones incluso en un dictamen administrativo de la autoridad de gobierno competente. Todo lo anterior requiere de una directriz superior, de rango legal y para la cual tiene iniciativa exclusiva S.E. la Presidenta de la República.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, se sirva disponer el envío de un proyecto de ley que defina la situación de Subdirectores e Inspectores respecto de la aplicación de la ley N° 19.979, que introdujo un nuevo inciso final al artículo 25 del Estatuto Docente, en términos tales que se resguarde la situación y los derechos de los docentes directivos mencionados y sin que se discrimine arbitrariamente a su respecto en relación con el tratamiento dado a otros individuos en situación análoga.”.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Gazmuri, Kuschel, Muñoz Aburto, Naranjo, Sabag, Vásquez y Zaldívar, con el que expresan su beneplácito por la firma del Tratado de Integración y Cooperación entre Chile y Argentina, que se realizó el 30 de octubre en los 

Campos de Maipú


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.206-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por unanimidad.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. El significado que los Tratados tienen entre las naciones, en especial como expresión de ideales comunes y del respeto que los pueblos y sus Gobiernos les profesan;

2. El alto nivel de las relaciones Chileno Argentinas, que se manifiesta en la suscripción de un Tratado de Integración y Cooperación entre ambos países, con lo que se da un paso más para afianzar la relación estratégica y para enfrentar los desafíos que plantea el siglo XXI;

3. La aprobación por parte del Congreso Argentino del Convenio de Seguridad Social suscrito entre ambas naciones, fruto del trabajo de la Comisión Parlamentaria Conjunta Binacional;

4. Que se cumplirán 30 años de la suscripción del Tratado de Paz y Amistad entre Chile y Argentina, que garantizó la estabilidad y la convivencia de ambas naciones, y

5. Que este nuevo instrumento de integración refleja los avances logrados, a la vez que establece estructuras modernas y eficaces que facilitan y conducen hacia una integración real y efectiva, con mayor conectividad, más intercambio y cooperación en los más amplios y diversos campos de acción y con mayor participación de nuestros pueblos, contribuyendo al proceso de integración regional en marcha.


El Senado acuerda:


Manifestar su beneplácito por la firma del Tratado de Integración y Cooperación entre Chile y Argentina, que se selló en una histórica ceremonia el 30 de octubre, en los campos de Maipú.”.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Larraín y Romero, por medio del cual se expresa el apoyo del Senado de Chile al restablecimiento democrático en la 

República de Honduras


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.210-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Flores, Gómez, Kuschel, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que han transcurrido varios meses desde el quiebre institucional ocurrido en la República de Honduras, sin lograrse una solución a la crisis en ese país;

2. Que luego de largos procesos de negociación las partes en conflicto acordaron la formación de un Gobierno de unidad nacional, con el fin de poner término a la situación de tensión existente, el que no ha podido ser implementado porque persisten las divergencias entre los involucrados, y

3. Que no obstante las posiciones irreductibles, tanto del gobernante de facto como del presidente que gobernaba hasta antes del quiebre, las elecciones en dicho país constituyen, a falta del entendimiento entre las partes en conflicto, el único modo pacífico para el restablecimiento de la democracia en la República de Honduras;


El Senado acuerda:


Reiterar su llamado al pleno restablecimiento del Estado de Derecho en Honduras por parte de todos los actores e instituciones involucrados en el proceso político y expresar su anhelo de que las elecciones del 29 de noviembre en ese país sean la libre expresión de la voluntad popular y permitan lograr el restablecimiento pleno de la normalidad institucional, para solucionar de manera democrática y pacífica la crisis institucional que sufre la hermana República de Honduras.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien pide que el proyecto de acuerdo presentado por él y los Honorables Senadores señores Ávila, Cantero, Escalona, Flores, Girardi, Horvath, Longueira, Núñez, Ominami, Pizarro, Romero, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual solicitan a S.E. la Presidente de la República declarar Monumento Natural y Santuario de la Naturaleza la Zona de los géisers del Tatio (Boletín N° S 1.202-12), sea considerado a la brevedad posible por la Sala.


Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 74ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 2 DE DICIEMBRE DE 2009



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Flores, Girardi, Gómez, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones sesenta y cuatro especial, sesenta y cinco extraordinaria, y sesenta y seis y sesenta y siete, especiales, del día 11 de noviembre del año en curso; de las sesiones sesenta y ocho y sesenta y nueve, especiales, del día 17 de ese mes, y de la sesión setenta especial, del día 18 de noviembre pasado, que no han sido observadas.
_______________

CUENTA

Oficio


De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de las tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA) (con la urgencia del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 1.214-05).


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas. 

Informe


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Bianchi, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer el derecho a un permiso para ausentarse del trabajo en caso de enfermedad o accidente grave del cónyuge del trabajador (Boletín N° 5.591-13).


-- Queda para Tabla.

Mociones


Dos del Honorable Senador señor Orpis, por medio de las cuales da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en lo relativo a la actuación del querellante particular (Boletín N° 6.789-07).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.216 en lo referente a la concesión de la medida alternativa de reclusión nocturna (Boletín N° 6.790-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Declaraciones de inadmisibilidad


Dos Mociones de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, mediante las cuales dan inicio a los siguientes asuntos:


1- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.892, en lo relativo a la composición del Consejo Nacional de Pesca.


2.- Proyecto de ley que modifica la cotización adicional de la ley N° 16.744, para aumentar la responsabilidad de los empleadores por los accidentes del trabajo.


-- Se declaran inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en los números 2° y 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, respectivamente.

Permisos Constitucionales


Solicitudes de los Honorables Senadores señores Cantero y Pizarro, para ausentarse del país a contar del día 2 de diciembre del año en curso.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Luego, el señor Presidente manifiesta que los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro han pedido que se recabe el consentimiento de la Sala para oficiar, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, de manera de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa sendos proyectos de ley que consideren las ideas contempladas en las Mociones que presentaran, a fin de enmendar la ley N° 18.892, en lo relativo a la composición del Consejo Nacional de Pesca, y con el objeto de modificar la cotización adicional de la ley N° 16.744, para aumentar la responsabilidad de los empleadores por los accidentes del trabajo, que fueron declaradas inadmisibles por referirse a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
FÁCIL DESPACHO

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, aprobatorio del Convenio entre Chile y Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta y su protocolo, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio suscrito entre Chile y Colombia para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo, que tiene el Boletín N° 6.451-10.


Añade que este Convenio persigue, entre otros objetivos, reducir la carga tributaria total a que están afectos los contribuyentes que desarrollan actividades transnacionales entre los Estados Contratantes; consagrar mecanismos que ayuden a prevenir la evasión fiscal, y establecer, mediante un procedimiento de acuerdo mutuo, la posibilidad de resolver cualquier disputa tributaria que se produzca con motivo de la aplicación de sus disposiciones.


Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Por su parte, la Comisión de Hacienda, con los votos favorables de la totalidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Kuschel, Ominami y Sabag, aprobó la iniciativa que despachó la de Relaciones Exteriores.

- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Romero.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Girardi, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Romero y Sabag.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República de Colombia para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta, y al Patrimonio y su Protocolo”, suscritos en Bogotá, el 19 de abril de 2007.”.
_______________
Oficio de S.E. la señora Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Nacional de Pesca a la señora Beatriz Corbo Atria y a los señores Andrés Couve Rioseco, Eduardo Tarifeño Silva, Osvaldo Carvajal Rondanelli, Carlos Merino Pinochet, Sergio Pulido Rocatagliata y Tomás Flores Jaña, con informe de la Comisión de Intereses 

Marítimos, Pesca y Acuicultura

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que procede continuar con el tratamiento del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo Nacional de Pesca a las personas precedentemente individualizadas, correspondiente al Boletín N° S 1.208-05, para cuyo despacho se ha hecho presente la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política.

Finalmente, resalta que la proposición requiere, para su aprobación, del voto conforme de los tres quintos de los Senadores en ejercicio.

- - -



En segunda discusión la proposición en análisis, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia, Navarro, Romero, Sabag, Núñez, Orpis y Ruiz-Esquide.


A continuación, el señor Presidente declara cerrado el debate y anuncia que se ha pedido aplazamiento de la votación, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el Código del Trabajo, impidiendo descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión 

Social


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para impedir descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores, y que tiene el Boletín N° 4.663-13.



Añade que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en atención a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1 y 2.



4.- Indicaciones rechazadas: ninguna.



5.- Indicaciones retiradas: no hay.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.



A continuación, el señor Secretario General expresa que la Comisión deja testimonio, en su segundo informe, de la presentación de dos indicaciones al texto aprobado en general: la primera, del Honorable Senador señor Letelier, y la segunda, del Honorable Senador señor Vásquez. Ambas fueron acogidas, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto. Cabe recordar que las modificaciones, al haber sido aprobadas en forma unánime, deben ser sometidas al pronunciamiento de la Sala sin debate, salvo que se solicite su discusión y votación.



Al respecto, el señor Secretario General recalca que la Comisión informante propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo único



- Sustituir su encabezado, por el siguiente:



“Artículo único.- Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos, al artículo 58 del Código del Trabajo:”.



- Reemplazar, en el inciso cuarto propuesto, la frase final: “documentos mercantiles aceptados por el empleador como medio de pago”, por la siguiente oración: “efectos de comercio que el empleador hubiera autorizado recibir como medio de pago, por los bienes suministrados o servicios prestados a terceros en su establecimiento”.



- Incorporar como incisos quinto, sexto y séptimo, nuevos, los siguientes:



“La autorización del empleador, señalada en el inciso anterior, deberá constar por escrito, así como también los procedimientos que el trabajador debe cumplir para recibir como forma de pago los respectivos efectos de comercio.



En caso de robo, hurto, pérdida o destrucción por parte de terceros de bienes de la empresa sin que haya mediado responsabilidad del trabajador, el empleador no podrá descontar de la remuneración de el o los trabajadores el monto de lo robado, hurtado, perdido o dañado.



La infracción a esta prohibición será sancionada con la restitución obligatoria, por parte del empleador, de la cifra descontada, debidamente reajustada, sin perjuicio de las multas que procedan de conformidad a este Código.”.

- - -



Puestas en discusión dichas modificaciones unánimes, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Ávila.



Cerrado el debate y sometidas a votación tales enmiendas, son aprobadas por 18 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Escalona, Flores, Girardi, Gómez, Kuschel, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Romero y Ruiz-Esquide.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Muñoz Aburto, señora Alvear y señores Pérez Varela y Navarro.

- - -

Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Ávila, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de las referidas modificaciones.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Agréganse, al artículo 58 del Código del Trabajo, los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, nuevos:

“Asimismo, no podrá deducir, retener o compensar suma alguna por el no pago de efectos de comercio que el empleador hubiera autorizado recibir como medio de pago, por los bienes suministrados o servicios prestados a terceros en su establecimiento.

La autorización del empleador, señalada en el inciso anterior, deberá constar por escrito, así como también los procedimientos que el trabajador debe cumplir para recibir como forma de pago los respectivos efectos de comercio.

En caso de robo, hurto, pérdida o destrucción por parte de terceros de bienes de la empresa sin que haya mediado responsabilidad del trabajador, el empleador no podrá descontar de la remuneración del o de los trabajadores el monto de lo robado, hurtado, perdido o dañado.

La infracción a esta prohibición será sancionada con la restitución obligatoria, por parte del empleador, de la cifra descontada, debidamente reajustada, sin perjuicio de las multas que procedan de conformidad a este Código.”.”.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Chadwick al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, solicitando información acerca de una eventual modificación del decreto de zonificación vitícola, en cuanto a uso de apelativos marcarios en nuestro país.



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo llevar a cabo la pavimentación y señalización del camino “Lago Lleu-Lleu”, comuna de Purén, y la reparación del camino y puente “Quichamahuida”, comuna de Traiguén.


- Del Honorable Senador señor Romero a la señora Directora Nacional del Instituto de Previsión Social, consultando sobre el posible otorgamiento del bono de invierno a don René Ramírez, jubilado de la comuna de Papudo.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, en primer término, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Chadwick, quien aborda la temática respecto de la cual -precedentemente- solicitó oficiar al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, en relación con una eventual modificación del decreto de zonificación vitícola, en cuanto a uso de apelativos marcarios en nuestro país.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien pide dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, para que informen respecto de la situación de mantenimiento y seguridad de la maquinaria, trenes y locomotoras que funcionan entre Santiago y Chillán.



Asimismo, requiere dirigir oficio, en su nombre, a los señores Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades y Secretario Ejecutivo de FONADIS, a fin de que informen en lo relativo a las ordenanzas municipales relacionadas con la venta callejera y el desplazamiento laboral de los discapacitados.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien pide oficiar, en su nombre, a los Ministros de Obras Públicas, de Bienes Nacionales y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, en relación con la necesidad de ejecutar diversas obras públicas y de agua potable rural; en lo relativo al saneamiento de títulos de dominio en la provincia de Palena, y en cuanto a electrificación rural en la zona sur.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



En el tiempo del Comité Partido por la Democracia e Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere al debate originado en torno a la eventual instalación de una termoeléctrica en la comuna de Penco. Sobre el particular, requiere dirigir oficio, en su nombre, a los Ministros del Interior y Presidenta de la CONAMA; al señor Intendente de la VIII Región y a la respectiva COREMA; al señor Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, y al señor Alcalde y Concejo de la Ilustre Municipalidad de Penco.



Enseguida, formula diversas consideraciones sobre la tramitación del proyecto de ley -actualmente radicado en el Senado- que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21), pidiendo oficiar acerca del tema, en su nombre, a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social y al señor Subsecretario de Pesca.



Finalmente, agradece las muestras de apoyo recibidas de parte del señor Presidente de esta Corporación y de distintos Honorables Senadores, así como de numerosas personas e instituciones, en relación con la situación de salud de su hija menor.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes, Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano e Independiente y Partido Radical Social Demócrata.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO SUPLEMENTARIO SOBRE COMERCIO DE SERVICIOS DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CHILE Y CHINA

(6715-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Suplementario sobre el Comercio de Servicios del Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de la República de Chile y la República Popular China”, suscrito en Sanya, el 13 de abril de 2008, y el “Acuerdo que modifica los compromisos de Chile en servicios educacionales”, adoptado por intercambio de Notas fechadas el 24 de noviembre de 2008 y en enero de 2009, en Santiago y Beijing, respectivamente.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 195 DEL CÓDIGO DEL TRABAJO EN RELACIÓN CON PERMISO LABORAL DEL PADRE EN CASO DE NACIMIENTO DE UN HIJO

(6675-13)



Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 195 del Código del Trabajo, la frase "de días corridos” por la frase “de forma continua, excluyendo el descanso semanal”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE DERECHOS DE TRABAJADORES FRENTE A QUIEBRA DE LA EMPRESA

(6164-13)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente


PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:

1.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 61, entre las palabras "mensuales" y "por", el término "remuneracionales" y sustitúyese la expresión "diez" por "once".

2.- Agrégase el siguiente artículo 161 ter:
“Artículo 161 ter.- Declarada que sea la quiebra de una empresa en conformidad al Libro IV del Código de Comercio, deberá aplicarse como causal de término del contrato de trabajo, la establecida en el inciso primero del artículo 161.”.

Artículo 2°.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2472 del Código Civil:

1.- En el numeral 5 sustitúyese la conjunción copulativa "y" por una coma (,) e intercálase entre la palabra "familiares" y el punto y coma (;) que le sigue, las expresiones "y, en su caso, la indemnización sustitutiva del aviso previo, equivalente a la última remuneración mensual devengada".

2.- En el numeral 8, intercálase entre las palabras “mensuales” y “por”  la palabra “remuneracionales”, y sustitúyese la expresión “diez” por “once”.”.




Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SOBRE PROTECCIÓN A LOS REFUGIADOS

(6472-06)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.


La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 06 de octubre de 2009, pasando a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.  


Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “simple”.

- - -


Cabe tener presente que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

- - -


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió el proyecto asistieron, especialmente invitadas, las siguientes personas: 


De la Secretaria General de la Presidencia: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros. 


De la División Jurídica del Ministerio del Interior: los abogados asesores señores Nicolás Torrealba y Manuel Pérez.


De la División Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director Subrogante, señor Álvaro Arévalo.


 De la Vicaría Pastoral Social: el Padre Rodrigo Tupper y la señora Karina Espejo.


 De la Oficina Regional para el Sur de América Latina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, ACNUR: el representante regional, señor Cristian Koch Castro, y el señor Fabio Varoli.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, establecer una normativa especial para regular la institución del refugio, muy relevante en el Derecho Internacional, contemplando en un cuerpo legal, de modo integral y autónomo, aspectos tales como los principios que regulan el refugio, procedimientos para obtener el reconocimiento de la condición de refugiado, garantías y obligaciones tanto de los solicitantes de la condición de refugiados como de los refugiados, entre otros.
- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS 


1.- Decreto ley Nº 1.094, de 1975, denominada Ley de Extranjería, y sus modificaciones por la ley Nº 19.476.

2.- Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, que consagra expresamente el derecho de toda persona a buscar refugio o asilo en cualquier país.


3.- Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo Complementario de 1967, los cuales fueron ratificados por Chile en 1972.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje con el que Su Excelencia la Presidenta de la República inicia el presente proyecto de ley, comienza señalando que la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 consagra expresamente el derecho de toda persona a buscar refugio o asilo en cualquier país. Del mismo modo, dicho derecho se encuentra reconocido en otros instrumentos internacionales, tales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, siendo específicamente regulado en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo Complementario de 1967, los cuales fueron ratificados por Chile en 1972.


Expresa que si bien los antecedentes históricos de la institución del refugio se remontan varios años atrás, la comunidad internacional sigue siendo protagonista de situaciones que crean desprotección para los ciudadanos, quienes deben desplazarse en busca de seguridad personal y jurídica, reclamando, por tanto, su plena vigencia. Recuerda que Chile ha sido un actor relevante en esta materia, pues, por una parte, durante sus regímenes democráticos, ha otorgado protección a miles de refugiados que han buscado en nuestro país un lugar seguro donde vivir y trabajar; y, por otra, cuando el Estado de Derecho fue ignorado, varios miles de chilenos recibieron protección de diferentes países, de todos los continentes, con gobiernos de distintas tendencias políticas.


Su Excelencia la Presidenta de la República alude luego a la legislación vigente sobre la materia, que actualmente se encuentra regulada en la denominada Ley de Extranjería, decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece someramente un procedimiento para la determinación de la condición de refugiado y la duración de su residencia, entre los aspectos más importantes, cuerpo legal modificado mediante la ley N° 19.476, que introdujo dentro de los cambios más destacados la remisión de la calificación del refugiado a las Convenciones Internacionales vigentes en Chile, la imposibilidad de expulsarlos mientras se encuentren solicitando el reconocimiento de su condición, la despenalización del ingreso clandestino y el establecimiento de una comisión que asesora al Subsecretario del Interior en la resolución de las solicitudes correspondientes.


Manifiesta que es necesario establecer una normativa especial para regular esta importante institución del Derecho Internacional de manera más autónoma e integral, de manera de precisar y ampliar conceptos, separar la condición de refugiado del permiso de residencia que se otorga a la persona, establecer garantías y obligaciones para el refugiado, regular procedimientos y recursos, y, establecer claras causales de denegación o cancelación de la condición de refugiado, entre otros asuntos relevantes. Esta necesidad ha sido destacada en diversos instrumentos internacionales suscritos por nuestro país, tales como la Agenda para la Protección del año 2001 y el Plan de Acción de México del año 2004. 


El Mensaje aclara que el presente proyecto sólo regula la protección de los refugiados, no el asilo diplomático; se ha preferido tratar separadamente dos instituciones que, si bien persiguen objetivos comunes, tienen distinto origen y aplicación. En efecto, el asilo diplomático no ha tenido una aplicación numerosa como el refugio, sino que más bien se ha utilizado en situaciones de marcado tinte político y de origen latinoamericano. Por lo tanto, la regulación del asilo continuará rigiéndose en lo que corresponda por la Ley de Extranjería. 


El Mensaje explicita a continuación diversos contenidos del proyecto, a saber: ámbito de aplicación de ley; concepto de refugiado; principios fundamentales de protección; principios interpretativos; exclusión y término de la condición de refugiado; procedimiento de determinación de la condición de refugiado; residencia y documentación, y disposiciones finales.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


En la primera sesión en que la Comisión debatió el asunto, el señor Presidente, Honorable Senador Hossain Sabag, dio la palabra al Padre Rodrigo Tupper, de la Vicaría Pastoral Social.


En primer término, agradeció en nombre del Arzobispo de Santiago, Cardenal Francisco Javier Errázuriz, la cordial invitación a exponer sus aportes y puntos de vista en este entrañable asunto de las personas refugiadas que Chile recibe y que ahora quiere acoger mejor. Agregó que hace un largo tiempo que esa puerta de acogida, ha sido esa Vicaría. 


Relató que desde marzo del 2006, las Vicarías de Pastoral Social y de los Trabajadores del Arzobispado de Santiago realizan una labor conjunta para renovar el compromiso de la Iglesia de Santiago con la sociedad chilena, con el mundo social y del trabajo, inspiradas en la Doctrina Social de la Iglesia y en la promoción de la dignidad del ser humano y el respeto de sus derechos. 

Junto con las personas y grupos de mayor vulnerabilidad promueven los valores evangélicos asociados a una cultura solidaria y de respeto a los derechos humanos. Así, impulsan el encuentro con Jesucristo vivo en todos los miembros de la Iglesia, y se comprometen permanentemente con los más pobres y desamparados, colaborando en la construcción de una sociedad más justa, solidaria, fraterna y misericordiosa. 


Explicó que su misión la llevan a cabo muchas veces junto a otros actores de la sociedad civil y del Estado. La gente de las Vicarías trabajan, entre otros, con jóvenes de sectores populares, con adultos mayores empobrecidos, madres privadas de libertad, mujeres víctimas de violencia intrafamiliar extrema, niños trabajadores, pobladores de campamentos, allegados, adolescentes embarazadas pobres, redes de economía solidaria, sindicatos en formación, cesantes y con familias que huyen de la persecución y la violencia y que encuentran acogida en la paz de nuestro país.


Las Vicarías de Pastoral Social y de los Trabajadores desde el año 1999 han puesto su experiencia en la promoción de la dignidad humana y respeto de los derechos fundamentales, en personas y grupos vulnerables, al servicio de los requerimientos de Naciones Unidas para implementar los programas de ACNUR. Tras un largo aprendizaje, que comenzó por cierto con errores, expresó, han llegado a desarrollar un trabajo altamente especializado de 10 años con ACNUR y con el Estado chileno, incluso en coordinación con otras diócesis (con los obispados de Iquique y de San Felipe). 


Hoy, hay más de 2.600 refugiados provenientes de 30 países. Cada año trabajan activamente con más de mil de ellos proporcionándoles apoyo jurídico, de salud, acompañamiento en lenguaje y enseñanza de idioma español, intermediación laboral e inserción social a través de un equipo profesional interdisciplinario de excelencia. 


El Padre Tupper dio a conocer los programas del área refugio de la Vicaría. Así, el programa de Integración Local de Refugiados, explicó que es el que presta acogida al mayor número de ellos y a todos quienes llegan en forma espontánea. Cientos de familias colombianas (también de África, o de otros países) reciben apoyo para encontrar empleo, un lugar donde vivir, matrícula en la escuela para sus niños, orientación y una pequeña ayuda para subsistencia que proporciona la Agencia de la ONU para los Refugiados, ACNUR.


El programa de Reasentamiento está dirigido a refugiados que no pueden permanecer en el primer país de asilo por continuos problemas de protección o serios impedimentos a su integración de países como la ex Yugoslavia, Afganistán, Irak y Colombia, desde donde hemos recibido a cerca de 380 personas que se han integrado con éxito.


En cuanto al denominado programa de Reasentamiento Humanitario, informó que es el más exitoso de su tipo en la región. En esta modalidad, llegaron al país a comienzos del 2008, 29 familias que huyeron de Irak a causa de las persecuciones y la violencia. Hoy están aprendiendo español, varios han encontrado trabajo y los niños y las niñas asisten a escuelas públicas en sus distintos barrios. 


Mencionó también otro programa especial con Colombia, de menor alcance: Salida Temporal de Colombianos.


Además, aunque no se trata de un programa, impulsan la campaña “Chile, País de Acogida” destinada a sensibilizar a medios de comunicación, deportistas, líderes de opinión, educadores y a la opinión pública en general respecto de la necesidad de abrirnos como país a la multiculturalidad, al aporte que puedan hacer los extranjeros y a acoger a personas perseguidas injustamente.


 El Padre Tupper destacó que, desde la Vicaría, han trabajado muchos años por esta ley, por lo que cuando Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, anunció en el Palacio de La Moneda, ante 300 refugiados de 30 países, el 20 de junio del año pasado, que enviaría este proyecto, fue una enorme alegría.


Formuló algunos comentarios en relación al proyecto en estudio, que reiteró, los llena de entusiasmo:


- Primeramente felicitan la decisión de nuestro Estado de incluir entre sus leyes una que proteja a los refugiados.

- Valoran la sintonía de este proyecto con los criterios del Derecho Humanitario Internacional, actuales, universales y democráticos.


- Celebran la incorporación de los principios fundamentales de no devolución, no discriminación y reunificación familiar de las personas refugiadas, pilares del tratamiento humanitario mundial a los asilados.

- Destacan que se adopte una mirada interdisciplinaria en cuanto a su protección social y de acceso a los derechos que se les reconocen, ello habla de un país que se toma la solidaridad en serio.

- Acogen la preocupación presente en este proyecto de ley por la inserción de las personas refugiadas en la vida social, económica y cultural de Chile.


No obstante, estimó pertinente enriquecer el proyecto con algunos aportes, derivados de su experiencia en la materia. En este sentido, señaló:


- Al enumerar y reconocer los derechos económicos, sociales y culturales, no se llega a garantizarlos en términos prácticos. Sería importante clarificar cuales son específicamente sus derechos en los ámbitos mencionados, los organismos del Estado que los garantizarán y el procedimiento para llegar a ellos. 


- En el artículo 21 del presente proyecto, se incluye como invitado a la Comisión de Reconocimiento con derecho a voz y no a voto a la agencia implementadora de los programas de refugio. Ello es lo que ocurre en la actualidad.


- El artículo 30 señala la forma en que debe realizarse la entrevista individual, específicamente la de un grupo familiar. Creen necesario incorporar el tratamiento otorgado a los niños en esta instancia; es decir, en caso que a un niño se le realice una entrevista separada de sus padres, el entrevistador deberá estar especialmente capacitado en temas de infancia, esto con el solo fin de resguardar los Derechos de los Niños. En relación a esta norma, les parece fundamental que al solicitante se le informe del derecho a aplazar o suspender una entrevista si se encontrare en un estado emocional que dificulte gravemente o que impida que ésta se lleve a cabo de buen modo.


- Finalmente, les parece muy favorable para la protección de los refugiados que el proyecto en su Capítulo V muestre un gran interés por realizar procedimientos especiales, pero no aborda las particularidades de las personas con problemas de salud mental. Específicamente, se propone garantizar que cuando se sospeche o se tengan indicios de que una persona presenta una discapacidad mental o psíquica, se derivará en forma inmediata a una institución o programa de salud mental especializado que elabore por escrito el diagnóstico correspondiente y se refiera a las posibilidades de dar una entrevista de elegibilidad confiable acerca de la situación que ha originado la solicitud de refugio y las condiciones que dicha entrevista debiese tener.


Concluyó su intervención agradeciendo nuevamente a la Comisión por invitarlos y por escuchar estas opiniones que han preparado con sincero afán de colaborar. Han conocido muchas familias que necesitaban de esta ley, y eso es lo que los compromete y motiva al formular estos aportes, que esas vidas puedan ser más felices.

Finalizada la presentación del Padre Rodrigo Tupper, el señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hossain Sabag, dio la palabra al Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros. El señor Riveros entregó a la Comisión una minuta con sus observaciones respecto del proyecto, que se reproduce a continuación.


“1.-Antecedentes.

La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 consagra expresamente el derecho de toda persona a buscar refugio o asilo en cualquier país. Del mismo modo, dicho derecho se encuentra reconocido en otros instrumentos internacionales, tales como la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, siendo específicamente regulado en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo Complementario de 1967, los cuales fueron ratificados por Chile en 1972.


En la materia, Chile ha sido un actor relevante, pues, por una parte, durante sus regímenes democráticos, ha otorgado protección a miles de refugiados que han buscado en nuestro país un lugar seguro donde vivir y trabajar; y, por otra, cuando el Estado de Derecho fue ignorado, varios miles de chilenos recibieron protección de diferentes países, de todos los continentes, con gobiernos de distintas tendencias políticas.


Actualmente la materia se encuentra regulada en la denominada Ley de Extranjería, decreto ley N°1.094, de 1975, que establece someramente un procedimiento para la determinación de la condición de refugiado y la duración de su residencia. Este cuerpo legal fue modificado mediante la ley N° 19.476, que introdujo dentro de los cambios más destacados la remisión de la calificación del refugiado a las Convenciones Internacionales vigentes en Chile, la imposibilidad de expulsarlos mientras se encuentren solicitando el reconocimiento de su condición, la despenalización del ingreso clandestino y el establecimiento de una comisión que asesora al Subsecretario del interior en la resolución de las solicitudes correspondientes.


Sin embargo, es necesario establecer una normativa especial para regular esta importante institución del Derecho Internacional de manera más autónoma e integral, de manera de precisar y ampliar conceptos, separar la condición de refugiado del permiso de residencia que se otorga a la persona, establecer garantías y obligaciones para el refugiado, regular procedimientos y recursos, y establecer claras causales de denegación o cancelación de la condición de refugiado, entre otros asuntos relevantes. Esta necesidad, ha sido destacada en diversos instrumentos internacionales suscritos por nuestro país, tales como la Agenda para la Protección del año 2001 y el Plan de Acción de México del año 2004.


Sobre el particular, es necesario aclarar que el presente proyecto sólo regula la protección de los refugiados, no el asilo diplomático. De esta manera, se ha preferido tratar separadamente dos instituciones que, si bien persiguen objetivos comunes, tienen distinto origen y aplicación. En efecto, el asilo diplomático no ha tenido una aplicación numerosa como el refugio, sino que más bien se ha utilizado en situaciones de marcado tinte político y de origen latinoamericano. Por lo tanto, la regulación del asilo continuará rigiéndose en lo que corresponda por la Ley de Extranjería.


II. Contenido.

A. Concepto de refugiado.


Se establece un concepto amplio de refugiado, puesto que, en principio, recoge la definición clásica contenida en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, que comprende a aquellas personas que, por fundados temores de persecución y encontrándose fuera de su país, no puedan o no quieran acogerse a su protección; pero también abarca el concepto de refugiado en los términos establecidos en la Declaración de Cartagena de 1984. 


Esta ampliación del concepto incluye aquellas personas que han debido salir de su país de origen en consideración a que su vida, seguridad o libertad se encuentran amenazadas  por  una  situación  de  violencia  generalizada, agresión externa, conflictos internos, violación masiva de los derechos humanos u otras causas que hayan alterado gravemente orden  público.


Del mismo modo, se otorga protección a aquellas personas que, careciendo de nacionalidad, sufran de las situaciones antes descritas y que no puedan o no quieran regresar a su país de residencia, o que al estar fuera de su país de residencia o nacionalidad se produzcan hechos que los hagan ser considerados como refugiados.      


B. Principios fundamentales de protección.


El proyecto contempla un capítulo que desarrolla los principios en materia de protección de los solicitantes de refugio.


Entre ellos destaca el principio de no devolución, considerado la piedra angular de este tipo de protección internacional.


En efecto, un refugiado o solicitante de esa condición no puede ser expulsado, o  devuelto bajo cualquier formula al país donde su vida, seguridad o libertad corran peligro, pues la institución carecería de todo sentido.


En relación a este principio se regula la expulsión de un solicitante de refugio como una situación excepcional. De este modo, procederá la expulsión de un refugiado del territorio nacional únicamente basado en razones de seguridad nacional o de orden público, ambas contempladas en la Convención de 1951.


Por otra parte, se contempla el principio de no sanción por ingreso clandestino o residencia irregular. Sin embargo, para su procedencia es requisito la presentación ante la autoridad correspondiente, dentro de los 10 días siguientes  a la infracción a la legislación de extranjería. 


También se destaca el carácter confidencial de las solicitudes de condición de refugiado. Conforme a ello todo solicitante tiene derecho a la protección de sus datos personales; tanto el registro de la información como el procedimiento de determinación de la condición de refugiado deberá respetar el principio de confidencialidad.


Por último, el proyecto establece que sus disposiciones se aplicarán sin discriminación por motivos de raza, color sexo, edad, estado civil, religión o creencias, nacionalidad o ascendencia nacional, idioma, origen social o cultural, enfermedad o discapacidad, apariencia, opiniones políticas, o cualquier otra condición.

C. Principios interpretativos.

Se positivizan tres principios interpretativos de la ley. Primero, la interpretación de la normativa conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y particularmente, conforme a la Convención  sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967. En segundo lugar, el principio pro homine, cuyo objeto es dejar a salvo cualquier derecho, libertad o beneficio que se les reconozca a los refugiados, no contemplado en la presente regulación. En tercer lugar, el trato más favorable que implica procurar a los refugiados a lo menos el mismo trato que se le otorga a los extranjeros en iguales circunstancias.

D. Exclusión de la condición de refugiado.

El proyecto contempla causales de exclusión del régimen de protección de refugiados, que dicen relación con la comisión de graves actos condenados por el derecho internacional.


De esta manera, se excluyen a quienes:


- Hayan cometido un delito contra la paz, delito de guerra, cualquier delito contra la humanidad definido en algún instrumento internacional;


- Hayan cometido un grave delito común, fuera del territorio nacional y antes de ser admitido como refugiado, o;


- Quienes hayan incurrido en actos contrarios a los principios y finalidades de la Carta de Naciones Unidas.


E. Término o cese de la condición de refugiado.

El término de la condición de refugiado podrá acaecer por:


a) Cesación, esto es;


- persona se acoge voluntariamente a la protección del país del cual es nacional.


- Si la persona, habiendo perdido su nacionalidad,  la recupera voluntariamente.

-  Si adquiere una nueva nacionalidad y goza de la protección del país cuya nacionalidad adquirió.


- Si ha decidido establecerse nuevamente, de manera voluntaria, en el país fuera del cual permanecía por temor a ser perseguido.

- Haber dejado de existir las circunstancias a consecuencia de las cuales fue reconocido como refugiado.


b)  Renuncia individual, expresa, voluntaria e informada.


c) Cancelación, si se acreditase la falsedad de los fundamentos invocados, o la existencia de hechos que, de haber sido conocidos cuando se otorgó el reconocimiento, hubiesen implicado una decisión negativa.


d) Revocación si luego de otorgado el reconocimiento, la persona realiza delitos contra la paz, de guerra o cualquier delito contra la humanidad; o actos contrarios a los principios y finalidades de la Carta de las Naciones Unidas.


F. Autoridades competentes.


El Ministerio del Interior, a través del Subsecretario, será el encargado de otorgar, rechazar, cesar, cancelar y revocar la condición de refugiado.


Para dichos efectos, se crea la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado, como órgano asesor del Ministerio del Interior, que estará integrada por el Jefe del Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior, dos representantes de esa Secretaría de Estado y dos representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores, designados por los Ministros respectivos.


Además, podrá asistir a las reuniones de la Comisión, un representante del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR).


Se establece expresamente que las resoluciones sobre la materia serán suscritas por el Subsecretario del Interior y estarán exentas del trámite de toma de razón.


En el procedimiento de todas las solicitudes de la condición de refugiados la autoridad deberá recopilar todos aquellos antecedentes relevantes para determinar el estatuto de protección que soliciten estas personas.


G. Procedimiento de determinación de la condición de refugiado.

Se establece que las solicitudes correspondientes podrán presentarse ante cualquier oficina de Extranjería, o autoridad migratoria que se encuentre en un paso habilitado de la frontera.


En las etapas del procedimiento, se destaca, por una parte, que la prueba será apreciada en conciencia, y por otra parte, que el acto de reconocimiento de la condición de refugiado, tendrá carácter declarativo.


Se contemplan normas especiales para menores no acompañados o separados de sus familias y para quienes han sido víctimas de violencia sexual o por motivos de género.


De manera explícita se dispone la aplicación supletoria de la ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado, en el procedimiento administrativo de determinación de la condición de refugiado, en todo aquello no regulado por la presente iniciativa.


Por último, ante un ingreso masivo de refugiados, el proyecto permite implementar procedimientos especiales de determinación, prima facie, por grupos, asegurando siempre la adopción de medidas adecuadas para excluir del régimen a aquellas personas que caigan en alguna causal de exclusión.

H. Residencia y documentación.


Actualmente, la legislación reconoce al refugiado como un residente más en el país, lo que produce el inconveniente de que el refugio, al ser una categoría de residencia temporal, debe dar paso a una residencia permanente, para lograr el fin de asegurar la estabilidad de la persona en el país.


Se propone, entonces, la separación entre la condición de refugiado y el permiso de residencia que se otorga, que tendrá el carácter de permanente.


Directamente vinculado con la residencia se contempla el derecho del refugiado de obtener un documento de identidad para extranjeros y un documento de viaje que le permita salir y reingresar al territorio nacional.


Finalmente, se establece la gratuidad del procedimiento de determinación de la condición de refugiado, así como los trámites para obtención de visas y permisos.


I. Disposiciones finales.


En último término, se derogan las normas de la Ley de Extranjería , decreto ley N° 1.094, de 1975, sobre refugiados.”.

Intervino a continuación el representante del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Álvaro Arévalo, quien destacó la consonancia de este proyecto de ley con las normas internacionales que rigen la materia, esto es, el Convenio del año 1951 y su Protocolo Complementario, la Declaración Universal de Derechos Humanos, entre otros. Fundamental resulta la consagración de principios en esta legislación, como es el caso del principio de  no devolución.


Finalizadas las exposiciones, los Honorables Senadores presentes hicieron preguntas y comentarios.


El Honorable Senador señor Kuschel expresó que es necesario distinguir el refugio de otras figuras, como son el asilo y la inmigración. En cuanto al refugio, consultó cómo se determina la ubicación de los refugiados que llegan a nuestro país, y en qué forma los ayuda este proyecto.


El Honorable Senador señor Chadwick manifestó que, de acuerdo a lo expuesto, para obtener la condición de refugiado es necesario acreditar que la persona no ha cometido delitos graves. En este sentido, pregunta qué pasa si, posteriormente, una vez calificada como refugiado, hay una solicitud de extradición en relación a esta persona, por actos cometidos con anterioridad.


El Subsecretario señor Edgardo Riveros se hizo cargo de las preguntas y comentarios. En relación a la necesaria distinción de la condición de refugiado de otras como el asilo y la inmigración, manifestó que el asilo es una figura más bien propia de América Latina, se refiere a una situación transitoria, en una sede diplomática que goza de inviolabilidad, en el caso del asilo diplomático; el asilo territorial es el que genera el Estatuto del Refugiado.


Agregó que resulta muy importante distinguir el refugio de la inmigración, de los procedimientos habituales para obtener permiso o residencia. Ello se logra en gran medida contando con un estatuto propio como el que se propone, pues al estar regulados actualmente en el decreto ley N° 1094, se pueden confundir las instituciones.


Respecto a la pregunta del Honorable Senador señor Chadwick, explicó que operaría la figura de la cancelación, contemplada en el artículo 18 N° 2 del proyecto. Hay dos elementos a considerar, continuó señalando: las causales para poner término a la condición de refugiado, y toda la fórmula que el Código Procesal Penal consagra para la extradición pasiva.

En una nueva sesión, la Comisión escuchó la opinión en relación al proyecto del señor Cristián Koch, Representante Regional para el Sur de América del Sur del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados.

El señor Koch, en primer término, en nombre del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, agradeció la invitación a participar en este debate. Destacó que la pronta aprobación de este proyecto de ley implicaría un avance sustancial para Chile en la implementación de las obligaciones internacionales asumidas en materia de Derechos Humanos, y en especial en el marco de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo Adicional de 1967, ambos ratificados por Chile desde el año 1972.


En efecto, tal como se reconoce en el Mensaje con que Su Excelencia la Presidenta de la República dio inicio a este proyecto de ley, la necesidad de establecer en el ámbito nacional una normativa especial que regule en forma autónoma e integral la protección de los refugiados ha sido una cuestión reiterada en numerosos foros y encuentros internacionales y expresamente mencionada en la Agenda para la Protección adoptada en el año 2001 y en la Declaración y Plan de Acción de México adoptados en el año 2004. 


Manifestó que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos consagra el derecho de toda persona a solicitar y disfrutar del asilo. El artículo 14 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 27 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y el artículo 27.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, con diferencias en su alcance y contenido, establecen que en caso de persecución toda persona tiene derecho a buscar asilo y a disfrutar de él, en cualquier país. En el ámbito universal, la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 continúan siendo los principales instrumentos internacionales que reglamentan el derecho al asilo, y aseguran la protección internacional y la búsqueda de soluciones duraderas para refugiados y solicitantes de dicha condición, es decir para todas aquellas personas que son perseguidas y se ven forzadas a huir de sus países en razón de su raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas. 


Continuó señalando que, con excepción de Chile y México, países en los cuales actualmente se debaten proyectos de ley sobre esta materia, la región se caracteriza por la reciente adopción de normativa interna diseñada con el fin de facilitar la implementación de las obligaciones asumidas en la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967. Agregó que en el Cono Sur esta tendencia se ha multiplicado en los últimos 5 años. En efecto, a partir de 1997 y la adopción de la primera Ley de Refugiados en Brasil, entre los años 2002 y 2008 Paraguay, Argentina, Perú, Uruguay y Bolivia, han aprobado normas específicas sobre refugiados con estándares armónicos que facilitan sustancialmente el tratamiento de esta temática en encuentros y foros regionales. Esto es una muestra más del claro compromiso político e institucional que los países del Cono Sur mantienen con la protección de aquÉllos que llegan a nuestras tierras huyendo de situaciones de persecución y desplazamiento forzado.

En el caso de nuestro país, señaló, la adhesión a la Convención de 1951 se realizó el 28 de Enero de 1972 y, junto con el Protocolo de 1967, entró en vigor para el país en abril de 1972. Mediante el decreto ley N° 1.094 de 1975, el decreto N° 597 de 1984, y la ley N° 19.476, se regularon algunas cuestiones básicas sobre el tema y se estableció un procedimiento de determinación de la condición de refugiado que aún hoy aplica diariamente la Sección de Refugio y Reasentamiento del Departamento de Extranjería y Migración en Chile.  Sin embargo, estas disposiciones han demostrado no resultar adecuadas para afrontar los desafíos que hoy Chile tiene como país receptor de refugiados y solicitantes de esa condición. Hizo presente que, en opinión de ACNUR, Chile requiere de una normativa sobre refugiados acorde a estos tiempos que permita regular en forma integral el tratamiento que se da a los refugiados en Chile y compatibilizar las lógicas preocupaciones en materia de seguridad con la necesidades de atención humanitaria de refugiados y solicitantes de dicha condición.


Relató que han transcurrido treinta y siete años de vigencia de la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 en Chile. En este tiempo la historia del país y su relación con el tema de los refugiados ha cambiado sustancialmente. Mientras que en los años 70 Chile era conocido por la salida de sus nacionales que huían buscando protección internacional en diversos países de la región y del mundo, hoy Chile es reconocido internacionalmente en foros y eventos internacionales como un “país de acogida” que recibe y protege no sólo a aquellos refugiados que arriban en forma espontánea a su territorio sino también a quiénes lo hacen a través de los Programas de Reasentamiento que el país implementa en coordinación con el ACNUR desde el año 1999. 


El señor Koch manifestó que la falta de una legislación integral sobre protección de refugiados en Chile, ocasiona en términos prácticos que los refugiados enfrenten un número de dificultades al momento de acceder y ejercer en plenitud sus derechos humanos fundamentales. Por ello, la aprobación de este proyecto de ley, constituiría sin duda alguna una forma de cristalizar, a nivel normativo, el compromiso político y humanitario que la República de Chile ha asumido y demostrado desde el retorno de la democracia, y al mismo tiempo, permitiría devolver a la comunidad internacional parte de los esfuerzos que en el pasado se realizaron al proteger y asistir a los chilenos que se vieron obligados a abandonar el país producto de la persecución política.


Reiteró que, por todas estas razones, este proyecto requiere un pronto tratamiento y aprobación, se trata de una oportunidad única ya que es el fruto de un trabajo cooperativo y consensuado entre el Departamento de Extranjería y Migración, ACNUR, la Vicaría de la Pastoral Social y otras instituciones vinculadas directamente con la temática que hicieron llegar sus observaciones y sugerencias. En opinión de ACNUR, este proyecto refleja una serie de aspectos altamente positivos que dan cuenta de la incorporación de los mejores estándares y prácticas internacionales vigentes en la materia. Entre ellos, cabe destacarse entre otros: 

1) La incorporación de la definición regional ampliada de la Declaración de Cartagena, siguiendo lo que ya han hecho 13 países latinoamericanos.


2) La incorporación en el texto del proyecto de los principios fundamentales de protección de refugiados incluyendo la no devolución, la no sanción por ingreso irregular, la no expulsión, entre otros.


3) La separación en categorías autónomas entre la condición de refugiado y el permiso de residencia que se otorga a quienes se les brinda esa protección.


4) La gratuidad del procedimiento de determinación  de la condición de refugiado.


5) La regulación de institutos muy importantes tales como la revocación, cancelación y cesación de la condición de refugiado.


6) El establecimiento de normas de tratamiento diferenciadas para niños refugiados, y personas víctimas de violencia sexual. 


Complementando la exposición del señor Koch, don Flavio Varoli, representante del ACNUR en Chile, reiteró algunos conceptos ya expresados, como la alineación con las tendencias de la región en esta materia que significa este proyecto de ley. Chile necesita de esta ley, al ser de los países que recibe mayor cantidad de solicitudes de refugio; el año 2008 se presentaron 1059 nuevas solicitudes de refugio. Se trata de cifras significativas en la región, pero un número manejable que no representa un impacto trascendente en la vida social del país.


El Honorable Senador Sabag consultó por la nacionalidad de los refugiados que llegan a nuestro país.


El señor Varoli informó que aproximadamente el 95% de ellos son colombianos, pues se trata de un país que, en las últimas décadas, ha tenido graves problemas humanitarios.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto se refirió a aquellas personas que llegan a nuestro país por la via de un contrato de trabajo, los denominados inmigrantes económicos.


El señor Koch señaló que es necesario distinguir las situaciones, y por lo mismo, es fundamental tener una ley que regule a los refugiados en forma separada de la ley que reglamenta la inmigración. El refugiado es distinto del inmigrante, es una persona que viene al país por temor, por proteger su vida.


El Honorable Senador señor Kuschel hizo referencia a la legislación de otros países, consultando si hay un tratamiento más o menos estandarizado en estas materias, especialmente con nuestros vecinos. Ello por cuanto le preocupa que una legislación restrictiva en materia de inmigración genere que la institución del refugio se mal utilice, como una vía de ingreso al país. Es necesario que exista un balance.


El señor Koch consideró que ello no es posible, pues el Estatuto define muy bien a quién le es aplicable. Con excepción de México y Chile, todos los países han legislado sobre este tema.

- Sometida a votación la idea de legislar en la materia, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Sabag.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía les propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

Disposiciones Generales

Capítulo I

Ámbito de Aplicación de la Ley


Artículo 1°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a los solicitantes de la condición de refugiado o a los refugiados, desde que se encuentren en territorio nacional.

Capítulo II

Del Concepto de Refugiado


Artículo 2°.- Concepto de Refugiado. Tendrán derecho a que se les reconozca la condición de refugiado las personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:


1.
Quienes, por fundados temores de ser perseguidos por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentren fuera del país de su nacionalidad y no puedan o no quieran acogerse a la protección de aquél debido a dichos temores.


2.
Los que hayan huido de su país de nacionalidad o residencia habitual y cuya vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público en dicho país.


3.
Quienes, careciendo de nacionalidad y por los motivos expuestos en los numerales anteriores, se encuentren fuera del país en que tenían su residencia habitual y no puedan o no quieran regresar a él.


4.
Los que, si bien al momento de abandonar su país de nacionalidad o residencia habitual no poseían la condición de refugiado, satisfacen plenamente las condiciones de inclusión como consecuencia de acontecimientos ocurridos con posterioridad a su salida.

Capítulo III

Principios Fundamentales de la Protección


Artículo 3°.- Enunciación de Principios. La protección de los solicitantes de la condición de refugiado y los refugiados se regirá por los principios de no devolución, incluida la prohibición de rechazo en frontera; de no sanción por ingreso ilegal; de confidencialidad; de no discriminación; de trato más favorable posible; y de unidad de la familia.


Artículo 4°.- No Devolución. No procederá la expulsión o cualquier medida que tenga por efecto la devolución, incluyendo la prohibición de ingreso en frontera, de un solicitante de la condición de refugiado o refugiado al país donde su vida o libertad personal peligren.


La protección en los términos enunciados precedentemente comprenderá, asimismo, cualquier forma de devolución hacia las fronteras de un país donde estuviere en peligro la seguridad de la persona o existieren razones fundadas para creer que podría ser sometida a tortura, a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.


A los efectos de determinar si existen tales razones, se tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia en el territorio de una situación persistente de violación manifiesta, patente o masiva de los derechos humanos.


Aquellos solicitantes de la condición de refugiado que no hubieran obtenido el estatuto de tal, podrán solicitar un permiso de permanencia en el país, de conformidad con la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile.


Artículo 5°.- La Expulsión. La expulsión de un solicitante de la condición de refugiado o refugiado que se halle en el territorio nacional, no podrá disponerse sino de manera excepcional, cuando razones de seguridad nacional o de orden público así lo justifiquen. Esta medida deberá adoptarse conforme a los procedimientos legales vigentes.


En cualquier caso, el refugiado tendrá derecho a presentar todo tipo de pruebas exculpatorias y recurrir a la medida por vía administrativa y judicial. Así, también, se le deberá conceder un plazo de treinta días para que gestione su admisión legal en otro país, caso en el que quedará sujeto a las medidas de control de conformidad con la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile. Dicho plazo comenzará a correr una vez notificada la resolución que determine la expulsión al afectado.


Artículo 6°.- No Sanción por Ingreso Clandestino y Residencia Irregular. No se impondrán a los refugiados sanciones penales ni administrativas con motivo de su ingreso o residencia irregular, siempre que se presenten, dentro de los diez días siguientes a la infracción a la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile, ante las autoridades, alegando una razón justificada. 


Respecto de los solicitantes de reconocimiento de la condición de refugiados que hayan ingresado o que residan irregularmente en el territorio nacional, no se aplicarán las restricciones de circulación establecidas por las normas generales sobre extranjeros, cuando aquellos se hayan visto forzados a recurrir a redes de tráfico ilícito de migrantes como forma de asegurar su ingreso al territorio y obtener protección.


Artículo 7°.- Confidencialidad. Todo solicitante de la condición de refugiado y refugiado tiene derecho a la protección de sus datos personales. El registro de la información, así como el procedimiento de determinación de la condición de refugiado, en todas sus etapas, deberá respetar la confidencialidad de cada uno de los aspectos de la solicitud, inclusive el mismo hecho de que la persona haya requerido protección como refugiado.


Artículo 8°.- No Discriminación. Las disposiciones de esta ley se aplicarán a los solicitantes de la condición de refugiados y a los refugiados sin discriminación por motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, religión o creencias,  nacionalidad o ascendencia nacional, idioma, origen social o cultural, enfermedad o discapacidad, apariencia, opiniones políticas o por cualquier otra situación.


Artículo 9°.- Reunificación Familiar. Tendrán derecho a que se les reconozca el estatuto de refugiado por extensión, el cónyuge del refugiado o la persona con la cual se halle ligado por razón de convivencia, sus ascendientes, descendientes y los menores de edad que se encuentren bajo su tutela o curatela.


El Subsecretario del Interior resolverá, en cada caso, las solicitudes de reunificación familiar, teniendo en cuenta la existencia de un genuino vínculo de dependencia, así como las costumbres y valores sociales y culturales de sus países de origen.


La reunificación familiar sólo podrá ser invocada por el titular de la solicitud de la condición de refugiado y en ningún caso por el reunificado.


No se concederá por extensión protección como refugiado a una persona que resulte excluible, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 de la presente ley.

Capítulo IV

Principios Interpretativos de la Ley


Artículo 10.- Interpretación. Los alcances y disposiciones de la presente ley y su reglamento se interpretarán conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo de 1967.


Artículo 11.- Trato más favorable. Se procurará dar a los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados el trato más favorable posible y en ningún caso inferior al concedido, generalmente, a los extranjeros en las mismas circunstancias.


Artículo 12.- No menoscabo. Ninguna disposición de esta ley podrá interpretarse en el sentido de menoscabar cualquier otro derecho, libertad o beneficio reconocido a los refugiados.

Capítulo V

Derechos y Obligaciones de los Refugiados


Artículo 13.- Derechos. Los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados gozarán de los derechos y libertades reconocidos a toda persona en la Constitución Política de la República, sus leyes y reglamentos, así como en los instrumentos internacionales de derechos humanos y sobre refugiados de los que Chile es parte, en particular los derechos reconocidos en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967.


De la misma manera, los refugiados y sus familias tendrán derecho a acceder a la salud, a la educación, a la vivienda y al trabajo, ya sea en condiciones de trabajador dependiente o por cuenta propia, en igualdad de condiciones que los demás extranjeros.


Artículo 14.- Obligaciones. Todo refugiado tiene la obligación de acatar la Constitución Política de la República, sus leyes y reglamentos, así como todas aquellas medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público y la seguridad nacional.


Artículo 15.- Ayuda Administrativa. Las autoridades competentes asistirán a los refugiados, otorgándoles información sobre sus derechos y obligaciones, en la obtención de documentos, certificados o acreditación de su estado civil, títulos y demás actos administrativos. También lo harán para permitir el traslado de sus haberes, hacia o desde el país, conforme a las normas generales.

TITULO II

Del Estatuto de Refugiado

Capítulo I

Exclusión de la Condición de Refugiado


Artículo 16.- Cláusula de Exclusión. No obstante cumplir con las condiciones para ser reconocido como refugiado, será excluida del régimen de protección, la persona respecto de la cual existan fundados motivos de haber cometido alguno de los actos siguientes:


1.
Delito contra la paz, de guerra, o cualquier otro delito contra la humanidad definido en algún instrumento internacional, ratificado por Chile.


2.
Grave delito común, fuera del territorio nacional y antes de ser admitido como refugiado.


3.
Actos contrarios a los principios y finalidades de la Carta de Naciones Unidas.

Capítulo II

Causales de Cesación y Pérdida del Estatuto de Refugiado


Artículo 17.- Cláusula de Cesación. Cesará la condición de refugiado de una persona en los siguientes casos:


1. Si se ha acogido, voluntariamente, a la protección del país del cual es nacional.


2. Si, habiendo perdido su nacionalidad con anterioridad, la ha recuperado por propia decisión.


3. Si ha obtenido una nueva nacionalidad y goza de la protección del país cuya nacionalidad adquirió.


4. Si ha decidido establecerse nuevamente, de manera voluntaria, en el país que abandonó o fuera del cual permanecía por temor a ser perseguido.


5. Si no es posible continuar rechazando la protección del país del cual es nacional, por haber dejado de existir las circunstancias por las cuales fue reconocido como refugiado.


6. Si aquélla que no tiene nacionalidad, está en condiciones de volver al país en el cual tenía su residencia habitual,  una vez que hayan dejado de existir las circunstancias a consecuencia de las cuales fue reconocida como refugiado.


No cesará la condición de refugiado respecto de aquella persona comprendida en los números 5 y 6 precedentes que pueda invocar razones imperiosas, derivadas de la persecución singularmente grave por la que originalmente dejó su país de nacionalidad o residencia habitual o que, en su caso particular, y a pesar del cambio de circunstancias en general, mantenga un fundado temor de persecución por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas.


Artículo 18.- Renuncia, Cancelación y Revocación del Estatuto de Refugiado. Se perderá el estatuto de refugiado por cualquiera de las siguientes circunstancias:


1. Renuncia individual, expresa, voluntaria e informada a tal condición.


2. Por cancelación, si se acreditase la falsedad de los fundamentos invocados para el reconocimiento de la condición de refugiado o la existencia de hechos que, de haber sido conocidos cuando se otorgó tal reconocimiento, hubiesen implicado una decisión negativa.


3. Por revocación, si luego de otorgado dicho estatuto, la persona realiza actividades descritas en los números 1 ó 3 del artículo 16 de la presente ley.


Los refugiados que pierdan dicha condición por renuncia, podrán solicitar que se les otorgue alguna de las categorías de residente previstas en la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile; y a los que se les revoque dicha calidad, teniendo como fundamento algunas de las condiciones contempladas en los demás números del presente artículo, quedarán sujetos a las sanciones establecidas en la referida legislación.

TITULO III

Autoridades de Aplicación de la Ley

Capítulo I

De los Organismos Competentes para el Reconocimiento de la Condición de Refugiado


Artículo 19.- Acto Administrativo sobre condición de refugiado. El otorgamiento, rechazo, cesación, cancelación o revocación de la condición de refugiado será resuelto por el Ministerio del Interior, a través de Resolución del Subsecretario del Interior, exenta del trámite de toma de razón, teniendo en consideración los antecedentes y recomendaciones emanadas de la Comisión que se establece en el artículo siguiente.


Artículo 20.- Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado. Créase la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado, organismo encargado de asesorar al Ministerio del Interior y de proveer la información necesaria para decidir respecto del otorgamiento, rechazo, cesación, cancelación o revocación de la condición de refugiado.


Esta Comisión se entenderá sucesora, para todos los efectos legales, de la Comisión de Reconocimiento establecida en el artículo 40 bis del decreto ley N°1.094, de 1975, que establece Normas sobre Extranjeros en Chile. 


Artículo 21.- Composición. La señalada Comisión estará conformada por los siguientes miembros, con derecho a voto:


1.
El Jefe del Departamento de Extranjería y Migración, quien la presidirá.


2.
Dos representantes del Ministerio del Interior.


3.
Dos representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores.


Los representantes de las referidas Carteras, así como sus reemplazantes, serán nombrados por los respectivos Ministros.


Podrá asistir a las reuniones de la Comisión un representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR).


Artículo 22.- Competencias. La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado tendrá las siguientes atribuciones:


1. Proponer al Ministerio del Interior el reconocimiento o rechazo de tal condición, así como 

la exclusión, cesación, cancelación y revocación del estatuto de refugiado.


2. Proponer la aceptación o rechazo de las solicitudes de reunificación familiar de refugiados reconocidos.


3. Proponer la aceptación o rechazo de las solicitudes de reasentamiento.


4. Solicitar los antecedentes que estime convenientes para el cumplimiento de su tarea asesora, a los organismos públicos pertinentes.


5. Planificar, promover y coordinar políticas en materia de protección de solicitantes de la condición de refugiado y refugiados, relacionándose directamente, para tales efectos, con cualquier institución pública o privada, nacional, internacional o extranjera, que fuese pertinente.


6. Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para los refugiados.


7. Dictar y aprobar su reglamento interno.


Artículo 23.- Quórum. La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado podrá sesionar con, a lo menos, tres de sus miembros con derecho a voto y sus decisiones se adoptarán por un mínimo de tres votos concurrentes.

Capítulo II

De la Secretaría Técnica


Artículo 24.- Funciones. El Jefe del Departamento de Extranjería y Migración dispondrá de una Secretaría Técnica, que asistirá a la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado. Las funciones de esta Secretaría deberán determinarse en el reglamento interno que fije la referida Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 N°7 de la presente ley.

TITULO IV

Procedimiento de Determinación de la Condición de Refugiado

Capítulo I

Procedimiento administrativo


Artículo 25.- Procedimiento administrativo de determinación. El procedimiento administrativo de determinación de la condición de refugiado se regirá por las siguientes disposiciones de la presente ley y su reglamento. En lo no regulado por éstas, se aplicará supletoriamente la ley N°19.880, que Establece las Bases de los Procedimientos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Capítulo II

Ingreso al Territorio y Presentación de la Solicitud


Artículo 26.- Presentación de la Solicitud. Podrá solicitar el reconocimiento de la condición de refugiado toda persona que se encuentre dentro del territorio de la República de Chile, sea que su residencia fuere regular o irregular.


La solicitud podrá presentarse en cualquier oficina de Extranjería. Al ingresar a territorio nacional, los extranjeros también podrán hacerlo ante la autoridad migratoria que se encuentre en un paso habilitado de la frontera, quien le proporcionará la información necesaria sobre el procedimiento. 


La señalada autoridad requerirá al interesado declarar las razones que lo forzaron a dejar su país de origen. Las personas deberán informar acerca de su verdadera identidad, en caso de no contar con documentos para acreditarla, o manifestar si el documento de identidad o pasaporte que presenten es auténtico.


Artículo 27.- Recepción de la Solicitud. Los funcionarios de la Administración del Estado que tuvieran conocimiento de la presentación de una solicitud para el reconocimiento de la condición de refugiado de un extranjero, deberán ponerla en conocimiento, en el más breve plazo, de la Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado.


Artículo 28.- Información de la Solicitud. La solicitud deberá contener los datos completos del solicitante, los motivos por los que interpone el pedido y ofrecer las pruebas documentales o de otro tipo que pudiera aportar en apoyo de su petición, de acuerdo con lo establecido en el reglamento de la presente ley.

Capítulo III

De los Procedimientos


Artículo 29.- Presentación en la Secretaría Técnica. Una vez presentada la solicitud, se le informará al peticionario respecto del procedimiento para la determinación de la condición de refugiado, sus derechos y obligaciones, en su propio idioma o en otro que pueda entender. Asimismo, se le informará acerca de la posibilidad de contactarse con un representante del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados.


Al solicitante que así lo requiera o necesite, se le facilitarán los servicios de un intérprete calificado para asistirle en las entrevistas y en la presentación por escrito de los hechos en los que fundamenta su petición.


Artículo 30.- Entrevista Individual. Aun cuando no fuesen solicitantes principales del reconocimiento de la condición de refugiado todos los miembros del grupo familiar, podrán ser entrevistados individualmente y en forma separada, a fin de garantizar que tengan la oportunidad de exponer su caso en forma independiente. Todos ellos serán debidamente informados de su derecho a presentar una solicitud en forma individual y de elegir entrevistadores e intérpretes de su mismo sexo, quienes deberán ser especialmente capacitados a fin de identificar cualquier factor cultural; religioso; de género o de índole personal, tales como la edad y el nivel educativo, que pudieran afectar su habilidad para presentar su caso.


Artículo 31.- Recopilación de Información del País de Origen. La Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento deberá recopilar información sobre el país de nacionalidad o residencia habitual que sea relevante para analizar las solicitudes presentadas, en particular en lo referido a la situación del afectado ante la ley, sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; las costumbres sociales y culturales de dicho país, así como las consecuencias de su trasgresión; la prevalencia de prácticas tradicionales perjudiciales; la incidencia y formas de violencia contra algún grupo de personas; la protección de que disponen; las sanciones previstas para quienes ejercen violencia contra algún grupo de personas y los peligros que el afectado puede enfrentar si regresa a su país de nacionalidad o residencia habitual, después de haber presentado una solicitud de la condición de refugiado.


Artículo 32.- Documentación e intervención de otros organismos. Una vez presentada la solicitud, la autoridad competente extenderá al peticionario y a los miembros de su familia que lo acompañen, una visación de residente temporario, por el plazo de ocho meses, prorrogables por períodos iguales, en la forma que determine el reglamento de la presente ley.


Asimismo, notificará a los organismos correspondientes, con el fin que se provean al solicitante y su familia la asistencia humanitaria básica que pudieran requerir en virtud de su situación de vulnerabilidad, especialmente en lo referido a alojamiento, acceso a ayuda alimenticia, salud y trabajo.


Artículo 33.- Obligaciones del Solicitante. Durante el procedimiento, el solicitante tendrá las siguientes obligaciones:


1. Decir la verdad, informar y cooperar activamente a fin de que puedan esclarecerse los hechos y razones en que se basa su solicitud.


2. Aportar pruebas y suministrar explicaciones satisfactorias sobre la eventual insuficiencia o falta de las mismas.


3. Proporcionar información sobre su persona y experiencia, con los detalles necesarios para determinar los hechos pertinentes.


4. Dar una explicación de las razones invocadas en apoyo de su solicitud.


5. Contestar todas las preguntas que le sean formuladas.


6. Fijar domicilio e informar, oportunamente, a la autoridad competente, cualquier cambio que éste sufra, en un plazo de quince días.


Artículo 34.- Mérito de la Prueba. La Comisión de Reconocimiento apreciará las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica. Cuando no pudiera recolectarse prueba material suficiente, la Comisión podrá basar sus recomendaciones en indicios, presunciones y la credibilidad general del solicitante, en cuyo caso corresponderá otorgarle el beneficio de la duda, siempre que éste hubiera cumplido con las obligaciones enunciadas en el artículo anterior.


Artículo 35.- Efecto Declarativo del acto de Reconocimiento y Fundamentación de las Resoluciones. El reconocimiento de la condición de refugiado es un acto declarativo. Todas las Resoluciones que se dicten, referidas a la determinación del estatuto de refugiado, deberán ser debidamente fundadas.


Artículo 36.- Notificación. Adoptada una decisión relativa a la determinación de la condición de refugiado, la autoridad competente la notificará en el plazo de quince días al solicitante, por carta certificada.


Artículo 37.- Cesación, Cancelación y Revocación del Estatuto de Refugiado. La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado propondrá el cese, la cancelación o la revocación del Estatuto de Refugiado al Subsecretario del Interior, previa citación del interesado e informe de la Secretaría Técnica, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la presente ley. 

Capítulo IV

Procedimiento Especial para Menores no Acompañados

o Separados de sus Familias


Artículo 38.- Menores de Edad. Toda persona menor de edad tiene derecho a solicitar el reconocimiento de su condición de refugiado, con independencia de las personas que ejercen su representación legal conforme a la legislación chilena.


Artículo 39.- Menores no Acompañados o Separados. Cuando la solicitud fuese presentada por un menor de edad no acompañado o separado de su familia, la Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento informará, de inmediato, a la autoridad de menores, de manera que se ejerzan las medidas de protección, cuidado y asistencia que sean necesarias.


Artículo 40. Procedimiento. Cuando se trate de menores no acompañados o separados de sus familias, se observarán las recomendaciones formuladas por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados en las Directrices sobre Protección y Cuidados de Niños Refugiados.

Capítulo V

Otros Procedimientos Especiales


Artículo 41.- Tratamiento Especial. En el caso de personas que presentaren una solicitud y alegasen haber sido víctimas de violencia sexual o por motivos de género, se procurará que los organismos públicos competentes les presten asistencia psicológica y social.


Del mismo modo, se procurará que, en la realización de las entrevistas, la persona pueda sentirse segura respecto de la confidencialidad de su petición.


Artículo 42.- Ingreso Masivo de Refugiados. En caso de producirse, como consecuencia de un ingreso masivo de refugiados, un incremento sustancial de solicitudes de reconocimiento de la condición de refugiado, se podrán implementar procedimientos especiales de determinación, prima facie o por grupos, asegurando la adopción de medidas adecuadas para excluir del régimen de protección a aquellas personas que hubieren cometido alguno de los actos indicados en el artículo 16 de la presente ley.


Con este fin, se podrá solicitar el asesoramiento del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y requerir, de los órganos competentes, las medidas necesarias para garantizar la efectiva protección de los refugiados.


El reglamento determinará la forma y las características de estos procedimientos.

Capítulo VI

Revisión de Actos Administrativos


Artículo 43.- Recurso de Reposición y Jerárquico. Sin perjuicio de las acciones constitucionales que procedan, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República, contra las resoluciones que denieguen, revoquen, cancelen o hagan cesar el estatuto de refugiado, podrá recurrirse por la vía administrativa, conforme al artículo 59 de la ley N°19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.


Artículo 44.-Efecto Suspensivo. La interposición de recursos administrativos, suspenderá la ejecución de las medidas objeto de ellos.

Título V

Residencia, Documentación de Identidad y de Viaje

Capítulo I

Documentos


Artículo 45.- Documentación de Residencia. Las personas a quienes se les haya reconocido la condición  de refugiado y sus familias, tendrán derecho a que se les otorgue un permiso de residencia permanente, de acuerdo a lo preceptuado en la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile, que les permita gozar de todos los derechos que se les reconocen en virtud de la presente ley y de las Convenciones Internacionales sobre esta materia.


La caducidad o revocación de dicho permiso no comporta el cese del estatuto de refugiado, el cual subsistirá mientras se mantengan las condiciones que le dieron origen.


Artículo 46.- Documento de Identidad. El solicitante de la condición de refugiado y refugiado y su familia, que hubieran obtenido una residencia legal en el país, tendrá derecho a obtener un documento de identidad para extranjeros, que será expedido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.


Artículo 47.- Documento de Viaje. La persona que hubiere obtenido el estatuto de refugiado y su familia, que no cuenten con pasaporte vigente u otro documento de identidad idóneo que los habilite para salir del país e ingresar a territorio extranjero, tendrán derecho a obtener un documento de viaje que les permita salir y reingresar al territorio nacional, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. Dicho documento será expedido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, previa autorización del Ministerio del Interior. Este documento se ajustará a las disposiciones de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, y su Protocolo de 1967.


El Ministerio del Interior podrá, por razones de orden público o de seguridad nacional, denegar la concesión del documento de viaje o revocar el concedido.  En este último caso, el beneficiario deberá restituir el documento al Ministerio del Interior.

Capítulo II

Gratuidad


Artículo 48.- Gratuidad.- El procedimiento de determinación de la condición de refugiado será gratuito. También tendrán este carácter, los trámites para la obtención de visas y permisos, incluido el de trabajo.

Título VI

Disposiciones Finales


Artículo 49.- Deróganse las normas establecidas en el decreto ley Nº1.094, de 1975, en lo que digan relación con los refugiados.

Artículo 50.- Dentro de los ciento ochenta días posteriores a la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior, dictará el correspondiente reglamento.".

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de noviembre y 2 de diciembre de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Hossain Sabag Castillo (Presidente), Nelson Ávila Contreras, Andrés Chadwick Piñera, Carlos Ignacio Kuschel Silva y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 11 de diciembre de 2009.

(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LAS COMISIONES DE RELACIONES EXTERIORES Y DE DEFENSA NACIONAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA AUTORIZAR PERMANENCIA DE TROPAS Y MEDIOS NACIONALES FUERA DEL TERRITORIO DE LA REPÚBLICA CON EL OBJETO DE CONTINUAR INTEGRANDO LA OPERACIÓN MILITAR DE GESTIÓN DE CRISIS DE LA UNIÓN EUROPEA EN BOSNIA Y HERZEGOVINA

(S 1214-05)

HONORABLE SENADO:



Vuestras Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, tienen el honor de informaros acerca del oficio de S.E. el señor Vicepresidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de las tropas y medios nacionales fuera del territorio de la República, por el periodo de un año, a contar del 1 de enero de 2010, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, (Operación ALTHEA).



La Sala de la Corporación acordó, en sesión de 2 de diciembre del año en curso, que la solicitud fuera conocida por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

- - -


Cabe destacar que S.E. el señor Vicepresidente de la República hizo presente la urgencia en el despacho del acuerdo, en uso de la facultad que le confiere el inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.
- - -





A la sesión en que se discutió la solicitud asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Defensa Nacional: el Subsecretario de Guerra, señor Gonzalo García, y el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de División Andrés Avendaño.
- - -

ANTECEDENTES



1.- Oficio de S.E. el señor Vicepresidente de la República.- Señala Su Excelencia que el Gobierno de Chile ha definido una política de participación nacional en operaciones de paz, bajo las modalidades promovidas por la Organización de las Naciones Unidas, en cuyo marco se integra la misión multinacional desplegada en Bosnia y Herzegovina, desde el año 2003 hasta la fecha, cuya continuidad fue autorizada por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, mediante la Resolución N° 1.845, de fecha 20 de noviembre de 2008, que en lo que es de interés señala:


“Actuando en virtud del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la presente resolución, una fuerza multinacional de fecha de aprobación de la presente resolución, una fuerza multinacional de estabilización (EUFOR) como sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, que cumplirá sus misiones en relación con la aplicación de lo dispuesto en los anexos 1-A y 2 del Acuerdo de Paz en cooperación con la presencia del Cuartel General de la OTAN, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo en sus cartas de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”.

Añade el Oficio que en la actualidad y tal como se informara oportunamente, la contribución nacional se está materializando con el apoyo logístico del Reino de Holanda, atendido el interés de las autoridades de la Fuerza Multinacional desplegada en la misión, por contar con la experiencia adquirida por las unidades chilenas durante estos últimos años, la que se ha traducido en una invaluable contribución que resulta trascendental para el adecuado logro de los objetivos que se persiguen.


Hace presente el documento que el Honorable Senado de la República acordó autorizar la permanencia de tropas y medios nacionales fuera del territorio nacional, a contar del 1º de enero de 2009 por un período de un año.


Agrega que el análisis de los aspectos estrictamente operativos, como asimismo los alcances de política exterior vinculados con la participación chilena en la misión en Bosnia-Herzegovina, han llevado a concluir la alta conveniencia de continuar con la presencia nacional en esta operación.


Indica el Ejecutivo que, por lo anterior, solicita la autorización para la permanencia de tropas fuera del territorio de la República, considerando el despliegue de 21 miembros de las Fuerzas Armadas con su respectivo equipamiento personal, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), a contar del 1 de enero de 2010, por un período de un año, de conformidad con la planificación realizada a partir de los intereses nacionales y proyecciones de la misión.


Concluye señalando que se anexan los fundamentos de conformidad con lo dispuesto por el Título II, párrafo 2, artículo 9º de la ley Nº 19.067.



2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones y antecedentes:



a) Artículo 53, N° 5), de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de prestar o negar su consentimiento a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo requieran.

Agrega la norma que si el Senado no se pronunciare dentro de treinta días después de pedida la urgencia por el Presidente de la República, se tendrá por otorgado su asentimiento.

b) Ley Nº 19.067, que establece normas permanentes sobre entrada de tropas extranjeras en el territorio de la República y salida de tropas nacionales del mismo.

c) Decreto Nº 68, del Ministerio de Defensa Nacional, promulgado el 14 de octubre de 1999 y publicado el 10 de noviembre de 1999, que aprueba la Política Nacional para la participación del Estado Chileno en Operaciones de Mantenimiento de la Paz.


d) Resolución Nº 1.722 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2006, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.

e) Oficio Nº 22.602, de 29.07.2003, del Honorable Senado de la República, acordado en sesión Nº 15, legislatura 349ª del año 2003.

f) Resolución Nº 1.785, del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 21 de noviembre de 2007, que prorroga la misión en Bosnia y Herzegovina.





g) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.619/SEC/07, de 12 de diciembre de 2007, que comunica la prorroga de la autorización para la salida de tropas.


h) Resolución Nº 1.845 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 20 de noviembre de 2008, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.




i) Oficio del Honorable Senado de la República Nº 1.608/SEC/08, de 10 de diciembre de 2008, que comunica la prorroga de la autorización para la salida de tropas.



j) Resolución Nº 1.895 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, de 18 de noviembre de 2009, que prorroga por doce meses la misión en Bosnia y Herzegovina.




3.- Antecedentes de la Operación ALTHEA, documento preparado por el Ministerio de Defensa Nacional.- En conformidad a las disposiciones de la ley N° 20.297, que establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz, se reproduce a continuación el informe con los fundamentos para la renovación del mandato en Haití.




“A. EXPOSICIÓN DEL MANDATO DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS O EL REQUERIMIENTO EFECTUADO A CHILE CONFORME AL TRATADO VIGENTE DE QUE SEA PARTE.





Mediante Resolución Nº 1845, de 20 de noviembre de 2008, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, “Autoriza a los Estados Miembros a que, actuando por conducto de la Unión Europea o en cooperación con ella, establezcan, por un nuevo período de 12 meses a partir de la fecha de aprobación de la presente resolución, la mantención de la fuerza multinacional de estabilización (EUFOR), sucesora legal de la SFOR, bajo mando y control unificados, de conformidad con las disposiciones convenidas entre la OTAN y la Unión Europea y comunicadas al Consejo en sus cartas de fecha 19 de noviembre de 2004, donde se reconoce que la EUFOR desempeñará la principal función de estabilización de la paz en relación con los aspectos militares del Acuerdo de Paz”
. La nueva Resolución destaca la importancia de los progresos realizados por Bosnia y Herzegovina hacia la integración euro atlántica sobre la base del Acuerdo de Paz y reconociendo a la vez la importancia de la transición de Bosnia y Herzegovina para convertirse en un país europeo funcional, reformista, moderno y democrático, como a su vez promover la solución pacífica de los conflictos de conformidad con los propósitos y principios de la Carta de Naciones Unidas y la Resolución acoge con beneplácito la decisión de la OTAN de continuar manteniendo una presencia en Bosnia y Herzegovina para seguir prestando asistencia en la aplicación del Acuerdo de Paz junto con la EUFOR.





Esta renovación se materializa previo seguimiento periódico de los objetivos contemplados en el mandato de la misión
 y “Reconociendo que no se ha llegado aún a la plena aplicación del Acuerdo de Paz, pero rindiendo homenaje a los logros conseguidos por las autoridades de Bosnia y Herzegovina a nivel estatal y de las entidades, así como por la comunidad internacional, en los 12 años transcurridos desde la firma del Acuerdo de Paz” y “Habiendo determinado que la situación de la región sigue constituyendo una amenaza para la paz y la seguridad internacionales”.





La lucha en Bosnia y Herzegovina finalizó el 11 de octubre de 1995. Desde entonces y hasta el 20 de diciembre de 1995, los miembros de la Fuerza de Protección de las Naciones Unidas (UNPROFOR)
, supervisaron una cesación de fuego, acordada para permitir que se realizasen las negociaciones de paz de Dayton y una vez alcanzado ese objetivo, se dio paso a la transición para el despliegue de una Fuerza Multinacional de Aplicación del Acuerdo de Paz dirigida por la OTAN y que se conocería como la IFOR, la cual, en diciembre de 1996, por Resolución del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, fue sustituida por una Fuerza Multinacional de Estabilización (SFOR) que, en conjunto con la Fuerza Internacional de Policía (IPTF) y una oficina civil de las Naciones Unidas, integraron la Misión de Naciones Unidas en Bosnia y Herzegovina (UNMIBH), cuyo mandato general persigue el establecimiento del estado de derecho en Bosnia y Herzegovina, ayudando en la reforma y la reestructuración de la policía local, evaluando el funcionamiento del sistema judicial existente,  supervisando y verificando la actuación de la policía y otros relacionados con el mantenimiento de la ley y el orden.





Por Resolución Nº 1551 de 9 de julio de 2004, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas “Observa con satisfacción la decisión de la OTAN de poner fin a su actual operación de la SFOR en Bosnia y Herzegovina antes de que concluya el año 2004. Observa también con satisfacción la intención de la Unión Europea de iniciar una misión de la Unión Europea en Bosnia y Herzegovina, con un componente militar, a partir de diciembre de 2004”, cuyo traspaso de mando se verificó el 2 de diciembre de 2004.





1. EVOLUCIÓN DE LA SITUACIÓN EN EL ÁREA DE MISIÓN





a. EN MATERIAS DE SEGURIDAD DE LA MISIÓN





La evaluación actual del Consejo de Seguridad de la ONU es que la situación de seguridad permanece relativamente estable y no hay por el momento situaciones de riesgo que afecten el normal curso de esta Operación de Paz.




Lo anterior, sin embargo, no implica desconocer que en la evolución política interna se ha observado últimamente algunos períodos de inestabilidad. En todo caso, la EUFOR mantiene las capacidades de disuasión necesarias y las fuerzas policiales bosnias han sido capaces de contener los incidentes producidos.





Las opciones que están actualmente en análisis y desarrollo por parte de la Secretaría del Consejo de la Unión Europea son:




- Mantener el status quo (lo más probable según los analistas internacionales)




- Disminuir el tamaño de EUFOR (sólo en medios principales lo que no afecta los Puestos de Observación y Enlace, es decir al Contingente Nacional).





- Realizar una modificación de la Fuerza (sólo en medios principales lo que no afecta los Puestos de Observación y Enlace, es decir al Contingente Nacional).





- Terminar la operación (actividad considerada  no probable para 2010, visualizándose una proyección de al menos cuatros años más.





En proceso la transformación de la Fuerza actual en una operación no ejecutiva de “Mantenimiento de la Paz”, es decir, evolucionando hacia una Operación de “Construcción de la Paz” que no desarrolle funciones como las actuales sino que se concentre en aspectos como entrenamiento, “capacity building”, apoyo a las instituciones bosnias correspondientes, etc. Además, se visualiza la colaboración internacional que actualmente requieren y solicitan las autoridades bosnias y que permite al mismo tiempo consolidar lo ya realizado por la UE en este país. 





Algunos países últimamente han expresado comentarios al respecto la inestabilidad política en Bosnia y a los desafíos que ello significaba para ALTHEA, expresando su apoyo a la continuación de la Misión, pero con algunas modificaciones a la Estructura de la EUFOR. Es importante destacar que nada de lo anterior involucra a nuestro Contingente Nacional que, en el contexto general, es muy pequeño y sólo cumple con labores de Observación y Enlace, por lo cual su organización y estructura se mantendría durante el 2010.




Se destaca el compromiso político de Naciones Unidas y de la Unión Europea de continuar la Operación ALTHEA, hasta que todos los objetivos tanto políticos como militares sean logrados en Bosnia y Herzegovina, dada la importancia de este país en su contexto regional y la similitud de procesos respecto de la situación evolutiva de su vecino Kosovo.





b. EN MATERIA ECONÓMICA





El actual panorama económico se ha deteriorado como resultado de la crisis económica mundial, al medio millón de cesantes que existía antes de la crisis, se le han sumado otros 45.000, es decir un 40% de la población activa, sumado a un constante declive en los índices de comercio exterior y en los ingresos del Estado. Lo anterior ha originado el surgimiento impresionante de comercio informal, visible en cualquier punto de Sarajevo. De acuerdo al Alto Representante, el principal problema económico del país no es su capacidad para producir, sino la incapacidad política para adoptar las medidas económicas adecuadas.




c. EN MATERIA POLÍTICA SOCIAL





Lamentablemente el ambiente político en general se ha  deteriorado en estos últimos meses. Se ha observado una disminución constante en el diálogo entre los líderes políticos, junto con un aumento en las controversias étnicas y  declaraciones de división. Esto ha originado un deficiente proceso para acelerar las reformas al país. La Asamblea Parlamentaria de Bosnia y Herzegovina aprobó sólo 11 nuevas leyes y 18 enmiendas a las leyes vigentes. El desempeño de la Asamblea Parlamentaria de Bosnia y Herzegovina también se vio afectada por la falta de contribuciones políticas y la orientación del Consejo de Ministros de Bosnia y Herzegovina. El "proceso de PRUD." Donde participan los tres principales partidos políticos se detuvo, a pesar de los esfuerzos de alto nivel internacional para reactivarlos.





La tensa situación política y la falta de diálogo afectaron negativamente la labor y los resultados de las instituciones de nivel estatal.





En su reunión de junio de 2009, la Junta Directiva del Consejo de Ministros, expresaron su preocupación por la evolución política en Bosnia y Herzegovina, en particular las acciones y declaraciones de desafió a la soberanía y el orden constitucional de Bosnia y Herzegovina. Se recordó a la autoridad federal, que Bosnia y Herzegovina es un Estado soberano internacionalmente reconocido cuya integridad territorial está garantizada y los instó a respetar la GFAP. La Junta Directiva también expresó su preocupación y decepción por el nivel de los progresos realizados por las autoridades de Bosnia y Herzegovina desde su reunión de marzo de 2009. Se recordó a la Autoridades de Bosnia y Herzegovina que se deben cumplir en su totalidad los cinco Objetivos y dos condiciones antes de la transición OHR.EUSR (Oficina del Alto Representante y Representante Especial de la Unión Europea) y pidió al Alto Representante que adopte medidas adecuadas para garantizar el cumplimiento de los cinco objetivos.





Si bien la cooperación prestada por las autoridades de Bosnia y Herzegovina con el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY) fue satisfactoria, el Fiscal General del TPIY informó en junio al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas que podría verse afectada por los graves problemas que enfrenta el sistema judicial de Bosnia y Herzegovina y por lo tanto apoya todos los esfuerzos para reforzar su capacidad judicial para hacer frente a los numerosos casos de crímenes sin resolver.





En Defensa, el 10 de junio la Presidencia de Bosnia y Herzegovina aprobó el plan de eliminación de excedentes de armas y municiones y encargó al Ministerio de Defensa Bosnia y Herzegovina establecer una Comisión para determinar las modalidades de eliminación. Sin embargo, las dificultades políticas siguen obstaculizando el progreso en  cuestión.




Sin entrar al detalle de la situación política interna del país, cabe mencionar que los análisis en esta destacan que las tres comunidades rechazan las propuestas UE/EEUU, relacionadas con el proceso político y de reformas, que redundan en un estancamiento general del proceso de reformas. En resumen, los serbio-bosnios estiman que las reformas protegen los intereses bosnio-musulmanes en detrimentos de los suyos y los bosnio-croatas estimarían que las reformas no los favorecen y por su parte los líderes musulmanes estiman que estas no son lo suficientemente ambiciosas que deberían ser.





La Unión Europea apoya en particular el reforzamiento de los poderes centrales (presidente, gobierno y parlamento) en el país, pero ello choca con los intereses de las comunidades que prefieren mantener el sistema de presidencias rotativas así como la mantención de la necesidad de acuerdo de las tres comunidades en la adopción de las decisiones. Las propuestas de la Unión Europea, además consideran aumentar los poderes del presidente y que este sea asistido por dos vicepresidentes elegidos a su vez por el parlamento. Se propone también que este último aumente el número de sus integrantes y que la cámara baja se convierta en un ente contralor de los intereses de las tres comunidades en detrimento de sus labores legislativas.





Próximamente se realizará una reunión donde se discutirán los mecanismos para acelerar el ingreso de Bosnia y Herzegovina en la UE y en la OTAN, un proceso continuamente en entredicho por la arquitectura del país después de la preguerra, dividido en tres territorios autónomos (Federación, República Srpska y el pequeño Distrito de Brčko), en el que de forma mayoritaria sólo la comunidad musulmana se identifica con el Estado en el que vive, mientras que los políticos serbios y croatas mayoritariamente boicotean cualquier intento de afianzar las estructuras estatales.





En general la seguridad en Bosnia y Herzegovina se mantiene en calma y estable, a pesar del entorno político difícil. No hubo incidentes que amenacen la seguridad y el medio ambiente. Sin embargo, la siempre inestable situación ha empeorado notablemente durante el primer fin de semana de octubre, en el que se han producido una serie de incidentes que han hecho aumentar la tensión en la entidad de Federación de Bosnia y Herzegovina.





B. EXPLICITACIÓN DE LOS OBJETIVOS PERSEGUIDOS POR CHILE Y DEL MODO EN QUE EL INTERÉS NACIONAL O LA SEGURIDAD DE LA NACIÓN SE VEAN INVOLUCRADOS.




a. Consideraciones Generales





Entre los objetivos de esta Misión se destaca el de hacer cumplir el Acuerdo General de Paz en Bosnia y Herzegovina y contribuir a la seguridad de la zona en coordinación con la OTAN, pues la Alianza mantiene, aunque sin exclusividad, ciertos cometidos, como verificar el proceso de reforma de defensa, perseguir y detener criminales de guerra y actuar contra el terrorismo. En cualquier caso, a la UE le corresponde desempeñar el principal papel como estabilizador de la paz dentro del apartado militar del Acuerdo General de Paz
.





b. Intereses Nacionales de Chile involucrados en la Operación





La continuación de la participación de efectivos chilenos en la Operación ALTHEA contribuye en forma decidida y eficiente a la política exterior del Estado orientada a la solución multilateral de conflictos internacionales a reafirmar los sólidos vínculos que se han establecido en esta materia con la Unión Europea, demostrado en el trabajo conjunto realizado con el Reino de los Países Bajos. Cabe señalar asimismo que, desde el punto de vista de la Cancillería, este factor es relevante en nuestras relaciones con ese mecanismo regional europeo. El Contingente chileno en ALTHEA, son 21 soldados profesionales y no es significativo a nivel FF.AA. en relación a los amplios beneficios que aporta a nuestros intereses.





El Ministro de Relaciones Exteriores de Bosnia y Herzegovina ha demostrado su interés para visitar Chile en el año 2010; bilateralmente se ha iniciado una negociación por ambas Cancillerías de un Acuerdo básico en materia de defensa, otro de excepción de visaciones a pasaportes diplomáticos y oficiales y Bosnia y Herzegovina ha insinuado que desearían solicitar a futuro colaboración en materia de desminado humanitario a través de la Comisión Nacional de Desminado de Chile (CENAD).





En efecto, la influencia de Chile en el concierto internacional se potencia substancialmente en la medida que el país asume responsabilidades que, en conjunto con otros actores, contribuyen a la mantención de la paz y seguridad internacionales.





En este contexto general, nuestro país se ha planteado como un objetivo específico en materia de política externa el mantener e incrementar su participación en las operaciones de mantenimiento de la paz, impulsadas por las Naciones Unidas y en este caso también con la Unión Europea, que en el marco de nuestra política exterior es un socio de carácter estratégico para Chile.





Chile ha mantenido una política de Estado permanente de participación en las actividades relacionadas con la paz y seguridad internacionales, aún en el período de la llamada “Guerra Fría”. Hoy, esta participación se ha ampliado como consecuencia de la multiplicación de conflictos a nivel internacional y el mayor protagonismo que tiene Naciones Unidas en los procesos de estabilización y de reconstrucción en escenarios de post-conflicto a nivel global.





Como país que se ha globalizado en el ámbito económico-comercial, nuestro país tiene un interés permanente por contribuir a asegurar condiciones de estabilidad que nos permitan continuar con el desarrollo sostenido de las últimas décadas. Sin estabilidad, no hay previsibilidad tampoco en el comercio a nivel internacional. Por ello, la adhesión de Chile a este tipo de operaciones, en las cuales se incluye ALTHEA, representa una forma de asumir un rol más activo para contribuir a escenarios que fortalezcan soluciones negociadas a conflictos, y también en el fortalecimiento institucional de países en crisis, que es lo que en definitiva permite en el mediano plazo el retiro de las fuerzas militares en una operación de paz. Para materializar lo anterior, el país ha contribuido efectivamente con personal y medios entrenados de sus Fuerzas Armadas, de Orden y Seguridad, así como también de civiles, a través del Centro Conjunto para Operaciones de Paz de Chile (CECOPAC).





c. El Impacto de esta Experiencia en el Desarrollo Profesional de las FF.AA





Chile se integró el año 2003 a la Fuerza de Estabilización (SFOR), actuando de manera combinada con medios británicos y dada la experiencia adquirida fue invitado a participar en la misión encabezada por la UE en septiembre del año 2004, a través de una carta enviada por el Secretario General del Consejo de la UE y Alto Representante para la Política Exterior y de Seguridad Común de la UE Sr. Javier Solana, invitación basada en una decisión del Comité Político y de Seguridad (Artículo 11 del Consejo para la Acción Conjunta en Bosnia i Herzegovina y el Artículo 25 del Tratado de la Unión Europea).





La participación de Chile en Bosnia y Herzegovina ha tenido, en una primera etapa, el respaldo logístico del Reino Unido, el que se mantuvo hasta marzo de 2007, fecha en que el Reino Unido se retiró de  Bosnia y Herzegovina, siendo sustituido por el Reino de los Países Bajos. De esa fecha en adelante nuestros efectivos en la operación ALTHEA tienen el mismo respaldo logístico, pero de los neerlandeses, lo que suma un nuevo elemento de cooperación con este último país, que también ha sido clave en nuestro proceso de renovación y adquisiciones de material de defensa.





En ese sentido, hay que destacar que Chile por primera vez desde que participa en los Balcanes, se despliega de manera independiente. Hasta marzo de 2007, sólo había actuado en el nivel regional de Banja Luka (sector Noreste) y bajo la tutela británica, por lo cual no tenía representación autónoma, sino que eran los ingleses quienes cubrían todo.





A partir de marzo, con la llegada de la Fuerza chilena CHILFOR-8 y la retirada de la Fuerza británica, Chile sube de nivel y participa en forma directa ante EUFOR (apoyada logísticamente por los Países Bajos) con su fuerza representada en el nivel local (Casas LOT); en el nivel regional con un Capitán en Banja Luka y a nivel nacional a través de representación en el Cuartel General de EUFOR en Sarajevo, siendo la primera vez que un Oficial del Ejercito de Chile es aceptado en un puesto operacional en ese nivel, lo cual adquiere gran relevancia considerando nuestra condición de país no miembro de la Unión Europea y no miembro de la OTAN.





Desde la perspectiva político-estratégica y militar, es importante la presencia de efectivos chilenos por cuanto si bien esta operación se desarrolla en una zona actualmente relativamente pacificada, que no presenta mayores riesgos para nuestras tropas, entrega, como valor agregado, la posibilidad que nuestro contingente se beneficie de la experiencia de interactuar con efectivos de fuerzas armadas profesionales de países miembros de la UE y de la OTAN. Asimismo, se trata de una contribución inédita, en cuanto Chile colabora y contribuye en una región distante dentro de una operación clave para la UE.





Destaca en ese sentido, el llamado específico de la UE a Chile para contribuir en dicha operación, lo que nos ha valido importantes elogios de parte de las autoridades de la UE, como de los países que la conforman. Se subraya el amplio interés que existe en la UE para que Chile permanezca en Bosnia y Herzegovina, lo que implica un reconocimiento al alto grado de profesionalismo demostrado por nuestros efectivos, que sin duda contribuye a elevar el prestigio nacional en el marco del diálogo político que existe entre nuestro país y la UE.





El actuar con el apoyo neerlandés ha sido una muy excelente forma de entrenamiento para el Contingente al interactuar con un ejército altamente desarrollado, lo que implica poder alcanzar estándares de interoperabilidad que rigen las operaciones de la OTAN y de Naciones Unidas.




Paralelamente ha brindado la oportunidad de operar militarmente en forma intensiva y constante en condiciones cercanas a la realidad, situación que en circunstancias normales es difícil de lograr en el país, razón por la cual mantenerse operando con las fuerzas holandesas permitiría continuar optimizando la capacidad operativa de las fuerzas nacionales, tanto en aspectos relacionados a Operaciones de Paz como otros referidos a procedimientos de combate, logísticos y de apoyo en general, lo que representa una contribución al entrenamiento operacional de los efectivos.





Otro aspecto importante, es que los Países Bajos y su ejército, han manifestado su especial interés por trabajar e interactuar con las FF.AA. de Chile, lo que a la vez otorga la oportunidad de continuar incrementando las relaciones bilaterales, que se extienden por más de diez años, no sólo en lo referido a Operaciones de Paz, sino también en otras importantes áreas como son el conocimiento de la doctrina, desarrollo tecnológico, sistemas de entrenamiento, sistemas de armas, conocimiento de material, del mando y control y otras, que demuestran el fuerte vínculo que actualmente existe entre ambas instituciones y que se ha demostrado por las visitas que ambos Comandantes en Jefes han efectuado a los respectivos países.





El trabajo combinado desarrollado con los Países Bajos a la fecha ha sido positivo y ha permitido a Chile lograr puestos de mayor relevancia que en el pasado en el Cuartel General de ALTHEA (UE) en Sarajevo. En cuanto al apoyo logístico neerlandés éste se considera óptimo.




d. Resolución 1325 “Mujeres Seguridad y Paz”





Con la reciente publicación del primer Plan de Acción Nacional para la implementación de la Resolución 1325 sobre “Mujer, Paz y Seguridad”, adoptada el año 2000 por el Consejo de Seguridad de la organización de las Naciones Unidas (ONU), se da un paso importante en uno de los objetivos del proceso de modernización de la Defensa, con la intención concreta y progresiva de la integración de la mujer en las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, y que estas cumplan un papel acorde con el protagonismo que han alcanzado en la vida social, con un enfoque de equidad de género como uno de los aspectos que abarca dicho Plan Nacional, a partir de la publicación de la política de la participación de mujeres en las Fuerzas Armadas. A la par con el proceso de incorporación femenina, la participación de nuestras tropas en operaciones de paz como parte de la política de Defensa y en congruencia con los objetivos de la Política Exterior de Chile, consolidan a nuestro país como un referente de la defensa de la paz.





C. PLAZO POR EL QUE SE HACE LA SOLICITUD.





Al igual que en los años anteriores, se solicita autorización por el plazo de 12 meses a partir del 01 enero del 2010 y hasta el 01 de enero del 2011.





D. EXPOSICIÓN DE LAS NORMAS DE EMPLEO DE LA FUERZA EN EL MARCO DEL MANDATO O SOLICITUD.




Si bien mediante Resolución Nº 1845, de 20 de noviembre de 2008, el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, en virtud de las atribuciones que le concede el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas otorga a la EUFOR, robustas Reglas de Enfrentamiento, en el caso nacional por tratarse de un Contingente Militar de Observadores cuya función principal es la de Observación y Enlace, su tarea consiste en monitorear la situación de seguridad de Bosnia y Herzegovina. Todo el personal sólo opera con armamento liviano para autodefensa inmediata. No está considerado  el empleo coercitivo de este contingente de ninguna forma o naturaleza.




De lo anterior, se desprende que las Reglas de Enfrentamiento que operan para este caso en particular, son las generales de las Naciones Unidas  y de la Unión Europea, que señalan en lo explicito, que las armas individuales, sólo se emplean para autodefensa inmediata.





De producirse una situación de emergencia, nuestro personal sería retirado y comenzaría a actuar la Unidad de Emergencia y Apoyo de la Fuerza Europea.





E. DESCRIPCIÓN DE LAS TROPAS A SER DESPLEGADAS.





De acuerdo al Acuerdo Técnico firmado entre el MDN y el MDN neerlandés, el personal considerado para esta Operación es de hasta 21 hombres, como sigue:





- 1 Oficial Jefe de Contingente y “Deputy LOT DESK” en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





- 1 Oficial Administrativo y jefe Oficina de Desminado para Bosnia en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo)





- 1 Oficial de enlace con las casa LOT en la Plana Mayor Regional (Banja-Luka).





- 2 Unidades LOT (Puestos de Observación y Enlace) de 9 hombres cada una.





F. ORGANIZACIÓN DEL MANDO DEL CONTINGENTE NACIONAL Y SU EQUIPAMIENTO Y MATERIAL DE APOYO.




En lo general todo el personal que está desplegado en Bosnia y Herzegovina se encuentra bajo el Mando Operacional de Chile a través de la Autoridad Nacional Militar para Operaciones de Paz, es decir del Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.





También en lo general y acuerdo a las normas que imperan en este tipo de Misiones, el Control Operacional radica en la Autoridad Militar que ha desplegado la Unión Europea en Bosnia y  Herzegovina  que recibe el nombre de Comandante de la Fuerza Europea.





En el detalle, las funciones de mando y Control, es el siguiente:





- Oficial Jefe de Contingente en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





A nivel Cuartel General se desempeña como Deputy LOT DESK, escalón superior de los RCC y Casas LOT, el cual tiene la responsabilidad del Mando y Control del sistema LOT en toda Bosnia y Herzegovina, desde el Cuartel General de Sarajevo y con respecto al Contingente, ejerce el Mando administrativo Nacional sobre el contingente y es el representante del país en todas las actividades ceremoniales y sociales que se realizan en la base como fuera de ella.





Se encuentra bajo el Mando Operacional de la Autoridad Nacional de Operaciones de Paz de Chile, es decir del Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional. 





De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia  y Herzegovina. 





- Oficial Administrativo en el Cuartel General EUFOR (Sarajevo).





Dentro de la estructura del Cuartel General de EUFOR, se desempeña en la unidad denominada “Joint Military Affairs (JMA), encargada de actividades de monitoreo, asistencia y control de cumplimiento por parte de las Fuerzas Armadas de Bosnia y Herzegovina de la remoción de explosivos, minas desde los campos minados. Dentro de esta unidad dicho Oficial se desempeña como jefe de la sección Countermines, cuya responsabilidad es “Mines Information Coordination Center”, es decir, proporcionar mapas actualizados con la situación de cada sector del país y su estado de contaminación de minas y realizar los entrenamientos sobre procedimientos en el país para evitar accidentes con minas y visitar los trabajos de desminado en todo el país. También es responsable de apoyar a la autoridad civil local en materias de capacitación en colegios, jardines infantiles o cualquier organización que lo solicite, incluyendo gubernamentales, embajadas, etc.





En cuanto a su tarea como Oficial Administrativo en el ámbito nacional, está a cargo de todas las actividades que se deriven de Chile en apoyo directo al contingente nacional, en el ámbito logístico, administrativo y de coordinación con las Casas LOT nacionales.





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.




De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina.





- Oficial en la Plana Mayor Regional (Banja-Luka).





Se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile.




De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina, quien delega esta autoridad en el Jefe del Sector Nº 3, con asiento en Banja Luka. Este último Oficial es un Teniente Coronel del Ejército de los Países Bajos.





- Unidades o Casas LOT (Puestos de Observación y Enlace).





Cada una de las Patrullas que se establecen en los Puestos de Observación (Prijedor y Sanski-Most) se encuentra bajo el Mando Operacional del Jefe de Contingente Nacional de Chile, quien delega esta autoridad a un Oficial de Grado de Capitán del Ejército de Chile.




De acuerdo a las normas que imperan en este tipo de operaciones internacionales de paz, el Control Operacional, radica en el Comandante Militar de la Fuerza Europea en Bosnia y Herzegovina, quien delega esta responsabilidad en el Jefe del Sector Nº 3.





En cuanto Equipamiento, por tratarse de Unidades de Observación y Enlace, sólo utilizan armamento de puño personal y las patrullas se efectúan en vehículos todo terreno perteneciente a los Países Bajos, como parte de la Fuerza Europea.





- Finalmente cabe hacer mención que en este tipo de operación la participación de la mujer en el mismo plano que el contingente masculino, a la fecha ha dado buenos resultados, no presentando inconveniente alguno en lo operacional y administrativo, como es el caso de habitabilidad entre otros.





- Los contactos políticos – estratégicos y de apoyo al contingente militar de soldados profesionales los realiza la Cancillería a través de la Embajada de Chile en Hungría que es Concurrente en Bosnia y Herzegovina.  Así mismo, durante el año 2010, existirá un Agregado de Defensa concurrente en ese país, desde el Reino de España, a fin de colaborar técnicamente con la operación de paz de Chile en ALTHEA (UE).





G. ESTIMACIÓN GLOBAL DEL COSTO FINANCIERO DE LA PARTICIPACIÓN NACIONAL EN LA OPERACIÓN, INCLUIDAS LAS DONACIONES EN DINERO O ESPECIES A SER REALIZADAS EN LA MISIÓN DE PAZ, Y LAS FUENTES DE SU FINANCIAMIENTO.





Los costos que a continuación se describen se encuentran considerados y financiados para el año 2010 de acuerdo al presupuesto autorizado para el Estado Mayor de la Defensa Nacional para ese año e incluido en el Fondo de Operaciones de Paz, por lo que se puede afirmar que la Operación ALTHEA se encuentra totalmente financiada.





Por otra parte, cabe señalar que Holanda sin costo para Chile otorga los siguientes apoyos al personal nacional:




- Atención médica y evacuación de emergencia,




- Vehículos y combustible para patrullajes,




- Instalaciones operativas y de habitabilidad (Casas LOT), con su respectivo mantenimiento,





- Alojamiento en hoteles para el periodo de relevos del personal (turno que arriba al Área de Misión).





Los costos nacionales, se desglosan en los siguientes ítems:





Remuneraciones: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	SUELDO JEFE MISIÓN (ENE - DIC 2010)
	USD $
	  109.794,92  

	SUELDO OFS. SUBALT. MISIÓN (ENE - DIC 2010)
	USD $
	  293.834,81  

	SUELDO P.C.P. MISIÓN (ENE - DIC 2010)
	USD $
	  674.270,01  

	TOTAL REMUNERACIONES 2010
	USD $
	1.077.899, 74






Pasajes y Otros Costos: Los costos anuales ya financiados y considerados en el Fondo de Operaciones de Paz, se resumen de acuerdo a lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	PASAJES  MISIÓN CHILFOR (IDA MARZO)
	USD $
	    47.382,30   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (IDA SEPT.)
	USD $
	    47.382,30   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (REGRESO MARZO)
	USD $
	    47.382,30   

	PASAJES MISIÓN CHILFOR (REGRESO SEPT.)
	USD $
	    47.382,30   

	GASTOS MENORES (US $ 5.000 POR RELEVO)
	USD $
	  10.000,00

	TOTAL PASAJES Y OTROS COSTOS 2010
	USD $
	199.529,2






Operación y  Funcionamiento: De acuerdo a lo estipulado en el Acuerdo Técnico entre el Ministerio de Defensa de la República de Chile y el Ministerio de Defensa del Reino de los Países Bajos, el cual define responsabilidades logísticas y financieras para la participación de tropas chilenas en Bosnia i Herzegovina, los costos asociados para Chile ya financiados para la Operación ALTHEA año 2010, están considerados en el Fondo de Operaciones de Paz y estos consideran lo siguiente:

	D E S C R I P C I O N
	COSTO TOTAL

	
	

	SERVICIO DE INTERPRETES ANUAL
	USD $
	  153.409,64   

	ALIMENTACIÓN ANUAL
	USD $
	  223.034,00   

	COMUNICACIONES (FONO, INTERNET) ANUAL
	USD $
	     9.740,97   

	SERVICIOS GENERALES ANUAL
	USD $
	     3.637,32   

	TOTAL FUNCIONAMIENTO 2010
	USD $
	389.821,93






H. OTROS ASPECTOS A SER CONSIDERADOS





Comentarios finales





Existe unánime acuerdo por parte del MDN, Cancillería, EMDN y Ejército de Chile, que continuar participando y operando en ALTHEA es altamente beneficioso para el país y sus FF.AA. por un conjunto de razones políticas, diplomáticas, militares y técnicas.  En este contexto general es pertinente resaltar la importancia que conlleva para nuestros intereses el Tratado de Libre Comercio firmado el día 17 de mayo del año 2002 entre Chile y la Unión Europea.





La Operación ALTHEA, representa una oportunidad de perfeccionamiento profesional en este tipo de operaciones en un escenario de bajo riesgo para los efectivos chilenos. Por otra parte, el hecho que Chile sea el único país no europeo que actualmente opera en ALTHEA, contribuye al prestigio internacional del país, refuerza nuestros vínculos con Europa, y en cuanto a las OPAZ de carácter mundial, posibilita mantenerse en un lugar de selección en relación a sus pares latinoamericanos. La continuidad de la participación de efectivos chilenos en la Operación ALTHEA, contribuye por tanto, a la política exterior global del Estado, y reafirma nuestra condición de socio confiable, demostrado en el trabajo conjunto con el Reino de los Países Bajos. Cabe señalar que desde el punto de vista de la Cancillería, este factor es muy importante en nuestras relaciones de largo plazo con el continente europeo. El Contingente chileno en ALTHEA, es 21 hombres y no es significativo a nivel FF.AA. en relación a los amplios beneficios que aporta.





La influencia de Chile en el concierto internacional se potencia substancialmente cuando desempeñamos un rol activo en el ámbito  multilateral, en este contexto nuestro país se ha planteado como un objetivo específico el mantener e incrementar su participación en las operaciones de mantenimiento de la paz propiciadas por las Naciones Unidas y en este caso también por la Unión Europea, contribuyendo así al objetivo primario de estas operaciones, cual es el mantenimiento de la paz internacional. Al mismo tiempo, la presencia militar chilena en las misiones de paz y en esta en particular, permite que la capacidad y el profesionalismo de sus integrantes trascienda las fronteras, sirviendo como un importante vínculo con Fuerzas Armadas de los países desarrollados, y como elemento esencial para mantener una capacidad efectiva de disuasión de nuestras instituciones armadas, que expuestas a escenarios reales de manejo de crisis, pueden poner a prueba las capacidades profesionales existentes.
- - -

DISCUSIÓN





El Subsecretario de Guerra señor Gonzalo García, señaló que en Bosnia Herzegovina existe una situación militar estable, producto de los altos índices de seguridad que ha logrado la misión. Al respecto, destacó que cuando se inició la operación se desplegaron 75.000 soldados, los cuales fueron reducidos hace cinco años a 7.500, y que, en la actualidad, hay 2.000 efectivos de veinticinco países.




Agregó que se han institucionalizado las fuerzas armadas y el Ministerio de Defensa, con lo cual las actividades de seguridad se han reconducido hacia las fuerzas locales, quienes incluso han asumido labores de desminados en otras misiones.





Advirtió que, sin embargo, existe una situación socioeconómica y política deficiente, lo que se traduce en una alta cesantía y una creciente economía informal.





Indicó que esta última situación ha complicado su ingreso a la OTAN y a la Unión Europea, pero que, afortunadamente, no se ha traducido en inseguridad, entre otras causas, porque se desarticularon las redes que traficaban armas.





Expresó que la situación política debería definirse a fines del año 2010, por cuanto entre los meses de septiembre y octubre hay elecciones generales, lo que de algún modo condiciona su ingreso a la OTAN y a la Unión Europea.





Refirió que la primera de estas entidades no aprobó su ingreso, a instancias de Gran Bretaña, Estados Unidos y Alemania, aunque se cree que en definitiva será aceptado. Añadió que se espera la aprobación de una reforma constitucional que haga posible la convivencia entre las distintas comunidades.





Por ende, señaló que el próximo año deberá decidirse si se mantiene la misión o no. No obstante, estimó que este tipo de operaciones ha permitido crear un vínculo con las fuerzas armadas de otros países, particularmente de la Unión Europea.





Ante la consulta formulada por el Honorable Senador señor Prokurica, relativa a las ventajas de la operación, el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de División, señor Andrés Avendaño, señaló que esta misión ha sido una gran oportunidad militar para Chile, ya que es el único país latinoamericano que participa, lo que permite interactuar con las fuerzas armadas europeas, con estándares OTAN, en idioma inglés, es decir con requerimiento más altos de lo normal. Agregó que, además, tiene un bajo riesgo, porque se realizan mayoritariamente funciones de enlace y control, y el armamento que se lleva es sólo para la defensa personal.





Indicó que para Chile es ideal este tipo de participación, en conjunto con otros países. Agregó que Holanda provee el soporte logístico, sin costo para el país. Añadió que hay una buena imagen del desempeño de las fuerzas chilenas y que hay oficiales chilenos en el cuartel general de la Unión Europea, estando uno de ellos a cargo del desminado de toda Bosnia. Por último, expresó que el costo alcanza poco más de US$ 1.000.000.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Prokurica planteó el problema que se produce con el otorgamiento de visas, y la imposibilidad de conseguirla anticipadamente. Al respecto, planteó que se estudie la forma de agilizar dicha gestión. También, preguntó acerca de si existen riesgos asociados al tráfico de drogas en la región.




Respecto del primer punto, el Subsecretario, señor García, expresó que nuestra embajada en Hungría es concurrente en la zona, y que ella es la encargada del tema de las visas. En lo que dice relación con las drogas, respondió que Bosnia es usada como país de tránsito de droga.




Por su parte, el Honorable Senador señor Romero estimó que esta misión más que un gasto significa una inversión, por lo que significa que un pequeño grupo de militares chilenos se inserte en fuerzas de la Unión Europea. Por otra parte, advirtió que la dificultad de convivencia entre las tres facciones que habitan esas tierras es de larga data y probablemente continuará en el futuro.





Indicó que esta participación permite una mejor relación con los países de la Unión Europea y una mejor cercanía con la OTAN, ya que nuestros efectivos participan conjuntamente con tropas que tienen un alto entrenamiento y mejores tecnologías.





En virtud de las consideraciones anteriores, las Comisiones Unidas resolvieron, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Flores, Gazmuri (en su calidad de miembro de ambas Comisiones), Larraín, Prokurica, Romero y Zaldívar, recomendar que se otorgue el acuerdo solicitado por Su Excelencia el señor Vicepresidente de la República.
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 15 de diciembre de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Jorge Arancibia Reyes, Fernando Flores Labra, Hernán Larraín Fernández, Baldo Prokurica Prokurica, Sergio Romero Pizarro y Adolfo Zaldívar Larraín.




Sala de las Comisiones unidas, 15 de diciembre de 2009.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario
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� El Acuerdo Marco General de Paz en Bosnia y Herzegovina (acuerdo de Dayton) se firmó el 14 de diciembre de 1995 en París, tras su inicialización en una base de las fuerzas aéreas estadounidenses situada en Dayton, Ohio. Lo firmaron la República de Bosnia y Herzegovina, la República de Croacia y la ex República Federativa de Yugoslavia.


� Con la firma del Acuerdo, los tres estados balcánicos se comprometieron a guiarse en sus relaciones de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, a respetar plenamente "la igualdad soberana de las demás", a arreglar las controversias por medios pacíficos y a abstenerse "de todo acto, mediante amenaza o uso de la fuerza o por otro medio, contra la integridad territorial o la independencia política de Bosnia i Herzegovina o de cualquier otro Estado". La ex República Federativa de Yugoslavia y Bosnia y Herzegovina se reconocieron mutuamente como "Estados soberanos independientes dentro de sus fronteras internacionales". En nombre de la Republica Srpska, la entidad Serbo-Bosnia de Bosnia y Herzegovina, la ex República Federativa de Yugoslavia firmó las partes del plan que concernían a dicha parte.





� Fuerza multinacional que se desplegó entre febrero de 1992 y marzo de 1995 y que contó con una fuerza militar que durante sus tres años de operaciones alcanzó un total de 38.599 hombres; incluidos 684 observadores militares; 803 oficiales de policía y un staff civil de  2.017 funcionarios internacionales y 2.615 locales.





� La UE lleva a cabo su misión con el apoyo logístico de la OTAN, conforme a  los llamados acuerdos “Berlín plus” entre la UE y la OTAN, que permiten a la primera hacer uso de las capacidades militares de la segunda y asegurar la complementariedad de ambas instituciones en el ámbito de la Defensa.
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